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ASOCIACIONES SINDICALES ( Continuación)

Sr. Presidente (Solana). - Continúa la sesión.

Tiene la palabra el señor senador por el
Chubut.

Sr. Solar¡ Yrigoyen . - Señor presidente: con
todo gusto voy a hacer uso de la palabra para
reanudar la sesión, porque soy el primero de los
oradores anotados que está presente.

Ayer, cuando se pasó a cuarto intermedio, tu-
vimos clara conciencia de que reanudaríamos
esta sesión con la presencia de muy pocos seño-
res senadores.

En definitiva, los legisladores, sabemos que
cuando hablamos más que dirigir los discursos
hacia nuestros pares lo hacemos hacia el pueblo
en general. Por eso no le atribuyo mucha im-
portancia a que en el comienzo de esta reunión
no se encuentren presentes muchos señores se-
nadores. Existen canales naturales entre las po-
siciones que fijamos en este recinto y el pueblo.
Ellos lo constituyen los medios de comunicación
colectiva, nuestro propio Diario de Sesiones y
otras formas de expresiones tal vez más primi-
tivas pero también más puras, como los diálogos
e informaciones directas y los debates que se
promueven en el seno de los partidos en torno
de las posiciones que aquí fijamos.

No temo ser extenso en el análisis de este
proyecto de ley, si bien voy a cuidarme de no
ir demasiado lejos en esta sentencia.

Si no fuera extenso tal vez implicaría dismi-
nuir la importancia del debate, y eso sería para
mí una actitud incorrecta, pues soy de los que
piensan que la ley de asociaciones sindicales re-
gula el más serio intento por elevar la dignidad
de la persona, particularmente de los trabaja-
dores. Esa es, por otro lado, la filosofía que
anima a nuestro credo de la Unión Cívica Radi-
cal, en nombre de cuyo bloque estoy hablando.

Luchamos por la igualdad de los hombres, y
ambicionamos ir demoliendo paso a paso las
grandes desigualdades sociales. La pobreza ex-
trema, la miseria, el pauperismo, la mortalidad
infantil, no son ni pueden ser problemas que
solamente nos afecten a los sensibles sociales;
son lacras que ensucian por igual a la sociedad
entera.

La Revolución Francesa proclamó la idea de
la igualdad humana. Fue la institución de un
gran principio que tenía viejas fuentes en la
humanidad como, por ejemplo, las enseñanzas
cíe Cristo, casi 1800 años antes.

Pero para realizar esta idea de igualdad hu-
mana hubo que entablar grandes luchas en el
inundo, en todos los países, inclusive en el nues-
tro, y alguna referencia voy hacer al respecto
durante cl análisis de este proyecto de ley.

En la relación entre el capital y el trabajo,
la igualdad por la que bregamos no puede darse
si no se igualan sus fuerzas. El capital y el tra-
bajo, junto con la naturaleza, son los factores
de la producción. Dejemos la naturaleza de la-
do, porque el hombre no la puede controlar,
al menos en su totalidad. Entonces, circunscri-
oámonos al capital y al trabajo. ¿Quién puede
negar que el primero es el factor fuerte, pode-
roso, y que en cambio el segundo, el trabajo,
es el factor débil de la producción?

La pregunta que todos nos hacemos y que
viene transmitida de generaciones y generacio-
nes, es cómo igualar estas fuerzas. Es una pre-
gunta sencilla pero que tiene una respuesta
ardua, difícil.

No podemos recordar aquí toda la historia.
Debemos hacer algunas referencias a ella, tal
vez esporádicas, pero que son necesarias para
ubicarnos en el marco del tema que estamos
considerando.

Así, no podría dejar de decir que el siglo XIX
implicó el triunfo del capitalismo sobre el hom-
bre. El ser humano fue degradado y conside-
rado una máquina y hasta tal vez, posiblemente,
la menos valiosa del taller de su patrón. Los
trabajadores inventaron entonces las asociacio-
nes profesionales. No nos cuesta imaginar a los
obreros de aquel entonces: conversarían entre
ellos, se compadecerían de la miseria que com-
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partían, de la injusticia del capitalismo cuya
riqueza contribuían a crear. Era un capitalismo
que los estaba explotando. Cuando estaban re-
unidos, esos trabajadores hablarían de la nece-
sidad de unirse, buscarían la manera de supe-
rar la circunstancia crítica en que se encontra-
ban. Era una situación injusta la que les tocaba
vivir.

Las primeras asociaciones sindicales, como
dice ese gran maestro mexicano de derecho del
trabajo, Mario de la Cueva, se formaron de una
manera natural y nacieron como un imperativo
vital, podríamos decir. Fue un fenómeno nece-
sario, se originó guiado por una idea, la de la
justicia. Fue la inteligencia humana -esto te-
nemos que comprenderlo bien- la que se so-
brepuso a las supuestas leyes naturales que se
asignaban al capitalismo según lo sustentaban
las ideas liberales en boga en aquel entonces.
Y así surgieron las asociaciones profesionales,
como grupos necesarios para enfrentar la des-
igualdad provocada por el liberalismo económi-
co y para tratar de introducir la justicia en la
vida de la economía.

No puedo sucumbir, por el exiguo margen de
tiempo de este debate, a la tentación -casi
diría, al placer- de detenerme en la evocación
de aquellas jornadas memorables de la historia
sindical. Pero sí quiero recordar las primeras
protestas sociales que se produjeron en la Ar-
gentina, por lo menos aquellas de las que tene-
mos memoria y que han sido registradas para
ser trasmitidas por la historia.

Debo decir y me siento orgulloso de hacerlo
en el momento en que entra en el recinto una
gran legisladora y mujer como es Margarita
Malharro de Torres- que fueron las coristas del
Teatro Argentino -y valga el recuerdo como
un homenaje a todas las mujeres- quienes,
agobiadas por sus bajos salarios y los sacrificios
de su trabajo, encabezaron el primer movimien-
to de protesta de que se tenga memoria en la
Argentina. Reclamaban una función anual en su
beneficio. Con ello, tal vez, estuvieron sembran-
do la idea de lo que posteriormente surgiría
como las vacaciones pagas.

Hay otro ejemplo que deseo citar: el de los
lancheros de La Boca -la mayoría genoveses
o descendientes de ellos-, que en 1871 pararon
sus remos por la intención patronal de rebajar-
les los salarios.

Pero fue el gremio tipográfico bonaerense
el que constituyó la clase más levantisca e inde-
pendiente que haya existido -según lo definió
el célebre escritor, que personalmente tanto ad-
miro, julio Payró-, el que cansado de sus misé-
rrimos salarios y de los horarios agotadores que

imponían sus patrones "según la costumbre de
la casa", en una asamblea en el Teatro Alegría,
y bajo la dirección del obrero francés señor Gau-
thier, formó en 1877 el primer sindicato que hubo
en la Argentina, que fue el Sindicato Gráfico, el
que he tenido el honor de integrar durante mu-
chos años y al que en alguna medida todavía
pertenezco, no como un obrero manual -que
nunca lo he sido-, sino como trabajador inte-
lectual, como profesional, como abogado.

Quiero recordar la fundamental participación
que le cupo a la Federación Gráfica Argentina
en la lucha contra aquella dictadura falaz del
general Onganía, ese usurpador del poder al
que su apologista y luego embajador, el perio-
dista Mariano Grondona, llamó un día "el me-
sías". Esa dictadura, que era violenta con los
argentinos indefensos y complaciente con los
extranjeros poderosos, encontró en los gráficos
a un gremio que no le dio tregua y que se
constituyó en uno de los puntales de la forma-
ción de aquella CGT de los Argentinos, que
yo no titubeo en calificar de gloriosa.

La casa de los gráficos , nuestra casa, de Pa-
seo Colón 731 de la Capital, fue entonces la
trinchera de todos los trabajadores que luchaban
pacíficamente contra ese régimen corrupto, que
se constituiría en el preludio del flagelo que
diez años después, en 1976, se extendiera sobre
nuestra República y nuestro pueblo.

Me detendré unos instantes en esta mención
de la CGT de los Argentinos por dos motivos
en especial. Por un lado, porque me parece
que ha sido voluntariamente olvidada por la
posterior dirigencia de la CGT hasta nuestros
días. Pero también lo hago porque fue una
organización con mayoría peronista pero un
ejemplo de convivencia pluralista.

Esta última característica, señor presidente,
constituye un principio fundamental en la doc-
trina de la Unión Cívica Radical.

La CGT de los Argentinos nació en el Con-
greso Normalizado Amado Olmos, que se ce-
lebró el 28 de marzo de 1968 en el Teatro
Marconi. Yo estuve allí presente, así como acom-
pañé a aquel histórico movimiento en todos
los años fundamentales de su vida, incluida
la reunión de Córdoba del 26 de mayo de 1969,
donde se declaró una huelga que tres días
después generaría esa gesta de la resistencia
a la opresión, que fue "el Cordobazo", al que con
este recuerdo también quiero rendirle mi ho-
menaje.

Aquella CGT rebelde lanzó uno de los do-
cumentos fundamentales del sindicalismo ar-
gentino, que fue su proclama del 1° de Mayo.
Lamento no tenerlo a mano porque si no pedí.
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ría su inserción. Pero recuerdo que convocó a
todos los sectores del pueblo a luchar contra
ese régimen autoritario; a todos sí, menos "a
las minorías entregadoras y a los dirigentes
corrompidos".

La CGT de los Argentinos produjo documen-
tos inolvidables que establecían la verdadera
comunicación entre el pueblo y sus dirigentes.
Notables intelectuales amigos míos, como Ro-
dolfo Walsh, Rogelio García Lupo y otros,
colaboraron con su pluma, pluma de alto vuelo
sin duda. Yo no tuve esa tarea; tampoco tuve
protagonismo en la redacción de aquellos do-
cumentos. Pero sí puedo decir con orgullo que
me fue posible volcar un pensamiento, que no
era sólo mío, sino que nos reflejaba a todos
los sectores populares. En uno de esos docu-
mentos la CGT de los Argentinos plasmó una
frase muy importante: "No queremos cambiar
a un general por otro general -dijimos-; que-
remos cambiar a un general por la voluntad
del pueblo".

Y no puedo hablar de los gráficos y de la
CGT de los Argentinos sin mencionar a su
digno secretario general, Raymundo Ongaro. El
fue encarcelado por la dictadura militar de
aquel entonces; muchas veces, diecisiete ve-
ces, señor presidente. Pero también fue encar-
celado por el gobierno constitucional en 1974.
Su pecado fue que el gremio se negó a suscri-
bir el pacto social propugnado por el gobierno
de aquel entonces y que combatió sin tregua
a la que luego sería la Ley de Asociaciones Sin-
dicales 20.615.

Pero Ongaro no sólo fue a parar a la cárcel.
Se lo calumnió, como pasa siempre con los
caídos. Y en esto senadores de todos los blo-
ques tenemos seguramente una gran experien-
cia. Se quiso desconocer su peronismo de toda
la vida. Recuerdo la discusión que tuve en la
Comisión de Asuntos Constitucionales con el
ministro del Interior de entonces, Alberto Roca-
mora. Me dijo que Ongaro estaba mezclado con
la subversión. ¡Cuándo no esa acusación tan en
boga durante tantos años y que mucho daño
nos ha hecho a los argentinos! Yo le exigí prue-
bas. El me respondió que se había hecho un
allanamiento en la sede de Paseo Colón y que se
había encontrado un arsenal de armas. Le re-
criminé que faltaba a la verdad y me contestó:
"Ahora soy yo, senador, el que le exige prue-
bas". Mi respuesta fue muy sencilla; le dije
que se las daría. Le informé que no había sido
el juez quien había realizado el procedimiento
que él mencionaba sino el secretario del juz-
gado; que había recorrido los nueve pisos de
Paseo Colón 731 y que no había encontrado
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absolutamente nada, ni un arsenal y ni siquiera
una honda para matar pajaritos.

Y me dijo: "Eso no es cierto". Yo le respon-
dí: "Es cierto, señor ministro". Se labró un acta
y yo la firmé como testigo porque en ese mo-
mento estaba en la casa de los gráficos, que era
mi casa. Y así pude acompañar al funcionario
judicial en toda su inspección; allí no había
armas de ninguna naturaleza. Los medios de
lucha de los trabajadores son otros. Pero no
fue tampoco suficiente. Ongaro no sólo siguió
preso y nosotros no pudimos obtener del minis-
tro Rocamora su libertad, sino que un día vi-
mos que su hijo, Alfredo Ongaro, fue asesinado.

Yo lo conocí desde chico, por mi amistad
familiar con los Ongaro. El no era un activista
ni le interesaba para nada la política. Era un
aspirante a seminarista. Estudiaba de noche y
de día trabajaba como sodero, hasta que fue
incorporado al servicio militar. El mismo día
que le dieron de baja, el cuerpo de este joven
apareció acribillado a balazos en un baldío de
Villa Regina, en Buenos Aires. Los asesinos le
dispararon un balazo en la frente y diez en la
espalda.

Provoca dolor recordar estos hechos del pa-
sado reciente de la Argentina. Esa noche fuimos
con los señores senadores Perette y Nápoli a la
humilde casa de Los Polvorines, donde vivían
los Ongaro. Lo autorizaron a Raymundo Onga-
ro a concurrir al velorio, pero no al entierro.

Fue el velorio del miedo, podría decir, pero
también el velorio del coraje. Delante del ca-
dáver de su hijo, Ongaro sollozaba. Nosotros
vimos cómo, cuando el comisario le decía que
tenía que volver a la cárcel, Ongaro, flanqueado
por los policías, fue arrancado de al lado del
cadáver de su hijo. Se fue llorando; y nosotros,
por qué no decirlo, sufríamos con él. Sufríamos
por el dolor pero, también, por la injusticia, la
impotencia y hasta por el futuro que veíamos
venir, como hombres políticos, sobre la Argen-
tina; un futuro con nubarrones negros, ya te-
ñidos del rojo de la sangre, que no venía sólo
a cubrir a los peronistas, a los radicales... En
definitiva, cubrió a todo el pueblo argentino.

Poco tiempo después, algunos senadores con-
seguimos sacarlo del país. Me acuerdo de los
nombres de los senadores radicales que traba-
jamos en esto; tal vez, también algunos sena-
dores justicialistas lo hayan hecho. Nos ayudó
un hombre noble y justo, que reemplazó al
ministro Rocamora y accedió al Ministerio del
Interior, el doctor Antonio Benítez, hoy fallecido.

He evocado a Ongaro; pero ¡cómo no recor-
dar, al hablar de la CGT de los Argentinos, a
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ese otro líder que fue un arquetipo de la digni-
dad sindical! Me refiero a Agustín Tosco.

Fui su amigo, también su abogado y compa-
ñero de lucha, como lo he relatado extensamen-
te en un libro de reciente aparición, titulado
Los hombres del presidente.

No puedo dejar de recordar cuando habla-
mos juntos en un acto en la Universidad de
Córdoba, en donde nos alegró ver a los estu-
diantes y obreros unidos, como en tiempos de
la Reforma; fue un acto multitudinario para im-
pugnar el proyecto que luego se transformaría
en la ley 20.615, de asociaciones sindicales.

Fue una ley -lo digo con todo respeto porque,
al fin y al cabo, han pasado los años y todos te-
nemos nuevas perspectivas, nuevas visiones so-
bre el futuro del país- que marcó a fuego las
diferencias que había entre la clase trabajadora
y las burocracias sindicales.

Tosco se opuso con toda la fuerza de su mi-
litancia, que era muy grande, como lo hizo el
Sindicato de Luz y Fuerza de Córdoba, del
que era Secretario general, a la aprobación de
esta ley.

Tosco era un hombre cabal, culto, con una
concepción ética sobre la lucha a la que estaba
consagrado. Cuando fue liberado en 1972 de la
cárcel de Trelew, después de una larga prisión,
sin proceso ni acusación de ninguna especie
como es costumbre en los períodos militares
-ya que las únicas acusaciones que se largan
entonces son calumnias-, él se definió como
"un luchador obrero sin partido al solo servicio
de los trabajadores".

Como todos los hombres progresistas que de-
ben sufrir la arbitrariedad, fue difamado y, tam-
bién, tergiversadas sus ideas, atribuyéndosele,
en muchas oportunidades, pensamientos o posi-
ciones que no eran los de él. Tosco creía en la
legalidad democrática y en la necesaria vigencia
de la Constitución Nacional. Repudiaba el fas-
cismo y cualquier otra forma de totalitarismo.
Creía en la movilización popular, pero no acep-
taba de ninguna manera la violencia que propi-
ciaban y practicaban las organizaciones guerri-
lleras.

Tosco no fue un gremialista clasista -como se
nos dice hoy en día- como lo fue por ejemplo
René Salamanca, otro mártir de la clase obrera.
El accionar de Tosco fue en Córdoba, con los
gremios Independientes, que eran pluralistas, en
donde había peronistas como Atilio López o
radicales como mi amigo Juan Malvar, de los
gráficos, y tantos otros.

Si había un hombre que repudiaba el secta-
rismo ese hombre era Tosco. Recuerdo una oca-

sión en que estábamos reunidos Tosco, un grupo
de dirigentes obreros y yo mismo y alguien
hizo una cita equivocada referida al doctor Víc-
tor Martínez que lamento que no esté hoy aquí
presente para escuchar este recuerdo.

El líder obrero puso las cosas en su lugar.
Recordó el contenido social que tuvo la inten-
dencia en la ciudad de Córdoba del doctor
Martínez, durante la presidencia de ese gran
argentino que fue Arturo Illia. Y evocó también
la obra que había realizado Víctor Martínez
en las barriadas más humildes de esa ciudad, en
beneficio de los trabajadores y de los sectores
marginados. Esta anécdota refleja al Tosco un-
tisectario que conocí íntimamente.

Por estas razones y por otras, muchos de los
que no teníamos su pensamiento, como en mi
caso, podíamos coincidir con él fácilmente en
objetivos fundamentales, como era la reconquis-
ta democrática frente a la dictadura que vivía-
mos y el imperio de la justicia social, que en
aquel entonces estaba desterrada.

Este perfil que doy de Tosco se refleja en su
pensamiento escrito con el cual me honró pi-
diéndome que lo prologase. Me refiero a su libro
La lucha debe continuar, publicado a r;tediados
de 1975, poco antes de su muerte, casi como su
testamento ideológico. Quisiera referirme a di-
cho prólogo, pero no lo haré, para abreviar.
Como se trata de un texto corto de dos pagini-
tas solicito su inserción en el Diario de Sesiones.

-Asentimiento.

-El texto de la inserción es el siguiente

AGUSTIN TOSCO

La lucha debe continuar

Prólogo de

Ilipólito Solar¡ Yrigoyen

Paór,oco

El 28 de junio de 1966, mediante un acto insensato

de violencia, se inauguraba en el país un período aciago,
en el cual se puso la República al servicio de una pe-
queña clase dominante integrada por servidores nativos
de los intereses imperialistas. No es el caso reseñar aquí

todos los padecimientos que soportó el pueblo argen-
tino en ese ciclo, que se cerraría el 25 de mayo de 1973

con el ascenso al poder de las autoridades constitucio-
nales. Pero sí corresponde señalar que la negación ab-

soluta de los derechos populares fue el signo caracterís-
tico de ese tiempo histórico.

Si algo tuvo de positivo esa época fue la rebeldía
popular que se manifestó en jornadas heroicas de resis-
tencia a la opresión y a la represión desatada por el
gobierno, y entre las cuales, por ser la primera y la más
importante por sus consecuencias, merece destacarse al
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Cordobazo, ocurrido el 29 y 30 de mayo de 1969. La
lucha del pueblo inscribió en estas efemérides el punto
de partida del camino hacia la caída de un régimen que
anunciaba, por boca de sus actores, la pretensión de
perpetuarse en el mando no menos de un cuarto de
siglo para edificar, en ese lapso , un nuevo Estado cor-
porativista.

Si continuamos la relación por sus puntos sobresa-
lientes, tenemos que mencionar a Agustín José Tosco
como la personalidad que por su trayectoria, por su
empuje y por su ascendiente bien ganado en las ba-
ses sindicales de Córdoba, caracterizó ante el país
aquella gesta que dejó malherido al sistema gober-
nante. Los intereses que éste representaba habían ela-
borado, en su defensa, un sistema represivo que
pretendía desarticular cualquier intento de quebrar
el sometimiento colectivo. Tal sistema, por vía de
"consejos de guerra", dictó en pocas horas las senten-
cias contra los dirigentes más destacados, y Tosco
encabezó la nómina con una condena a ocho años y
tres meses de prisión.

Desde Córdoba, el líder de Luz y Fuerza y de la
CGT de esa ciudad, fue trasladado a Santa Rosa, La
Pampa y de ahí a Rawson, Chubut, donde permane-
cería hasta que la presión popular, con motivo de las
fiestas de fin de año, arrancaba una amnistía resca-
tando a todos los presos políticos de las cárceles. No
pasó mucho tiempo antes de que Agustín J. Tosco
fuera detenido nuevamente. El 28 de abril de 1971, el
Poder Ejecutivo de facto dictaba un decreto ponién-
dolo a su disposición. Lo hacía al mes siguiente de que
fuera Córdoba nuevamente escenario de una clara
demostración de lo hondo que calaba el régimen en
la repulsa de la población. Ocurrió entonces el llama-
do Viborazo. Tosco pasó de su provincia al penal de
Villa Devoto, en Buenos Aires y luego nuevamente
al de Rawson.

Tras 17 meses de encarcelamiento bajo riguroso
trato, fue liberado el 23 de septiembre de 1972. El
decreto de liberación se limitó a decir que "han de-
saparecido las causas que determinaron la detención'.
Nunca el régimen había explicado antes, como no lo
haría después, cuáles eran esas causas. Tampoco 10
podría hacer, porque no había causa alguna que jus-
tificase la prisión, como me lo reconocería ante testi-
gos, en diálogo privado, el ministro del Interior. Pero
el gobierno militar sí tenía motivos para la detención
y ellos se fundaban en el temor que inspiraba una
prédica incorruptible contra un sistema autoritario y
despótico, digno representante, sin duda, de una so-
ciedad estructurada sobre sólidos cimientos de injus-
ticia social.

La hipocresía de los usurpadores del poder, en to-
dos estos casos, es conocida. Quienes gobiernan basán-
dese en el empleo de la fuerza, pretenden ser la le-
galidad y cualquiera que ataque tal "legalidad" incur-
siona en la subversión. Como ya lo señalara en el
debate de la ley de amnistía, en mayo de 1973, el
sistema sólo admite a los complacientes: el que se
opone, si es obrero es extremista, si es poítico es
destructivo, si es intelectual es disolvente. Estas y otras
agraviantes calificaciones caerían sobre el secretario

general de Luz y Fuerza de Córdoba con la vana
intención de desvirtuar el sentido ético y reparador
de una lucha pacífica.

Los dos años que Agustín J. Tosco pasó en la cárcel,
constituyeron un apóstrofe permanente al sistema go-
bernante, no sólo por la evidencia del encierro arbi-
trario, sino porque el dirigente de la CGT de Córdoba,
a través de documentos y opiniones lanzados desde la
cárcel, denunció a fondo los males sufridos por una
República enferma, señalando al mismo tiempo cuáles
eran a su juicio los caminos necesarios para lograr
la redención social del ser humano.

Una antología de esos testimonios es recogida ahora
por el presente libro. En él encontrará el lector desde
recuerdos históricos indispensables para la interpreta-
ción de una época en la que su autor fue principal
figura, hasta la reprobación permanente a un sindica-
lismo complaciente y claudicante que ensayaba diver-
sas posturas, pero que en el fondo se erigía en sostén
fundamental para un sistema antipopular y alienado,
cuyo significado trascendía los límites de los gober-
nantes de tomo.

El ciclo que refleja este epistolario se cierra cuando
advienen las autoridades que el pueblo había elegido
como intérpretes de programas de liberación nacional,
en el comicio de marzo de 1973. Tosco escribió una
página importante en la lucha que desarrollaron todas
las organizaciones populares para lograr el cese de
la fuerza como fuente de poder y su substitución por
la libre voluntad de la ciudadanía. Los hechos poste-
riores, de los cuales estamos siendo protagonistas en
los días que vivimos, muestran en muchos aspectos
la continuidad de un sistema sin voluntad de cambio.
De ahí que los pensamientos fundamentales que este
libro vierte sobrepasan su marco cronológico y son
también de estricta actualidad.

En momentos en que Agustín J. Tosco, sufre la
intervención de su gremio y una injusta persecución
que le niega espacio "legal" para su acción por las
reivindicaciones sociales , me he permtido sugerir que
el título de uno de los capítulos sea el nombre de
toda la obra. "La lucha debe continuar", adquiere así
el sentido de un mensaje para todos aquellos que.
desde diversos enfoques, aspiran a lograr una sociedad
más justa, dentro de la cual el hombre obtenga su
liberación.

(Hipólito Solar¡ Ynigoyen.

Puerto Madryn , agosto de 1973.)

Sr. Solar¡ Yrigoyen. - Pero Tosco fue persegui-
do, señor presidente; no sólo durante las dicta-
duras militares, sino también en el gobierno cons-
titucional. Su gremio fue tomado a punta de
ametralladora durante la época del interventor
brigadier Raúl Lacabanne el 9 de octubre de
1974.

Yo sé perfectamente bien que Lacabanne no
era peronista y que su recuerdo agravia por igual
a la mayoría de los peronistas como también a
los radicales y a los miembros de todas las otras
fuerzas democráticas. Pero recuerdo que en ese
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momento, en el que ec tomó al gremio por la
violencia, sus dirigentes fueron detenidos. Tosco
reclamó entonces, desde la clandestinidad, en
una carta que me dirigió en aquel entonces, ga-
rantías para ser juzgado -nada más que garan-
tías- y poder así -según decía textualmente-
"desenmascarar la farsa urdida para avasallar
nuestros derechos y nuestros sindicatos". Pero
no obtuvo esas seguridades jurídicas.

La historia la resumo en muy pocas líneas. Lo
cierto es que Tosco falleció por una tontería, víc-
tima de una enfermedad fácilmente curable: de
un forúnculo que tuvo en el cuello pero que le
atacó la médula. Falleció por falta de atención
médica el 5 de noviembre de 1975 porque su
vida en la clandestinidad no le permitió tener
esa atención. Y falleció cuando era un hombre
joven, porque había nacido en 1930.

Otros compañeros de Tosco fueron a parar a
la cárcel o al exilio. Entre los que fueron a parar
a la cárcel tengo que recordar a Tomás del Car-
men Di Toffino. Graciela Ceuna nos ha rela-
tado el fusilamiento de Di Toffino, en el campo
de concentración La Perla, en el que se encon-
traba como carcelero ese mayor Barreiro, que
nos hablaba hasta hace poco -¡oh ironía!- de
ese Operativo Dignidad. ¡Qué dignidad podía
haber en el campo de concentración La Perla,
donde los prisioneros estaban atados de pies y
manos, con los ojos vendados y torturados hasta
que iban a parar a la muerte!

A aquel luchador que era miembro de la mesa
directiva de Luz y Fuerza de Córdoba se le obli-
gó a cavar su propia fosa, según me lo relató la
señora Geuna en una noche muy triste en Gine-
bra. Pero también ella dio su testimonio ante
la Cámara Federal.

Murió como un valiente . En la lista de sus
hazañas negras, posiblemente el entonces jefe
del III Cuerpo, general Menéndez, con asiento
en Córdoba, habrá anotado el nombre de este
mártir del sindicalismo.

Una lista combativa y pluralista ganó por am-
plio margen en noviembre de 1974 las elecciones
de la Unión Obrera Metalúrgica de Villa Cons-
titución. La encabezaba también otro amigo con
el que he tenido el gusto de estar hace dos días:
Alberto Piccinini.

Este gremio fue intervenido por la central de
Buenos Aires. Entonces , los obreros salieron a la
calle, pero no a luchar por mejores salarios o por
mejoras en sus reglamentos de trabajo; salieron
a luchar en defensa de la autonomía de su gre-
mio. La historia también es larga y no puedo
detenerme en su análisis. Me basta su cita.

Pero los obreros fueron a parar a la cárcel,
donde algunos pasaron cuatro años . Fueron mis

compañeros de prisión en 1976 y 1977 en Raw-
son, un verdadero campo de concentración por
el trato inhumano. El propio Piccinini estuvo
cinco años y medio en la cárcel.

Cuando se los apresó, en aquel entonces el go-
bierno denunció un plan subversivo. El ministro
del Interior, Alberto Rocamora, nos habló acá,
en el Senado, de un programa que se llamaba
"El Paraná Rojo", para asustarnos e intentar jus-
tificar la represión.

Todo quedó en la nada. Nada se probó. Ni
siquiera se intentaron procesos serios contra los
dirigentes. Recuerdo cuando con el entonces
diputado Adolfo Gass fuimos a visitarlos a la cár-
cel de Coronda y a transmitirles nuestra soli-
daridad.

Pero hay algo que no puedo omitir: esa huelga
que fue apoyada en general por el pueblo de
Villa Constitución, fue vencida, es cierto; pero
cuando la huelga concluyó había casi treinta
muertos del lado de los trabajadores.

Tendría que mencionar los nombres de Anto-
nio Scipione, mi correligionario; de julio Guillán,
de Eduardo Arrausi, de Alfredo Lettis, de otro
mártir que fue Jorge Di Pasquale, del Sindicato
de Farmacia; de Enrique Coronel, de Pedro Ave-
llaneda, de Floreal Lencinas y de tantos otros
actores de la CGT de los Argentinos. No puedo
dejar de hacerlo porque según los historiadores
de los sectores dominantes -muchos de ellos
académicos-: los trabajadores no tienen histo-
ria, no tienen héroes , no tienen mártires. Sus
nombres parece que hay que borrarlos de la me-
moria, y esto no es justo . Por eso me siento en
la obligación de encarar esta reparación, con
éstas y otras citas que haré durante mi exposi-
ción.

Si he traído, señor presidente , estos hechos
ingratos a la memoria de todos, no ha sido para
avivar desencuentros. Los señores senadores de
todas las bancadas saben y tienen testimonios
amplios de que, en conjunto , estamos en una
tarea de superarlos.

Los he traído a la memoria porque estos he-
chos acaecieron como consecuencia de la nega-
ción de la democracia sindical.

A mí no me interesa reabrir heridas. Ayer lo
dije y lo diré cuantas veces haga falta. Lo único
que me interesa -y pongo énfasis al sostener-
lo- es exaltar la democracia sindical como un
supremo objetivo de la lucha de los trabajadores.

Igualmente apasionante es la larga historia del
sindicalismo en nuestro continente. Un hito lo
marcó la reivindicación de las ocho horas de tra-
bajo, que culminó aquel 19 de mayo de 1886. La
represión en Chicago fue acompañada del arres-
to de los dirigentes en huelga, precisamente en
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esa fecha que he indicado. Parsons, Fischer, En-
gel, Spies y Lingg fueron condenados a muerte.
Todos menos Lingg, que se suicidó, fueron ahor-
cados. Por eso se los conoce como "los mártires
de Chicago'.

Ese episodio está ligado al reconocimiento del
19 de mayo como el Día de los Trabajadores.
Y fue precisamente el presidente Hipólito Yrigo-
yen quien instituyó en la Argentina esta fecha
de descanso para honrar al trabajo y a los obre-
ros, con todo el contenido histórico y la inter-
pretación doctrinaria que había detrás de ella.

A mí no se me oculta que en la Argentina,
sobre todo en los comienzos de su historia, el
obrero adoptó un sindicalismo insurreccional que
aspiraba a la destrucción del sistema y no a su
mejoramiento.

Hubo trascendentes luchas obreras que ocu-
rrieron en gobiernos radicales, como las prota-
gonizadas en la denominada Semana Trágica de
1919 o en las huelgas de Santa Cruz de 1920-
1921, las que si bien tenían demandas justas per-
seguían objetivos más profundos, que posible-
mente llegaban hasta la toma del poder, al me-
nos en los objetivos de los más importantes o de
buena parte de sus dirigentes.

"El pueblo está pira la revolución", decía du-
rante la Semana Trágica el periódico "La Pro-
testa" al apoyar la huelga de Vasena que era, lo
repito, una legítima huelga. "Viva la huelga
general revolucionaria", decía la FORA anar-
quista, del V Congreso en aquellos días.

La verdadera explotación que sufrían los cam-
pesinos de Santa Cruz fue la base de la huelga
que comenzó en noviembre de 1920, dirigida
por la Sociedad Obrera de Oficios Varios, que
tenía su sede en Río Gallegos.

Hubo entonces dos intervenciones del ejérci-
to -y lo digo a grandes rasgos por la brevedad
que exige este debate-. La primera de ellas
fue predominantemente pacificadora, pero la se-
gunda fue salvajemente represiva. Quien dirigió
esa acción fue el coronel Héctor T. Varela, que
actuó a su antojo sobrepasando las órdenes de
Yrigoyen, quien como castigo nunca lo ascendió.

Detrás de las justas reivindicaciones de los
trabajadores también yacía el intento de varios
de sus dirigentes destacados, huelguistas de fi-
liación anarquista, de concluir con la toma del
territorio y tal vez de desestabilizar a las autori-
dades nacionales.

La subsistencia de la legalidad democrática
era incompatible con los objetivos revoluciona-
rios de los líderes anarquistas de esos levanta-
mientos. Pero hoy tenemos la perspectiva sufi-
ciente como para reconocer la legitimidad de la
inmensa mayoría de los reclamos obreros, ya
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reconocidos también por aquel entonces, como
asimismo para condenar la represión que exce-
dió sin lugar a dudas lo necesario para el resta-
blecimiento del orden social.

Yo me he referido expresamente a esos dos
sucesos ocurridos durante nuestro primer go-
bierno porque no queremos los radicales hacer
de ellos temas tabúes. Estamos dispuestos a dis-
cutirlos donde haga falta porque los radicales,
con casi un siglo de historia, la aceptamos sin
beneficios de inventario. Exaltamos las amplias
y profundas conquistas obreras implantadas por
nuestros gobernantes, pero también sabemos re-
conocer errores cometidos en nuestros gobiernos,
dándoles el alcance debido. Pensamos que obran-
do así tenemos autoridad para criticar los erro-
res de los otros.

Señor presidente: quiero hacer un alto en mi
exposición porque sé que mi colega y distingui-
do amigo, el señor senador Eduardo Menem,
tiene importantes ideas que volcar en este de-
bate. Está obligado a viajar a su provincia en
el día de hoy -que no es mi caso, ya que lo
haré mañana-; por eso voy a interrumpir mi
exposición en este punto para cederle a él la pa-
labra, si la Presidencia me lo permite, para
retomarla después que él haya concluido.

Sr. Presidente (Solana). - Con la conformidad
del señor senador por el Chubut, quien inte-
rrumpe su discurso, tiene la palabra el señor se-
nador por La Rioja.

Sr. Menem. - Muchas gracias, señor senador.
Quiero agradecer expresamente la gentileza del
colega y amigo, el señor senador por el Chubut,
doctor Solar¡ Yrigoyen.

Realmente, el cuarto intermedio aprobado
anoche hizo cambiar totalmente el tipo de expo-
sición que pensaba hacer, que era mucho más
extensa. Entonces, por razones de tiempo, me
voy a limitar a señalar dos o tres aspectos fun-
damentales que considero necesario aclarar, ha-
bida cuenta la forma en que se ha venido trami-
tando este proyecto de ley que hoy tratamos.

Realmente me siento liberado de volver a in-
sistir en toda la fundamentación de la ley de
asociaciones sindicales, toda vez que ella ya fue
debidamente expuesta cuando consideramos por
primera vez el proyecto de ley que dio origen
a este que hoy estamos tratando, y que fuera el
presentado oportunamente por el señor senador
por San Luis, el colega y compañero Oraldo
Britos.

Me voy a limitar a remitirme a mi exposición
en aquella ocasión, consignada en el Diario de
Sesiones, donde en forma extensa me referí a
los principios que informaban el proyecto. Hice
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una descripción e interpretación del mismo y,
desde luego, el análisis jurídico de todo ese tex-
to legal . Posteriormente , el proyecto pasó a la
Cámara de Diputados donde, es cierto , se le in-
trodujeron numerosas modificaciones , pero éstas
fueron especialmente de tipo fortrnal y no afec-
taron de ningún modo su esencia ni su filosofía.

Hoy estamos considerando prácticamente ese
mismo proyecto -si bien bajo la forma de uno
nuevo, por los motivos que ya expusimos ayer
y sobre los cuales no volveré pues quedaron de-
bidamente consignados- y creo que son total-
mente válidas las argumentaciones que hicimos
en aquella oportunidad , razón por la cual voy a
circunscribir esta breve exposición a tres puntos,
que fueron los ejes sobre los cuales giró la tra-
mitación parlamentaria última que tuvo este pro-
yecto de ley y que originaron los desencuentros
a los cuales hicieron referencia algunos señores
senadores , que no nos permitieron sancionar esta
norma anteriormente , ni en el mes de diciembre
ni en enero , y que motivaron postergaciones an-
teriores a esta fecha.

Los tres puntos cuestionados eran los siguien-
tes: en primer término, las medidas de acción
directa; en segundo lugar , el número de delega-
dos obreros ; y finalmente , la prejudicialidad en
materia de delegados gremiales.

Los dos primeros aspectos fueron acordados
en el nuevo proyecto de ley. Se convino en acep-
tar las modificaciones que propuso la bancada
radical . Y lo hicimos no porque hayamos pensa-
do que eran acertadas las críticas que se le hi-
cieron sino porque dichas modificaciones no
afectaban el fondo de la cuestión . Pero las acep-
tamos dejando bien sentado -y a esto va a ten-
der mi exposición- que la propuesta original
contenida en el proyecto Britos era realmente
acertada y no podía ser motivo de las críticas
que infundadamente se le hicieron , no tanto den-
tro del recinto como en algunos pronunciamien-
tos de ciertas entidades empresarias , que cues-
tionaron estos temas de las medidas de acción
directa , el número de delegados obreros y la
prejudicialidad.

Con re specto al primero de los puntos, las
medidas de acción directa, el texto legal cuestio-
nado decía : "Las asociaciones sindicales tienen
los siguientes derechos", y los indicaba en los
incisos a ), b), c) y d ). En este último estable-
cía: "Formular su programa de acción y realizar
todas las actividades lícitas en defensa del in-
terés de los trabajadores . En especial , ejercer el
derecho a negociar colectivamente , el de parti-
cipar, el de huelga y el de adoptar otras medidas
de acción directa".

Este tema de las medidas de acción directa
integra, como una forma del derecho de huel-
ga, el conocido tríptico que constituye, de al-
guna manera, la base de todo el derecho sindical:
el sindicato , la convención colectiva y la huelga.

Este derecho , señor presidente, está garanti-
zado por el artículo 14 bis de la Constitución
que establece que queda garantizado a los gre-
mios el derecho de huelga.

¿Cuál es la crítica que se hace a esta expre-
sión de "medidas de acción directa"? Se decía
que al figurar tal expresión en la ley se podía
entender que se autorizaba a que se cometieran
ciertos hechos ilícitos, como por ejemplo la ocu-
pación de fábricas , la toma de rehenes dentro de
la fábrica y otras acciones de esa naturaleza.

Creo, señor presidente , que a poco que exa-
minemos el texto mencionado , ya nos podemos
dar cuenta , sin necesidad de mayores análisis,
de que la crítica era totalmente arbitraria, y ca-
rente de fundamentos . Ello es así, porque, con
sólo leer el texto, se puede apreciar que desde
ningún punto de vista podía decirse que las
medidas de acción directa autorizan a cometer
actos irregulares.

Leyendo el texto, observamos que dice : "For-
mular su programa de acción , y realizar todas
las actividades lícitas en defensa del interés de
los trabajadores" -la misma ley lo dice: "acti-
vidades lícitas"- y más adelante dice "en es-
pecial' ; esta última expresión se refiere , dentro
de las medidas lícitas, a las de acción directa.
Esto ya ponía fuera de cuestionamiento esas crí-
ticas o temores de que estas medidas pudieran
dar lugar a la comisión de hechos irregulares.

Pero, de todas maneras, la crítica estuvo en
los medios de difusión, en lbs comunicados, co-
mo si desde esta bancada supuestamente hubié-
ramos querido autorizar a los gremios a que
tomaran este tipo de medidas irregulares.

Pero , señor presidente , esta terminología, "me-
didas de acción directa", ha venido siendo utili-
zada en los textos legales desde hace mucho
tiempo y nunca fue cuestionada . Por primera
vez se les ocurrió pensar que esto podía ence-
rrar la autorización a cometer hechos irregula-
res.

El proyecto de ley que remitió el Poder Eje-
cutivo nacional a la Cámara de Diputados con
fecha 4 de junio de 1987 -es decir, este mismo
Poder Ejecutivo presidido por el doctor Alfon-
sín-, en el mensaje 858 , en su artículo 59, inciso
d) es exactamente igual al que fue posterior-
mente cuestionado por la bancada radical.

Es decir , que el propio Poder Ejecutivo en-
vía un proyecto de ley en donde habla de las
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medidas de acción directa y, posteriormente, en
este Senado, ln misma bancada radical en todas
las reuniones de la Comisión de Trabajo y Pre-
visión Social impugnó este concepto.

Pero no es sólo la posición de este gobierno
constitucional; la ley de asociaciones sindicales
sancionada por la dictadura militar, cuya vi-
gencia, lamentablemente, se prolongó en el
tiempo, también usa esta misma terminología.

El artículo 13, en su inciso k), al determinar
los estatutos de las asociaciones gremiales dice:
"Autoridades y procedimientos para la adop-
ción de medidas de acción directa". Y la regla-
mentación del artículo 10 del decreto regla-
mentario 640/80 de esta ley 22.105 dice: "Las
medidas de acción directa sólo podrán ser adop-
tadas por el voto directo y secreto de los afi-
liados en asamblea especialmente convocada al
efecto".

Y aquí cabe una reflexión: si la propia Iéy
de la dictadura militar, que no tenía precisa-
mente muchas simpatías por los gremios, con•
tenía la denominación de "medidas de acción di-
recta", yo me pregunto cómo -si esta misma
expresión, si esta misma terminología está en
la ley propuesta por el Poder Ejecutivo elegido
por el pueblo, y propuesta al Parlamnto en
donde están los representantes del pueblo-
puede venirse ahora a cuestionar esta denomi-
nación que nunca dio origen a ningún tipo de
problema de interpretación judicial.

Debemos pensar entonces, señor presidente,
que detrás de este cuestionamiento no se quería
solamente plantear una cuestión relativa a las
medidas de acción directa, sino que existía un
propósito -por parte de aquellos que de afuera
cuestionaron la ley- de obstaculizar su sanción.

Y esto no sólo se ha dado en estas leyes,
sino que hubo antecedentes en las leyes 20.615
y 14.455 que ya contenían disposiciones simi-
lares a las mencionadas. Y la ley 20.744 utiliza
la expresión en varias oportunidades; en el tí-
tulo X, capítulo sexto, dice: "efectos de la
huelga y otras medidas de acción directa", y
los artículos 243, 244 y 245 hablan también
de la huelga y otras medidas de acción directa.
Es decir, que esta terminología ya venía siendo
utilizada legalmente desde muchos años atrás
y no dio lugar a ninguna confusión. Más aún,
la Corte Suprema de justicia de la Nación,
cuando tuvo que expedirse sobre este tema en
diversos pronunciamientos, sentó la doctrina a
aplicarse en cada caso.

De manera que cuando se habla de derecho
a huelga y de medidas de acción directa, debe
interpretarse que este derecho se ejerce en con-

sonancia con otros derechos reconocidos por la
Constitución. Es sabido que no hay derechos
absolutos; todos los derechos deben interpre-
tarse armónicamente en conjunción con otros
reconocidos por la Constitución.

Entonces, si hablamos de reconocimiento del
derecho genérico de huelga dentro del cual
quedan comprendidas también las medidas de
acción directa, debe entenderse que el ejerci-
cio de este derecho no puede lesionar otros,
como el derecho a la propiedad o a la libertad.

Ya la Corte Suprema de justicia de la Nación,
en casos conocidos, ha establecido este crite-
rio, de manera tal que tampoco pueden existir
dudas acerca de la interpretación de esta expre-
sión por parte de la justicia. Es reconocido el
caso del año 1964, en la causa "Riego Ribas y
otros", resuelto por la Corte Suprma de justi-
cia en un pronunciamiento producido con mo-
tivo de la toma de un establecimiento fabril.
Allí la Corte condenó a los trabajadores por el
delito de usurpación en concurso real con el de
desobediencia, con lo cual, prácticamente les
tiró con todo el Código Penal.

Y a esto quería llegar. Me pareció arbitraria
e infundada la crítica hecha a esta expresión
contenida en el proyecto original votado por es-
te Senado y aceptado por la Cámara de Dipu-
tados el cual venía del Poder Ejecutivo y tenía
antecedentes en leyes anteriores.

Hemos aceptado esta sustitución por enten-
der que era una forma de allanar el camino
para que logremos esta ley por consenso pero de
ningún modo podemos aceptar que la expresión
"medidas de acción directa" pudiera contener
otro propósito o tener otros objetivos que el que
acabamos de mencionar.

Quiero recordar también que en el decreto
969/66, al cual se hizo referencia, sancionado
por el doctor Illia, se usaba esta expresión de
medidas de acción directa y tampoco fue nun-
ca cuestionado.

Entonces, debo pensar que si se lo cuestiona
ahora no fue por esa frase en sí sino porque se
tenía el propósito de obstaculizar la ley. Debo
reconocer que en alguna medida lo han con-
seguido porque de lo contrario no hubiéramos
demorado ocho o nueve meses en sancionar una
ley por objeciones de este tipo que, como ve-
rnos, son totalmente infundadas.

Es verdad que se sustituyen esos términos por
una expresión que es muy cara al movimiento
justicialista, que es la que estaba contenida en
la Constitución de 1949. Pero de todos modos
el significado es exactamente el mismo: decir
medidas de acción directa o medidas legítimas
de acción gremial es lo mismo porque las medi-
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das de acción directa no pueden ser otras que las
legítimas, y que están autorizadas por la Cons-
titución Nacional.

El otro tema que se cuestionó es el del nú-
mero de delegados gremiales. Esta es una cues-
tión de política legislativa. Decir que habrá
uno más o uno menos, que van a ser más o me-
nos delegados en número, no tiene trascenden-
cia, porque realmente es insignificante y de
ninguna manera alterará el funcionamiento de
la empresa ni las relaciones de ésta con los
obreros.

Indudablemente, se me ocurre que ha sido
otro de los argumentos o de los pretextos que
se usaron para dilatar la sanción de esta ley,
porque en todos los antecedentes que hay so-
bre el tema existe una escala que no difiere
sustancialmente de ésta.

Deseo recordar que en la ley sancionada por
el proceso militar curiosamente, a diferencia de
los criterios contenidos en otras leyes sancio-
nadas por el Parlamento, no se estabilizó el
número mínimo de delegados gremiales sino
que acorde con esa filosofía de persecución
de los gremios se estipuló el número máximo de
delegados gremiales, el que no podía ser au-
mentado ni aun poi las convenciones colectivas
de trabajo. Es decir, ni aun poniéndose de acuer-
do obreros y patrones sobre el número de dele-
gados, éste se podía ampliar porque existía esa
disposición sancionada por el gobierno militar
que lo prohibía expresamente.

Quiero recordar que en el proyecto de Códi-
go de Trabajo -tan caro a la bancada radical-,
que hemos mencionado muchas veces, de Ná-
poli, Tissembaum y Despontin, se establecía una
escala que era superior en cuanto al número de
delegados gremiales por cantidad de obreros
que el que contiene este proyecto de ley que
viene modificado de Diputados y que fue cues-
tionado por ser excesivo.

Y yo digo: si en ese proyecto de ley tantas
veces defendido el número de delegados era
superior, ¿por qué cuestionamos la cantidad
que viene en un proyecto de ley, cuya escala es
inferior?

Esto me autoriza a pensar que no se trataba
tanto del número de obreros sino que era otro
de los pretextos usados desde afuera para obs-
taculizar la sanción de esta ley tan cara a los
trabajadores y tan necesaria para permitir su re-
organización definitiva.

Llegamos así al último punto, señor presidente,
al cual me voy a referir rápidamente por razones
de tiempo. Es el tema del denominado fuero
sindical. En primer término, deseo señalar que
no hay ningún fuero sindical. El fuero puede
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hacer referencia a un tribunal especial o a una
situación de privilegio o de beneficio excepcio-
nal. Pero aquí no hay ningún privilegio ni tam-
poco beneficio adicional. Aquí se trata simple-
mente de la reglamentación de una garantía
constitucional y por eso no podemos aceptar como
válida la expresión "fuero sindical".

Aquí no hay fueros especiales porque están
prohibidos por la Constitución Nacional. De lo
que se trata es de reglamentar una garantía
constitucional que hace referencia a la estabili-
dad del dirigente gremial, que es algo totalmen-
te distinto a suponer que hay un fuero sindical.

El artículo 14 bis de la Constitución Nacional
ha determinado claramente los principios en ma-
teria de estabilidad del dirigente gremial al esta-
blecer como garantía que tienen los gremios,
entre otras: `Los representantes gremiales goza-
rán de las garantías necesarias para el cumpli-
miento de su gestión sindical y las relacionadas
con la estabilidad de su empleo'.

Lo que establece la Constitución es precisa-
mente lo que reglamenta el artículo pertinente
del proyecto de ley que hoy tratamos.

Algunos, muy cortos de estudio pero muy suel-
tos de lengua, han mencionado que ésta es una
cuestión corporativa, que consagra el corpora-
tivismo, que es un privilegio excepcional. Pero
parece que se han olvidado de que este artículo
de la Constitución es el que consagra la garantía
de estabilidad del dirigente gremial y que no
constituye ningún privilegio sino que es la pro-
tección que merece, ya que al estar en defensa
de los intereses de los trabajadores es muy fre-
cuente que entre en colisión o en fricciones con
la patronal y resulte sancionado a raíz de ese
enfrentamiento con el empresario, lo que hace
no por motivos propios sino por la representación
que inviste.

Entonces, se produce lo que normalmente se
llama la caza del dirigente gremial: el patrón lo
amenaza, lo despide o lo suspende si lleva una
reivindicación o un reclamo o cuando quiere de-
fender el derecho de algún obrero en particular
o de todo el conjunto. Por eso se lo protege, por-
que está en una situación de indefensión frente
a la patronal.

Esta protección especial no le crea ningún pri-
vilegio porque están dadas las garantías tanto
para el dirigente gremial como para el empre-
sario. ¿Qué es lo que exige este artículo? Que
antes de ser sancionado o de ser despedido, co-
mo medida previa a que le cambie la situación
de trabajo, antes que le pueda caber algún tipo
de sanción, tenga que acudirse a la justicia para
demostrarlo.
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Ir a la justicia no tiene que significar agra-
vio para nadie, y entonces es el juez el que va
a determinar si le da la facultad a la patronal
con respecto a la permanencia del obrero o del
dirigente gremial en el puesto de trabajo durante
la sustanciación del trámite judicial o adopta una
medida cautelar, cuando pueda poner en peligro
la seguridad del establecimiento o de las perso-
nas dejándolo transitoriamente separado.

Esta es la disposición que ha originado toda
una serie de cuestiones porque quieren que mien-
tras se sustancie la causa el obrero esté afuera
y entonces el patrón es el único juez que va a
determinar que se ha cometido la falta. Si nos-
otros hubiéramos aceptado esta postura direc-
tamente habríamos destruido la garantía cons-
titucional de protección del dirigente gremial
porque a nadie escapa que por este fácil proce-
dimiento el patrón lo saca del establecimiento y
mientras se sustancia el trámite, el dirigente ya
ha quedado sancionado, se ha infundido temor
a los otros obreros quienes, por consiguiente, no
se animarán a hacer planteos similares.

Por eso está la garantía de la justicia. Algunos
han considerado que era mejor el sistema con-
tenido en la ley dictada por el gobierno militar
que establece una sustitución en dinero que se
le puede pagar para despedirlo, pero esto, evi-
dentemente, no es la garantía constitucional. Es-
ta apunta a que no se lo pueda sancionar ni se
pueda convertir en una indemnización de dinero.
Si analizamos el artículo 14 bis de la Constitu-
ción observaremos claramente la distinción que
hay entre el trabajador privado en general y el
dirigente gremial, porque este artículo tiene dos
expresiones distintas y diría que hasta tres en
materia de estabilidad.

Cuando se refiere a los trabajadores en gene-
ral, menciona la protección contra el despedido
arbitrario. Esto consagra una estabilidad relati-
va, porque, ¿cuál es la protección que le da la
ley contra el despido arbitrario? Ahí sí corre
la sustitución por una indemnización, mediante
el pago de una suma de dinero.

El mencionado artículo también se refiere a la
estabilidad del empleado público, que es una
cuestión distinta. El empleado público tiene una
estabilidad absoluta porque puede obligarse al
Estado o a la repartición estatal a que lo rein-
corpore en caso de despido y no admite la in-
demnización sustitutiva de dinero porque está
consagrada la estabilidad absoluta del empleado
público. Y esto es así porque es sabido que nor-
malmente el empleado público es el botín de
guerra de los vencedores en las contiendas elec-
torales. Por eso se le ha querido dar una protec-
ción especial.

En el caso del dirigente gremial utiliza otra
expresión. Se refiere a que los representantes
gremiales gozarán de las garantías necesarias
para el cumplimiento de su gestión sindical y las
relacionadas con la estabilidad de su empleo. Si
realmente la estabilidad del dirigente gremial
hubiera sido igual a la del empleado común, no
tendría por qué el artículo 14 bis tratarlo en
dos párrafos distintos. En uno se refiere a la
protección contra el despido arbitrario y en el
otro cita la estabilidad del dirigente gremial.
Esto nos está indicando que son dos cosas total-
mente distintas y se le ha querido dar una pro-
tección especial. Por eso este artículo ya estaba
contenido en el proyecto de ley presentado por
el señor senador Britos.

Si queda alguna duda sobre el sentido de esta
ley, nos tomamos el trabajo de examinar el Dia-
rio de Sesiones de la Convención Constituyente
en la que se sancionó este artículo 14 bis, que
elimina toda duda sobre el tema.

En el Diario de Sesiones de la Convención
Nacional Constituyente, tomo II, página 1230,
al referirse a esta norma dejó en claro el miem-
bro informante Carlos Bravo que consagraba la
reincorporación forzosa del representante gre-
mial al sostener que, en lo que atañe a las re-
laciones con los empresarios, la protección debe
consistir no sólo en la reinstalación del dirigente
gremial en el trabajo sino también en multas.
Este ha sido el espíritu y esto lo han dicho los
constituyentes que sancionaron el articulo 14
bis: la protección debe consistir no sólo en la
reinstalación del dirigente gremial en el trabajo.
Esta es la interpretación clara de esta norma.

Pero por si fuera poco y quedara alguna duda,
para aquellos más incrédulos, vamos a citar lo
que dice el convencional Cortés. Deseo que
presten atención a esta parte porque es lo que
concluye con cualquier duda.

Dice Cortés al fundamentar el artículo 14 bis:
"Lo que queremos evitar es que se produzcan
los despidos, y que un representante sindical
con motivo del ejercicio de su representación
o como consecuencia de ella sea despedido por
el patrón, quien no sólo debe pagarle indemni-
zación sino que, además, debe repónerlo". El
convencional Cortés concluye que se prohibe el
despido aun con indemnización del representan-
te sindical. Esta cita se encuentra en la página
1446 del Diario de Sesiones.

Es decir, la conclusión no puede ser otra,
señor presidente, que la de que el artículo 14
bis de la Constitución ha consagrado la esta-
bilidad absoluta del dirigente gremial. Sólo pue-
de ser despedido por causas justificadas, pero
determinadas judicialmente, no unilateralmente
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por el patrón. Por estas razones, no podíamos
aceptar la alternativa de que el obrero quedara
afuera mientras se sustanciaba la causa, tal
como fue propuesto.

Por eso también, como no se puede forzar
al patrón a que acepte al obrero en su puesto
de trabajo, se establecen los astreintes del ar-
tículo 666 bis del Código Civil, que establece
fuertes multas para el caso de que no se lo
quiera reinstalar en el puesto de trabajo. De
este modo le va a resultar al patrón mucho
más sencillo reinstalarlo que sufrir las graves
multas que pueden decidirse por vía judicial.

Hemos cedido en otras dos normas. Permi-
timos que se cambiara la denominación "medi-
das de acción directa" por la de "medidas le-
gítimas de acción sindical". También hemos
permitido alguna disminución en el número de
delegados. Pero desde ningún punto de vista
podemos transar o negociar en esta norma, que
no es negociable porque hace a la defensa del
derecho legítimo que tiene el dirigente gremial
y que tienen por cierto los trabajadores. Se trata
además de una protección que está establecida
en la propia Constitución Nacional. En efecto,
esta norma, que ha sido tan duramente cues-
tionada y castigada alegándose que establece
un privilegio o una excepción, no es sino la
reglamentación de una garantía constitucional,
que es la de la estabilidad del dirigente gre-
mial.

Creo, señor presidente, que con esto queda
despejada toda duda sobre la procedencia de
la prejudicialidad y sobre la situación del diri-
gente gremial. Quedan así expuestas las razo-
nes por las cuales no hemos aceptado ningún
cambio en esta cláusula. Creo que están debi-
damente protegidos los derechos del dirigente
gremial y de sus representados. Y también pue-
de afirmarse que no se causa ningún gravamen
al empresario, a la patronal, que va a someter
el caso a la justicia y, si tiene razón y aporta
las pruebas necesarias , obtendrá una decisión
favorable. Si no tiene razón deberá admitir que
ese dirigente gremial está cumpliendo con sus
funciones de defensa de los intereses legítimos
de los trabajadores. Pero en ningún caso debe
incurrir en esas maniobras desleales a las que
me refería hace un momento, yendo a la caza
del dirigente gremial porque éste cometió el
pecado de defender los intereses de los traba-
jadores.

Por estos motivos, señor presidente, sostene-
mos que esta norma debe mantenerse tal co-
mo figura en el texto que logramos por con-
senso . Por lo demás, las exposiciones de los se-
ñores miembros informantes han sido bastante
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claras y extensas. Anticipo, pues, mi voto favo-
rable a este proyecto acordado entre las ban-
cadas mayoritarias.

Sr. Presidente (Solana). - Continúa en el uso
de la palabra el señor senador por el Chubut.

Sr. Solar¡ Yrigoyen. - Señor presidente: cuan-
do concedía la interrupción para posibilitar el
discurso del señor senador Menem, que tenía
que ausentarse, terminaba de evocar dos episo-
dios históricos que los radicales no queremos
silenciar: la "Semana Trágica" y los sucesos de
Santa Cruz de 1920/21.

Reanudo mi exposición señalando que cuan-
do hicimos en este recinto el debate de la
ley 20.615 practiqué una reseña de la histó-
rica posición obrerista del radicalismo, que por
supuesto no voy a reiterar aquí, destacando que
fue bajo la presidencia de Yrigoyen cuando se
inició una etapa de reforma social en el país,
en medio de una gran resistencia de los grupos
económicos desplazados en aquél entonces. Este
tema específico de las asociaciones profesionales
fue incluido por el presidente Yrigoyen en el
Código de Trabajo enviado al Congreso el 5
de julio de 1921.

En la Convención Constituyente de 1949
Moisés Lebensohn bregó por la inclusión del
derecho de huelga y de otros derechos que
beneficiasen a los trabajadores. Tampoco se
puede negar el rol protagónico que tuvieron los
constituyentes de la Unión Cívica Radical en
la Convención de 1957 en donde se terminó
por incluir el artículo 14 bis, referido a los de-
rechos sociales, estableciendo por primera vez
el derecho de huelga con rango constitucional.

Los antecedentes en materia de legislación
social con los que cuenta nuestro credo políti-
co son tan abundantes que no puedo hacer si-
quiera una breve enumeración de nombres y
actores sin incurrir en la injusticia de olvidar
a algunos, que no quisiera silenciar.

Nuestra posición representa casi un siglo en
la consagración del avance de la justicia so-
cial. El hecho de que haya realizado una men-
ción, no diría detallada, pero sí por lo menos
más detenida, de la posición obrerista de la
Unión Cívica Radical, de manera alguna de-
biera interpretarse como un desconocimiento
de los aportes que otras fuerzas políticas han
hecho por nuestra legislación social.

Hace poco presenté un proyecto referido a
la participación obrera en las ganancias de las
empresas, para reglamentar así un instituto de
ese artículo de la Constitución que desde 1957
es letra muerta. Allí hice un detallado análisis
de las posiciones sociales de todos los partidos
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con referencia a ese punto. Recordé las posicio-
nes conservadoras, empezando por Carlos Pe-
llegrini ; las posiciones peronistas, incorporando
inclusive la correspondencia que sobre este
mismo tema mantuve en su momento con el
general Perón, que estaba exiliado en España;
las posiciones socialistas, demócratas progresis-
tas, demócratas cristianas, comunistas y de otras
fuerzas. En los fundamentos de aquel proyecto
fui omnicomprensivo. De manera que aunque
no me corresponda ser el vocero de los aportes
de los demás sectores políticos, quiero señalar
en este debate que no los he ignorado. Ahí
están los antecedentes que registra el Diario
de Sesiones en la presentación de la iniciativa
señalada.

En materia de asociaciones sindicales los ra-
dicales históricamente, al igual que en los demás
temas sociales, hemos actuado en el campo del
reformismo. Queremos cambiar el sistema de
una manera gradual, con medidas que terminen
por lograr una distribución de la renta que be-
neficie a quienes más lo necesitan, que eleve
el nivel y la calidad de vida de los trabajado-
res. No fomentamos la lucha de clases. Al con-
trario, queremos la armonía y la colaboración
entre ellas.

Sostenemos la fuerza moral de la justicia so-
cial, pero nos oponemos al empleo de la fuer-
za física, que por ejemplo propiciaban los
líderes obreros insurreccionales de principios
de siglo y que en la mayoría de los casos.
por qué no decirlo, han terminado en masacres
obreras y en derrotas de las rebeliones prol
tarias.

Quiero una vez más, porque ya lo he hecho
muchas veces, reivindicar el contenido de la
palabra "reformista". Soy reformista porque creo
en las reformas profundas de la sociedad. No
tengo compromiso alguno con las viejas estruc-
turas sociales del país y lucharé como el que.
más para transformar lo que haga falta y ter-
minar con los abismos sociales que existen en
la Argentina. Me siento total y absolutamente
comprometido con el reformismo social. Que-
remos cambiar un sistema que provoca grandes
beneficios a merced de salarios reducidos. Los
problemas sociales nos suscitan horror e indig
nación.

Por otro lado, señor presidente, quiero des-
tacar que no es nada fácil ser reformista en un
país en donde existe un antirreformismo mili-
tante, que maneja tanto poder, que no titubea
en apelar a la violencia más prepotente para
combatirlo, como ocurrió en los recientes años
de totalitarismo, en donde so pretexto de com-
batir a la guerrilla se lanzó una represión sal-

vaje e indiscriminada que alcanzó a todos los
sectores seriamente reformistas del país, ajenos
a cualquier manifestación de la violencia.

Ahí no se agotan las acciones del antirrefor-
mismo, sino que también pretende imponer...

Sr. Murguía. - ¿Lo puedo interrumpir un
minuto, señor senador?

Sr. Solari Yrigoyen. - Con todo gusto.
Sr. Murguía. - Cuando usted hace esa refe-

rencia, ¿está atribuyendo una actitud totalitaria
y contraria a la reforma al gobierno peronista?

Sr. Solari Yrigoyen. - Estoy definiendo en
este momento la posición de la Unión Cívica
Radical, señor senador. No me he referido ab-
solutamente a ninguna otra fuerza política.

Sr. Murguía.-Quiero que quede en claro
que lo que usted está mencionando no es un
enjuiciamiento o un juicio de valor en contra
del peronismo en función de la época que usted
está mencionando.

Sr. Solar¡ Yrigoyen. - No estoy mencionando
ninguna época, señor senador, sino que me es-
toy refiriendo a la doctrina reformista de la
Unión Cívica Radical.

Su apreciación es adecuada, pero lo mismo
podrían decir los senadores de los partidos pro-
vinciales o de cualquier otra fuerza política.

Sr. Murguía. - Perfecto.

Sr. Solar¡ Yrigoyen. - Cuando hablo de la
Unión Cívica Radical no estoy enjuiciando a
otras fuerzas...

Sr. Murguía. - Quiere decir que no hay un
enjuiciamiento dirigido a los peronistas.

Sr. Solar¡ Yrigoyen. - ... sino sosteniendo la
actitud positiva que mi credo político ha tenido
en la materia a través de este siglo, y señalando
con precisión que esta actitud se ha movido siem-
pre a través del reformismo.

Muchas veces se ha hablado mal del reformis.
mo, y algunos lo han criticado apelando a posi-
ciones pseudorrevolucionarias. Por eso es que
quiero rescatar el profundo significado de la
palabra "reformista" y lo que ella implica para
los radicales como un verdadero sentido de trans-
formación social.

Me estaba refiriendo al hecho de que decla-
rarse reformista no es fácil en la Argentina, por-
que pareciera que al no ser revolucionario uno
se coloca en una posición muy cómoda. Por eso
hice mención de la persecución que ha tenido
que sufrir el reformismo. Incluso hasta el día de
hoy, señor presidente, en plena vigencia de la
democracia, el antirreformismo partidario del
statu quo que vilipendia a los reformistas como si
constituyéramos una amenaza social y pretende
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hacer aparecer al reformismo como sinónimo de
irresponsabilidad. Actitud muy injusta. Por eso
he efectuado esta acotación para desterrar las fal-
sas acusaciones que pretenden echar sombras no
sólo sobre puntos determinados , sino sobre toda
la proyección reformista social de la fuerza po-
lítica a la que represento.

-Ocupa la Presidencia el señor vicepresi-

dente de la Nación , doctor Víctor H. Martínez.

Sr. Solar¡ Yrigoyen . - La democracia sindical
es un fin irrenunciable para la Unión Cívica Ra-
dical. Bregaremos permanentemente por ella; bre-
garemos con la persuasión y en el ámbito de la
paz social . Los radicales rechazamos aquella
amenaza que lanzaban al espacio los obreros de
Ashton, que exigían paz para todos o sangre para
todos. Nosotros decimos: "Pan para todos, paz
para todos"; pero también decimos con claridad:
"Democracia para todos".

En esta lucha interpretamos los anhelos más
profundos de la clase trabajadora, aunque nos
cueste por momentos enfrentarnos a algún sector
de su dirigencia que piensa más en sí misma
que en los intereses de sus representados.

Paso ahora a señalar las tres características
fundamentales que para la Unión Cívica Radical,
de acuerdo con su doctrina, debe tener la ley
de asociaciones sindicales.

En primer lugar, la ley tiene que instituir y
fomentar la unidad del movimiento obrero. La
armonía social se logra a través del equilibrio
de los actores sociales. Ya he dicho que el ca-
pital es el factor poderoso de la producción,
mientras que el trabajo es el factor débil. Para
lograr la paridad el trabajo necesita de la uni-
dad. Un movimiento obrero atomizado otorga
siempre preeminencia a las decisiones patronales.
Todo, absolutamente todo, lo que tienda a res-
quebrajar la unidad de los trabajadores, a nuestro
juicio, es una actitud divisionista y en definitiva
pro patronal, que está en contra del equilibrio
por el cual bregamos.

La unidad del movimiento obrero es lo que per-
mite mejorar la vida de los trabajadores: las con-
diciones ele trabajo, su salario y su dignidad en
general.

En segundo lugar, la ley sindical tiene que
introducir una organización democrática; sólo
este tipo de organización permitirá la unidad
que fundamenté como primer punto de nuestra
doctrina.

¿Cómo se logra la democracia? La democracia
se logra a través de un régimen electoral que
la asegure, que permita la participación de todos

los obreros en los comicios, que estos comicios
se hagan con padrones correctos, que tengan la

difusión suficiente ; que el escrutinio de la elec-
ción se haga en la mesa, que todas las listas
que participen en la elección puedan integrar la
junta electora], que los trabajadores participen
en lit vida y en las decisiones del sindicato, que
se hagan asambleas periódicas en las cuales los
obreros puedan dar sus opiniones, que los man-
datos no sean extensos, que el derecho a ser ele-
gido tampoco sea restringido, que se garantice
la representación de las minorías , no de cualquie-
ra sino de aquellas que tengan una importante
representatividad, como puede ser del 20 o 25
por ciento y, además, que esta representación de
la minoría se manifieste en todos los órganos de
la vida sindical, en los ejecutivos y en los de-
liberativos.

También queremos -y aquí marcamos un én-
fasis especial- que se respete la autonomía sin-
dical, prohibiendo las intervenciones de arriba
hacia abajo. Es decir, no estamos de acuerdo con
una Confederación General del Trabajo que
pueda intervenir a las federaciones disidentes;
no queremos fedraciones que puedan intervenir a
los sindicatos disidentes, así corno tampoco que
los sindicatos puedan quitarle el mandato a los
delegados de fábrica disidentes.

Esta enumeración que he hecho no agota las
cláusulas que pueden tender a garantizar la de-
mocracia sindical, pero creo que son las princi-
pales para lograr ese objetivo que para nosotros
-lo recalco- es fundamental.

La autonomía sindical no sólo se defiende co-
mo lo propone el proyecto de ley que tenemos
en examen, frente a la autoridad de aplicación,
sino también frente a la posible intervención de
los sindicatos por parte de la organización de
grado superior.

Y en tercer y último lugar, los miembros de
la Unión Cívica Radical reconocemos que las
asociaciones sindicales son organismos políticos
que tienen derecho a pronunciarse sobre todos
los problemas que afectan a los trabajadores,
pero el sindicalismo político debe ser indepen-
diente del gobierno, de los partidos, de las
tendencias políticas y de las iglesias.

El sindicalismo apolítico es una utopía. Creo
que quienes lo sustentan son sólo reaccionarios
que pretenden que los trabajadores se limiten a
discutir los salarios o reglamentos de trabajo.

Nada más lejos de nuestra posición. Quienes así
piensan se olvidan de que los sindicatos son
parte fundamental en la transformación social,
económica y política de nuestra sociedad Los
trabajadores, a través de sus sindicatos , pueden
expedirse respecto de todos los problemas que
los afectan; por ejemplo, la educación de sus hi-
jos, la política de vivienda, de salud , el servicio
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militar obligatorio, el gasto público, el estado
de sitio del que en definitiva los trabajadores
son sus primeras víctimas o, si no las primeras,
las principales.

Pero los sindicatos deben guardar neutralidad
frente a los partidos. La adhesión de las asocia-
ciones sindicales a un partido político determi-
nado -cualquiera sea- o a sus candidatos res-
quebraja la unidad y, como ya lo hemos seña-
lado, todo lo que se opone a la unidad se trans-
forma en una actitud divisionista del movimien-
to obrero que, en definitiva, favorece a los sec-
tores patronales.

La sociedad argentina es pluralista. Y ese plu-
ralismo se refleja en el seno de los sindicatos,
sin importar qué partido constituye la mayoría.
Hoy es el peronismo, y desde hace varias dé-
cadas. Ayer fuimos los radicales, y antes los so-
cialistas o los anarcosindicalistas. Nadie podría
asegurar quién será mayoría dentro de diez
años, por ejemplo. Cualquier manifestación que
se haga en este sentido no pasaría de ser una
simple expresión de anhelo.

Si la mayoría del sindicato se pronuncia por
un partido determinado, apoya a sus candidatos
e inclusive les otorga su contribución económi-
ca, los trabajadores que no integran las filas de
dicho partido necesariamente se sentirán agra-
viados y enconados hacia ese organismo, ya que
con sus cuotas estarán contribuyendo a pagar la
campaña de un partido con cuyas ideas no co-
mulgan. Esto es divisionismo y perjudica la uni-
dad del movimiento obrero.

Además, cuando los trabajadores tienen que
aceptar estrategias y tácticas elaboradas fuera
de su seno, inevitablemente pierden.

No queremos que los gremios vean menosca-
bada su independencia frente a partido alguno,
sea el nuestro u otro. Que quede bien claro que
los radicales no queremos tener sindicatos ra-
dicales. Nos colocamos en igualdad de condi-
ciones frente a los demás partidos políticos y
queremos que, cualquiera sea la mayoría, los
sindicatos reflejen el pluralismo de nuestra so-
ciedad.

Sr. Juárez . - ¿Me permite una interrupción,
señor senador?

Sr. Solar¡ Yrigoyen . - Sí, señor senador.

Sr. Juárez .-Alcanzo a columbrar la prescin-
dencia a la que indudablemente usted apunta
con respecto a la apoyatura o pronunciamiento
que una entidad sindical puede tener con res-
pecto a un determinado partido o, inclusive,
cuando llega el momento eleccionario, con rela-
ción a determinados candidatos.

Reunión 284

Pero lo que quiero traer a colación a mi dis-
tinguido colega es que no he podido observar
este fenómeno en el extranjero. La Confedera-
ción General Mejicana es un instrumento sindi-
cal que se pronuncia y participa electoralmente.
También he estado en España y observé que
sus organizaciones sindicales se pronuncian en
defensa del partido gobernante, esto es, el que
representa al socialismo. Y en Alemania ocurre
exactamente lo mismo.

Lo que usted señala, señor senador, es respe-
table. Así lo considero, pero no se compadece
con una realidad social y política que actual-
mente se encuentra en vigencia en algunos
países donde las organizaciones sindicales tie-
nen estructura muy fuerte, poderosa y gravitan-
te.

Juzgo que en alguna medida tiene razón
cuando dice que los fondos de un sindicato no
deben ser fuente de recursos para sostener cam-
pañas electorales. En esto podemos coincidir,
Pero se me ocurre pensar que si los sindicatos,
como usted acaba de expresar, pueden pronun-
ciarse sobre un cúmulo de problemas políticos
que indudablemente enmarcan la situación so-
cial, resultaría un poco castrante desde el punto
de vista ideológico que no lo hagan respecto
de todos los problemas políticos nacionales, es
decir, los más trascendentes en los que en de-
finitiva se juega el destino del país, de la clase
trabajadora y de una situación social.

Esta es la observación que cordialmente for-
mulo a las manifestaciones vertidas por el señor
senador; y lo hago por que no refleja la viven-
cia y la realidad que observamos en otros paí-
ses donde las organizaciones sindicales se en-
cuentran fuertemente constituidas.

Sr. Britos. - ¿Me permite una interrupción,
señor senador?

Sr. Solar¡ Yrigoyen. - Sí, señor senador.

Sr. Britos. - Señor senador: en el proyecto
original hablábamos de la participación política
de la organización gremial. Para ello, requeri-
mos el previo acuerdo del congreso de cada
organización. Es decir, que queríamos dejar de-
finitivamente de lado las posiciones individua-
listas de los compañeros; queríamos que el sindi-
cato se expresara por medio de sus cuerpos or-
gánicos; también queríamos -de ser posible-
estudiar la forma, tal como ya existe en otros
países con respecto a determinadas asociaciones
gremiales, de contar con un fondo especial. Me
refiero a lo que sucede en Estados Unidos, Fran-
cia e Italia., donde aparte de la cuota común
se paga otra para el partido político.
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Siempre se pone como ejemplo el estado ade-
lantado en que se encuentran otros países y que
nosotros nos encontramos atrasados respecto de
este tema. Reitero que queríamos mejorar esta
situación . No se trata de que opinemos en polí-
tica o que cuando exista un problema institucio-
nal en el país la organización madre -CGT-
se expida en contra de un hipotético golpe
militar y, posteriormente , no pueda tener parti-
cipación política.

Por eso comparto lo expresado por el señor
senador en el sentido de que el hombre, aparte
de ser gremialista , es un ser que piensa política-
mente . Soy respetuoso del pluralismo y de la
participación de las organizaciones gremiales.

Cuando integré la CGT de los Argentinos con-
currí a Córdoba; se conformó y participé, pero
no estuve de acuerdo con el manejo ideológico
de algunos aspectos por parte de determinados
intelectuales que comenzaron a copar la con-
ducción. Pero a pesar de eso no me disgusté con
mi compañero Ongaro, de quien siempre fui
amigo.

En esta lucha que se ha venido sosteniendo,
comparto algunas cosas manifestadas por el se-
ñor senador y otras no. Resulta doloroso que
en el análisis de un proyecto como este profun-
dicemos aspectos que posteriormente debere-
mos replicar, porque él ha pasado muy somera-
mente la etapa radical de 1917 en adelante y se
ha detenido muchísimo en la etapa peronista del
'73 al'76. Vamos a asumir la discusión porque no
compartimos algunos puntos señalados; no los
compartió tampoco nuestro gobierno. Pero en
todos los gobiernos ocurrieron cosas; durante el
vuestro desapareció Vallese, en 1953, y la po-
licía y los servicios del gobierno radical se ne-
garon permanentemente a que se llevara a ca-
bo una investigación al respecto.

Sr. Solari Yrigoyen . - Si no me equivoco, se-
ñor senador, Valiese no desapareció en 1964 si-
no en 1962.

No me he detenido expresamente en el perío-
do 1973/76 sino que lo he hecho con meras re-
ferencias. De todas maneras, si el señor senador
desea entrar en debate respecto de esa época, no
tendré problema en analizarla detenidamente y
no con dos o tres ejemplos , como lo hice . Simple-
mente me importaba rescatar el principio de la
democracia sindical y no detenerme en un de-
bate histórico. Por eso no acepto la interpreta-
ción del distinguido señor senador por San Luis
en el sentido de que me detuve específicamen-
te en el análisis de dicho período . He sido tan
ligero en su mención como también lo fui con re-
lación a los hechos de la Semana Trágica y de los

sucesos de Santa Cruz . Pero no tengo problema
alguno en que en esta ocasión o en otra anali-
cemos a fondo lo que sucedió en los períodos
mencionados . Tengo ejemplos y casos en el bol-
sillo que no me pareció prudente manifestarlos
porque este no es un debate histórico; simple-
mente quería rescatar con algunos ejemplos el
principio de la democracia sindical.

Por otra parte, no se le escapará al señor sena-
dor por Santiago del Estero que no entré en es-
te debate en la ignorancia de saber cuáles son
los principios que sostiene el justicialismo en la
materia; lo que sucede es que no soy vocero de
dicho partido, que tiene los propios, sino que lo
soy de la posición de la Unión Cívica Radical,
que es la que estoy sintetizando en mi exposi-
ción. Por supuesto que sé de antemano que la
posición de los señores senadores justicialistas
o de los partidos provinciales es diferente.

Además, no consideramos adecuados los ejem-
plos utilizados en las interrupciones. Resulta más
discutible el caso de México, pero no puede ci-
tarse a España, Italia o Alemania para identifi-
carlos con la situación argentina. Esto no se jus-
tifica porque en nuestro país tenemos una sola
central obrera y, en Francia, España, Alemania
o Italia, existen varias centrales. Aquí tenemos
un solo sindicato que tiene que agrupar a los
compañeros trabajadores de todas las ideas po-
líticas; en cambio en España, Alemania o Ita-
lia -como lo señaló el señor senador- existen va-
rias centrales obreras en las que los trabajadores
se encuentran agrupados de acuerdo con sus
ideologías. Nadie puede negar que en estos paí-
ses existen centrales con preeminencia demócra-
ta cristiana , marxista, socialista o liberal.

Por lo expuesto, no considero afortunado iden-
tificar posiciones que resultan distintas. Consi-
dero que coincidimos en el hecho de que debe-
mos defender la CGT única y no imitar preci-
samente, los modelos que han sido citados co-
mo ejemplos, que tienen varias centrales obre-
ras. Queremos una CGT única para defender la
unidad del movimiento obrero que consideramos
fundamental para mantener su equilibrio como
factor de la producción frente al capital. Una
vez más lo repito.

Sr. Juárez . - ¿Me permite una interrupción,
señor senador?

Sr. Solari Yrigoyen. - Sí, señor senador.

Sr. Juárez .-Comparto lo que usted acaba
de decir en el sentido de que salvo el caso de
México, en el resto de los países mencionados
existen varias centrales sindicales. Pero se trate
de una, dos o tres, lo que subsiste es el princi-
pio rector de la aptitud para su pronuneiamien-
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to político. Esto es lo que está en juego; no in-
teresa el número sino la capacidad de defini-
ción política. Si bien es cierto que usted puede
decir que por existir una sola central de alguna
manera podría no ser compartida por algunos
grupos minoritarios que actúan dentro de ella,
también se reproduciría la misma observación
cuando esa entidad tenga que pronunciarse so-
bre problemas de corte político como los que
usted mencionaba. Si lo hace una central úni-
ca en una escena, un marco y sobre un hecho
político, es obvio que no va a representar au-
ténticamente la plenaria voluntad de todos sus
afiliados, que no participarán de esa interpre-
tación de la misma manera y con el mismo en-
foque teniendo distintas ideologías.

O negamos toda forma de pronunciamiento
político a las entidades sindicales y las reclui-
mos dentro de la cápsula funcional de sus con-
venios laborales, su sistema de trabajo y remu-
neraciones o, por el contrario, como usted ha
enunciado, les damos la aptitud de pronunciar-
se sobre las situaciones políticas que marcan el
destino de la República. Y si esto es así, no
podemos crear fronteras ni poner delimitacio-
nes entre lo que es un ]lecho político, un pro-
nunciamiento sobre un golpe militar, como de-
cía el señor senador Britos, o la posibilidad de
apoyar a un gobierno de determinado signo
político o a una fórmula.

Entramos, entonces, en un aspecto en que es
un poco discrecional decir a los trabajadores
o entidades sindicales que pueden pronunciarse
sobre todos estos fenómenos políticos, que en-
trañan casi un caleidoscopio, menos en deter-
minado punto. Desde el momento en que se
pronuncian políticamente, o lo hacen en plenitud
o no lo hacen. Efectivamente, en estos paises
que acabamos de citar hay varias centrales, pero
cada una tiene su derecho a la expresión polí-
tica en todo nivel.

Desgraciada o felizmente, según sea el en-
foque, aquí hay una central donde es abruma-
doramente mayoritaria una corriente ideológica.
Entonces, no queda más camino que negarles
toda participación u opinión política o acceder
a ello sin limitaciones, copio ocurre en otros
países por más que haya multiplicidad de cen-
trales obreras.

Este es mi punto de vista. Respeto el suyu,
pero esta es mi opinión.

Sr. Britos. - En el caso de Francia la parti-
cipación de la conducción de los asuntos polí-
ticos se prolonga luego en el campo de las ins-
tituciones de la República. Doce bancas son
reservadas para la CGT de inspiración como-

Reunión 2$0

nista y cuatro para la CFTC, de orientación
cristiana.

Sr. Solari Yrigoyen. - ¿Me permite...?

Sr. Britos. - En cuanto a la legislación sue-
ca, dice que no impone ninguna limitación al
uso de los fondos sindicales con fines políticos
ni a la actividad política.

Estos son algunos ejemplos, pero tcnrrno,
muchos más.

Sr. Solari Yrigoyen. - La cita de Francia no
me parece feliz porque a la CFDT, si no he es
cuchado mal la sigla, no se la puede calificar
como de orientación cristiana. Es un organismo
que integra la CIOSL, que más vale es de orien-
tación socialdemócrata, como es de público co-
nocimiento. Precisamente su secretario general,
un gran líder obrero, Edmond Maire, estuvo
hace cuarenta y ocho horas en Buenos Aires y
varios dirigentes sindicales y otros que no lo
somos estuvimos conversando con él.

La diferencia está justamente, aunque los se-
ñores senadores no lo admitan, en que si hay
una sola central obrera, la posición debe ser
pluralista. En cambio, si hay varias centrales
obreras que se identifican con una posición ideo-
lógica, es natural que cada una se exprese de
acuerdo con ella.

Pero los argentinos no hemos elegido el sis-
tema de varias centrales obreras. Creo que en
esto concordamos la gran mayoría de los sena-
dores, por lo menos del justicialismo y del ra-
dicalismo, en tratar de seguir fortaleciendo este
sistema que tiene tradición histórica en la Ar-
gentina, que es el de la confederación, el de la
federación, y el del sindicato único con perso-
nería gremial.

Y es ahí en donde aparecen nuestras disiden-
cias, sin lugar a dudas. Queremos que se admi-
ta el pluralismo, cualquiera sea la mayoría.

Recordaba el señor senador Juárez que la ma-
yoría es peronista. Valoro su juicio, pero no ha-
cía falta que lo diera porque minutos antes yo
me había adelantado a señalárselo. ¿Cómo no
lo voy a hacer, si son hechos públicos y noto-
rios?

Por otra parte, señor presidente, la discusión
acerca de si los sindicatos se pueden identifi-
car con los partidos no es de ahora. Es de vieja
data.

En 1906, por ejemplo, la CGT francesa, an-
tes de su división actual, aprobó una resolución
que es conocida en el mundo del trabajo como
la Carta de Amiens; dicho documento estableció
la independencia del movimiento obrero frente
a los partidos y a las organizaciones religiosas.
La cuestión, frente a los organismos religiosos

t
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en nuestro país carece de importancia, pero no
ocurre lo mismo en otros países, particularmen-
te europeos, en donde las diferencias religiosas
son importantes, como en Alemania, por ejem-
plo.

La Carta de Amiens no excluyó la toma de
posición del sindicalismo en materia política y,
en este sentido, debe quedar claro que los radi-
cales reconocemos expresamente que las aso-
ciaciones sindicales son organismos políticos que
tienen derecho a pronunciarse sobre todos los
problemas que afectan a la clase trabajadora.

Cité la Carta de Amiens por tomar un punto
do partida; pero quizá podría haber citado uno
más lejano porque a nadie se le oculta que
hubo una gran evolución en la vida sindical y
que ésta tiende a mantener su independencia
de los partidos.

El período de oro de la identificación sindi-
cato-gobierno-partido fue el auge del fascismo.
Se aplicó en la Alemania de Hitler, en la Italia
de Mussolini, en la Francia colaboracionista del
gobierno de Vichy -con la Carta del Trabajo
del 4 de octubre de 1941, durante el gobierno
de Petain-, en la España de Franco, en el Por-
tugal de Antonio Oliveira Salazar y en el Para-
guay, del tirano de museo que es el general Al-
fredo Stroessner.

En los últimos años se fue afirmando en la le-
gislación comparada la tesis que propugna sin
que haya uniformidad; me adelanto expresa-
mente a reconocerlo. Es decir que hay argumen-
tos válidos para sostener una posición distinta a
la que yo estoy expresando. Pero, a mi juicio
y el de importantes tratadistas internacionales,
la orientación moderna va por ese camino.
En la Argentina todo está cambiando -quién

podría negarlo- desde 1983 hasta ahora. A ve-
ces no nos damos cuenta porque somos actores
de este proceso político social. Pero, en cuanto
nos detenemos y echamos una mirada retrospec-
tiva, vemos que todo está cambiando y funda-
mentalmente para bien.

Los sindicatos también deben evolucionar para
ser intérpretes de la diversidad de nuevas ex-
pectativas del hombre de trabajo. Este cambio,
a mi juicio, es el único que impedirá que el
egoísmo neoliberal haga tabla rasa de las con-
quistas que han costado muchas décadas y es-
fuerzos a los trabajadores.

El presidente Raúl Alfonsín ha sostenido rei-
teradamene la necesidad de derogar la actual
ley de facto 22.105 para reemplazarla por un
cuerpo que asegure la auténtica democracia de
los sindicatos, la defensa de los intereses profe-
sionales con prescindencia de toda cuestión par-
tidista, con afirmación en cambio del derecho

a participar que tienen los trabajadores en or-
ganismos públicos estatales y paraestatales de
concertación y estudio de las soluciones econó-
micas y sociales que sean necesarias para el país,
proyectando también la gestión sindical al plano
de las actividades culturales, turísticas, asisten-
ciales, financieras, formativas y educacionales.

En otras palabras, también ha dicho nuestro
presidente que los dirigentes sindicales deben
ser la expresión genuina de las bases, sin las
deformaciones que históricamente ha incorpo-
rado la intromisión del Estado, de los partidos,
y de los empleadores en algunos casos, en la
vida de los sindicatos.

Señor presidente: pido ahora disculpas a mis
colegas justicialistas por mi intromisión en este
tema, pero aunque no soy un observador im-
parcial de los problemas sociales, soy un obser-
vador.

Creo que el propio justicialismo ha ido cam-
biando con los años y nos place reconocer que
este proyecto que tenemos en examen ha elimi-
nado cláusulas que propiciaban el intervencio-
nismo estatal en los gremios, las cuales estaban
contenidas, por ejemplo, en el decreto 23.842
de 1945, y otras violaciones a la democracia sin-
dical que imperaban en la ley 20.615 y que fo-
mentaban la identificación partido-gobierno.

Pensaba yo por eso -no sé si con ingenuidad,
el tiempo lo dirá-, que si los miembros de esta
Cámara hemos podido concertar en aspectos y
leyes fundamentales, también podíamos haber
concertado y haber alcanzado un punto de equi-
librio en la independencia sindicato-partido que
es tan importante para nuestra doctrina radical.
Creo que de haberlo logrado, hubiera sido tal
vez el mejor homenaje que podíamos haber ren-
dido como cuerpo al movimiento obrero.

Al leer el debate producido en esta Cámara
en septiembre de 1986, observé que varios legis-
ladores provincialistas estuvieron también de
acuerdo con este aspecto.

Quiero citar también una opinión imparcial,
que no pertenece a ningún partido político. Me
refiero a la opinión del Episcopado argentino,
que defendió una posición similar a la que viene
sosteniendo el radicalismo al expresar textual-
mente lo siguiente: "La finalidad de la actua-
ción de las entidades gremiales, cualquiera sea
su grado o ámbito, no ha de limitarse a lo me-
ramente reivindicativo. Su función permanente
e inmediata es salvaguardar los derechos econó-
mico-sociales de los trabajadores y su familia
en cuanto a remuneración, seguridad, cultura,
recreación, salud, previsión y mantenerlos a ni-
vel de las exigencias modernas. No corresponde,
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en cambio, a las asociaciones sindicales actuar
en política partidista ni tratar de obtener reivin-
dicaciones de orden directamente político. Pero
ello no significa que no puedan pronunciarse o
actuar en relación con la política social y eco-
nómica."

De manera que la posición que estoy soste-
niendo y que la valiosa interrupción del señor
senador Juárez la mostró un tanto imposible, no
es un punto de vista reducido a nuestro partido.
También la Iglesia argentina lo considera po-
sible.

Nosotros no les podemos pedir y no les pedimos
-quede esto bien en claro- a nuestros colegas
justicialistas que castren la posibilidad de que
los miembros de la CGT o de cualquier federa-
ción o sindicato realicen pronunciamientos u
otorguen apoyo político al peronismo o a los
candidatos que el peronismo sostiene. Pero que
lo hagan como ciudadanos, como afiliados al
Partido Justicialista, como miembros de algunas
organizaciones sindicales partidarias que tiene
el peronismo, sean las 62 Organizaciones o los
25, o como se llamen. Sólo les pedimos que no
mezclen a la CGT o a cualquier otra asocia-
ción sindical en la política partidista, porque
esas organizaciones son de todos los trabajado-
res; de los peronistas, pero también de los ra-
dicales, socialistas, cristianos y de cualquiera de
las demás tendencias.

En una reciente disputa sobre la representa-
ción obrera en el movimiento justicialista -en
la que no queremos meternos porque somos res-
petuosos de la vida interna de todas las organi-
zaciones políticas-, pudimos leer en solicitadas
publicadas en los diarios de más amplia difusión
y dirigidas a toda la opinión pública, cómo los
distintos sectores se acusaban unos a otros de
actuar en una lucha en la que estaban enfren-
tadas distintas tendencias peronistas. Se estuvo
.1 borde de que por esa causa se produjera la
división de la CGT, como ya había ocurrido en
1966, año en que tuvimos dos confederaciones
generales del trabajo. Felizmente, esto no ocu-
rrió.

Tomenos, entonces, las medidas necesarias pa-
ra que no vuelva a ocurrir nunca más, impo-
niendo la independencia entre los sindicatos y
los partidos y reconociendo expresamente el ca-
rácter político de las asociaciones sindicales y
su derecho a hacer pronunciamientos de ese ca-
rácter.

Más de uno podrá pensar, señor presidente,
que mis propuestas son estériles, que no pasa-
Y.an, que es una ingenuidad que ponga tanto en-
asis en definir y sostener principios que serán
desechados de plano por el bloque mayoritario
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de esta Cámara. Sin embargo, soy un obstinado
-lo reconzoco-; soy un obstinado en aquello
que creo son iniciativas que tienden a beneficiar
tanto al sector obrero como a la armonía de la
producción. Nunca se predica en el desierto,
aunque a veces pareciera que se lo hace inútil-
mente.

Voy a citar un ejemplo claro que muestra que,
por más que aparezca reducido a veces, como una
expresión minoritaria sin posibilidades de éxito,
lo que uno dice en este cuerpo, puede ocurrir
como con las semlilas que se tiran sobre la tierra
y germinan con los años.

En el debate de la ley 20.615, en nombre del
bloque de la Unión Cívica Radical formulé nu-
merosas propuestas; todas sin excepción, hasta
las correcciones gramaticales, fueron rechazadas
por el bloque mayoritario. Hoy, sin embargo, a
más de catorce años de distancia puedo compro-
bar que varias de aquellas sugerencias mías fue-
ron incluidas en el texto que estamos discutien-
do y no quiero quedarme en lo teórico; voy a
dar algunos ejemplos.

Primero. Al discutirse el contenido de los es-
tatutos sindicales, sostuve que no bastaba la
exigencia de incluir un régimen electoral en el
artículo 99, inciso 79, y propuse que se dijera
que ese régimen electoral debía garantizar la
democracia interna. Tal garantía ha sido dada
hoy por el artículo 16, inciso g), del proyecto
de ley en examen.

Segundo. En la reglamentación de asambleas,
propicié en 1973 que las asambleas ordinarias de
las asociaciones sindicales fueran anuales, en lu-
gar de realizarse cada dos años como máximo.
Esto fue rechazado; el actual artículo 19, inci-
so a), ha recogido aquella sugerencia y las asam-
bleas deben reunirse en sesión ordinaria anual-
mente.

Tercero. Con respecto al otorgamiento de nue-
vas personerías gremiales, en 1973 me opuse a
que se dejara subsistente la de sindicatos preexis-
tentes. Sostenía que la existencia de dos sindica-
tos con personería gremial fomentaba el divisio-
nismo y debilitada a los obreros. El tiempo me
ha dado la razón y hoy el artículo 28 del proyec-
to de ley bajo examen establece que cuando se
resolviere otorgar la personería a la entidad so-
licitante, la que la poseía hasta el momento con-
tinuará simplemente como un sindicato inscri-
to, es decir, con personería jurídica pero no gre-
mial. En cambio, el artículo 21 de aquella ley
20.615 preveía la posibilidad de retención de la
personería gremial.

Cuarto. En el tratamiento de la exención im-
positiva de los actos y bienes de las asociacio-
nes con personería gremial, sostuve entonces que
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la eximición , en el orden provicional y munici-
pal, que lisa y llanamente hacía la ley 20 .615 era
una posición antifederalista . Señalé entonces tex-
tualmente : "Dejamos sentada la imposibilidad de
imponer este tipo de exenciones a provincias y a
municipios , ya que es materia privativa de ellos'.
Mi queja ha sido recogida y en el artículo 39 del
texto que estamos considerando dice lo que de-
be decir: "El Poder Ejecutivo nacional gestiona-
rá con los gobiernos provinciales y por su inter-
medio de las municipalidades , que recepten en
su régimen fiscal , el principio admitido en este
artículo".

Quinto. También en el tratamiento de la exen-
ción impositiva me opuse a que ella alcanzara a
las sociedades comerciales cuando las titulares
fueran asociaciones sindicales como lo preveía
el artículo 40 de la ley 20.615. Ahora el artículo
39 del proyecto ha eliminado ese privilegio sin
justificación legal para entidades que persiguen
fines de lucro.

Sexto. Impugné en 1973 como presuntuosa la
denominación de fuero sindical que deba el
capítulo X de la ley 20.615. Eso de "fuero sin-
dical" sonaba a privilegio. El capítulo XII del
actual proyecto ha cambiado aquella errónea
denominación por el título más sensato "de la
tutela sindical".

Séptimo. Observé entonces que la estabilidad
para los trabajadores que ocupaban cargos elec-
tivos se limitara sólo a las asociaciones con per-
sonería gremial, como lo preveía el artículo 49
de aquella ley. El artículo 47 del proyecto en
debate elimina aquella restricción y otorga un
amparo amplio a todo trabajador o asociación
sindical obstaculizado en su derecho.

Octavo. Cuando se discutió la estabilidad del
trabajador que participaba como candidato, lo
que estaba contemplado en el artículo 54 de la
ley 20.615, critiqué que no se fijara plazo para
esta justa garantía. El artículo 50 del proyecto
que estamos debatiendo ha subsanado el error,
fijando un término de seis meses para la pro-
tección de quien se postule para un cargo de
representación sindical.

Noveno. Cuando se debatió en 1973 el artícu-
lo 58, que no autorizaba el procesamiento en
sede penal de los integrantes de la comisión
directiva sin que previamente se pronunciase el
Tribunal Nacional de Relaciones Profesionales,
señalé que esas disposiciones debían tener un
respaldo constitucional porque, de lo contrario,
no eran válidas, como por ejemplo lo tenían en
el artículo 229 de la Constitución de ¡ni pro-
vincia del Chubut. Ahora, el proyecto en estu-
dio, en su artículo 52, ha suprimido esa cláusula
evidentemene inconstitucional.

2717

Décimo. Al tratarse en aquel debate las fa-
cultades de la autoridad de aplicación, en el
artículo 47 de la ley 20.615 critiqué, en nombre
del bloque de la Unión Cívica Radical, las fa-
cultades de intervención de las asociaciones sin-
dicales que se le daban a la autoridad de apli-
cación y que la autorizaban a anular las elec-
ciones y hasta a hacer uso de la fuerza pública.
Felizmente , esos excesos han sido eliminados
en el artículo 56 del presente proyecto.

Undécimo. Cuando se debatieron en 1973 las
cuestiones de encuadramiento sindical, propuse
sin éxito que las resoluciones del Ministerio de
Trabajo fueran apelables ante la justicia. El
artículo 59 del proyecto en consideración con-
cede ahora ese recurso que en aquella oportu-
nidad fue denegado.

Duodécimo. En el debate de la ley 20.615
sostuve la conveniencia de establecer un recurso
judicial amplio ante la justicia contra todas las
resoluciones de la autoridad administrativa, que
en aquella ley se concedía sólo por vía de ex-
cepción.

El artículo 61 del actual proyecto acoge aquel
pedido y concede el recurso judicial amplio que
entonces propusiera.

Señor presidente: son estos sólo algunos ejem-
plos que he puesto para avalar mi obstinación
en sostener los principios de la Unión Cívica
Radical en este debate, aunque pareciera que
ellos estén destinados al fracaso.

Por otro lado, quiero ser justo. Yo he dicho
también que aquellas objeciones que formulé
en 1973 y fueron desechadas todas de plano,
ahora han sido incorporadas en el texto en con-
sideración. Tengo que decir también que algu-
nas de ellas fueron ya admitidas en la sanción
que dio el Senado, originada en la iniciativa
del señor senador Britos.

Hay algo más que quiero decir en esta intro-
ducción en general a la ley de asociaciones sin-
dicales. Nuestro obrerismo se inserta dentro de
una política económica y social; no podría ser
de otra manera. No puede ser un objetivo ais-
lado ni podemos contemplarlo como si se tra-
tara de un compartimiento estanco.

Nosotros somos el partido del gobierno y te-
nemos una política en la materia . Propiciamos
la inversión productiva y quisiéramos que se
abran todos los días nuevas fábricas para tener
así nuevas fuentes de trabajo. Sé que la región
de donde provengo es un caso atípico y no pue-
de generalizarse su situación con la totalidad
del país. Pero tengo que decir que veo con
alegría que en mi ciudad, Puerto Madryn, se
hayan terminado de levantar fábricas que se
iniciaron durante nuestro gobierno , como es el
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caso de Harengus, Ducilo, Metalea y tantas
otras.

Quisiéramos que cada vez haya más empresas
que ofrezcan posibilidades de trabajo a los ar-
gentinos y, particularmente, a los jóvenes. Bus-
camos el crecimiento y no la recesión; para ello
no podemos negar la rentabilidad de las em-
presas porque de ella sale el ahorro. No quere-
mos que el ahorro vaya al atesoramiento impro-
ductivo como puede ser juntar dólares u oro; lo
que queremos es que esos recursos vayan a la
inversión, es decir que el ahorro sea creativo,
tal como se lo denomina en economía.

La creación de capital resulta de una doble
operación: primero el ahorro y luego la inver-
sión. Aumentar el capital es también para noso-
tros un objetivo social, propiciando de ese modo
el aumento de la producción, el crecimiento y el
desarrollo. Pero el capital es un producto del
trabajo y por eso creemos que es justo que tanto
el capital como el trabajo participen de los be-
neficios que ambos contribuyen a crear.

No es cierto, como a veces señalan algunos
sectores de la derecha, que sólo el capital corre
riesgos en las inversiones. Yo me animo a de-
cir, señor presidente, que el riesgo que corre el
trabajador es superior al del capitalista porque
el primero pone en peligro valores vitales que
aporta en función de su única existencia.

La prosperidad del capital no conduce nece-
sariamente a la mejora social de los trabajado-
res y es ahí donde nosotros tenemos una polí-
tica clara y un objetivo preciso. Pensamos que
es obligación del Estado armonizar las políticas
para asegurar esa mejora social. Es decir, si hay
una prosperidad del capital también tiene que
reflejarse en la mejora de los trabajadores.

Aun en épocas de crisis, la política social tie-
ne que tomar las medidas necesarias para que
sus efectos no recaigan sobre los débiles, como
son los hombres y las mujeres del trabajo, o aún
más abajo de la estructura social, como son los
marginados. No sólo entendemos que el refor-
mismo es posible sino que también se impone
como necesario en los períodos de crisis como
el que vivimos en la Argentina desde hace mu-
chas décadas.

No coincidimos con los voceros de la CGT
cuando buscan meros aumentos nominales que
se trasladan a los precios y que, en definitiva,
provocan una inflación cuyos efectos perniciosos
comienzan por sufrir los trabajadores. En re-
alidad, la inflación la sufre toda la sociedad pero
los trabajadores son los que tienen menores ap-
titudes de resistencia frente a sus efectos. En
cambio, sí coincidimos, sí intentamos buscar en
conjunto una mejora real del nivel de vida de

los obreros, un aumento de la productividad y
un reparto más equitativo de la riqueza. Para
lograr este objetivo sabemos que también es fun-
damental votar una ley de asociaciones sindica-
les; por eso nos sentimos contentos de que hoy
podamos estar asistiendo a este debate que nos
conduce a obtener esa ley, dentro de la demo-
cracia.

Este proyecto no es para nosotros el ideal. Te-

nemos con él muchas diferencias que luego se-
ñalaremos durante el debate en particular. Pero
yo no titubeo en afirmar que pese a sus muchos
defectos este proyecto mejora sensiblemente to-
dos los antecedentes que han habido en la ma-
teria en nuestra legislación, desde sus orígenes
en el año 1945, en que se sancionó el primer
decreto ley, hasta ahora.

Señor presidente: he preparado un trabajo con
un análisis detallado y exhaustivo de toda la ley,
artículo por artículo, pero de ninguna manera
voy a desarrollarlo en forma íntegra en este mo-
mento porque tal vez me insumiría seis o siete
horas de exposición. Dicho trabajo abarca an-
tecedentes de la legislación nacional y otros de
legislación comparada. Por eso solicito que, a
la altura del final de mi exposición, se inserte
en el Diario de Sesiones el texto completo de
mi trabajo.

-Asentimiento.

Sr. Solar¡ Yrigoyen. - No obstante la inser-
ción aceptada que me permitirá abreviar el aná-
lisis del texto legal, me voy a referir a algunos
artículos en especial, posiblemente a los que han
sido más conflictivos o a aquellos en los cuales
nosotros quisiéramos introducir reformas.

Así, por ejemplo, me felicito por la iniciativa
que ha tenido este proyecto de ley en el sentido
de colocar un título preliminar que hable de la
tutela de la libertad sindical. Se trata de una ac-
titud inédita con respecto a la ley 20.615 y a
sus antecedentes.

Ahora bien, creo que cuando el artículo 19
del proyecto establece que la libertad sindical
será garantizada por todas las normas que se
refieren a la organización y acción de las aso-
ciaciones sindicales, hubiera sido mejor tomar el
texto constitucional y decir que la organización
sindical, libre y democrática, será garantizada
por todas las normas de la presente ley. Este
principio no estaba contemplado en la ley 20.615
ni mucho menos, claro está, podía estarlo en la
ley de facto 22.105. La libertad sindical está re-
gida por el convenio 87 de la Organización In-
ternacional del Trabajo, en su parte primera, que
así se titula y la legisla. La libertad sindical se
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relaciona con su democratización y con la auto-
nomía de los sindicatos, que para los miembros
de nuestro bloque es tan cara.

Pero, además del convenio de la OIT, la De-
claración Universal de Derechos Humanos de
la ONU establece, en su artículo 23, apartado 4,
que toda persona tiene derecho a fundar con
otras sindicatos, y el derecho de afiliarse a ellos
para defender sus intereses. La libertad sindical,
como vemos, es un derecho fundamental del
hombre, que debemos destacar en estos momen-
tos en que, por suerte, tiende a afirmarse en el
mundo la relevancia de los derechos humanos.

En el artículo 29 se definen las asociaciones
sindicales de trabajadores. Se abandona la de-
nominación de asociaciones profesionales de tra-
bajadores, que utilizaban la ley 22.615 y todas
las precedentes. Estas asociaciones tienen por ob-
jeto la defensa de los intereses de los trabajado-
res. Se trata de un artículo similar al 14 de la
ley 20.615, pero yo lo encuentro limitado, Donde
dice "las asociaciones que tengan por objeto la
defensa de los intereses de los trabajadores" ten-
dría que decir, a mi juicio, `las asociaciones que
tengan por objeto la defensa y la promoción de
los intereses de los trabajadores". Así se ajustaría
más al espíritu de la ley y al propio texto, ya
que el articulo 23, inciso e), utiliza el término
"promover" al referirse a los derechos sindicales.

No quiero abandonar este punto sin señalar,
aunque sea rápidamente, que estoy de acuerdo
con el cambio de terminología. Me gusta más
que la ley se llame "de asociaciones sindicales"
que "de asociaciones profesionales de trabaja-
dores". Considero beneficioso el cambio, pues
contribuye a precisar la temática de la ley. Ha-
blar de sindicato es más preciso que hacerlo de
asociación gremial o de asociación profesional.
La ley mexicana habla de "asociación profesio-
nal", y la española de "ley orgánica de libertad
sindical". Los alemanes también utilizan la ter-
minología de "asociación profesional", y el có-
digo francés habla de "grupos profesionales".
En consecuencia, aunque estoy de acuerdo con
la terminología que adopta este proyecto que
estamos tratando, no coincido con la afirmación
del señor senador Britos en los fundamentos de
su proyecto, en el sentido de que "asociaciones
sindicales de trabajadores" es la terminología
utilizada universalmente.

Como vemos, hay varias leyes de distintos
países que utilizan una terminología distinta.

Sr. Martiarena. - ¿Me permite una interrup-
ción, señor senador?

Sr. Solari Yrigoyen. - Con todo gusto,

Sr. Martiarena. - Solamente quiero pregun-
tarle si este análisis circunstanciado que está
haciendo de cada articulo del proyecto va a sig-
nificar propuestas de modificación en el debate.
Pregunto esto a fin de poder estar preparado
para asumir la defensa de ese articulado en ca-
da una de sus cláusulas.

Cuando el cuerpo ayer resolvió aprobar el tra-
tamiento sobre tablas del proyecto que se dice
concertado, tenía entendido que esa concerta-
ción importaba la aceptación de los textos in-
sertos en dicha norma. Si vamos a discutir artícu-
lo por artículo -el señor senador está dando la
impresión de que así va a resultar de sus propo-
siciones- tendremos que preparar nuestras pro-
pias posiciones respecto de cada una de las cláu-
sulas.

Sr. Gass. - ¿Me permite una interrupción, se-
ñor senador?

Sr. Solari Yrigoyen. - Cómo no , señor sena-
dor.

Sr. Gass. - En nuestro bloque, casi por ma-
yoría absoluta, decidimos hacer un texto "con-
sensuado", como se dice ahora en la terminolo-
gía que al señor senador por Jujuy no le gusta,
y tal vez a mí tampoco. Pero no podemos limi-
tar la libertad de ningún miembro de esta Cá-
mara para que haga las manifestaciones y ex-
ponga las reformas al articulado que más le
gusten. Es por eso que el señor senador Solari
Yrigoyen hace estas manifestaciones.

Sr. Martiarena. - Quiero saber si se van a
concretar modificaciones con el objeto de estar
preparado para el debate.

Sr. Solar¡ Yrigoyen. - Quiero darle tranquili-
dad al señor senador Martiarena. Me parece jus-
ta su inquietud.

Voy a respetar como corresponde y como lo
harán todos los miembros de nuestro bloque lo
que hemos acordado con el sector de la mayo-
ría. Ello no quita que podamos dar nuestras opi-
niones, al igual que los miembros de los demás
bloques, sobre lo que entendemos que contri-
buiría a una mejor redacción del proyecto de
ley, aunque más no sea para que sirva de ante-
cedente.

Quiero darle una segunda tranquilidad al se-
ñor senador por Jujuy. Creo que ya lo había
hecho cuando solicité la inserción. No voy a ha-
cer ahora un examen artículo por artículo, no
obstante que he elaborado apuntes con comen-
tarios sobre todos los artículos. Si algún señor
senador quisiera preguntar mi opinión sobre al-
guno de ellos desde ya me ofrezco para darla.
Solamente me voy a referir a algunos, a una mi-
noría dentro de los que componen este proyecto
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de ley, a aquellos que son los más discutidos, o
a los que pensamos que podría mejorarse la re-
dacción.

Eso no significa de ninguna manera, señor se-
nador por Jujuy, que nosotros estemos violando
algún acuerdo. Lo vamos a respetar.

Sr. Martiarena . - Le agradezco sus palabras,
señor senador; solamente quería saber si lo que
usted manifestaba iba a significar propuestas
de modificación.

Sr. Solar¡ Yrigoyen . - Creo que con mi acla-
ración el asunto está terminado.

El artículo 39 concuerda con el 2° y define el
interés de los trabajadores cuya defensa es el
objeto central del proyecto.

Para nosotros no hay problemas en definir el
interés profesional de los trabajadores a que se
refieren otros antecedentes legislativos o, mejor
aún, el propio interés de los trabajadores.

Sin embargo, pensamos que hubiera sido de
mejor técnica legislativa darle a este articulo
una redacción positiva en lugar de una negativa
como la que tiene el proyecto.

El artículo 39 del proyecto dice: "...La acción
sindical contribuirá a remover los obstáculos que
dificulten la realización plena del trabajador".
Nos hubiera gustado que la redacción positiva
dijera: "La acción sindical contribuirá a favo-
recer la realización plena del trabajador".

Me voy a detener en el artículo 59 pero quiero
darle garantía al señor senador por Jujuy de
que pese a que seré más detallista en los prime-
ros artículos , en la medida en que avance en el
examen de la ley, serán mayoría las normas que
pasaré por alto.

El artículo 59 ha sido el centro de un gran
debate nacional. Es por eso que quiero dar mi
opinión detallada sobre el particular. Posible-
mente, va a ser el único en el cual me detenga
in extenso.

Este artículo reglamenta en cuatro incisos los
derechos de las asociaciones sindicales en ge-
neral.

El inciso a) otorga el derecho a: 'Determinar
su nombre, no pudiendo utilizar los ya adopta-
dos ni aquellos que pudieran inducir a error o
confusión". Es decir, que este inciso se refiere
al derecho al nombre, con la precisión de que
las asociaciones sindicales no pueden utilizar
los ya adoptados.

En el derecho al nombre figura cl de emplear
las palabras "sindicato" o "unión" para las orga-
nizaciones de primer grado, ya que como se ob-
serva en el artículo 31, se ha eliminado el dere-
cho exclusivo que tenían en la ley 20.615 a usar
esa denominación las asociaciones coi. persone-
-ía gremial.

1
Reunión 284

En las observaciones cuya inserción solicité
me refiero a este punto también al comentar el
artículo 23. El inciso b) reglamenta el derecho
a fijar el objeto de la asociación sindical, el ám-
bito de representación personal -con respecto
a la persona- y de actuación territorial.

El inciso c) coincide con lo prescrito por el
artículo 3° del Convenio 87 de la Organización
Internacional del Trabajo, ya que establece el
derecho que tienen las asociaciones sindicales
de redactar sus estatutos y reglamentos adminis-
trativos. También coincide con el artículo 59
del citado convenio, que reconoce el derecho de
constituir federaciones y confederaciones, así

como el de afiliarse a ellas.

El inciso que estamos considerando, a mi jui-
cio, mejora lo establecido por el citado convenio
internacional, ya que agrega el derecho de la
asociación de desafiliarse de las organizaciones
de grado superior que no figuren en el conve-
nio de la OIT. Este, en cambio, reconoce a toda
federación o confederación el derecho de afi-
liarse a organizaciones internacionales de traba-
jadores o empleadores, en su caso, ya que cl
Convenio 87 rige para ambos.

En la inserción que he solicitado, trato también
este tema al abordar el artículo 11.

El inciso d) es un poco el centro del debate
nacional amplio que se ha dado sobre los dere-
chos que tienen las asociaciones sindicales, espe-
cialmente por la inclusión de "las medidas de
acción directa". El texto de este inciso comienza
reconociendo el derecho de la asociación sin-
dical de formular su programa de acción, coin-
cidiendo con la terminología utilizada por el
Convenio 87 de la OIT, en su artículo 39 in fine.
Pero luego, el inciso admite un derecho general
de las asociaciones sindicales, cual es el de rea-
lizar todas las actividades lícitas en defensa del
interés de los trabajadores.

Pero hay que subrayar que las actividades
reconocidas a las asociaciones sindicales deben
ser lícitas, por lo que quedan descartadas las
que no ostenten dicho carácter. Es del caso men-
cionar que la calificación de lícitas se refiere a
aquellas actividades que son permitidas por la
ley.

Este párrafo, sin duda, se proyecta sobre el
posterior que cita ejemplos de estas actividades
lícitas que se reconocen a las asociaciones sin-
dicales. El primer ejemplo que incluye el in-
ciso es la reconocida en el párrafo posterior a
todas las asociaciones sindicales de ejercer el
derecho a negociar colectivamente. El recono.
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cimiento de este derecho a nuestro juicio es un
gravísimo error, ya que no todas las asociacio-
nes sindicales pueden accedor a él.

Dicho reconocimiento genérico se encuentra
en pugna con lo indicado por el inciso e) del
artículo 31 de la norma en consideración, que
reserva el derecho exclusivo de intervenir en
las negociaciones colectivas a las asociaciones
con personería gremial; esto, además, coincide
con lo establecido por la ley 14.250, con la re-
forma que hemos introducido y con la ley de
procedimientos para la negociación colectiva
aprobada en el mes de enero de este año.

Si sólo las asociaciones con personería gre-
mial pueden intervenir en las negociaciones co-
lectivas, ¿cómo puede este artículo reconocer a
cualquier asociación , con una simple inscrip-
ción, el derecho a negociar colectivamente?

Tengo que admitir -pese a todas las críticas
que en su momento le he formulado- que la
ley 20.615, en su artículo 16, no cometía esta in-
congruencia de autorizar a las asociaciones pro-
fesionales sin personería gremial a negociar co-
lectivamente. Por el contrario, lo reservaba co-
mo un derecho exclusivo de las asociaciones
que tenían personería gremial en su artículo 30,
inciso 49.

He escuchado decir a asesores de la CGT que
concurrieron al bloque de la Unión Cívica Ra-
dical respondiendo gentilmente a nuestra invi-
tación y acompañando al secretario general de
la entidad, que este inciso se inspira en la ley
española. Nos lo dijeron entonces. Entiendo que
cometen el error de equiparar este proyecto
a una ley que sigue lineamientos totalmente dis-
tintos en materia de sindicatos más representa-
tivos.

Estas son las diferencias. Primero, nosotros
tenemos en la Argentina un solo sindicato más
representativo, que es el que obtiene la perso-
nería gremial.

Segundo, la ley española tiene o puede tener
varios sindicatos más representativos.

Tercero, estos sindicatos españoles más repre-
sentativos pueden todos negociar colectivamen-
te. Así lo establece el artículo 6°, 3. b, de la ley
española. Pero además de tener todos ellos la
facultad de negociar colectivamente, pueden ha-
cerlo también los denominados sindicatos más
representativos en el nivel de comunidad autó-
noma, según el artículo 79, 1., de la ley espa-
ñola. Finalmente, pueden negociar colectiva-
mente los sindicatos que, no siendo más repre-
sentativos, hayan obtenido en un ámbito terri-
torial y funcional específico el 10 por ciento o

más de delegados de personal y miembros de
comité de empresa y de los correspondientes ór-
ganos de la administración pública.

De modo que teniendo la ley hispana 16.660
tantas posibilidades que la nuestra no posee,
¿cómo se la puede invocar, me pregunto, como
un antecedente que sirva de pantalla para no
admitir un evidente error y contradicción de
este proyecto que estamos tratando?

En su momento no entendí por qué la insis-
tencia de que nos circunscribiéramos a hacer
correcciones en dos o tres artículos -que yo
acato por supuesto-, cuando existía la posibili-
dad de mejorar este proyecto en muchos otros
puntos. Sin embargo, no tuvimos ni tenemos esa
posibilidad en casos como el que cito.

En cuanto a las citas, creo que si son acerta-
das sirven pero si no lo son, desautorizan el ar-
gumento que pretenden avalar. Y nosotros no
rodemos compartir esto que nos han dicho de
que la autorización a negociar colectivamente a
los sindicatos con una simple inscripción se fun-
da en la ley española o que ésta sirve de inter-
pretación.

En conclusión, para evitar interpretaciones
conflictivas lo único que hubiera cabido es eli-
minar en este inciso d) del artículo 59 el re-
conocimiento del derecho a negociar colectiva-
mente a las asociaciones sindicales sin personería
gremial.

Otro ejemplo de actividad lícita reconocida
allí es la de participar. Pero no se explica cuál
es el tipo de participación. Creo que hubiera
sido mucho mejor que se hiciera referencia a la
participación en las actividades regidas por la
presente ley o por otras que legislen sobre el
interés de los trabajadores, o que se diera cual-
quier otra definición. Pero hablar solamente del
derecho a participar sin decir nada más no es
de buena técnica legislativa.

El último ejemplo de actividad lícita recono-
cida a las asociaciones sindicales que fija este in-
ciso d) es el de ejercer el derecho de huelga y el
de adoptar demás medidas de acción directa.

A mi juicio, con esta redacción, al hablar de
derecho de huelga y de adoptar medidas de
acción directa, se comete un evidente error al
disociar, primero, la huelga y, segundo, las de-
más medidas de acción directa.

La huelga consiste en la cesación colectiva y
concertada del trabajador para ejercer presión
contra los patrones o poderes públicos.

La huelga tiene dos elementos . Primero, es
una interrupción en el trabajo y, segundo, es
un acto concertado y colectivo. Las denomina-
das medidas de acción directa se confunden con
el derecho de huelga y no corresponde disociar-
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las, como si fuese un derecho distinto, como
si se tratara de diferentes cosas, de un derecho
diferente al que consagra la Constitución Na-
cional y que regulan las leyes para juzgar si las
huelgas son legales o no.

El texto en examen confunde, a mi juicio, el
concepto de huelga con el de huelga total o com-
pleta. Parece que circunscribe la huelga de tal
manera que, las demás medidas de acción di-
recta parecen medidas no totales. Como si el
trabajo a reglamento o a desgano no fueran for-
mas de huelga. Lo son porque la corta dura-
ción no le quita el carácter de huelga.

Igual confusión -y en esto creo que coincido
con la interpretación que dio el señor senador
Menem- han tenido las entidades empresarias
que han objetado la mención de otras medidas
de acción directa, como si fueran formas de ile-
galidad ajenas al derecho de huelga que men-
ciona la Constitución Nacional.

Reconozco que la expresión "acción directa"
fue utilizada inicialmente por los anarco-sindi-
calistas, que la encuadraron en la violencia revo-
lucionaria.

Ha corrido mucha agua bajo el puente y la
frase "medidas de acción directa" del proyecto
enviado por el Poder Ejecutivo carece de cual-
quier connotación de violencia, lo que surge con
toda nitidez al encuadrar todas estas medidas
entre las actividades lícitas reconocidas a las
asociaciones profesionales, como se expresa al
comienzo de este inciso d).

Por otra parte, la terminología "acción direc-
ta" no es nueva en la legislación argentina. Fi-
gura en el inciso 10 del artículo 99 correspon-
diente a la ley 14,455, al obligar a que los esta-
tutos contuvieran autoridades y procedimientos
para la adopción de las medidas de acción di-
recta; aparece también en el decreto 969/66, dic-
tado por el presidente constitucional Arturo Illia
y en la ley 20.615 sancionada en 1973. La men-
ción de "acción directa", de la ley 14.455 dictada
durante el gobierno del doctor Frondizi es simi-
lar a la que aplican el proyecto en examen en
los artículos 16, inciso i) y 53, inciso e) y la ley
20.615.

La huelga total, por otra parte, también puede
ser ilegal si es salvaje y no se ajusta a la ley.
Generalmente, es la jurisprudencia la que pone
límites a las diversas modalidades del decreto
de huelga. El derecho se detiene donde comienza
el abuso. Tanto la ley como los jueces declaran
la ilegalidad cuando los medios empleados son
ilícitos.
En síntesis, disociar la huelga de las medidas

de acción directa, como lo hace el proyecto en
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examen, a mi juicio, no sólo es malo, sino que
también perjudica a los trabajadores porque les
quita a estas últimas jerarquía constitucional.

Creo que hubo un error de enfoque, tanto
de los redactores del proyecto inicial -no del
que estamos discutiendo- como de los frontales
impugnadores en este aspecto. Es por ese motivo
que, en aras de la necesaria armonía social que
el país requiere y que refleja, además, la inten-
ción del legislador, concuerdo con la propuesta
que estamos examinando de cambiar la expre-
sión "medidas de acción directa", por "adoptar
demás medidas legítimas de acción sindical".

No quiero terminar el examen de este artículo
59 sin señalar que, a mi juicio, su enumeración
es incompleta. En esta norma debería recono-
cerse el derecho a las asociaciones sindicales a
fijar posiciones políticas manteniendo la inde-
pendencia con respecto al gobierno, a partidos
o tendencias políticas y a las organizaciones reli-
giosas. Así, se garantizaría el derecho de los tra-
bajadores a pronunciarse orgánicamente sobre
los problemas que los afecten pero sin compro-
meter la unidad, basada en la aceptación del
pluralismo.

Me he explayado sobre este tema en mis pa-
labras de la introducción, por lo que me remito
a lo expuesto en esa oportunidad. Con todo,
quiero señalar como algo positivo que el pro-
yecto actual haya eliminado la norma de la ley
20.615 -artículo 3C, inciso 8°- que permitía a
las asociaciones sindicales dar apoyo a partidos
políticos y a candidatos o propiciar a personas
nara cue los partidos las presenten como can-
didatos.

El artículo 89 -esta norma tiende a garanti-
zar la democracia interna de los sindicatos-
importa un significativo avance sobre la ley
20.615 y sus precedentes.

Con respecto al inciso e) de este artículo
quiero decir algo. Esta disposición amplía el
concepto del artículo 49 inciso e) del texto en
examen y consagra el derecho de los afiliados
a participar en los sindicatos, que no debe con-
fundirse con el derecho a participar que tiene
la asociación como tal, consagrado en el artículo
59.

El inciso c) del artículo 89 fija la elección
directa de los cuerpos directivos en los sindicatos
locales y seccionales. A mi juicio, este inciso
tiene una redacción redundante, ya que esta-
blece que los estatutos de las asociaciones sin-
dicales deberán "garantizar la efectiva partici-
pación de los afiliados en la vida de la asocia-
ción, garantizando la elección directa de los

1
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cuerpos directivos en los sindicatos locales y
seccionales". Creo que debería modificarse la pa-
labra "garantizando" por "asegurando".

Con respecto al inciso d ) del artículo 89 que
estoy comentando, considero un hecho positivo
que se garantice la representación de las mi-
norías, que es una de las bases de la democracia
sindical. Pero esta representación no debería que-
dar limitada a los cuerpos deliberativos sino que
también debería establecerse en los ejecutivos.

La plataforma de la Unión Cívica Radical pos-
tula una representación de las minorías en los
cuerpos legales que reemplace a la establecida
por la denominada ley 22.105 y, por supuesto,
sostiene que la democracia sindical se basa en
las decisiones de la mayoría. Pero a nuestro jui-
cio esa democracia se perfecciona con la inclu-
sión de las minorías cuando ellas tienen una re-
presentatividad significativa . Es decir, no cual-
quier minoría sino cuando ostentan este carác-
ter bien determinado.

El artículo 99 prohibe a los sindicatos recibir
aportes económicos de los empleadores, de or-
ganismos políticos nacionales y de organismos
políticos extranjeros . La prohibición pasiva de
recibir aportes, debería , a nuestro juicio, com-
pletarse con la prohibición activa de darlos, co-
mo una forma necesaria de afirmar la anatomía
sindical frente a los empleadores y a los orga-
nismos políticos.

Así, se completa también la tutela de la li-
bertad sindical que integra el Título Preliminar
del proyecto en examen, que cierra precisa-
mente este artículo 99.

El primer párrafo del artículo 99 debería de-
cir a nuestro juicio, lo siguiente: "Las asocia-
ciones sindicales no podrán recibir ni otorgar
ayuda económica de empleadores ni de orga-
nismos políticos nacionales o extranjeros".

El artículo 10 clarifica los diversos tipos de
asociaciones sindicales. La ley 20.615 lo hacía
en los artículos 39 y 49, pero aquella ley exigía
que para constituirse, debían tener el carácter
permanente . Esta exigencia la consideramos ra-
zonable, pues los sindicatos no pueden sujetarse
a la transitoriedad. Por eso el encabezamiento
del artículo 10 se perfeccionaría con esta re-
dacción: "Se considerarán asociaciones sindi-
cales de trabajadores las constituidas con carác-
ter permanente", y sigue el artículo. De todas
formas , aun con la actual redacción, entiendo
que la interpretación correcta es dar en el enca-
bezamiento por sobreentendida la necesaria per-
manencia, para que pueda tenerse por tal a una
asociación sindical.

En el artículo 11, inciso e), nos hubiera gus-
tado que se agregara al final de la enumera-

ción de los incisos un párrafo que estableciera
que las asociaciones previstas en este artículo
tendrán el derecho a afiliarse a organizaciones
internacionales de trabajadores. El movimiento
sindical trata de sobrepasar las fronteras para
anudar lazos internacionales que le den mayor
solidez y fortaleza.

Con respecto al artículo 14, deseo hacer esta
observación: el antecedente de este artículo es
el segundo párrafo del artículo 8 de la ley
20.615. La transcripción textual ha reiterado el
error de redacción al decir: "... por esas cir-
cunstancias". Basta decir que en caso de jubila-
ción o accidente, los afiliados no perderán el
derecho de pertenecer a la asociación respectiva,
eliminando la reiteración innecesaria de "...por
esas circunstancias...". Pese al error señalado,
esta norma es más clara y concisa que el artícu-
lo 14 del proyecto con sanción del Senado que
se refiere al mismo tema.

Otro error de redacción que se reitera es la
conjunción "pero", que no corresponde porque
no hay contraposición ni ampliación del con-
cepto siguiente con el precedente. La redac-
ción se mejoraría si dijéramos , después de se-
ñalar que "...los afiliados no perderán el dere-
cho de pertenecer a la asociación respectiva",
"quedando sujetos a los derechos y obligaciones
que el estatuto establezca".

La redacción que me habría gustado propo-
ner hubiera sido la siguiente: "Artículo 14. -
En caso de jubilación, accidente , enfermedad,
desempeño de representación pública electiva,
desocupación o servicio militar, los afiliados no
perderán el derecho de pertenecer a la asocia-
ción respectiva, quedando sujetos a los derechos
y obligaciones que el estatuto establezca".

Como se verá, señor presidente , en esta re-
dacción anhelada por mí se agrega otro ingre-
diente: no se quita el derecho de pertenecer a
la asociación sindical a quien se desempeñe
también en una función pública electiva, que
no lo dice el articulo. Si bien esto concuerda
con la ley 16.816, a nuestro juicio hubiera sido
conveniente incluirlo en la norma en examen,
puesto que la enumeración es taxativa. No obs-
tante, es cierto que el artículo 48 toca el tema,
pero se refiere sólo al caso concreto de los tra-
bajadores que ocupan cargos electivos y no al
caso genérico que contempla este artículo 14.

En el inciso e) del artículo 16 se señala que el
estatuto debe establecer los derechos y obliga-
ciones de los afiliados, los requisitos para su
admisión y un procedimiento de separación
"que garanticen el derecho de defensa".
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A mi juicio la redacción es defectuosa. El ver-
bo "garantizar" debe estar en singular pues se
refiere al procedimiento y también sobra la
coma después de "separación".

Este inciso es similar al segundo del artículo
99 de la ley 20.615, pero innova en cuanto ga-
rantiza el derecho de defensa en caso de sepa-
ración, lo que considero es un adelanto.

En cambio, aquella norma era más amplia al
legislar sobre los requisitos del retiro. Con-
templaba tácitamente la dimisión que no fija
el inciso bajo examen, ya que no pueden con-
fundirse la renuncia con la separación. La re-
nuncia es un derecho del afiliado; en cambio,
la separación lo es de la asociación. Después
de "requisitos para su admisión" debería agre-
garse "y dimisión".

El inciso f) se refiere a las memorias y balan-
ces, a su presentación, aprobación, publicación,
revisión y fiscalización. El control de la gestión
financiera por los propios órganos estatutarios
debe ser exigente y detallista. Por eso, confor-
me propuse en el debate de 1973, reitero aho-
ra mi opinión en el sentido de que las publica-
ciones y controles deben ser anuales. Esta exi-
gencia tiende a velar por la transparencia de la
gestión y por un mejor control por parte de los
afiliados . Pienso que el inciso f ) hubiera que-
dado mejor redactado de la siguiente manera:
"Normas para la presentación,probación y
publicación de memorias y balances, órganos
para su revisión y fiscalización. El plazo para
el cumplimiento de los recaudos vinculados a
las memorias y balances debe ser anual".

Paso ahora al artículo 17. Se contempla la
elección de autoridades por los afiliados y por
los congresales. El segundo procedimiento de
elección, cuando las autoridades deben ser ele-
gidas por los congresales, a nuestro juicio de-
bería excluirse de las asociaciones sindicales de
primer grado. Las autoridades deberían ser
siempre elegidas por el voto directo de los afi-
liados.

El artículo 18 establece las condiciones que
deben reunir los integrantes de los órganos di-
rectivos. Pensamos que también debería decirse
que el aspirante al cargo debe estar en actividad.
La ley 20.615 exigía que todos los cargos fueran
ocupados por argentinos mientras que su ante-
cesora, la ley 14.455, exigía que el cincuenta
por ciento fueran argentinos. La legislación
bajo examen adopta un sistema ecléctico que, a
nuestro juicio, rectifica acertadamente el rigor
de la ley 20.615.

El artículo 19 distingue dos clases de asam-
bleas: las ordinarias y las extraordinarias. Al
referirse a las primeras, establece que deben ser

anuales. Este plazo sin duda mejora al de la
ley 20.615, que autorizaba un plazo de reunión
de hasta dos años para este tipo de asambleas.
Aunque el proyecto de ley que tratamos no se
refiere a la convocatoria a las asambleas más
que al pasar, en el artículo 16 inciso h) se dis-
pone que ella tiene que hacerse por medios
apropiados para que los socios, es decir los
miembros del sindicato, conozcan su fecha, lu-
gar y asuntos a tratar con la suficiente antela-
ción. Entonces, los estatutos deberían reglamen-
tar las formalidades de la convocatoria y también
del funcionamiento de las asambleas, especial-
mente en lo referido a la formación del quórum.

El articulo 20 aborda la temática de las asam-
bleas. Su texto incluye una norma amplia que
es la de fijar criterios generales de actuación
De todas maneras, la enumeración no debe con-
siderarse taxativa porque la asamblea, corno ór-
gano soberano, tiene las más amplias facultades;
en especial, debe tratar todo lo que indique el
estatuto. En concordancia con los comentarios
cuya inserción he solicitado referidos al artículo
16 inciso c) y con lo que postulé en el debate
de 1973, me hubiera gustado que se estableciera
como privativo de las asambleas decidir sobre
los casos de expulsión de los afiliados mc ]¡ante
los dos tercios de votos de los presentes. A mi
juicio, tal cláusula debería haberse agregado
al final del inciso c).

Paso a la consideración del artículo 32. Allí
se establece que las federaciones y confedera-
ciones más representativas, conforme a las exi-
gencias del artículo 25, adquirirán personería
gremial. Este artículo se complementa con el
inciso 1° del artículo 56, que autoriza 1 Minis-
terio de Trabajo a otorgar la personería gremial.
Pero, a mi juicio, es incongruente q,-e la norma
hable de confederaciones en plural, pues sólo
puede haber una sola confederación más repre-
sentativa y, en este caso, es la Confederación
General del Trabajo. La misma crítica es válida
para los otros artículos de este capítulo, así co-
mo también para el título del capítulo IX. En
todos los casos nos hubiera gustado que se uti-
lizara el singular al hablar de confederaciones,
en lugar del plural, tal como he señalado.

El artículo 36 prevé las intervenciones de las
organizaciones de grado superior a las dr grado
inferior. Esta norma se inspira en el artículo
35 de la ley 20.615, aunque atenúa en algo su
vigor, incluyendo los puntos 3, 4 y 5 no previs-
tos expresamente en sus antecedentes. Cuando
se debatió la ley 20.615 impugné la facultad de
intervención a los gremios por vulnerar la de-
mocracia sindical. Los sindicatos son patrimo-
nio, conquista y derecho exclusivo de sur afilia-
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dos y, por consiguiente, son éstos los únicos
facultados para decidir, controlar, dirigir e in-
tervenir en la conducción de los organismos re-
presentativos.

Este artículo se complementa con la posibili-
dad que otorga el 42 para revocar el mandato
a los delegados de fábrica. Ambas normas ar-
ticulan una pirámide que permite el descabe-
zamiento de arriba hacia abajo del pensamiento
disidente de las organizaciones o delegados. De
más está que se garantice la no intervención de
la autoridad de aplicación -esto, evidentemente,
es un gran adelanto, como lo hace este proyec-
to en el artículo 57-, si permitimos el aniqui-
lamiento de la autonomía sindical por parte de
las asociaciones de grado superior.

Mi oposición a este artículo es total. Yo hu-
biera deseado que fuera suplantado por otro
que prohibiera las intervenciones totales o par-
ciales para preservar el principio de indepen-
dencia o autonomía sindical y de autarquía in-
terna, que es reconocido en el mensaje del Po-
der Ejecutivo como condición insustituible para
asegurar la actividad gremial.

Comento el artículo 42, que legisla el man-
dato de los delegados y su posible revocación.
Sobre la duración del mandato, nada se decía
en la ley 20.615, pero se reglamentaba la revo-
cación en el artículo 13. El mandato de dos años
me parece excesivo por más que sea el máximo.
Para asegurar la rotación de los delegados y
para evitar la burocratización de ellos, prefe
riría establecer un mandato único de un año.
La norma bajo examen mejora el artículo 13 de
la ley 20.615 al establecer mayores exicencias
para la revocación de los mandatos. No obstan-
te, manifiesto mi disconformidad con este pre
cepto que resiente la democracia sindical en su
base misma, que es el contacto diario que tie-
nen los delegados con los trabajadores a los que
representan. El delegado que no sea afecto a la
dirección sindical tendrá siempre la espada de
Damocles sobre su cabeza, con una posible re-
vocación de mandato. La crítica que formulo
a esta revocación concuerda con la que he reali-
zado a las intervenciones previstas por el artícu-
lo 36. A nuestro juicio, ambas lesionan la liber-
tad sindical. Además, lo peor del artículo es
que el órgano directivo de la asociación sindi-
cal, por propia decisión, pueda convocar a una
asamblea para revocar el mandato del delegado.
Nos hubiera gustado modificar el artículo 42,
por el siguiente: "El mandato de los delegados
no podrá exceder de un año y sólo podrá ser
revocado por decisión judicial solicitada por la
asociación sindical cuando haya recibido el man-

dato de una asamblea o congreso en determi-
nación votada por los dos tercios y en la que
el delegado cuestionado haya podido ejercitar su
defensa".

Otro artículo que ha provocado una gran po-
lémica es el 45. Estoy de acuerdo con quienes
interpretaron este debate con la intención de
desdramatizar la importancia trascendente que
se quería asignar a la disidencia con su redac-
ción original. Este artículo delega en las con-
venciones colectivas o en otros acuerdos la fija-
ción del número mínimo de trabajadores que
representen a la asociación sindical en cada es-
tablecimiento. El proyecto de ley habla aquí de
asociaciones profesionales; en cambio, debería
hablar de asociaciones sindicales, conforme a la
nueva terminología que adopta la iniciativa. Por
otro lado, las asociaciones profesionales no son
sinónimo de sindicatos puesto que pueden ser
tanto de trabajadores corno de empleadores. En
todo caso, esta no pasa de ser una crítica a la
terminología empleada que no es una cuestión
de fondo.

Como dije, este artículo ha generado nume-
rosas críticas patronales, especialmente por la
cantidad de delegados impuestos a las peque-
ñas empresas. Yo no creo que tuviera tanta gra-
vedad la crítica en su conjunto, pero estoy feliz
de que hayamos logrado un consenso y que
este Senado se haya hecho eco de esas críticas
tarjando, en definitiva, un número de delegados
para el que se establecen, por lo pronto, pautas
más amplias para su elección. Esto pareciera
que tiende a privilegiar el resguardo económico
ce las pequeñas empresas y así es que, de acuer-
con esta nueva modificación, no habrá dele-
gados cuando las empresas no lleguen a contar
con diez trabajadores. Después se establece
un número más amplio que el de la redacción
originaria. Por supuesto que la reglamentación
en ningún caso podrá separarse del número men-
cionado en este artículo, tal como ha quedado
redactado.

Finalmente, otra norma de gran polémica
ha sido el artículo 52; posiblemente , fue la más
discutida. Yo comprendo que puede haberse
prestado a la controversia, pero también creo
que ella ha sido magnificada. Este artículo tie-
ne un amplio contenido para poder despedir, sus-
pender o modificar las condiciones de trabajo
de quienes gozan de la garantía de estabilidad,
debiendo solicitarse ante la justicia la suspen-
sión de dicha garantía, conforme al procedimien-
to del artículo 47. El antecedente de esta norma
es el artículo 57 de la ley 20.615; pero en ella
la medida debía pedirse al Tribunal Nacional
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de Relaciones Profesionales que el proyecto en
examen felizmente ha eliminado. La sanción an-
terior del Senado, en su artículo 56, también
exigía una resolución por parte de la justicia.
Pero este artículo tiene un agregado importante
con respecto a sus antecedentes.

A saber: el empleador puede solicitar a la jus-
ticia la suspensión de la prestación laboral, como
medida cautelar, cuando la permanencia del
cuestionado o el mantenimiento de las condicio-
nes de trabajo pudieren ocasionar peligro, a)
para la seguridad de las personas, b) para la
seguridad de los bienes de la empresa. La refor-
ma que se ha introducido agrega además un
plazo de 5 días para que el juez disponga la
suspensión.

El sector empresarial ha formulado severas
objeciones a este artículo. El recurso judicial
para pedir como medida cautelar la exclusión
por motivos fundados no ha sido considerado
suficiente garantía, de acuerdo con la crítica que
ha hecho la Unión Industrial Argentina en el
sentido de que la norma afecta seriamente a las
facultades de dirección. El sector empresarial
anhelaba que se hiciera una excepción a la reso-
lución judicial previa para suspender o despedir
a los trabajadores amparados por esta norma,
en los casos en que se pudiera ocasionar peligro
para la seguridad de las personas o bienes de
la empresa. El señor senador Brasesco se hizo
eco de esta excepción, pero su proyecto impone
una serie de obligaciones al empleador; yo no
me voy a referir a este proyecto porque en
definitiva ha quedado al margen de esta dis-
cusión.

Los esfuerzos hechos en esta Cámara alta para
lograr una redacción de consenso que contribu-
yera a afianzar la armonía de los factores de
producción no llegaron a feliz término. Para unos
resultaba fundamental que fuera el patrón quien
solicitara la medida cautelar para suspender la
prestación laboral, mientras que para otros era
el trabajador quien debía pedir la medida cau-
telar en cuanto a la reinstalación en el empleo.

Yo quiero señalar que el proyecto en examen
no ha creado el procedimiento del desafuero,
como pareciera traslucirse del amplio debate pú-
blico. El procedimiento del desafuero ya existía
en la ley 20.615, y a mi juicio es mejorado con
cláusulas que le permiten al empleador recurrir
a la justicia y promover medidas cautelares, y
con el plazo de 5 días para resolverlo que se
ha establecido ahora por consenso.

De todas maneras, señor presidente, cualquiera
sea la redacción que se le diera a esta norma, la
estabilidad de los dirigentes sindicales no puede
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ser una ficción. La suspensión lisa y llana de
este artículo, tal como lo pidiera en su momento
la Cámara Argentina de Comercio en un peti-
torio que yo recibí, y que habrán recibido los
demás señores senadores, dejaría al arbitrio pa-
tronal la garantía que consagra la ley, reglamen-
tando lo normado en la Constitución Nacional.

Esto es importante también destacarlo: que la
estabilidad sindical no está dada por la ley sino
que se origina en una cláusula constitucional
precisa, que es el artículo 14 bis. La ley con-
templa las acciones que tiene el dirigente obrero
ante la violación patronal de la garantía de es-
tabilidad. Puede recurrir a la justicia y reclamar
por la vía sumarísima tanto la reinstalación en
su puesto con los salarios caídos durante el trá-
mite judicial, como el restablecimiento de las
condiciones de trabajo.

El trabajador puede optar también por colo-
carse en la situación de despido indirecto, con
indemnizaciones que fija el artículo 52, que ade-
más contempla las sumas correspondientes al
candidato no electo afectado por la medida del
empleador. Paso por alto otras interpretaciones
de la ley, cuyo sentido surge, a mi juicio, de la
lectura literal de la misma.

Quiero señalar que en el derecho francés tam-
bién hace falta una autorización previa para
actuar contra la garantía de estabilidad. El pa-
trón debe demandarla ante el comité de empre-
sa, o eventualmente ante el inspector del tra-
bajo. El despido no autorizado se considera nulo
y da lugar al reintegro y a la indemnización.

El proyecto en examen ha suprimido con
acierto el capítulo dedicado al fuero sindical,
beneficio que impedía el proceso penal de los
dirigentes sin decisión previa del Tribunal de
Relaciones Profesionales en favor de la suspen-
sión de la garantía de estabilidad.

Así doy por terminadas, señor presidente, las
observaciones que quería señalar sobre algunos
artículos, al margen de la inserción solicitada en
el examen de la totalidad de los mismos.

Ya ve, señor senador por Jujuy, que estaba
muy lejos de mi ánimo hacer un análisis de to-
das las normas, y ya he llegado al artículo 66,
que está al final del proyecto.

A los legisladores de la Unión Cívica Radical
este último artículo nos provoca un gran rego-
cijo porque deroga expresamente la ley de fac-
to 22.105, lo que creo que constituye un broche
de oro para cuando cerremos este debate, por-
que esta ley queda derogada por nuestro cuer-
po, sin perjuicio de la vuelta a Diputados.

Este Parlamento posiblemente dentro de po-
cos días podrá exhibir con orgullo la derogación
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de una normativa con pretensiones de ser ley
que impuso el dictador Jorge Rafael Videla con
el refrendamiento de Llamil Resten como mi-
nistro de Trabajo.

Señor presidente y señores senadores: esta ley
de facto costó sangre y dolor al pueblo argen-
tino, especialmente a sus trabajadores. Fue una
ley del desencuentro y de los privilegios, de la
opresión con evidentes signos de autoritarismo,
como lo dice el mensaje enviado por el Poder
Ejecutivo a la Cámara de Diputados, firmado por
el presidente Alfonsín.

Para sancionar esta ley de facto 22.105 el ré-
gimen militar necesitó disolver a la CGT, en-
carcelar a los trabajadores y también a muchos
líderes políticos del campo popular. Asimismo
necesitó hacer desaparecer a dirigentes prestigio-
sos, como Oscar Smith, del gremio de Luz y
Fuerza, secuestrado el 10 de febrero de 1977 en
uno de los tantos actos irracionales ocurridos en-
tonces que no tendrán jamás explicación alguna.

La vuelta al sistema constitucional con el pre-
sidente Alfonsín felizmente terminó con aquel
período de persecución a los trabajadores. Los
miembros de nuestra bancada nos sentimos or-
gullosos de que así haya sido. Creo que todo e]
país, aunque no comparta nuestra posición, sien-
te la felicidad de que la persecución ha queda-
do atrás y rigen las normas constitucionales.

Para terminar, quiero manifestar que los radi-
cales no deseamos un sindicalismo al servicio de
los regímenes populistas despóticos o reacciona-
rios, pretendemos sindicatos que estén al servi-
cio de la justicia social, del progreso y de la
civilización.

Cuando el Parlamento borre definitivamente
los vestigios de la vigencia de esta ley de facto
22.105 podremos decir que los trabajadores y
el país tienen una libertad más y una humilla-
ción menos. (¡Muy bien! ¡Muy bienl )

-El texto de la inserción oportunamente
aceptada es el siguiente:

Inserción solicitada
por el señor senador

Solar¡ Yrigoyen

TITULO PRELIMINAR: DE LA TUTELA
DE LA LIBERTAD SINDICAL

En una actitud totalmente inédita con respecto a la
20.615 y sus antecedentes, la ley en examen dedica un
título preliminar a legislar la tutela de la libertad sin-
dical. El proyecto con media sanción había hecho algo
semejante. Por tutela debe entenderse la protección y
defensa referida a la libertad sindical.

Este título constituye un acertado introito a la ley

que se inspira en el principio constitucional del artículo

14 bis introducido por la reforma constitucional de 1957
que asegura al trabajador una organización sindical libre
y democrática. Es este un derecho especializado dentro
del derecho amplio del artículo 14 de asociarse con fines
útiles.

La libertad sindical implica al mismo tiempo el com-

promiso de, fortalecer las agrupaciones sindicales con la
democratización de sus estructuras, que lleva implícito el
respeto de su autonomía. Hay varios artículos de la ley

en examen que están en pugna con este principipio

como el 36 y el 42, por ejemplo. El mensaje del Poder

Ejecutivo señala con acierto que la organización sindical

se erige en la vía natural y única adecuada para la pro-

moc:ón y defensa de los intereses de los trabajadores.

La Constitución española de 1978, posterior a la ti-

ranía franquista, reconoció en el artículo 281 el derecho
a la libertad sindical como un derecho fundamental de

"todos a sindicarse libremente". Es digno de destacar

que la ley gremial específica en ese país se titula "Ley

orgánica de libertad sindical". Lleva el N9 16.660.
La Constitución francesa del 27 de octubre de 1946

en su preámbulo reconocía que "todo hombre puede de-
fender sus derechos e intereses por la acción sindical y

adherir al sindicato de su elección". Este preámbulo fue

confirmado por la constitución vigente del 3 de junio

de 1958.
Artículo 19 -Introduce el concepto de "libertad slr-

dical" como principio fundamental al que se subordina
la ley. Es copia textual del proyecto con media sanción
del Senado y está inspirado en la ley española la que
dedica su título primero a "La libertad sindical'.

Este principio no estaba en la ley 20.615 ni tampoco
en la de facto 22.105.

La libertad sindical está regida por el Convenio 87 de
la OIT. Su parte 1 (10 artículos) as¡ se titula y la le-
gisla (pág. 707).

La libertad sindical se relaciona con su democratiza-

ción y su autonomía.

La Declaración Universal de los Derechos del Hom-
bre de la ONU en su artículo 23, apartado 4, establece
que "toda persona tiene el derecho de fundar, con otros,
sindicatos y el de afiliarse a éstos para la defensa de
sus intereses". La libertad sindical como vemos es en-
tonces un derecho fundamental del hombre.

El artículo 14 bis de la Constitución Nacional asegura
al trabajador "una organización sindical libre y democrá-
tica reconocida por la simple inscripción en un registro
especial".

La libertad sindical garantiza la independencia para
fundar, organizar, gobernar el sindicato y desarrollar la
acción sindical.

No debe confundirse libertad sindical con pluralismo
sindical, que se opone al régimen de unidad sindical
con personería gremial.

La libertad sindical tiene dos aspectos:

1. Individual - derecho de los trabajadores a afi-
liarse o desafiliarse al sindicato.

2. Institucional - derecho del sindicato a regirse en
forma autónoma e independiente de injerencia
estatal o de una organización de grado superior.
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hubiera sido mejor tomar el texto constitucional y de-
cir: "La organización sindical libre y democrática será
garantizada por todas las normas de la presente ley'.

Artículo 29 - Define las asociaciones sindicales de

trabajadores. Así las llama el mensaje del Poder Eje-
cutivo.

Abandona la denominación de Asoeiac:ones Profe To-
nales de Trabajadores (ley 20.615 y precedentes).

Estas asociaciones tienen por objeto la defensa de los
intereses de los trabajadores.

Este artículo es similar al 19 de la 20.615 y lo en-
cuentra limitado. Tendría que decir defensa y promoción
y así se ajustaría más al espíritu de la ley y al propio
texto que en su artículo 23, inciso e) utiliza la termino-
logía "promover" al hablar de los derechos sindicales.

El cambio de terminología es beneficioso pues contri-
buye a precisar la temática. Sindicato es más preciso que
asociación gremial o profesional. La ley mejicana habla
de asociación profesional y la española de ley orgánica
de libertad sindical. Les alemanes también mencionan la
asociación profesional y el código francés de grupos pro-
fesionales . Por eso, aunque estoy de acuerdo con la de-
nominación de la ley, no coincido con la afirmación del
señor Britos en los fundamentos de su proyecto cuando
dijo que las "asociaciones sindicales de trabajadores es la
te minología utiizada universalmente".

La definidón del objeto de la defensa de los imcceses
de los trabajadores retorna la tradición de las leyes 14.455
(artículo 19), 20.615 (arrículo 19) aunque éstas hablan
de intereses profesionales. La palabra profesión en de-

recho del trabajo tiene dos sentidos diferentes: 1) Se
refiere al oficio . Se habla de categoría profesional o d:
status profesional . 2) Se refiere a la rama de una indus-
tria o a la actividad.

El Convenio 87 de la OIT (ley 14.932) habla como
el proyecto en examen de la defensa de los intereses de
los trabajadores (o de los empleadores, en su caso).

El artículo 59, inciso d) vuelve a mencionar la defensa
del interés de los trabajadores como un derecho de las
asociaciones sindicales.

Este artículo 59 consagra el llamado principio de la
especialidad, pero con un sentido más amplio que las
leyes antecedentes ya que no se limita al interés profe-
sional. La reforma la considero positiva y concuerda con
el reconocimiento expreso que debe darse a las asocia-
ciones sindicales a tomar pronunciamientos políticos para
manteniendo la independencia de los gobiernos y de las
partidos o tendencias políticas. Volveré sobre el tema al
dar mi opinión favorable a la ampliación del articulo 59
que se refiere a los derechos de las asociaciones aindicales.

Artículo 39. - Este artículo concuerda con el anterior
y define el interés de los trabajadores cuya defensa es
el objeto central de la ley.

Se inspira en el articulo 39 del proyecto con media
sanción del Senado, pero se ha modificado la redac-
ción. Aquella iniciativa hablaba de remover los obstácu-
los... que dificulten al trabajador realizarse en pleni-
tud como hombre libre. Esta última frase implicaba
una precisión en el objeto que el actual proyecto ha
perdido.

No hay problema en definir "el interés profesional
de los trabajadores" del que hablaban otros anteceden-

tes legislativos o mejor aún el inters de los trabaja-
dores, pero hubiera sido de mejor técnica legislativa
darle a este artículo una redacción positiva y no ne-
gativa, como decir: `la acción sindical contribuirá a
favorecer la realización plena del trabajador".

De todas maneras al enfoque negativo de la acción
sindical que da el texto hay que quitarle por vía de
interpretación, la idea de violencia o confrontación.

Sectores empresarios como la Cámara Argentina de
Comercio, han considerado que la definición del inte.
rés de los trabajadores como todo lo que se relacione
con sus condiciones de vida y de trabajo "es dema-
siada amplia y excede el ámbito laboral". La UTA
sostiene la necesidad de limitar la acción sindical a la
defensa del interés profesional. Estas críticas, que no
comparto, se encuadran en un concepto restringido de
la actividad sindical que no concuerda con el espíritu
y la letra de esta ley ni con la orientación moderna
del derecho sindical.

La ley francesa especifica numerosas actividades so-
ciales que les están permitidas a los sindicatos que
sobrepasan largamente un concepto restringido de la
defensa de los intereses profesionales.

Artículo 49 - Enumera esta norma los derechos de les
trabajadores en relación a la vida sindical o de los
"derechos sindicales" como dice el texto.

Se inspira en el proyecto con media sanción del
Senado. Hasta el inciso d) inclusive es transcripción
textual. El inciso e) está ampliado.

Este artículo está vinculado al artículo l9 que ga-
rantiza la libertad sindical.

Puede decirse que coincide con la doctrina francesa
(Canverlynick y Lyon-Caen) que divide la interpre-
tación de la libertad sindical en:

1. Un aspecto individual que es el derecho indi-
vidual reconocido a cada miembro de la pro-
fesión.

2. Un aspecto colectivo que se refiere a los de-
rechos de las asociaciones sindicales en sus
relaciones con el Estado y con la empresa.

En este artículo se mezclan los dos aspectos espe-
cialmente en el inciso a).

Inciso a)

Trata sobre el derecho a constituir libremente sin-
dicatos sin necesidad de autorización previa. Los tra-
bajadores pueden constituirlos sin formalismos y adqui-
riendo de pleno derecho la personalidad moral.

Este inciso se relaciona con el capítulo VI (artícu-
los 21 y 22) que reglamenta la inscripción ante la
autoridad administrativa. Esta inscripción no puede
asimilarse a una autorización administrativa.

Cuando el inciso habla de "asociaciones sindicales"
debe interpretarse que se refiere a los distintos grados.

Este inciso coincide con el primer párrafo del artícu-
lo 29 de la ley 20.615. El segundo párrafo de este íd-
timo artículo desarrollaba la idea al mencionar el de-
recho de constituir federaciones y de éstas a formar o
a adherir a asociaciones de grado superior.
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Inciso b)

Precisa el aspecto individual de la libertad sindical
al reconocer el derecho a:

1. Afiliarse.

2. No afiliarse.

3. Desafiliarse.

Esta triple facultad constituye un verdadero de-
recho sindical.

La libertad sindical reconocida en este inciso pro-
tege al trabajador de dos peligros:

1. El que proviene del empleador. El trabajador
puede exigirle al respecto de este derecho.

2. El que proviene de la asociación sindical. El
trabajador tiene frente a ella los derechos que
enumera el tríptico del presente inciso.

De esta norma nace la imposibilidad de establecer
convenios de no contratación laboral por estar afiliado
a un sindicato o viceversa de contratación por la afilia-
ción a determinado sindicato. Pero esta última even-
tualidad está difundida en los Estados Unidos y en Gran
Bretaña, donde los sindicatos logran insertar en los
convenios cláusulas de que sólo se contratará a obreros
sindicalizados (closed shop.).

Este inciso está estrechamente relacionado con el
capítulo II de esta ley que trata de la afiliación y
desafiliación.

Incisos e) y d)

El derecho de reunión , de desarrollar actividades de
petición , son derechos constitucionales aplicados al cam-
po sindical . El derecho de reunión es un derecho no-
plícito (artículo 33), el de trabajar y ejercer toda in-
dustria lícita y el de peticionar a las autoridades, está
reconocidos por el artículo 14.

Inciso e)

Reglamenta el derecho a la participación en el gre-
mio, base fundamental de la democracia sindical y
conforme a tal derecho consagra el de elegir y ser
elegido coincidente con el derecho conocido por ]a
Constitución Nacional. El derecho a la participación
está seriamente recortado con los altos porcentajes que
la ley exige en el artículo 19 para que los afiliados
puedan solicitar convocatorias a asambleas y tomar
decisiones a través de ellas. La plataforma (le la UCII
sancionada en 1983 señala la necesidad de la partici-
pación creciente y principal de los trabajadores en
las decisiones del sindicato.

La ley española enumera los derechos que emanan
de la libertad sindical en su artículo 29 de una manera
bastante similar a la norma que acabo de comentar de
!a ley en examen.

Artículo 5v-Así como el artículo anterior legisla sobre
los derechos sindicales de los trabajadores, este artículo
reglamenta en cuatro incisos los derechos de las aso-
ciaciones sindicales.

Se inspira en el artículo 59 del proyecto iniciado
en el Senado, aunque mejorando en detalles su re-
dacción en los incisos e) y d).

Incisos a) y b)

El inciso a) se refiere al derecho al nombre con la
precisión de que las asociaciones sindicales no pueden
utilizar los ya adoptados ni aquellos que puedan in-
ducir a error o confusión.

En el derecho al nombre figura el de emplear la
palabra sindicato o unión para las de primer grado,
ya que como veremos al comentar el artículo 31 se ha
eliminado el derecho exclusivo que tenían a usar esa
denominación, conforme a la ley 20.615, las asociacio-
nes con personería gremial. También hablaré del tema
de las observaciones al artículo 23.

El inciso b) reglamenta el derecho a fijar el objeto
de la asociación sindical, el ámbito de representación
personal, es decir con respecto a las personas y el de
actuación territorial.

Inciso e)

Este inciso coincide con lo prescripto en el Con-
venio 87 de la OIT en su artículo 39, que establece
el derecho de redactar sus estatutos y reglamentos ad-
ministrativos y en su artículo 5v, que reconoce el
derecho de constituir federaciones y confederaciones,
así como el de afiliarse a las mismas . Este incito per-

fecciona el citado convenio internacional, ya que agre-
ea el derecho de la asociación a "desafiliarse" de las
organizaciones de grado superior. En cambio el Con-
venio 87 reconoce a toda federación o confederación
r1 derecho a afiliarse a organizaciones internacionales
de trabajadores ( o de empleadores en su caso). Me
ref(riré a este tema al abordar el artículo 11. El inciso e)
concuerda con el capítulo III, artículo 16, que legisla
sobre los estatutos.

Inciso d)

El texto de este inciso comienza reconociendo el
derecho de la asociación sindical a 'formular su pro-
grama de acción' coincidiendo con la terminología del
Convenio 87 de la OIT en su artículo 3v inciso 19 in fine.

Luego el inciso admite un derecho general de las

asociaciones sindicales : el de "realizar todas Los activida-

des lícitas en defensa del interés de los trapa adores".
Este derecho amplía el concepto del "interés de los tra-

bajadores" al que ya ha hecho referencia el texto legal
en sus artículos 2 y 3. Pero hay que subrayar que las
actividades reconocidas a las asociaciones son las "lícitas",
por lo que quedan descartadas las que no ostentan ese

carácter. La calificación de %ícitas" quiere decir que

son las permitidas por la ley. Este párrafo se proyecta
sobre el párrafo posterior, el que cita ejemplos de estas
actividades lícitas que se reconocen a las asociaciones
sindicales.

El primer ejemplo que pone el inciso de estas activi-
dades lícitas reconocidas a todas las asociaciones sindi-
cales es el de "ejercer el derecho a negaeiar colectiva-
n.ente". El reconocimiento de este derecho es un grave
error, ya que no todas las asociaciones sindicales pueden
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tener este derecho. Este reconocimiento genérico está
en pugna con lo establecido en el artículo 31, inciso e)
que reserva el derecho exclusivo a intervenir en nego-
ciaciones colectivas a las asociaciones con personería gre-
mial, coincidiendo con lo establecido en las leyes 14.250
de Convenciones Colectivas del Trabajo y la que regula
el procedimiento para la negociación colectiva.

Si sólo las asociaciones con personería gremial pueden
intervenir en negociaciones colectivas -lo que es co-
rrecto-, ¿cómo puede este artículo reconocer en forma
genérica a cualquier asociación, con una simple inscrip-
ción, el derecho a negociar colectivamente? ¿Se ha que-
rido aquí decir otra cosa? Si así fuera, ¿cómo se puede
decir con una terminología -"negociar colectivamen-
te"- bien definida por varias leyes argentinas e inclu-
sive por esta misma ley en su artículo 31, inciso e)?

Tengo que admitir que la ley 20.615 en su artículo
16 no cometía esta incongruencia de autorizar a las

asociaciones profesionales sin personería gremial a ne,.,o-
ciar colectivamente. Por el contrario lo reservaba como
un derecho exclusivo de las asociaciones con personería
gremial en su artículo 30, inciso 4.

He escuchado a asesores de la CGT que concurrieron
el bloque de la UCR, acompañando al secretario general,
que este inciso se inspira en la ley española. Entiendo
que cometen el error de equiparar una ley que sigue
lineamientos distintos a la nuestra en materia de sindi-
cato más representativo.

Estas son las diferencias:

1. Nosotros tenemos un solo sindicato más repre-
sentativo que es el que obtiene la personería
gremial.

2. La ley española tiene o puede tener varios sin-
dicatos más representativos. Basta para lograr
este carácter acreditar una audiencia del 16 %
o más del total de delegados de los comités de
empresa u órganos correspondientes de adminis-
tración pública (artículo 69, 2, b).

3. Estos sindicatos españoles más representativos
pueden todos negociar colectivamente (artículo
69, 3, b). Pero también pueden negociar colec-
tivamente los denominados sindicatos más re-
presentativos en el nivel de comunidad autó-
noma (artículo 7% f). Y, finalmente, pueden
negociar colectivamente los sindicatos que no
siendo más representativos hayan obtenido en un
ámbito territorial y funcional específica, el 10 %
o más de delegados de personal y miembros de
comité de empresa y de los correspondientes ór-
ganos de la administración pública.

Entonces, teniendo la ley española 16.660 tantas po-
sibilidades que la nuestra no posee ¿cómo se la puede
invocar como un antecedente que sirva de pantalla para
no admitir un evidente error y contradicción de la ley
que estamos tratando y a la que con una obstinación
que no favorece a los trabajadores no le quieren intro-
ducir reformas? Las citas si son acertadas sirven, pero
si no lo son sólo desautorizan el argumente que preten-
den avalar.

En conclusión, para evitar interpretaciones conflictivas
lo único que cabría es eliminar en este inciso d) del

artículo 59 el reconocimiento del derecho a negociar co-
lectivamente a las asociaciones sindicales sin personería
gremial.

Otro ejemplo de actividad lícita reconocida por el in-
ciso es "el de participar". Pero no explica a qué partici.
pación se refiere. Habría que decir que se trata de la

participación en las actividades regidas por la presente
ley en otras que legislen sobre el interés de los traba-
jadores.

El último ejemplo de actividad lícita reconocida por
el inciso a las asociaciones sindicales es el de ejercer el
derecho "de huelga y el de adoptar medidas de acción
directa". La redacción precedente comete un error al
decir:

1. La huelga, y

2. Las demás medidas de acción directa.

La huelga consiste en la cesación colectiva y concer-
tada del trabajo para ejercer presión contra los patrones
o los poderes públicos.

La huelga se hace por la existencia de un conflicto
pero no se confunde con éste. La huelga ya no es un
fenómeno de violencia , es un derecho legítimo que se
ejerce en defensa de los intereses profesionales , o invocan-
do los mismos.

La huelga tiene dos elementos:

1. Es una interrupción del trabajo.

2. Es un acto concertado y colectivo.

Las denominadas "demás medidas de acción directa"
se confunden con el derecho de huelga y no corresponde
disociarlas como si se tratase de derechos distintos al
que consagra la Constitución y que regulan las leyes para
juzgar su legalidad o ¡legalidad.

El texto en examen confunde el concepto de huelga
con el de huelga total o completa, como si el paro par-
cial o el trabajo a reglamento o a desgano, por ejemplo,
no fueran formas de huelga. La corta duración no le
quita el carácter de huelga.

Igual confusión han tenido las entidades empresarias
que han objetado la mención de "otras medidas de ac-
ción directa' como si fueran formas de ¡legalidad ajenas
al derecho de huelga.

Es cierto que la expresión "acción directa— la usaron
inicialmente los anarco-sindicalistas quienes la encuadra-
ron en la violencia revolucionaria. El anarquismo esti-
maba que la acción sindical podía reemplazar a la acti-
vidad política. El sindicalismo era en realidad sólo una
faz de la acción política de la clase obrera. Pero esa
es hoy sólo una interpretación histórica transformada
sustancialmente por los años. La frase "medidas de ac-
ción directa" de este proyecto enviado por el Poder Eje-
cutivo carece de cualquier connotación de violencia, la
que surge con nitidez al encuadrar a estas medidas en-
tre las actividades "lícitas" reconocidas a las asociacio-
nes profesionales.

La terminología "acción directa" la menciona la ley
14.455 (artículo 9e, inciso 10) al obligar a que los esta-
tutos contuvieran "autoridades y procedimientos para 4r
adopción de las mismas". También figura en el decreto
969/66 y en la ley 20.615. La mención de "acción di-
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recta' de la ley 14.455 es similar a la que hace el pro-
yecto en examen en el artículo 16, inciso i) y 53, inciso

e) y la ley 20.615 en su artículo 99, inciso 10 y en
otros.

La huelga total también puede ser ilegal si es salvaje
y no se ajusta a la ley. Generalmente es la jurispruden-
cia la que pone los límites a las diversas modalidades
del derecho de huelga. El derecho se detiene donde el
abuso comienza. Tanto la ley como los jueces declaran
la ilegalidad cuando los medios empleados son ilícitos.

Disociar la huelga de las medidas de acción directa,
como hace este inciso perjudica a los trabajadores por-
que les quita a estas últimas la jerarquía constitucional.

Creo que ha habido un error de enfoque tanto de los

redactores de la ley como de los frontales impugnadores
en este aspecto. Es por este motivo , que en aras a la

necesaria armonía social que el país requiere y a que
refleja la intención del legislador, es que concuerdo con
lo propuesta de mi bloque de reemplazar "adoptar me-

didas de acción directa" por "adoptar toda medida le-
gítima de acción sindical".

No quiero terminar el examen de este artículo 59 sin
señalar que su enumeración, a mi juicio, es incompleta.
En esta norma se debe reconocer el derecho de las
asociaciones sindicales a fijar posiciones políticas pero
manteniendo la independencia con respecto al gobierno,
a los partidos o tendencias políticas y las organizaciones
religiosas. Así se garantizaría el derecho de los traba-
jadores a pronunciarse orgánicamente sobre los proble-
mas que los afecten, pero sin comprometer la unidad
basada en la aceptación del pluralismo. No debería ser
de otra manera en un régimen legal que reconoce al
sindicato único con personería gremial, adentro del cual
hay trabajadores de diferentes partidos o tendencias.

Me he explayado sobre este tema en mis palabras de
introducción a la ley por lo que me remito a lo ya ex-
puesto. La reforma que propicio está respaldada, ade-
más, por la norma general del artículo 79 del texto en
examen.

Con todo debo señalar como algo positivo que em pro-
yecto actual haya eliminado la norma de la ley 20.615
(artículo 30, inciso 8) que permitía a las asociaciones
sindicales dar apoyo a partidos políticos y a candidatos
o propiciando a personas para que los partidos los pre-
senten como candidatos,

Art. 69-Este artículo legisla sobre la necesaria
autonomía s:ndical.

Es copia textual del proyecto con media sanción del
Senado salvo la frase final que dice "más allá de lo
establecido en la legislación vigente'.

La autonomía se establece:

1. Frente a los poderes públicos en general.

2. La autoridad administrativa del trabajo, en es-
pecial.

3. Los empleadores y sus asociaciones.

4. Toda persona física o jurídica.

El convenio 87 de la OIT en su artículo 39 obliga
la sola condición de respetar las leyes.

La autonomía del Estado es tanto

a) Política;

b) Como financiera.

El convenio 87 de la OIT en su artículo 39 obliga
a las autoridades públicas a abstenerse de toda inter-
vención que limita el derecho de los sindicatos a re-
dactar sus estatutos, organizar su administración y
formular su programa de acción . El artículo 49 ratifica
la autonomía al prohibir la disolución o suspensión por
vía administrativa.

La denominada ley de facto 22.105 violaba estas dis-
posiciones al facultar al Ministerio de Trabajo para
intervcoir transitoriamente los organismos de las aso-
ciaciones gremiales. La ley 20.615 permitía en su ar-
tículo 42 suspender o de,ar sin efecto la personería
gremial.

El Estado, asimismo, no debe discriminar entre los
buenos o malos sindicatos según que sostengan o se
opongan a la política gubernamental.

Este artículo también consagra la independencia fren-
te a los empleadores.

El convenio 98 de la OIT legisla contra la injeren-
cia de las organizaciones de trabajadores y empleadores,
de unas sobre las otras.

En Francia se conoce con el nombre de syndicats
maison a los sind'entos sumisos o domesticados por la
empresa. Para prevenir que no ocurra esta situación el
Código del Trabajo Francés (ley del 27 de abril de
7956) dispone que "el jefe de empresa o sus represen-
tantes no deberán emplear ningún medio de presión en
favor o en contra de una organización sindical cual-
quier' (articulo 412-2 del Código de Trabajo).

Al estable-ese la autonom a frente a toda otra per-
sona física o jurídica se norma también la independen-
cia frente a las organizaciones políticas y religiosas.
Hubiera sido me,or hacer una mención expresa. No
obstante está en el espíritu de la presente ley que ha
morado en este aspecto, las disposiciones de la ley
20.615, eliminando la norma del inciso 89 del artículo
30 que lesionaba abertamente la autonomía partidista
de los sindicatos.

Pero falta resguardar la autonomía sindical frente
a organizaciones de grado superior. Para ella hay que
prohibir las intervenciones directas , dejando sólo el
recurso de recurrir a la justicia como tiene el Minis-
terio de Trabajo en el artículo 56 inciso 39.

Este aspecto importante de la autonomía sindical apa-
rece seriamente lesionado por los artículos 36 y 42.

Art. 79- Este artículo recoge el concepto del ar-
t'culo 69 de la ley 20.615, pero tiene la misma redac
ciún del artículo 79 del proyecto con media sanción del
Senado.

La norma adhiere al principio de igualdad o de dis-
criminación que siempre ha incluido el derecho posi-
tivo argentino sobre la materia.

Los sindicatos deben agrupar y unir a los traba a-
dores en función de su profesionalidad y al margen de
sus ideologías y creencias. Por lo tanto es lógico prohi-
bir toda discriminación por estas causas.

El segundo párrafo del proyecto en examen es inútil
por ser reiterativo ya que el primer párrafo habla de
todas las asociaciones sindicales y no sólo de las de
primer grado.

La OIT en su convenio 111 ha condenado la dis-
criminación en materia de empleo y ocupación. Por dis-
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criminación entiende cualquier distinción, exclusión o
preferencia basada en motivos de raza, color, sexo, re-
ligión, opinión política, ascendencia nacional u origen
social que tenga por efecto anular o alterar la igualdad
de oportunidades o de trato en el empleo y la ocupa-
ción. Este convenio entró en vigor el 15 de junio de
1960.

Art. 89-Este artículo que tiende a garantizar la
democracia interna de los sindicatos importa un signi-
ficativo avance sobre la ley 20.615 . y sus precedentes.
De más está decir que una norma de este tipo no podía
ni siquiera insinuarse en la legislación autoritaria de la
dictadura militar sobre la materia (ley de facto 22,105).

El texto está tomado del artículo 8Q del proyecto con
media sanción del Senado con alguna leve modificación
en el inciso b) y el agregado del inciso d) que a mi
juicio es correcto, aunque incompleto.

Esta norma se encuadra en la definición del artículo
14 bis de la Constitución Nacional que asegura al
trabajador la "organización sindical libre y democrática".

Inciso a)

Los estatutos deberán garantizar una fluida comunica-
ción entre los órganos internos y sus afiliados.

Al decir fluida la ley quiere decir permanente y
fácil.

Por órganos internos se refiere a los previstos por el
estatuto tanto ejecutivos como deliberativos.

Esta comunicación fluida o permanente quiere evitar
la burocratización de las autoridades que tanto daño
hace a los trabajadores que representan . Los dirigentes
no pueden ni deben distanciarse de la base. La comuni-
cación entre dirigentes y dirigidos se opone a toda for-
ma de burocracia autoritaria. La burocratización de
las dirigencias provoca la esclerosis del sindicalismo.
El artículo 19 inciso b) al poner obstáculos serios para
la realización de asambleas extraordinarias se opone a la
"efectiva democracia interna" que anhela resguardar el
inciso que comento, al igual que el inciso e).

Inciso b)

Los delegados ante los congresos o asambleas -órga-
nos deliberativos- tienen que recibir mandato de sus
representados y no pueden decidir por su cuenta en el
tratamiento de los temas en debate.

Además después de cada reunión de los órganos de-
liberativos deben informar a sus representados. El que
sea después surge del "luego" agregado al texto en
examen que no figuraba en su antecedente. No cabe,
entonces, que los delegados hagan a sus representados
un informe genérico de su gestión al término de la
misma fijado en el artículo 42. El informe debe darse
con posterioridad al debate para el que se recibió el
mandato.

Inciso e)

Ampliar el concepto del artículo 49 inciso e).

Consagra el derecho a participar de les afiliados en
el sindicato y no debe confundirse con el derecho a
participar que tiene la asociación como tal consagrado en

Reunión 28a

el artículo 59; inciso d) aunque, como ya lo he señalado,
lo hace de una manera muy imprecisa.

El inciso fija la elección directa de los cuerpos di-

rectivos de los sindicatos locales y seccionales. Este
inciso tiene una redacción redundante ya que establece
que el estatuto garantizará la participación... garan-
tizando la elección directa. Debe reemplazarse este ga-
rantizando por asegurando.

También es defectuosa la referencia a sindicatos

"locales y seccionales" ya que en el texto de la ley no

se específica qué son los mismos y, por consiguiente,

no se aclara qué alcance tiene.

Inciso d)

Es un hecho muy positivo que se garantice la re-

presentación de las minorías, que es una de las bases
de la democracia.

Pero esta representación no debe quedar limitada
a los cuerpos deliberativos sino que también debe es-
tablecerse en los ejecutivos.

La protaforma de la UCR postula la representación
de las minorías en el cuerpo legal que reemplace a la
denominada ley 22.105.

Por supuesto que la democracia sindical se basa en
las decisiones de las mayorías , pero ella se perfecciona
con la inclusión de las minorías cuando ellas tienen
una representatividad significativa. La coexistencia de
mayorías y minorías posibilita el diálogo y el enten-
dimiento en búsqueda de opiniones de síntesis. La uni-
dad de los trabajadores se robustece y aleja las posibi-
lidades de escisión.

La práctica nos ha enseñado que cuando no se com-
parten responsabilidades la relación entre mayorías y
minorías se endurece y pone en peligro la unidad de
acción sindical.

Al debatirse la ley 20.615 en este mismo cuerpo pro-

puse el establecimiento de un régimen electoral que,

entre otros aspectos, garantizase "la representación de
las minorías". Mi memoria me recuerda que el señor
senador León hizo otro tanto. Para perfeccionar este
inciso debiera reemplazarse cuerpos deliberativos por

cuerpos orgánicos.

Art. 99-Este artículo prohibe a los sindicatos re-
cibir aportes económicos:

a) De los empleadores;

b) De organismos políticos nacionales;

c) De organismos políticos extranjeros.

En el primer caso no se incluyen los aportes de ori-
gen legal o convencional que efectúen los patrones.

La norma en examen es similar a la del artículo 79

de la ley 20.615 aunque éste establecía que los aportes
legales convencionales debían tener un carácter preciso

de carácter social, asistencial, provisional o cultural y
esos fondos debían tener una administración especial.

Aunque el nuevo texto no lo diga es natural que los
aportes patronales o convencionales tienen que tener
un destino de las características especificadas en la
ley 20.615, articulo 79.

r
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La redacción más simple de este artículo 99 se ins-

pira en el artículo 99 del proyecto con media san-

ción del Senado.

Este artículo 99 tiende a preservar la autonomía
sindical tanto de los empleadores como de los organis-
mos políticos y en tal sentido debe señalarse que
concuerda y amplía lo prescripto en el artículo 69.

La ley de facto 22.105, en su artículo 10, establecía
un principio similar, pero incluyendo entre las ayudas
económicas prohibidas las de las "asociaciones gremia-
les extranjeras". La eliminación nos parece justa por-
que no debe restringirse la vocación de unidad de los
trabajadores que sobrepasa las fronteras nacionales. La
solidaridad internacional de los trabajadores puede ma-
nifestarse de diversas maneras y una de ellas es la
ayuda económica.

Los aportes económicos que prohibe el artículo 99
en examen, impiden la presión que se ejerce sobre los
sindicatos a través de los mismos y su domesticación
por los aportantes, es decir se opone a los sindicatos
amarillos.

El primer párrafo de este artículo está incluido en-
tre los aportes prohibidos por la ley a que hace refe-
rencia el inciso e) del artículo 37 que legisla sobre la
formación del patrimonio sindical.

La prohibición pasiva de recibir aportes debe com-
pletarse con la prohibición activa de darlos como una
forma necesaria de afirmar la autonomía sindical frente
a los empleadores y organismos políticos. Así se com-
pleta también la tutela de la libertad sindical que in-

tegra el título preliminar del proyecto en examen que

cierra precisamente este artículo 99. El primer párrafo
del artículo 99 debería decir: "Las asociaciones sindi-

cales no podrán recibir ni otorgar ayuda económica de
empleadores ni de organismos políticos nacionales o

extranjeros.

Las subvenciones que en forma directa o indirecta
den los patrones a una asociación sindical de trabaja-
dores constituye la práctica desleal definida en el ar-
tículo 53, inciso a).

1. De los tipos de asociaciones sindicales

Este capítulo tiene dos artículos, el 10 y el 11, y
se inspira en el proyecto con media sanción del Senado
aunque con una redacción diferente en el artículo 11.
Legisla sobre las diversas formas organizativas de las
asociaciones sindicales.

La ley 20.615 no establecía un capítulo específico
para legislar sobre los tipos de asociaciones sindicales.
Las normas referidas al tema (artículos 3o y 4v) se
incluirán en el capítulo I del Derecho de Asociación.

En todos los casos se trata de asociaciones sindica-

les de trabajadores ya que los sindicatos mixtos de
patrones y obreros no están permitidos por nuestra ley.

Art. 10. - Esta norma clarifica los diversos tipos de
asociaciones sindicales.

La ley 20.615 hacía lo propio en los artículos 3v y
49. Pero en el artículo 39 se incluía una característica
general: las asociaciones debían constituirse "en ca-
rácter permanente". Esta exigencia es razonable, pues
los sindicatos no pueden sujetarse a la transitoriedad.
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El encabezamiento del artículo 10 se perfeccionaría
con esta redacción:

"Se considerarán asociaciones sindicales de tra-
bajadores las constituidas con carácter de permanen-
te por:"

De todas formas aun con la actual redacción en-

tiendo que la interpretación correcta es dar al enca-
bezamiento de este artículo por sobreentendido la ne-
cesaria permanencia para que pueda tenerse por tal
a una asociación sindical. El carácter efímero de una
agrupación de trabajadores con fines profesionales es
una mera coalición y no un sindicato.

Inciso a)

Contempla las asociaciones sindicales constituidas por
trabajadores de una misma actividad o actividades
afines.

A este tipo de organización se le llama vertical o
de industria en oposición a la prevista en el inciso si-
guiente a la que se denomina horizontal o de oficio.

Debe considerarse que los sindicatos por actividad
son la norma en la agremiación de los trabajadores.
Ellos favorecen la unidad de los asalariados y desde
el punto de vista patronal facilitan la negociación co-
lectiva en un solo convenio y simplifican las relaciones
laborales. En tal sentido entiendo que este inciso tiene
preeminencia sobre los otros dos del artículo cuando
debe otorgarse la personería gremial. Este inciso con-
cuerda con el artículo 25 y siguientes.

Inciso b)

Contempla las asociaciones integradas por trabaja-
dores del mismo oficio, profesión o categoría, aunque
su desempeñe en actividades distintas.

Históricamente esta sindicalización horizontal es la
primera forma de agremiación. Su proliferación no es
aconsejable, pues puede conducir a la atomización
gremial.

En la Argentina hay gremios prestigiosos con esta

organización como La Fraternidad, heredero del sin-
dicato de maquinistas y foguistas del gremio ferroviario
que data del siglo pasado (1887). Este tipo de agre-
miación tiene en cuenta la especialización de los tra-

bajadores en un oficio determinado.

Inciso e)

Incluye a las asociaciones integradas por trabaja-

dores que presten servicio en una misma empresa.
La ley 20.615 en su artículo 23 sólo otorgaba per-

sonería gremial a un sindicato de empresa cuando no
existiera en la actividad una asociación profesional
de primero o de segundo grado con personería gremial.

El proyecto en examen en su artículo 29 sólo la
otorgará cuando no existiera en la actividad una aso-
ciación de primer grado.

El antecedente y la limitación del artículo 29 de-
muestra el carácter de excepción que tienen que tener
los sindicatos de empresa puesto que los mismos tien-

den a quebrar la unidad del movimiento obrero frag-

mentando su representación sindical.
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Queda en claro entonces que estos sindicatos de em-
presa pueden admitirse sólo con carácter supletorio.
No debe confundirse a estas organizaciones con la
acción sindical en la empresa que es parte de la bene-
ficiosa descentralización de la actividad sindical.

Los sindicatos de empresa en la Argentina han te-
nido felizmente, un escaso desarrollo. Mayor difusión
han logrado en los paises altamente industrializados,
como Estados Unidos, aunque generalmente los sindi-
catos de empresa se encuentran afiliados a otros por
actividad.

La legislación de la dictadura militar 22.105 con-
templaba a los sindicatos de empresa.

Art. 11. - Este artículo es similar al del mismo número
de proyecto con media sanción del Senado aunque me-
jorando la redacción . En el actual se señala que las aso-
ciaciones sindicales pueden asumir algunas de las formas
que se especifican separándolas en grados. En cambio
en el proyecto con media sanción del Senado y en la
ley 20.615 se indicaba a los tres grados de organizaciones
para establecer que estaban comprendidos en la ley sin
hacer ninguna referencia a la clasificación por las formas,
como hace este artículo 11.

El antecedente más preciso de esta norma sobre cla-
sificación en grados de los sindicatos fue el decreto 969/
66 que determinó en su artículo 10 los tres grados o
niveles de las asociaciones profesionales de trabajadores.

La ley de la última dictadura (22.105) estableció el
derecho federativo de los sindicatos en sus artículos 39 y
37 pero incluyó una norma que remarcaba el carácter
autoritario de todo el texto el artículo 75 que disolvía a
lo que con eufemismo llamaba "las asociaciones gremia.
les de trabajadores de tercer grado actualmente exis-
tentes" es decir a la CGT. Se violó así expresamente lo
legislado en el Convenio 87 de la OIT que reconoce en
su artículo 59 el derecho a constituir federaciones y con-
federaciones.

Este artículo 11 debería también ratificar lo que pres-
cribe el Convenio 87 en su artículo 5o in fine, es decir
el derecho de las asociaciones a afiliarse a organizaciones
internacionales. El anhelo de unidad de los trabajadores
no tiene fronteras.

Inciso a)

La primera forma que pueden asumir las asociaciones

sindicales es la de sindicatos o uniones, es decir, la de
primer grado.

La conjunción "o" que une a la invención de sindicatos
o uniones fija con claridad que ambos términos son sinó-
nimos. La ley argentina se diferencia de la francesa (ar-
tículo L 411 sección III del Código de Trabajo) para
la que las uniones son agrupaciones de sindicatos. Ambos
términos no son sinónimos para la ley francesa sino que
expresan conceptos distintos.

Inciso b)

La segunda forma que puede asumir una asociación
sindical es la de federación o agrupación de asociaciones
de primer grado.

La necesidad de unirse que tenían los trabajadores para
fortalecerse y lograr el mejoramiento de sus condiciones
de vida es lo que dio origen a las federaciones primero
y a las confederaciones después.

Las asociaciones que prevé este inciso y el siguiente
agrupan a personas jurídicas y no a personas físicas como
en el inciso a).

El derecho de las asociaciones a federarse y confede-
rarse está expresamente reconocido por el artículo 59 del
Convenio de la OIT (ley 14.932).

Inciso c)

La confederación está formada por federaciones y sin-
dicatos conforme a este inciso que dice que las confe-
deraciones agrupan a las asociaciones de los dos incisos
precedentes. ;_i'

Aunque la ley no lo diga expresamente se entie:ide que
un sindicato puede afiliarse directamente a una confedera.
ción cuando existe una federación intermedia de su acti-
v dad. Así lo estableció en su momento el decreto 969/66.

Debería agregarse al final de la enumeración de los
incisos del artículo este párrafo:

"Las asociaciones previstas en este artículo tendrán el
derecho a afiliarse a organizaciones internacionales de
trabajadores".

El movimiento sindical trata de sobrepasar las fronte-
ras para anudar lazos internacionales que le dan mayor
sol dez y fortaleza.

La revolución de 1917 dividió al movimiento obrero
en dos centrales con sede en Amsterdam y Moscú. En
1945 hubo un reagrupamiento al crearse la Federación
Mundial en París. La unidad sindical desapareció con la
guerra fria. Los sindicatos anglonorteamericanos se reti-
raron de la FSM y fundaron la Confederación Interna-
cional de Sindicatos Libres (CISL). Pronto vio la luz
también una tercera organización de sindicatos cristia-
nos: CISC (CMT).

Hoy existe un desarrollado derecho sindical internado.
nal que nuestra legislación no debe ignorar.

La Declaración Universal de Derechos del Hombre
consagra la libertad sindical.

La ley orgánica de libertad sindical de España (No
16.660 del 2 de agosto de 1985) reconoce el derecho de
las organizaciones sindicales a "Constituir federaciones,
confederaciones y organizaciones internacionales , así como
a afiliarse a ellas y a retirarse de las mismas" (artícu-
lo 29, 2, b).

Nuestra ley sindical se enriquecería reconociendo ex-
presamente este derecho . Sobre él sólo se hace una men.
eón en el artículo 20, inciso e) al reservar para las
asambleas o congresos la afiliación o desafiliación a aso-
ciaciones nacionales o internacionales.

II. De la afiliación y desafiliación

El antecedente de este capítulo es el III del proyecto
con med a sanción del Senado. Trata un aspecto esencial
de la relación entre el trabajador y la asociación sindical.

¿Qué debe primar, la supremacía del proletario sobre
la asociación sindical o es ésta la que debe primar sobre
los individuos? Resolver estos interrogantes es, sin duda,
un problema político.
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Hay dos posiciones extremas:

1. La unidad y disciplina de los trabajadores debe
ser absoluta (dictadura sindical).

2. El derecho del individuo es absoluto frente al
grupo (individualismo).

Frente a ambas, surge una posición de equilibrio por
la que se ha inclinado el derecho argentino. La Consti-
tución en su artículo 14 bis asegura al trabajador una

organización sindical libre y democrática.

La norma constitucional consagra un derecho de los
trabajadores frente al Estado y los patrones pero no un
derecho de los sindicatos sobre los trabajadores. La aso-
ciación sindical es un medio puesto al servicio de los
hombres. El trabajador es el sujeto del derecho de aso-
ciación sindical que le reconoce la Constitución.

Todo este capítulo concuerda con el artículo 40, inciso
b) de la presente ley.

Art. 12. - Esta norma que consagra la libre asociación
a los sindicatos es similar a la de igual numeración del
proyecto con media sanción del Senado aunque cambian-
do y mejorando la redacción. Se relaciona también con
lo prescrito en el artículo 4e, inciso b) de la ley en
examen. La fuente constitucional es el artículo 14 (pri-
mera parte ) de la Constittción que consagra el derecho
de asociarse con fines útiles. Finalmente el artículo se
complementa con el 16, inciso e) que prescribe que los
estatutos de las asociaciones sindicales deben fijar los
requisitos para la admisión de los afiliados.

El derecho a la libre afiliación al sindicato implica el
derecho a la no afiliación, Una es una libertad positiva
y la otra una libertad negativa. Ambas están garantiza-
das por nuestra legislación que acepta en la materia la
teoría de la facultad que ha sido también consagrada
por la Constitución Nacional según la interpretación del
fallo "Antón Carlos y otros". La agremiación coactiva
no puede cohonestarse con supuestas razones de interés
sindical y bien común ha sostenido la Corte, afirmando
"que no puede admitirse como congruente con la Cons-
titución Nacional un ordenamiento según el cual el de-
recho de trabajar quede supeditado a una afiliación gre-
mial necesaria".

Frente a esta teoría de la facultad que doctrinariamen-
te comparto se levanta otra denominada del deber social
de la sindicación que sustenta la obligatoriedad de la
sindicación . Señala esta tesis que si los trabajadores se
benefician con la defensa de sus derechos que hacen los
sindicatos es lógico que asuman el compromiso solidario
de sostener los mismos.

El derecho a la libre afiliación está reconocido por el
Convenio 87 de la OIT en su artículo 2Q.

Art. 13. - Este artículo establece la capacidad de afi-
liación por la edad fijando los 14 años como piso para
poder afiliarse sin necesidad de autorización.

El proyecto con media sanción del Senado fijaba ese
límite en 16 años y la ley 20.615 autorizaba a "los me-
nores adultos" es decir a los mayores de 14 años (ar-
tículo 127 del Código Civil) a afiliarse sin autorización
de quien lo represente legalmente.

La norma refleja la amplitud del derecho de asociarse
que consagra el artículo 14 de la Constitución Nacional.

En el derecho francés la capacidad de sindicarse co-
mienza a los 16 años, salvo oposición del padre, pero
los menores no pueden ejercer funciones administrativas
en el sindicato.

Tampoco nuestra ley autoriza a los menores a integrar
los órganos directivos. La norma que comento se com-
plementa con el artículo 18, inciso a) que exige la ma-
yoría de edad para integrar los órganos directivos y con
el articulo 41, inciso b) que requiere 18 años para ser
delegado de personal.

El derecho mexicano admite que los mayores de 12
años puedan ingresar a un sindicato pero hasta los 16
no pueden participar en la administración (artículo 239
de la ley de trabajo). La legislación de este país es
menos restrictiva que la nuestra pese a la atenuación del
límite de edad que éste establece con la reforma que
introdujo el Poder Ejecutivo sobre el proyecto con media
sanción del Senado.

La capacidad de afiliación a un sindicato a los 14
años no altera el principio del artículo 128 del Código

Civil que fija la edad mínima de 18 años para poder
celebrar contrato de trabajo sin autorización de su re-
presentante, para administrar y disponer de sus ingresos
laborales y para estar en juicio por acciones vinculadas a

su trabajo. El menor que hubiera obtenido título habili-
tante para el ejercicio de una profesión tampoco necesita
,autorización para ejercerla.

Art. 14. - El antecedente de este artículo es el se-
gundo párrafo del artículo 8° de la ley 20.615. La trans-
cripción textual ha reiterado el error de redacción de
decir "por esas circunstancias". Basta decir que "en caso
de jubilación, accidente, etcétera, los afiliados no per-
derán el derecho de pertenecer a la asociación respec-
tiva", eliminando la reiteración innecesaria de decir "por
esas circunstancias".

Pese al error señalada esta noma es mucho más
clara y más concisa que el artículo 14 del proyecto con
media sanción del Senado que se refiere al mismo tema.

Otro error de redacción que se reitera es la conjun-
ción "pero" que no corresponde pues no hay contra.
posición ni ampliación del concepto siguiente con el
precedente. La redacción se mejoraría si dijéramos des-
pués de señalar que "los afiliados no perderán el dere-
cho de pertenecer a la asociación respectiva", "quedando
sujetos a los derechos y obligaciones que el estatuto es-
tablezca".

Entre los casos en que no se pierde el derecho de
pertenecer a la asociación sindical está el de desempe-
ñarse en una función pública electiva. Si bien esto con-
cuerda con la ley 16.816 conviene incluirlo en la noma
en examen pues la enumeración es taxativa . El artículo
48 que toca el tema se refiere al caso concreto de los
trabajadores que ocupan cargos electivos.

La redacción que propongo es la siguiente:

Artículo 14: En caso de jubilación, accidente,
enfermedad, desempeño de representación pública
electiva, desocupación o servicio militar, los afilia-
dos no perderán el derecho de pertenecer a la aso-
ciación respectiva quedando sujetos a los derechos
y obligaciones que el estatuto establezca.
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Art. 15. -La desafiliación no da derecho al reinte-
gro de cuota.

Este artículo tiene igual redacción que cl 15 del pro-
yecto con media sanción del Senado. La misma idea
pero con diferente redacción recogía el artículo 8v, pri-
mer párrafo de la ley 20.615.

Esta norma deriva del derecho a desafiliarse que re-
conoce el artículo 49, inciso b) de la ley en examen,
es decir que es tina consecuencia del principio de la
libertad sindical que implica el derecho a desafiliarse.

La desafiliación no da derecho a solicitar el reintegro
de las cuotas o aportes ya abonados. A mi juicio el tra-
bajador está obligado a pagar las cuotas o aportes que
debe hasta el momento preciso de su desafiliación y no
se libera de esta deuda por el simple hecho de la di-
misión. Esta obligación deriva de los principios gene-
rales del derecho civil y en especial del artículo 724
del Código Civil que legisla sobre la extinción de las
obligaciones.

La norma aclara también que la situación de la aso-
ciación que deja de pertenecer a otra de grado superior

se asimila a la del trabajador que deja de pertenecer

a una asociación.

Cabe señalar que en el derecho francés (ley de 1884)
se autorizaba a la asociación a exigir el pago de las
cuotas correspondientes al semestre posterior a la soli-
citud de retiro. Esta norma se mantiene hasta nuestros
días en el Código de Trabajo (artículo 411-7).

Como contrapartida el dimitente conserva sus dere-
chos por el mismo lapso sobre la obra social o asocia-
ción mutual dependiente del sindicato.

III. De los estatutos

La ley 20.615 titulaba a su capitulo II como "De la
organización y representación de las asociaciones". Una
denominación similar le daba el proyecto con media
sanción del Senado al capítulo IV. Ambos antecedentes
tenían un contenido más amplio que este capítulo III
que legisla exclusivamente sobre los estatutos de las
asociaciones sindicales y lo hace a través de un solo
artículo, el 16.

Este capítulo reglamenta el derecho de la asociación
sindical a aprobar sus estatutos reconocido en el ar-
tículo 5^, inciso e) y en el artículo 3v del convenio 87
de la OIT.

Art. 16. -A través de 10 incisos este artículo regla-
menta el contenido de los estatutos de las asociaciones
sindicales, estableciendo previamente que los mismos
deberán ajustarse al marco de la democracia sindical a
la que se refiere el artículo 89. Tal subordinación a la
democracia interna implica sin duda una mejora sobre
la legislación precedente.

Esta norma es similar al artículo 99 de la ley 20.615
y tiene una redacción más próxima al artículo 16 del
proyecto con media sanción del Senado.

El estatuto como fuente de derechos de los miembros
de una asociación está reglado por el artículo 40 del
Código Civil.

Reunión 281

Inciso a)

El estatuto debe contener la denominación, domicilio,
objeto y zona de actuación. Iguales recaudos exigía el
inciso 1 del artículo 99 de la ley 20,615.

La denominación, el domicilio y el objeto de la aso-
ciación sindical emanan de los principios generales del
Código Civil. En cambio la zona de actuación es una
precisión del derecho sindical.

Inciso b)

Este inciso innova con respecto a la ley 20.615 y es
copia casi textual del inciso b) del artículo 16 del pro-
yecto con media sanción del Senado. Se superpone con
la obligación de definir el objeto establecida en el in-

ciso anterior ya que precisar la actividad de los traba-
jadores que represente es parte del objetivo de defender

sus intereses.

Inciso e)

El estatuto debe establecer los derechos y obligacio-
nes de los afiliados, los requisitos para su admisión y
retiro y un procedimiento de separación que garantice
el derecho a defensa.

La redacción es defectuosa. El verbo garantizar debe
estar en singular pues se refiere al procedimiento. Tam-
bién sobra la coma después de separación.

Este inciso es similar al 2 del artículo 99 de la ley
20.615 pero innova en cuanto garantiza el derecho de
defensa en caso de separación, lo que es un adelanto.
En cambio aquella norma era más amplia al legislar
sobre los requisitos del retiro. Contemplaba tácitamente
la dimisión que no fija el inciso en examen, ya que no
pueden confundirse la renuncia con la separación. La
renuncia es un derecho del afiliado, en cambio la sepa-
ración lo es de la asociación. Después de requisitos para
su admisión debería agregarse "y dimisión".

La separación de un miembro deriva, como en toda
asociación, del poder disciplinario. Este poder no sólo se
ejerce con la separación del afiliado sino también con la
suspensión, el apercibimiento o la inhabilitación para
cargos sindicales. En todos los casos, aunque la ley no
lo diga expresamente, debe asegurarse el derecho de de-
fensa del sancionado. Si este derecho no fuese respetado
o la sanción fuese excesiva el damnificado podrá recu-
rrir a la justicia aunque el estatuto no lo diga.

La exclusión del afiliado debe considerarse una san-
ción extrema, sólo imponible por causas graves bien
probadas. El control judicial puede ejercerse a petición
de parte.

La disciplina sindical, el derecho de exclusión y el
control judicial están legislados en el código francés del
trabajo.

La Ley Federal del Trabajo de México señala que
los estatutos deben expresar " los motivos y procedimien-
tos de expulsión y las correcciones disciplinarias. Los
miembros del sindicato solamente podrán ser expulsa-
dos de él, con la aprobación de las dos terceras partes
de sus miembros".

Como lo ha señalado el profesor mexicano Marlo ac
la Cueva: "La facultad de expulsión es una de las armas
del totalitarismo sindical".

t
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Concuerdo en que debe ser una mayoría calificada la
que decida la expulsión como lo reclama la ley mexica-
na, que no exige los dos tercios de una asamblea sino
del total de los sindicatos en la asociación. Tal mayoría
aunque demasiado rigurosa sirve para destacar la excep-
cionalidad que debe tener la causal de expulsión. Des-
graciadamente la experiencia del sindicalismo argentino
muestra el uso y abuso en que se ha incurrido en el
ejercicio del poder disciplinario, incluida la separación.

Basándose en esa mala experiencia fue que el de-
creto 969/66 reglamentó detenidamente la admisión y la
renuncia a la asociación (artículo 3Q) y la suspensión
y expulsión del sindicato (artículo 7Q). Las causales de
expulsión se enumeraban con carácter taxativo y la me-
dida sólo podía imponerla una asamblea o congreso.

La ley 20.615 contemplaba el tratamiento del tema
con el inciso 8 del artículo 99 que obligaba a incluir
en los estatutos el régimen de sanciones para el caso de
violación de los estatutos y de las decisiones de los
cuerpos directivos y de las asambleas. En la oportuni-
dad del tratamiento de aquella ley propuse que "la
expulsión o separación del afiliado, o filial, es facultad
de la asamblea general o congreso, según el caso, me-
diante los dos tercios de votos'. Fundé mi opinión en
la necesidad de impedir los abusos, preservar la unidad
sindical y desalentar así el divisionismo.

La ley en examen felizmente ha abandonado la obli-
gación de incluir en el estatuto un régimen de sancio-
nes limitándose a tratar el tema en este inciso c) de
una manera genérica y en el marco del respeto del
derecho de defensa que tiene el afiliado cuestionado.

Volveré sobre el tema al analizar el artículo 20.

Inciso d)

Este inciso impone a los estatutos la determinación
de las autoridades y varios recaudos referidos a ellas.

Es similar al inciso 3 del artículo 99 de la ley 20.615.
La redacción difiere someramente de esa norma y es
copia textual del inciso d) del artículo 16 del proyecto
con media sanción del Senado.

El presente inciso se complementa con las exigencias
de los artículos 17 y 18 para ser miembro de los ór-
ganos directivos y en buena medida se superpone con
los mismos . Esta mala técnica legislativa viene de arras-
tre en nuestra legislación. La ley 20.615 también incu-
rría en el mismo error (artículo 9% inciso 3 y artículo

10) y lo mismo ocurría en el proyecto con media san-
ción del Senado (artículo 16, inciso d) y artículo 17)
y con reglamentación autoritaria (ley de facto 22.105
artículo 13, inciso d) y articulo 14).

La aparente libertad estatutaria para reglamentar el
número de las autoridades, la duración de los mandatos
y el procedimiento electoral se encuentra limitada por
los dos artículos siguientes.

Por el contrario el estatuto tiene libertad de decisión
en estas materias:

a) Especificación de las funciones de las autori-
dades;

b) Designación de quienes ejerzan su representa-
ción legal;

c) Establecimiento de recaudos para la revocación
del mandato de las autoridades.

La designación y el reemplazo de los directivos tam-
bién está regida por las prescripciones de los dos ar-
tículos siguientes.

Inciso e)

El estatuto también debe contener normas sobre el
patrimonio social.

Este inciso es similar al 4 del artículo 99 de la ley
20.615, y su redacción es más precisa que la del ante-
cedente citado y la del proyecto con media sanción del
Senado, pues habla del "régimen de cotizaciones de sus
afiliados" excluyendo una interpretación que impusiese
cotizaciones a los no afiliados . Los sindicatos de primer
grado son los únicos que pueden percibir cuotas direc-
tos de sus afiliados. Para los no afiliados la norma re-
serva las "contribuciones". Estas últimas están limita-
das por los principios generales del derecho. Por la
ley 14.250, artículo 89 las cláusulas de la convención
que establezcan contribuciones a favor de la asociación
sindical serán válidas para los no afiliados comprendi-
dos en la convención.

El control del patrimonio social adquiere particular
importancia para velar por que la gestión administra.
tiva se ajuste a las normas legales y éticas.

Inciso f)

Este inciso se refiere a las memorias y balances, su
presentación, aprobación, publicación, revisión y fisca-
lización.

Tiene como antecedente el inciso 6 del artículo 99
de la ley 20.615.

El control de la gestión financiera por los propios ór-
ganos estatutarios debe ser exigente y detallista por eso,
conforme propuse en el debate de 1973, ahora rei-
tero mi opinión de que las publicaciones y controles
deben ser anuales. Esta exigencia tiende a velar por
la transparencia de gestión y de un mejor control por
parte de los afiliados.

El inciso debería estar redactado así:

f) Normas para la presentación, aprobación y pu-
blicación de memorias y balances, órganos para
su revisión y fiscalización. El plazo para el
cumplimiento de los recaudos vinculados a las
memorias y balances debe ser anual.

Inciso g)

Este inciso tiene una capital importancia , pues tien-
de a asegurar a través del régimen electoral la demo-
cracia interna que resguarda la Constitución Nacional
al asegurar para el trabajdor una organización sindical
libre y democrática.

La ley 20.615 (articulo 99, inciso 7) sólo hacía men-
ción a la obligación de establecer en el estatuto un ré-
gimen electoral. Mención ésta a todas luces insuficiente
que me movió en el debate de 1973 a proponer una
nueva norma que exigía un "régimen electoral que
garantice la democracia interna....". Mi propuesta fue
entonces rechazada y como es natural tampoco recogió
la idea la ley de facto 22.105. Por eso señalo con enor-
me satisfacción el avance que significa la norma en
examen.
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El régimen electoral no puede exigir para la pres-
tación de listas avales que superen el 3 % de los afi-
liados. La UTA considera este porcentaje como muy
bajo, sin embargo alentar la participación de listas es
una forma práctica de asegurar la democracia interna.

Esta es otra innovación beneficiosa con respecto a la
ley 20.615 y al proyecto con media sanción del Senado,

innovación que recoge parcialmente mi propuesta de

1973 que obligaba a la oficialización de listas "presen-

tadas con un aval -se decía- que no seria superior
al dos por ciento ni inferior al uno por ciento de los

afiliados en condiciones de votar". No altera el espí-
ritu de mi proyecto de 1973 que se eleve el aval má-
ximo requerido del 2 de 3 % de los afiliados. En cam-

bio me parece un error no fijar ahora , un aval mínimo
para evitar la proliferacón de listas sin ninguna re-

presentatividad. También me parece más conecta la

terminología de mi propuesta de 1973 que hablaba "de
los afiliados en condiciones de votar" en vez de la ac-

tual que solo habla de afiliados. De esta manera afilia.
dos recientes que no figuren en el padrón podrán cons-

tituirse en avalistas de una lista,

Aunque la norma en examen no lo diga específica-
mente al hablar de un "régimen electoral que asegure
la democracia interna' con un sentido muy amplio,
asegura, entre otras cosas, lo siguiente:

1. Convocatoria a elecciones con suficiente ante-
lación al comicio. En mi proyecto de 1973 ha-
blaba de 45 días para la elección de autoridades
y de 30 días para elección de delegados,

2. Pureza en la confección del padrón y control
del mismo por los afiliados.

3. Escrutinio provisorio en la mesa electoral con
control de los fiscales intervinientes.

4. Participación en la junta electoral de todas las
listas intervinientes.

Inciso h)

El estatuto también debe establecer un régimen de
convocatoria y funcionamientos de asambleas y congre-
sos.

El antecedente de esta norma es el artículo 9v, in-
ciso 5 de la ley 20.615.

En la práctica el buen anhelo expresado en este in-
ciso ha quedado desvirtuado en cuanto a las asambleas
extraordinarias con los altos porcentajes de afiliados que
se exige para convocarlas en el artículo 19, inciso 6).
Cabe destacar que esos porcentajes eran menores en
el proyecto del Poder Ejecutivo pero fueron elevados
en la media sanción de la Cámara de Diputados.

Inciso i)

El estatuto debe fijar el procedimiento para disponer
medidas de acción directa.

Debo reiterar lo que ya dije al comentar en el ar-
tículo 5v, inciso d) la expresión "medidas de acción
directa" se confunde con la huelga, consagrada como
derecho de los gremios por el artículo 14 bis de la
Constitución Nacional.

Ratifica mi tesis el que en la ley 20.615, artículo 99,
inciso 10 -antecedentes de esta norma- obligaba al

estatuto a definirse sobre las "autoridades y procedi-
mientos para la adopción de medidas de acción direc-
ta". Y aquella ley no disociaba la huelga con las demás
medidas de acción directa como lo hace en su mala
redacción la presente ley en su artículo 5v inciso d).

Además la ley 14.455 (artículo 911, inciso 10), tam-
bién hablaba de medidas de acción directa y su decreto
reglamentario, el 969/66 en su artículo 10 obligaba
a que "la adopción de medidas de acción directa" fuera
resuelta por el voto directo y secreto de los afiliados
en asamblea especialmente convocada al efecto. Es
decir que en todos los antecedentes que cito se usó
"medidas de acción directa" como sinónimo de derecho
constitucional de huelga.

Considero que el procedimiento fijado para resolver
una huelga por el decreto 969/66 era un procedimiento
democrático, que tenía en cuenta la voluntad de los
trabajadores, comprendo también que este procedimien-
to es fácil de implementar en un gobierno constitucio-
nal pero se toma imposible en los regímenes autorita-
rios, que tratarían por medios violentos de impedir el
desarrollo de la asamblea.

Inciso j)

Los estatutos también deben contener los procedi-
mientos para la modificación de los mismos y para la
disolución eventual de la organización.

La ley 20.815, artículo 9% inciso 10, legislaba este
punto pero hablaba de la disolución "voluntaria" de la
asociación. El proyecto con media sanción del Senado
no mencionaba a las autoridades que debían encarar
estas medidas.

Este punto, que es común a todas las asociaciones,
sean sindicales o no, respeta también la libertad de
reglamentación que tiene el sindicato para abordar la
modificación estatutaria y la disolución. Las disposi-
ciones del Código Civil (artículos 48 al 51) rigen sub-
sidiariamente en la materia.

La ley francesa distingue tres causas de disolución:
voluntaria, estatutaria y judicial.

Al contemplarse la disolución en el estatuto, según
el inciso j) que comento, se debe prever el destino
de los bienes, los que en ningún caso podrán ser repar-
tidos entre los afiliados.

La disolución debe ser decidida obligatoriamente en
una asamblea.

IV. Dirección y administración

La ley en examen innova al agrupar en un capítulo
especial las normas sobre dirección y administración
que comprenden dos artículos.

La ley 20.615 abordaba el tema en un capítulo ge-
nérico sobre la organización y representación de las
asociaciones y otro tanto hacía el proyecto con media
sanción del Senado. La normativa de facto 22.105
siguió el mismo criterio.

La innovación, aunque relativamente intrascendente,

es favorable pues deslinda mejor la temática del pro-
yecto.

Este capítulo trata sobre uno de los órganos de la
asociación sindical que es la comisión directiva, así
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como el siguiente trata del otro órgano, es decir de las
asambleas o congresos.

La mesa directiva es el órgano representativo del
sindicato y sus actos obligan civilmente al mismo, tanto
en asuntos de derecho privado como en asuntos de dere-

cho del trabajo.
Art. 17. - Este artículo agrupa a los 10 y 11 (primer

párrafo) de la ley 20.615, como lo hizo el 17 del pro-
yecto con media sanción del Senado. Se contempla la
elección de autoridades:

a) Por los afiliados;
b) Por los congresales.

El segundo procedimiento de elección debería excluir-
se de las asociaciones sindicales de primer grado. Estas
deben ser elegidas por el voto directo de los afiliados.

El mandato máximo de cuatro años por período lo
juzgo excesivo. Entiendo que debe volverse al mandato
de dos años contemplado por la ley 14.455 (artículo 11)
dictada en 1958 y que estuvo en vigencia hasta 1973.
La ley de facto 22.105 estableció un mandato máximo
de 3 años. El diputado Mario Abel Amaya -nuestro
mártir- en un reportaje que le hizo el diario "El Mun-
do" el 22-11-73 estimó que el plazo de cuatro años daba
una visión cabal que se trataba de eludir la consulta a
la clase obrera.

En las Pautas para una futura ley sindical, editado por
la Fundación Friedrich Ebert en Buenos Aires en 1986,
se postula también una duración del mandato que no
exceda de dos años. "Estimase -se fundamentaba-
que el mismo permite una rotación y renovación ade-
cuada, elimina el peligro de la eternización y, al mismo
tiempo, evita una sobrepolitización de la vida interna
del sindicato". Estos argumentos se desdibujan sin em-
bargo al sostener esa publicación el mantenimiento de
la reelección indefinida.

Tampoco me parece saludable la posibilidad de reelec-
ción indefinida. Con dos mandatos seguidos como má-
ximo se equilibraría la experiencia de la continuidad
con la beneficiosa renovación. Se impediría el adoce-
namiento de la dirigencia y el dirigente puede volver
a ser elegido pasado un período.

Art. 18. - Este artículo establece las condiciones que
deben reunir los integrantes de los órganos directivos.
La ley 20.615 trataba el tema en el segundo párrafo
del artículo 11.

Una de las exigencias es tener la mayoría de edad,
que establece el Código Civil en su artículo 126, mo-
dificado, es decir 21 años , y no puede equipararse al
menor emancipado.

Quien tenga inhibiciones civiles o penales no puede
integrar los órganos directivos. Debe aclararse que nues-
tro Código Penal no habla de inhibiciones sino de inha-
bilitaciones en sus artículos 59, 12, 19 y 20. Las inhibi-
ciones quedan reservadas a los códigos procesales.

También hay que estar afiliado al sindicato, tener
una antigüedad de dos años y haberse desempeñado en
la actividad durante dos años. Debería decirse tam-
bién que el aspirante al cargo debe estar en actividad.

El 75 % de los cargos, incluido el cargo de mayor
jerarquía y su reemplazante , deben ser cubiertos por
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ciudadanos argentinos. Al no decirlo la ley no importa
que sean nativos o ciudadanizados.

La ley 20.615 exigía que todos los cargos fueran
ocupados por argentinos, mientras que su antecesora la
14.455 exigía que el 50 % fueran argentinos . La legis-
lación en examen adopta un sistema ecléctico que rec-
tifica acertadamente el rigor de la ley 20. 815 en la
materia que es similar al de otras leyes extranjeras. Así,
por ejemplo, para integrar la dirección o administración
del sindicato, la ley de Francia exige la nacionalidad
de ese país.

V. De las asambleas o congresos

El presente capítulo legisla sobre el órgano soberano
de la organización sindical. No debe confundirse la
asamblea del sindicato que legisla este capítulo con la
nscmblea constituyente en que un grupo de trabajado-
res expresa su decisión de constituir la asociación sin-
dical. Pero ya formada ésta, corresponde a la asam-
blea aprobar estatutos.

La asamblea o congreso es el órgano legislativo del
sindicato, así como la mesa directiva es el ejecutivo.

La ley 20.815 dedicaba su capítulo III al tema de
las asambleas o congresos. Para esa ley, como para la
que examinamos, ambos términos son usados como si-
nónimos.

Art. 19. - Esta norma distingue dos clases de asam-
bleas: las ordinarias y las extraordinarias.

Las ordinarias deben ser anuales . Este plazo me-
jora la ley 20.615 (artículo 14) que autorizaba un pla-
zo de reunión para las asambleas ordinarias de hasta
dos años.

Aunque la ley que tratamos no se refiere a la convo-
catoria de las asambleas más que al pasar en el artícu-
lo 16, inciso h), la misma tiene que hacerse por me-
dios apropiados para que los socios conozcan su fecha,
lugar y asuntos a tratar con antelación suficiente. Los
estatutos deberían reglamentar las formalidades de la
convocatoria y también del funcionamiento de las asam-
bleas, especialmente la formación del quórum.

Las extraordinarias abordan todos los otros temas.
Pueden ser citadas por el órgano directivo , tanto por
propia decisión como cuando lo soliciten los delegados
congresales o los afiliados. Se elegirá número no su-
perior al 15 % en asamblea de afiliados . Este número
baja el 20 % que requería la ley 20.815 (artículo 14).
La reforma mejora en algo la ley pero la agrava al
elevar al 33 % el número necesario de la asamblea
de delegados congresales.

En 1973 propicié que las asambleas ordinarias fue-
ran anuales en vez de bianuales y me alegra que ahora
sea así. Con respecto al porcentaje para pedir asam-
bleas extraordinarias dije textualmente en nombre de
mi bloque:

"Nosotros pensamos que el 20 % es un porcentaje
excesivo para poner un tope. Ya nos parecía excesivo
el del 10 %."

El alto porcentaje exigido ahora no contribuirá a de-
mocratizar las prácticas sindicales y contradice a nu-
merosas normas del proyecto en examen, en especial
los artículos 89 y 16, inciso g). El proyecto inicial del
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Poder Ejecutivo del 4 de junio de 1987 establecía un
porcentaje único del 5 % tanto de afiliados como de

congresales como exigencia superior para convocar a
la asamblea extraordinaria.

Art. 20.-Se aborda en este artículo la temática de
las asambleas. Lo mismo hacia el artículo 15 de la
ley 20.615 aunque con una redacción diferente.

El texto del artículo que tratamos incluye una norma
amplia que es la de "fijar criterios generales de actua-
ción". De todas maneras la enumeración no debe con-
siderarse taxativa porque la asamblea, como órgano so-
berano, tiene las más amplias facultades. En especial
debe tratar todo lo que indique el estatuto.

En concordancia con lo que expresé al comentar el
artículo 16 inciso e) y a lo que postulé en el debate
de 1973 propongo que se declare privativo de las asam-
bleas:

"Decidir sobre los casos de expulsión mediante los
dos tercios de votos de los presentes."

Tal cláusula debería agregarse al final del inciso.

Aunque el artículo en examen no lo diga, un tema que
necesariamente pertenece al ámbito de la asamblea es
el de la disolución de la entidad sindical que he co-
mentado al hablar del inciso j) del artículo 16.

El artículo que comento tiene una feliz innovación
respecto al proyecto con media sanción del Senado que
aprobó este cuerpo en 1986 ya que se ha suprimido el
inciso e) que autorizaba a las asambleas a dar apoyo
a partidos políticos o a candidatos determinados a elec-
ciones generales, actitud divisionista que desconoce el
pluralismo de nuestra sociedad que se refleja en el mo-
vimiento obrero cualquiera sea la mayoría política del
mismo en cualquier momento determinado. La modifi-
cación concuerda con el artículo 79 que prohibe esta-
blecer diferencias políticas.

Otra buena innovación es la de haber incluido entre

los temas de la asamblea la consideración de los ante-
proyectos de convenciones colectivas de trabajo. Hu-

biera sido útil incluir también la designación de nego-
ciadores paritarios, pero en ambos casos se trata de

facultad de una asamblea de una asociación con perso-
nería gremial. Sólo éstas están autorizadas a la nego-

ciación colectiva (artículo 31 inciso c). Otra facultad
privativa de la asamblea que la norma no enumera es

la conformidad prevista en el artículo 28 in fine, que
da una asociación con personería gremial a otra que

quiere obtener esa personería.

Al final del inciso e) la ley incluye la posibilidad de
afiliarse o desafiliarse a asociaciones internacionales. Es
un defecto que la mención sólo se haga tangencialmente
y no como un derecho reconocido en forma expresa co-
mo lo propicié al comentar el artículo 11 in fine. Tam-
bién la ley 20.615 (artículo 14 inciso d) trataba el tema
de una forma marginal.

VI. De la inscripción

Este capítulo, compuesto de dos artículos, constituye
una innovación con respecto a la ley 20.615 que, pese
a su reglamentarismo, no legislaba sobre el trámite de

inscripción y hacía sólo una referencia en el artículo 16

a "la simple inscripción en el registró' para introducirse
enseguida en la enumeración de los derechos,

El tema es abordado siguiendo al proyecto con media
sanción del Senado pero éste no lo separaba en un ca-
pítulo especial como el proyecto en examen, lo que
contribuye a clarificar el texto.

El capítulo retoma el principio constitucional del ar-
tículo 14 bis que garantiza la organización sindical li-
bre y democracia "reconocida -dice la Ley Fundamen-
tal- por la simple inscripción en un registro especial".

Art. 21. - Este artículo enumera los recaudos que
la ley exige para formular la solicitud de inscripción
ante la autoridad administrativa, es decir ante el Minis-
terio de Trabajo. La norma se complementa con el ar-
tículo 56, inciso 1 que faculta a este ministerio a rea-
lizar las incripciones.

Entre los antecedentes que se deben acompañar ami-
que la ley no lo diga, debe estar el acta de fundación
conforme a la asamblea realizada con este propósito.

El presente artículo concuerda con el 24 que esmera
las obligaciones que tienen los sindicatos con la auto-
ridad de aplicación.

Art. 22. - Cuando se ha cumplido con los recaudos,
la autoridad de aplicación debe examinar si se ajustan
a las exigencias de la ley, especialmente en la naciona-
lidad de los integrantes y en el contenido de los estatu-
tos. El ministerio tiene 90 días de plazo para disponer la
inscripción y ordenar la publicación sin cargo de esa
resolución y de un extracto de los estatutos.

La inscripción se efectúa en un registro especial que
lleva el Ministerio de Trabajo. La actual ley no regla-
menta especialmente este registro como lo hacían la ley

20.615 (artículo 43), pero lo da por sobreentendido al
mencionarlo en este artículo. Por otro lado es la propia
Constitución la que menciona al "registro especial".

El plazo de 90 días se empieza a contar desde el mo-
mento en que se acompañó la documentación prevista

en el artículo 21. Dentro de ese lapso la autoridad podrá
intimar a la asociación a que subsane alguna deficiencia,
como por ejemplo algún error del estatuto o el no cum-

plimiento del porcentaje de directivos con nacionalidad

argentina.
El plazo es de 90 días corridos conforme a lo reglado

por el artículo 28 del Código Civil.
La inscripción en ningún momento puede confundirse

con una autorización que sea facultativa de la autoridad
de aplicación. La inscripción cumplidos los recaudos le-
gales, es una obligación que tiene la autoridad. Por eso

este artículo dice en forma imperativa "dispondrá la

inscripción".
De todas maneras si el Ministerio de Trabajo no orde-

nase la inscripción se produciría una denegatoria y puede
recurrir ante la justicia como lo especifica el artículo 61.

VII. De los derechos y obligaciones de las
asociaciones sindicales

Este capítulo es similar al IV de la ley 20.615 titulado
"De los derechos y obligaciones de las asociaciones pro-
fesionales" en general, pero toma el mismo nombre del
VI del proyecto con media sanción del Senado.

Consta de dos artículos -el 23 y el 24- mientras que
el de la ley 20.615 tenía tres (16 al 18) y legislación de
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facto 22.105 fue la más reglamentarista en la materia
ya que dedicaba al tema los artículos 24 al 30.

Art. 23. - La norma enumera los derechos de la aso-
ciación desde su inscripción en el registro especial. D_s-
de el momento de obtener la inscripción adquiere la
personería jurídica> con todas les consecuencias civiles,
es decir que puede adquirir derechos y contraer obliga-
ciones ( artículo 30 del Código Civil ). Es una persona
de existencia ideal distinta a la de sus miembros.

El reconocimiento expreso de la adquisición de la per-
sonería jurídica es un adelanto introducido por esta ley

con respecto a la 20.615 y precedentes. Surge así nítida-
mente el distingo en la personería jurídica y la gremial

a la que luego se referirá el texto legal ( artículos 25

y 31).

La inscripción en el registro especial marca el co-
mienzo de la asociación ( artículo 45 del Código Civil)
y legítima su existencia desde la fundación.

Al margen de los derechos generales que le correspon-
den por la adquisición de la personería jurídica la ley
en examen legisla los especiales que adquiere como
asociación sindical para alcanzar sus específicos fines.

Inciso a)

La asociación sindical puede peticionar. Se entiende
que en defensa de los intereses profesionales. Pero puede
asimismo hacer cualquier otro tipo de petición ampa-
rada por el derecho de peticionar a las autoridades que
consag•a el artículo 14 de la Constitución Nacional.

Puede también, a solicitud de parte, representar los
intereses individuales de sus afiliados. Lo puede hacer
ante el Estado y los empleadores y no sólo ante el pri-
mero como decía el proyecto con media sanción del
Senado (artículo 23, inciso a). Pero el sindicato no
puede sustituir al trabajador en una demanda judicial.
Esta es personal y el trabajador puede actuar por dere-
cho propio o por apoderado y éste puede ser el de la
asociación sindical como ocurre con frecuencia. El Có-
digo de Trabajo francés sigue el mismo criterio en esta
materia.

Inciso b)

La asociación puede representar los intereses lectivos
cuando no hubiere una asociación con personería gre-
mial . Este derecho de representatividad está limitado
por el artículo 31 que establece derechos exclusivos a
las asociaciones con personería gremial.

El sindicato es la organización que representa los in-
tereses profesionales y puede actuar en nombre de éstos.
Así debe velar por el respeto de la legislación laboral,
entre otros intereses lectivos. Sin duda que puede actuar
en caso de inejecución o de mala interpretación de una
convención colectiva o de un estatuto de personal. En
todos los casos cuando no hay un sindicato con perso-
nería gremial.

Pero cabe preguntarse, si no existe el sindicato con

personería gremial ¿puede negociar una convención co-

lectiva una asociación con inscripción simple? La res-

puesta es negativa frente a la norma que limita la

negociación colectiva a la asociación con personería gre-

mial con derecho "exclusivo" (artículo 31, inciso c)
Esta es mi interpretación pese a la desgraciada redac-

ción del artículo 5v inciso d).

Si hubiera dos asociaciones con personería gremial las
dos pueden celebrar convenciones colectivas. Así lo re-
solvió un fallo plenario de la Cámara de Trabajo de la
Capital del 19 de diciembre de 1972 en los autos "Aso-
ciación Viajantes de Industria y Comercio contra Sáenz
Briones y Compañía S.A.

Inciso e)

Este inciso permite a las asociaciones sindicales sim-
plemente inscritas promover la formación de cooperati-
vas mutuales, el perfeccionamiento de la legislación
laboral y afín y la educación y formación de los tra-
bajadores.

Inciso d)

También tiene derecho la asociación a imponer amor-
tizaciones a sus afiliados. Esta facultad se encuentra

limitada por la norma del artículo 38 primer párrafo.
Es decir que para que el empleador actúe como agente
de retención de las cuotas debe tratarse de una entidad

con personería gremial.

Inciso e)

La asociación simplemente inscrita puede realizar
reuniones sin necesidad de autorización previa. El de-
recho de reunión en una democracia debe tener un
amplio resguardo.

Un punto que cabe aclarar es el del derecho al nom-
bre. ¿Puede una asociación de primer grado simplemente
inscrita usar el nombre de sindicato o unión? La ley no
lo dice expresamente pero la respuesta es afirmativa
porque no hay una norma que lo prohiba como había
en la ley 20.615 (artículo 30 inciso 1).

Art. 24. - Las asociaciones están obligadas a comuni-
car al Ministerio de Trabajo una serie de informaciones
que este artículo enunciara en cinco incisos. La obliga-
ción se funda en el control que ejerce la autoridad
de aplicación sobre dichas asociaciones, como lo ex-
presa el artículo 58. La misma ley que examinamos
en su capítulo XIV enumera las facultades de control
del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. La in-
interpretación de este control debe hacerse con criterio
restrictivo para respetar la autonomía sindical. Pero co-
rresponde al ministerio nombrado velar por el cum-
plimiento de la ley, motivo por el cual la información
exigida por este artículo es imprescindible.

Como veremos al analizar el capítulo XIV el control
lo ejerce el ministerio de dos maneras, según los casos:

a) En forma directa;

b) Solicitando la intervención judicial.

Sin perjuicio de las informaciones obligatorias hay
otras de carácter facultativo que el sindicato puede pro-
porcionar a pedido del Ministerio de Trabajo. El avance
de la informática obliga a la autoridad a contar con
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estadísticas e informaciones centralizadas. Para el cum-
plimiento de esta tarea la colaboración sindical se toma
necesaria.

VIII . De las asociacienes con personería gremial

Este capítulo de la ley tiene una larga trayectoria
en la legislación sobre asociaciones profesionales de
trabajadores de la Argentina. La ley 20.615 le dedi-
caba el capítulo V y lo mismo ocurrió con la ley de
facto 22.105.

Es un capítulo fundamental pues el mismo adoptó un
sistema que privilegia a ciertas asociaciones basándose
en su representatividad otorgándoles personería gremial
y derechos exclusivos a que no pueden acudir las aso-
ciaciones sindicales simplemente inscritas. El sistema
de la personalidad gremial no debe confundirse co" el
del sindicato único sino que, por el contrario, implica
la aceptación del sindicalismo plural pero con especia-
les características.

Esto lo aclara el mensaje del Poder Ejecutivo al se-
ñalar que el privilegio al sindicato más representativo
no importa desconocer el principio de la pluralidad sin-
dical.

Este sistema se encuadra en el derecho amplio de
libertad sindical que reconoce el Convenio 87 de la
OIT. Por el contrario la sindicación única, seguida por
regímenes autoritarios, es contraria a la libertad sindical.

Nuestra ley es clara en distinguir la personalidad
jurídica de la gremial. Los artículos 23 y 25 las dife-
rencian. La primera se adquiere por la simple inscrip-
ción, mientras que la segunda se reconoce a la orga-
nización que acredite ser "la más representativa-.

El si=tema de las asociaciones con personería gremial
lo introdujo a la legislación argentina el decreto ley
23.852/45 pero la personería se otorgaba con un criterio
discrecional a las entidades "suficientemente" represen-
tativas y no a las más representativas.

La legislación de facto del decreto 9.270/56 abandonó
este sistema y estableció el pluralismo igualitario que
propiciaba la atomización sindical, aunque en la prác-
tica no lo logró porque los trabajadores lo rechazaron.

La ley 14.455 restableció la personalidad gremial pero
otorgándola con acierto a la asociación más represen-
tativa.

El sistema de la personería gremial tiene más de 40
años de vigencia en la legislación argentina y está
aceptado por nuestros trabajadores y también por los
partidos políticos mayoritarios.

La bondad del sistema indica en que tiende a lograr
la unidad de los trabajadores, que es el sector más débil
de la relación emanada de la producción.

Francia e Italia, entre otros países, han aceptado el
principio del sindicato representativo y la propia OIT
utiliza la fórmula del sindicato más representativo para
determinar las representaciones obreras y patronales en

su seno. La legislación francesa no es igual a la argen-
tina, ya que sigue la noción del sindicato representativo
y no la del más representativo.

El capítulo VIII de la ley que comentamos com-
prende los artículos 25 al 31.

El mensaje del Poder Ejecutivo precisa que se man-
tiene el criterio de privilegiar al sindicato más represen-

tativo, en concordancia con una práctica cada vez más
extendida en el orden internacional. Se destaca también
que ello no importa desconocer el principio de la plu-
ralidad sindical, en mérito a que si el que goza de per-
sonería gremial pierde el carácter de más representa-
tivo, esta capacidad de derecho se transfiere a aquel
que en sustitución del anterior asume esa misma ca-
lidad.

Art. 25. - Este articulo legisla sobre los recaudos ne-
cesarios para obtener la personería gremial y tiene una
redacción parecida al anterior de igual numeración al
proyecto con media sanción del Senado. La ley 20.615
trataba el tema en el artículo 19.

El crit-rio medular para adquirir la personería es el
de ostentar el carácter de asociación sindical más re-
presentativo en el ámbito territorial de actuación. El
texto en examen habla también de un "ámbito perso-
nal", de actuación sin especificar el significado de esta
expresió' pero que se refiere al ámbito de aplicación
con respecto a las personas.

La calificación de "más representativa" surge del ma-
yor promedio de afiliados cotizantes, sobre la cantidad
promedio que intente representar. Los promedios se
sacan sobre los seis meses anteriores a la solicitud de
la personería.

El mensaje del Poder Ejecutivo sostiene que se man-
tiene el criterio de las leyes anteriores de privilegiar al
sindicato más representativo en concordancia con una
práctica cada vez más extendida en orden internacional.

El reconocimiento de la personería debe precisar el
ámbito personal y territorial. El ámbito será el del es.
tatuto pero podrá reducirse si se superpone con el do
otra asociación.

Cuando ros ámbitos pretendidos se superpusieran con
lo: de los le otra asociación con personería, se seguirá
un procedimiento contencioso con intervención de la otra
parte bajo pena de nulidad. La norma que rige el pro,
cedimiento es la del artículo 28.

La ley introduce en este articulo la noción de "afilia
dos cotizantes" como algo distinto del vocablo "afilia-
dos" usado hasta el momento en la ley. No cien útil
establecer esta frecuente dicotomía entre cotizantes y
afiliados.

El Ministerio de Trabajo es la autoridad facultada
para otorgar la personería gremial ( artículo 56, inciso
1).

Art. 28.-En este artículo se fija el plazo de 90
días para dictar resolución al pedido de personería. La
resolución la dicta el Ministerio de Trabajo y Seguridad
Social quien tiene la facultad para hacerlo que le otor-
ga el artículo 56 inciso 1. La resolución será apelable
ante la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo
(artículo 62 inciso b).

El plazo de 90 días es similar al fijado eu la ley
20.615 artículo 26 y al proyecto con media sanción del
Senado en su artículo 26 pero éste acordaba expresa.
mente el derecho de recurrir a la justicia al vencimiento
del plazo. Aunque no se mencione en el artículo que
comento de la ley ea examen, el derecho de recurrir
a la justicia, ante falta de pronunciamiento al venci-
miento del plazo, existe igualmente conforme lo esta-
blece el artículo 62 inciso e). El tema también es
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competencia de la Cámara Nacional de Apelaciones del
Trabajo y el recurso debe interponerse dentro de los
120 días hábiles del vencimiento del plazo otorgado a
la autoridad administrativa para resolver (artículo 62
penúltimo párrafo).

Art. 27. -La norma establece la obligatoriedad de
la inscripción en el registro que prevé la ley y de la
publicación de la resolución y del estatuto, sia cargo,
en el Boletín Oficial.

El registro es llevado par el Ministerio de Trabajo
(artículo 56 inciso 1).

La ley 20.615 legislaba este tópico en el artículo 27
el que también obligaba al ministerio a extender un cer-
tificado a favor de la asociación. Esta exigencia ha sido
suprimida pero ello no es óbice para que a solicitud de
parte por motivo fundado la autoridad pueda extender
dicha certificación.

Art. 28.-Se legisla en este artículo el caso de so-
licitud de personería gremial cuando ya existe una aso-
ciación que la tiene. Se podrá otorgar al nueve, peticio-
nante la personería cuando su número de afi''iadus co-
tizantes fuera "considerablemente superior". (Debería
decir "afiliados" en vez de "afiliados cotizantes".) El
cálculo se hace sobre un período mínimo y cont madn
do seis meses, que debe ser el anterior a la petición.

La norma prevé el procedimiento a seguir en caso
contencio'o. Pero no se seguirá este procedimiento
cuando la asociación que tiene la personería diera la
conformidad a la nueva solicitante, a través de su
máximo órgano deliberativo, es decir de su asamblea o
congreso. Situación que raramente se produce.

Cuando se resolviere acceder al nuevo pedido de
personería la otra asociación la perderá y crrntinuar
como simplemente inscrita. La ley 20.615 permitía
retener la personería en determinadas circunstanc as
(artículo 21).

En el debate de 1973 me opuse a que en caso de
otorgamiento de una nueva personería se de:ara subsis-
tente la del sindicato preexistente. Sostenía (¡ne la
exstencia de dos sindicatos fomentaba el divisionismo
y debilitaba a los obreros, También en este caso veo
con satisfacción que con el tiempo se me ha dado la
razón.

El concepto, referido al número de afiliados, de
"considerablemente superior" estaba incluido en la ley
20.615 artículo 21. Debe darse a este concepto la
interpretación que surge de su contenido gramatical.
El adverbio considerablemente quiere decir con notable
abundancia o cuantía.

Art. 29.-Este artículo legisla una excepción que es

el otorgamiento de personería a mi sindicato de em-
presa.

Sólo podrá otorgarse la excepción cuando: a) ni en la
zona, b) ni en la actividad o categoría obrare una aso-
ciación de primer grado. (El texto agrega innecesaria-
mente "o unión"; ya he dicho al comentar el articulo
11 inciso e) que se trata de sinónimos. En peor error
incurra el proyecto con media sanción del Senado en
su artículo 29 al decir "o una unión" como si fuera
algo distinto a una asociación sindical de primer grado.)

La norma en examen ha sido tomada del artículo
23 de la ley 20.615.
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Se ha me'orado ahora la redundante redacción de la
ley 20.615 que discriminaba entre "empresa, estableci-
miento o explotación", sustituyendo esta enumeración
por la de "empresa".

La ley actual amplía enormemente las posibilidades
de dar personería a los sindicatos de empresa, Por la
ley 20.615 se podía otorgar la personería cuando no
haba ni asociación de primer grado ni de segundo.
Ahora se puede dar l a personería en el primer caso, es
decir cuando no hay asociación de primer grado- sin
importar si hay de segundo. Entiendo que si hay una
asociación de segundo grado en la zona y en la actividad
no debería darse la personería al sindicato o empresa.

En el debate de 1973 me opuse a la legalización de
los sindicatos de empresa por entender que contribuían
a debilitar al movimiento obrero.

Considero que el sindicato de empresa sólo debe ser
autorizado en forma supletoria pues su ex istencia tien-
(lo a fragmentar y a debilitar a los trabajadores frente
al otro factor de la producción: el capital. Disiento con
la exaltación de este sindicato que hace el maestro
mexicano Mario De la Cueva al decir que "busca la
igualdad y aun subordina los intereses de cada indivi-
duo y de cada profesión a los intereses de lacomuni-
dad obrera".

La UTA en un memorial que nos han hecho llegar
a los legisladores, el que valoro debidamente como un
aporte a nuestra tarea, exalta al sindicato por empresa
en contra del de rama de actividades.

Art. 30. -Este artículo se inspira en el 22 de la
ley 20.615. Cuando exista un sindicato de actividad y
so solicita la personería para uno de oficio sólo se
puede conceder la misma, en estos casos:

1) Si existen intereses diferenciados.

2) Si se ha cumplido con los recaudos del artículo

3) Si el sindicato preexistente no comprende a los
trabajadores del oficio que agrupa el nuevo peticionan-
te de la personería.

Esta norma constituyó una me ora de la ley 20615
sobre las precedentes pues dio prioridad a los sindica-
tos de actividad sobre los de oficio.

Art. 31. - Los derechos exclusivos de las asociacio-
nes con personería gremial son enumerados en este
artículo. Se inspira en el artículo 30 de la ley 20.615
que era mucho más reglamentarista.

Los derechos exclusivos que otorga son los que mar-
can las diferencias existentes entre la personería jurí-
dica y la personería gremial de una asociación sindical.
Existen otros derechos exclusivos enumerados en el
texto legal como la exención impositiva del artículo 39.

Inciso a)

Defender y representar ante el Estado y los emplea-
dores los intereses individuales y colectivos de los tra-
bo adores.

La asociación representa los intereses colectivos
también los individua'es. Así el sindicato puede recha-
zar suspensión aplicada por el empleador a uno o va-
rios obreros.
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Inciso b)

Participar en institución de planificación y control.
En el mensaje del presdente Alfonsin al proyecto de
reordenamiento sindical se le hacía una amplia enumera-
ción del derecho a participar de los sindicatos en orga-
nismos públicos.

Este derecho es una innovación de la ley en examen,
tomada del inciso b) del artículo 31 del proyecto con
media sanción del Senado.

Los sindicatos tenen derecho a participar en el pro-
ceso de reconversión industrial introducido por la tec-
nología.

Las instituciones pueden ser estatales o también em-
presirio-obrera.

Inciso e)

Intervenir en negociaciones colectivas y vigilar el
cumplimento de la normativa laboral y de la seguridad
social.

La legislación francesa desde el año 1957 da el mo-
nopolio de la negociación colectiva a las organizaciones
sindicales representativas.

Conforme a esta disposición sólo el sindicato con per-
sonería gremial puede integrar paritarias y celebrar con-
venciones. Esta norma específica prevalece al derecho
genérico de negociar colectivamente reconocido en el
artículo 59, inciso d) a todas las asociaciones en forma
contradictoria con la letra y el espíritu de la ley, como
ya lo he señalado.

Inciso d)

También la colaboración con el Estado en el estudio
y solución de los problemas de los trabajadores es un
derecho exclusivo de las asociaciones con personería
gremial.

Este inciso se relaciona especialmente con los incisos
a) y b).

Inciso e)

Este inciso recoge la norma del artículo 30, inciso 10
de la ley 20.615, pero ésta enumeraba varias clases de
patrimonios de afectación, a saber:

1, Los destinados a servicios de crédito.

2. Los destinados a seguros.

3. Los destinados a viviendas.

4. Demás de carácter social.

La ley en examen establece una norma genérica que
admite todas las posibilidades.

Inciso f)

La administración de las obras sociales propias y la
participación en la administración de las legales o con-
vencionales es una innovación con respecto a la ley
20.615 que nada establecía sobre la materia. La presente
norma con un carácter más amplio está tomada de pro-
yectos con media sanción del Senado, artículo 31, in-
ciso f). La ampliación que se introduce contempla el
dictado de una ley que regule las obras sociales, para

lo cual el Poder Ejecutivo ha remitido al Congreso un
proyecto específico. En dicho proyecto se busca, con un
criterio racional -según expresa el mensaje-, la inte-
gración funcional de los esfuerzos de los actores sociales,
con el objeto de lograr la equidad, la solidaridad y la
participación.

El texto que analizamos eliminó como derecho exclu-
sivo al sindicato con personería gremial el de usar la
palabra sindicato o unión en su denominación cuando
se trate de una asociación de primer grado. Ese derecho
lo reconocía la ley 20.615 (artículo 30, inciso 6). La
forma es positiva pues reafirma los principios de liber-
tad sindical a los que se refiere el título preliminar de la
ley y el Convenio 87 de la OIT. Si bien este convenio
no habla de "sindicatos" sino de "organizaciones de tra-
bajadores" les garantiza a éstos una serie de derechos
muy amplia y no se conciliaría con ellos la restricción
del derecho al nombre. Por otro lado el convenio dice
que las autoridades públicas deben abstenerse de entor-
pecer el ejercicio de estos derechos o de intervenir para
limitarlos.

IX. De las federaciones y confederaciones

Este capítulo de único artículo se titula igual que el
VI de la ley 20.615.

Se puede decir que este capítulo es continuación del
anterior pues se refiere a las asociaciones de segundo
y tercer grado con personería gremial. El derecho gené-

rico está legislado en el artículo 11 y concuerda con
el derecho reconocido por el artículo 59 del Convenio
87 de la OIT.

El proyecto con media sanción del Senado dedicaba
al tema el capítulo VIII.

La legislación de facto 22.105 consagró el capítulo
VI a las federaciones pero eliminó a las confederaciones
y en concordancia quitó la personería a las asociaciones
de tercer grado con la norma del artículo 75 y disolvió
las mismas. Esta medida autoritaria afectó a la CGT
en abierta violación al Convenio 87 de la OIT como lo
he afirmado al comentar el artículo 11 de la ley en exa-
men. Esta ilegal medida fue dejada sin efecto por la
propia dictadura militar mediante la ley de facto 22.839
del 24 de junio de 1989, es decir en las postrimerías de
ese régimen.

También la ley de facto 22.105 establecía restricciones
para las asociaciones de segundo grado o federaciones.

Art. 32. - Las federaciones y confederaciones más re-
presentativas, conforme a las exigencias del artículo 25
adquirirán personería gremial.

Este texto es similar al artículo 31 de la ley 20.615 y
31 del proyecto con media sanción del Senado.

Se complementa con el artículo 56, inciso 1 que auto-
riza al Ministerio de Trabajo a otorgar la personería
gremial.

Es incongruente que la norma hable de confederación
en plural pues sólo puede haber una confederación más
representativa, como es la CGT. La misma crítica es

válida para los otros artículos de este capítulo, así como
también para el título del capítulo IX. En todos los ca-
sos propongo que se ponga confederación en singular.

Art. 33. - Establece pautas para el otorgamiento de
la personería gremial.
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Define a las federaciones y confederaciones más repre-
sentativas . En ambos casos deben agrupar asociaciones
de grado inferior con mayor cantidad de trabajadores
cotizantes.

Establece una diferencia con las confederaciones a las
que les exige que las entidades adheridas con mayor
número de cotizantes deben tener personería gremial,
No resulta convincente que exima de esta exigencia a las
federaciones. El proyecto con media sanción del Senado-
no lo hacía.

El antecedente de este artículo es el 32 de la ley
20.615.

Debe considerarse que el asociarse a organización fe-

derativa o confederativa es un derecho de la asociación

de grado inferior que se basa en el principio de la libre
asociación reconocida por el artículo 12. Cualquier di-

vergencia que surja al respecto debe seguir tres caminos:

1. Agotar la vía asociacional mediante el pronun-
ciamiento de la organización de grado superior.
El plazo de resolución es de 60 días hábiles.

2. Transcurrido el plazo, someter la cuestión al
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social quien
tendrá, a su vez un plazo de 60 días hábiles
para resolverlo.

3. Agotado el procedimiento administrativo queda
expedita la acción judicial ante la Cámara Na-
cional de Apelaciones del Trabajo.

El procedimiento lo fija la ley en examen en sus
artículos 59, 60 y 62, inciso d).

Art. 34. - La norma establece los derechos que se
acuerdan a las federaciones con personería gremial, si-
milares a los otorgados a las de primer grado. Por lo

tanto este artículo tiene directa relación con el 33. Ta-
les derechos están limitados por las prescripciones que

establezcan los estatutos. Los estatutos deberían deter-
minar siempre qué facultades se reservan como privati-
vas las asociaciones para el caso de que adhieran a una
de grado superior.

Además a las asociaciones de segundo y tercer grado
se les reconoce un derecho de representación de las
entidades de grado inferior para trámites administrativos.

Este artículo es reproducción casi textual del artículo
33 de la ley 20.615.

Art. 35. - Las federaciones con personería gremial
pueden asumir la representación de los trabajadores de
la actividad o categoría en aquellas zonas o empresas
en que no actuare una asociación sindical con personería
gremial.

Este artículo reproduce el concepto del artículo 34 de
la ley 20.615, mejorando su redacción. Esta sigue al ar-
tículo 35 del proyecto con media sanción del Senado.

La norma que analizo amplía la órbita de gestión
de las asociaciones de segundo grado donde no actúan
una de primer grado con personería gremial.

Art. 36. - Esta norma prevé las intervenciones de las
organizaciones de grado superior a las de grado infe-
rior. Ello podrá ocurrir:

1. Cuando los estatutos consagren esta posibilidad.

2. Cuando se den las causales previstas en el es-
tatuto.

3. Cuando la medida la tome el máximo órgano
deliberativo (asamblea o congreso) de la aso-
ciación de grado superior.

4. Cuando se garantice el debido proceso.

5. La sanción será recurrible ante la Cámara Na-
cional de Apelaciones del Trabajo conforme con
el artículo 62 inciso f).

Este artículo se inspira en el 35 de la ley 20.615
aunque atenúa en algo su rigor incluyendo los puntos
3, 4 y 5, no previstos expresamente en sus antecedentes.

Cuando se debatió la ley 20.615 impugné la facultad
de intervenir a los gremios por vulnerar la democraca
sindical. Los sindicatos son patrimonio, conquista y de-
recho exclusivo de sus afiliados y por consiguiente son
éstos los únicas facultados para decidir, controlar, di-
rigir e intervenir en la conducción de los organismos
representativos.

Este artículo se complementa con la posibilidad que
otorga el artículo 42 para revocar el mandato a los de-
legados de fábrica. Ambas normas articulan una pirá-
mide que permite el descabezamiento de arriba hacia
abajo del pensamiento disidente de las organizaciones
o delegados.

De más está que se garantice la no intervención de la
autoridad de aplicación como lo hace el artículo 57 de
la ley en examen si permitimos el aniquilamiento de la
autonomía sindical por parte de las asociaciones de gra-
do superior.

Mi oposición a este artículo es total. Debería suplan-
tarse por otro que prohiba las intervenciones totales o
parciales, para preservar el principio de independen-
cia o autonomía sindical y de autarquía interna que es
reconocido en el mensaje del Poder Ejecutivo como
condición insustituible para asegurar la actividad gre-
mial.

Lo máximo que se puede conceder a la organización
de grado superior para obtener la intervención es recu-
rrir a la justicia como lo debe hacer el Ministerio de
Trabajo (artículo 53 inciso 3).

El derecho francés no prevé la posibilidad de inter-
vención. Se puede llegar en cambio a la disolución, por
vía de sanción, mediante resolución judicial promovida
por el procurador de la República. Este procedimiento
sólo se practicó en una ocasión en 1921 según Canner-
lynck y Lyon-Caen (Droit du Travail) por haberse con-
trariado el principio de la especialidad del objeto sin-
dical. Este es un fallo hasta el día de hoy controvertido
por la doctrina.

El trabajo Pautas para una Futura Ley Sindical de
la Fundación Friedrich Ebert ( 1986 ) sostiene en forma
categórica una idea similar a la que he expuesto. Dice
que "una cláusula especial determina la garantía de los
sindicatos de primer grado frente a intervenciones de
las federaciones a que están adheridas".

X. Del patrimonio de las asociaciones sindicales

Capítulo compuesto de tres artículos -37, 38 y 39-
que se inspira en el capítulo VII de la ley 20.615 que
era mucho más reglamentarista en esta materia. Le de-
dicaba los artículos 38 al 41 inclusive.
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Las asociaciones sindicales son titulares de un patri-
monio. Tienen derecho a adquirir bienes muebles e in-
muebles y también a recibir donaciones.

Para Antonio Vázquez Vialard, en cuanto a sus fuen-
tes, el patrimonio sindical se forma con las que pro-
vienen:

a) De los trabajadores afiliados.

b) De los trabajadores no afiliados.

Este capítulo si bien tiene normas concretas destina-
das a las asociaciones sindicales con personería sindical,
posee también principios generales que rigen para todas
las organizaciones con personería y sin ella.

Art. 37. - Este precepto legisla sobre la composición
del patrimonio de las asociaciones sindicales. La prime-
ra parte del inciso a) que habla de las cotizaciones or-
dinarias y extraordinarias de los afiliados y de los inci-
sos b) sobre los bienes adquiridos y sus frutos y c) so-
bre las donaciones, legados, aportes y recursos no prohi-
bidos por la ley comprende a todas las asociaciones con
personería gremial o sin ella.

En cambio la segunda parte del inciso a) que se re-
fiere a las contribuciones que se pacten en los términos
de la ley de convenciones colectivas se circunscribe a
las asociaciones con personería gremial que son las
únicas que pueden celebrar convenciones según la ley
14.250 artículo 1 y la ley en examen en su artículo 31,
inciso c).

Cuando el artículo habla de recursos prohibidos por
la ley se refiere a lo estipulado en el articulo 9, es decir
los que provienen de empleadores y los de organismos
políticos nacionales y extranjeros.

La prohibición no alcanza a los aportes que los em-
pleadores efectúen en virtud de normas legales o con-
vencionales.

Art. 38.- Esta norma impone a los empleadores la
obligación de actuar como agentes de retención de:

1. Cuotas.
2. Otros aportes de los trabajadores a las asocia-

ciones con personería gremial.

La obligación surge cuando el Ministerio de Trabajo
dicta una resolución dentro de los 30 días de recibir la
solicitud o después de ese plazo si no hubiera resolución
(aprobación tácita).

La norma sanciona al empleador que no cumple con
su obligación de agente de retención considerándolo deu-
dor directo.

El antecedente es el artículo 41 de la ley 20.615. El
nuevo artículo introduce la aprobación tácita en caso de
excederse en el plazo el Ministerio de Trabajo.

El artículo en examen se vincula al artículo 8 de la
14.250 que establece que las contribuciones a favor de
la asociación serán válidas para los afiliados como para
los no afiliados comprendidos en el ámbito de la con-
vención. Si los beneficios de ésta se aplican a todos
los obreros es lógico que pase lo mismo con las obliga-
ciones.

Pero también aquí hay que hacer una salvedad. Si
es el sindicato el que fija aportes extraordinarios para
afiliados y no afiliados el Ministerio sólo debe homolo-

garlos si esos aportes han sido convalidados previa con-
sulta y decisión mediante el voto secreto de los obreros
en los lugares de trabajo. Aquí se aplica también la po-
sibilidad de recurrir a la justicia (artículo 61 de la ley
en examen ). La plataforma de la UCR menciona la ne-
cesidad de establecer un recurso judicial frente a los
descuentos compulsivos (Capítulo II artículo 8 inciso l).

Art. 39. - Contempla la exención impositiva auto-
mática de las asociaciones con personería gremial en el
ámbito nacional para los actos y bienes destinados al
ejercicio específico de sus funciones previstas en los
artículos 59 y 23. El Poder Ejecutivo asumirá el compro-
miso al gestionar medidas similares en las provincias y,
por su intermedio, en los municipios.

Este artículo se inspira en el 40 de la ley 20.815
que tenía una redacción antifederalista por disponer la
exención en forma directa, provincial y municipal. Hice
la crítica en el debate de 1973 y celebro que la misma
haya sido tenida en cuenta con la nueva redacción en
la que el Poder Ejecutivo sólo se compromete a ges-
tionar la exención en los ámbitos provinciales y fede-
rales.

En 1973 dije: "Dejamos sentada la imposibilidad de
este tipo de exenciones en lo que hace a provincias y
municipios, ya que es materia privativa de ellos. Una
cosa es la materia laboral que por el artículo 67 inciso
11 es campo legislable en lo nacional, pero otra cosa
distinta son las cargas impositivas".

También me congratula que se haya tenido en cuenta
mi impugnación a hacer extensiva la exención a so-
ciedades comerciales cuando los titulares sean asociacio-

nes con personería gremial.
El código de trabajo francés prohibe a los sindica-

tos el ejercicio del comercio.
La Cámara Argentina de Comercio ha hecho dos

objeciones a este artículo:

1. Que el beneficio sólo se otorgue a las asocia-
ciones con personería gremial y no a las sim-
plemente inscritas;

2. Que se limite a los bienes afectados a la acti-
vidad sindical para evitar que alcance a acti-
vidades comerciales (proveedurías, farmacia, et-

cétera).

No comparto la primera de las críticas pues la exen-

ción es coherente con el sistema de unidad sindical con
personería gremial adoptado por nuestra legislación des-
de 1945.

En el segundo, tratándose de actividades con fines de
lucro, la exención no existe.

XI. De la representación sindical en la empresa

Este capítulo es inédito pues no tenía similar en la
ley, 20.615. Está tomado del proyecto con media san-
ción del Senado cuyo capítulo X se trataba "Represen-
tación sindical en los lugares de trabajo".

La incorporación de este capítulo contribuye a le
claridad de la ley y a su mejor ordenamiento.

Por otro lado debe reconocerse que la acción sindical
en el interior de la empresa es una de las grandes in
quietudes del movimiento sindical en el mundo entero.
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En Francia, por ejemplo, el ejercicio del derecho sin-
dical en la empresa fue uno de los grandes triunfos de
mayo de 1968 oportunidad en que fue admitido en el
protocolo de Grenelle en el cual el gobierno se compro-
metió a elaborar un proyecto de ley que finalmente se
aprobó el 27 de diciembre de 1968.

Esta ley reconoció las secciones sindicales en la em-
presa (no confundir con los sindicatos de empresa) de
libre constitución, sin formalidades.

A estas secciones la ley les reconoció cinco derechos:

1. Recolección de cotizaciones sindicales.

2. Afichaje sindical en carteleras especiales.

3. Difusión de publicaciones y volantes.

4. Local sindical (en empresas de más de 200 asa-
lariados).

5. Reuniones sindicales.

Pero en el derecho francés se distinguen dos institu-
ciones que en la Argentina se confunden:

1. La sección sindical en la empresa a la que
acabo de referirme.

2. Los delegados del personal que nacen por la
sentencia arbitral Waldec-Rousseau que terminó
en 1899 con la huelga de los talleres Creusot.
Después de la guerra fueron reglamentados por
la ley del 16 de abril de 1941.

Art. 40. - Delimita la representación sindical en la
empresa, ejercida por:

a) Delegados de personal;

b) Comisiones internas;

c) Organismos similares (consejo de empresa).

La representación será doble:

1. De los trabajadores ante: a) el empleador; b)
la autoridad administrativa cuando actúe en el
lugar de trabajo, y e) ante la asociación sindi-
cal;

2. De la asociación sindical ante: a) el emplea-
dor, y b) ante el trabajador.

Esta norma es inédita con respecto a la ley 20.615.
Pero el movimiento de delegados y comisiones internas
es de antigua data . Un viejo antecedente , por ejemplo,
es el convenio del gremio de los marmoleros de 1902.

Los delegados deben ocuparse de los pedidos y re-
clamos de los trabajadores y transmitir sus inquietudes
y reclamaciones.

Art. 41. - El artículo establece las condiciones para
ser representante sindical en la empresa.

El antecedente en la ley 20.615 era el artículo 12.
Pero la norma en examen es más amplia.

Para poder ser representante sindical en la empresa
se requiere:

1. Estar afilado a la asociación sindical con per-
sonería gremial.

2. Ser elegido en comicios con los recaudos que
menciona la ley.
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3. Si no hay asociación con personería gremial estar
afiliado a una simplemente inscrita (ver ar-
tículo 23, inciso b).

4. Tener una antigüedad mínima de afiliación de
un año.

5. Tener 18 años como mínimo.
6. Trabajar en la empresa durante el año aniver-

sario anterior a la elección, salvo en las empre-
sas de reciente instalación o en otros casos que
no pueda cumplirse con el recaudo del año: tra-
bajar por obra, prestación de un servicio con-
creto o trabajo de temporada.

El cumplimiento de las condiciones legales de elec-
ción es necesario para el ejercicio de los derechos que
enumera el artículo 43.

La ley francesa de 1968 contiene condiciones pareci-
das a la ley argentina. La edad mínima es de 21 años
pero puede bajarse en negociaciones colectivas. Los de-
legados deben tener la nacionalidad francesa o ser de
países miembros de la Comunidad Económica Europea.
En cuanto a la nacionalidad en la ley en examen rige
el articulo 18 último párrafo.

La designación de los delegados debe ser comunica-
da al empleador en forma fehaciente (artículo 49, inci-
so b).

El delegado goza de la estabilidad prevista en el ar-
tículo 48, tercer párrafo.

Art. 42. - Este artículo legisla el mandato de los
delegados y su posible revocación. Sobre la duración del
mandato nada se decía en la ley 20.615, pero se regla-
mentaba la revocación en el artículo 13. El proyecto
con media sanción del Senado trataba este tema en el
articulo 43.

El mandato de dos años me parece excesivo por más
que sea el máximo. Para asegurar la rotación de los
delegados y la desburocratización de los mismos preferi-
ría establecer un mandato único de un año.

La norma en examen mejora el artículo 13 de la ley
20.615 al establecer mayores exigencias para la revo-
cación de los mandatos. No obstante manifiesto mi dis-
conformidad con este precepto que resiente la demo-
cracia sindical en su base misma que es el contacto
diario que tienen los delegados con los trabajadores a
los que representan. El delegado que no sea afecto a
la dirección sindical tendrá siempre la espada de Da-
mocles sobre su cabeza, con tina posible revocación de
mandato.

La crítica que formulo a esta revocación concuerda
con la que he formulado a las intervenciones previstas
por el artículo 36. Ambas lesionan la libertad sindical.

Además lo peor del artículo es que el órgano directivo
de la asociación sindical "por propia decisión" pueda
convocar a una asamblea para revocar el mandato del
delegado.

Propongo modificar este artículo por el siguiente:

Artículo 42.-El mandato de los delegados no
podrá exceder de un año y sólo podrá ser revocado
por decisión judicial solicitada por la asociación
sindical cuando haya recibido el mandato de una
asamblea o congreso en determinación votada por
los dos tercios y en la que el delegado cuestionado
haya podido ejercitar su defensa,
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Art. 43. - Esta norma fija los derechos de la repre-
sentación sindical.

Inciso a)

Deben verificar la aplicación de las normas legales
convencionales pudiendo participar en las inspecciones

que disponga la autoridad de aplicación, derecho ya
reconocido en el artículo 40 inciso a). No debe inter-
pretarse que esta norma confiere un poder de policía

de trabajo a los delegados. Ese poder es exclusivo de la
autoridad de aplicación (artículo 58 de la ley). Pueden
`participar" -dice la ley- en las inspecciones. En ese
sentido están en pie de igualdad con el empresario que
tiene también el derecho de participar. La participación
lleva siempre idea de ser parte de algo y nunca repre-

senta al todo.
El control previsto en la aplicación de las normas

legales y convencionales posee un amplio alcance. Se
refiere a las remuneraciones, a los reglamentos, a la hi-
giene y seguridad, al régimen de licencias, a los traslados,
modificaciones de horarios y tareas, medidas discipli-
narias, etcétera.

Inciso b)

Otro derecho de la representación sindical en la em-
presa es el de reunirse periódicamente con el empleador

o su representante.
Este derecho abre el camino al diálogo y al enten-

dimiento para tratar una serie de problemas que pueden
surgir en la empresa. La falta de diálogo agudiza el
conflicto.

El delegado tiene derecho a estar informado sobre la

marcha de la empresa y a conocer sus principales pro-
blemas.

La recomendación 143 de la Organización Internacio-
nal del Trabajo (año 1971) dice que los representantes
de los trabajadores deberían tener la posibilidad de
entrar en comunicación sin dilación indebida, con la di-
rección de la empresa y con los representantes de ésta
autorizados para tomar decisiones en la medida necesaria
para el desempeño eficaz de sus funciones.

La recomendación 143 de la Organización Internacio-
nal del Trabajo dice que la empresa debe poner a dis-
posición de los representantes de los trabajadores la
información necesaria para el ejercicio de sus funciones.

Inciso e)

La representación sindical de la empresa tiene dere-
cno, asimismo, a presentar ante los empleadores o sus
representantes las reclamaciones de los trabajadores,
previa autorización de la asociación sindical.

Art. 44. - Este artículo precisa las obligaciones de
los empleadores que son complementarias con los dere-
elios acordados a los delegados en el artículo anterior.

Deben facilitarles un ámbito adecuado para el desa-
rrollo de sus tareas, reunirse con dichos delegados en
forma periódica y concederles a éstos un crédito de
horas mensuales retribuidas conforme a lo que se dis-
ponga en la convención, El proyecto con media sanción
del Senado enumeraba la escala de horas según el nú-
mero de trabajadores. La ley, acertadamente, deriva la

fijación al crédito de horas mensuales a lo que se pacte
en las convenciones colectivas . Puede haber también
otras obligaciones patronales que surjan de la conven-
ción.

Estas normas legales se inspiran en el Convenio 135
de la OIT (año 1971) que ordena que los representan-
tes de los trabajadores deben disponer en la empresa de
las facilidades apropiadas para permitirle el desempeño
rápido y eficaz de sus funciones ( artículo 2).

Por su parte la Recomendación 143 (año 1971 ) acuer-
da a los representantes el tiempo libre necesario para
desempeñar las tareas sin pérdida de salario y otras
ventajas sociales.

Art. 45.- Este artículo delega a las convenciones co-
lectivas en otros acuerdos la fijación del número mínimo
de trabajadores que representen a la asociación sindical
en cada establecimiento.

La ley habla aquí de asociaciones profesionales, cuan-
do debería hablar de asociaciones sindicales conforme a
la denominación adoptada en el artículo 1 que modificó
la de la ley 20.615 y sus precedentes.

En la redacción original entre 5 y 15 trabajadores
correspondía un delegado . De 16 a 50, 2 delegados, de
51 a 100, 3, de 100 en adelante se fija uno por cada
100.

Comité de empresa

Ley francesa Titulares y suplentes

de50a75 3y 3
de 76 a 100 4 y 4
de lOl a 500 5 y 5
de 501 a 1.000 6 y 6
de 1.001 a 2.000 7 y 7
de 2.001 a 4.000 8 y 8
de 4.001 a 7.000 9 y 9
de 7.001 a 10.000 10 y 10
más de 10.000 11 y 11

El número de delegados mínimos fijados en la redac-
ción original de este artículo era menor que el estable-
cido en el proyecto con media sanción del Senado (ar-
tículo 4). El proyecto con media sanción del Senado
reprodujo el número exacto de delegados previstos por
el decreto 969/66 del presidente Arturo Illia. Pero el
proyecto con media sanción del Senado establecía este
número como mínimo y el decreto 969 como máximo.
No obstante la reducción operada el sector patronal ha
solicitado la disminución del máximo cuando en un es-
tablecimiento existan varios gremios.

Cuando la representación sindical esté compuesta por
tres o más trabajadores funcionará como cuerpo cole-
giado, es decir como comisión interna de acuerdo a la
denominación del artículo 4.

Este artículo ha generado numerosas críticas patro-
nales, especialmente por el número de delegados im-
puestos a las pequeñas empresas. El consenso logrado
en este Senado se hizo eco de esas críticas y disminuyó
los mismos. Por lo pronto en las empresas que no lle-
guen a diez trabajadores no habría delegados. De 10
a 50 trabajadores 1 representante. De 51 a 100, 2, de
101 en adelante 1 por cada cien.
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Art. 46. - Este artículo es una innovación. No figura
ni en la ley 20.615 ni en el proyecto con media sanción
del Senado. Con una redacción deficiente resguarda el
derecho de los delegados de personal a efectuar una
adecuada tutela de los intereses y derechos de los tra-
bajadores.

Tal tutela debe ser tenida en cuenta al efectuarse la
regulación de los delegados en las convenciones, toman-
do en consideración los sectores, turnos y demás circuns-
tancias de la explotación o empresa.

XII. De la tutela sindical

Este capítulo reemplaza al X de la ley 20.615 titu-
Lado Del Fuero Sindical. La palabra fuero en una de
sus acepciones generalizadas significa privilegio y exen-
ción, motivo por el cual el título de aquella ley tuvo
s'empre una mala acogida aun en el seno del movimien-

to obrero. Los trabajadores recababan garantías y pro-

tección para su acción sindical y no privilegios.

La terminología del Convenio 135 de la OIT y de la
Recomendación 143 que tratan sobre esta materia nun-
ca mencionó la palabra fuero. La palabra adoptada fue
la de protección. La denominación "tutela" que ahora
se adopta significa eso: protección , defensa. Por eso con-
sidero acertado el cambio propuesto por la ley en exa-
men.

El proyecto con media sanción del Senado hablaba
en su capitulo XI de la Protección a la actividad sindi-
cal. La ley francesa habla también de protección. El
fundamento de tal protección, según Camerlynck y

Lyon-Caen se debe a que los sindicalistas están más
expuestos que los otros asalariados a sanciones porque
la misión confiada molesta a los empleadores.

Cuando se debatió la ley 20.615 critiqué la denomi-
nación "fuero sindical" dando los fundamentos de mi
crítica. La consideré una denominación presuntuosa.

Es importante destacar, porque generalmente se olvi-

da, la cuna constitucional que tiene la estabilidad sin-
dical. El artículo 14 bis manifiesta expresamente que:

"Los representantes sindicales gozarán de las ga-
rantías necesarias para el cumplimiento de su ges-
tión sindical y las relacionadas con la estabilidad de
su empleo."

Como se ve, la Constitución no habla de "fuer(;" sino
(le garantías.

Art. 47. - Este artículo otorga:

a) Al trabajador, y

b) A la asociación sindical
que sea:

a) Impedido de;

b) Obstaculizado

en el ejercicio de los derechos de la libertad sindical el
amparo judicial por procedimiento sumarísimo, para que
cese de inmediato, si correspondiere, el comportamien-

to antisindical. El amparo tramitará ante el tribunal
competente, es decir el fuero laboral, conforme el pro-

cedimiento del artículo 498 del Código de Procedimien-
to Civil y Comercial de la Nación, o equivalente de los
códigos procesales civiles de las provincias.

La ley no contempla este amparo en la competencia
de la Cámara del Trabajo legislada en el artículo 62.

Cabe destacar que el amparo tiene un carácter am-
plio y protege a quienes pueden ostentar la personería
gremial o los que sólo están protegidos por la personería
jurídica. Esta amplitud recoge parte de la crítica que
formulé en 1973.

La norma que comento es inédita con respecto a la
ley 20.615 y está tomada del artículo 48 del proyecto
con media sanción del Senado, pero éste tenía un ca-
rácter más amplio, ya que el amparo podía:

1. Decretar el cese inmediato del comportamiento
antisindical, lo que también prevé el actual ar-
ticulo 47.

2. Fijar una reparación de sus consecuencias ilíci-
tas, lo que no está previsto en la actual ley.

Este artículo se complementa con la jurisdicción la-
boral que establece el articulo 63 inciso c),

Art. 48. - Esta norma tiene como antecedente el ar-
tículo 49 de la ley 20.615 y el 49 del proyecta con me-
dia sanción del Senado.

Legisla los derechos que amparan a quienes ocupan
cargos electivos o representativos en asociaciones sin-
dicales con personería gremial. Estos derechos son:

1. Licencia automática sin goce de haberes.

2. Reserva del puesto.

3. Reincorporación al finalizar sus funciones.

4. Prohibición de despido por término de un año
después del cese del mandato.

5. El tiempo del mandato se considera período de
trabajo (salvo para promedio de remuneracio.
nes).

6. Los representantes sindicales en las empresas,

elegidos conforme al artículo 41:

a) Continuarán prestando servicios;

b) No podrán ser suspendidos;

c) No se les pueda modificar las condiciones
de trabajo;

d) No pueden ser despedidos:

1. Durante sus mandatos, y

2. llasta un año más , salvo que mediara
justa causa.

No me parece justo que sólo los representantes sindi-
cales en la empresa de asociaciones con personería gre-
mial gocen de la estabilidad. La estabilidad debe ampa-
rar también a los directivos de las asociaciones sindicales
simplemente inscriptas.

La plataforma de la UCR tiene sobre este tópico el
carácter no restrictivo que propicia cuando asegura "la
estabilidad efectiva de los representantes gremiales antes,
durante y después del período de vigencia de sus man-
datos".
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La ley 14.455 otorgaba la estabilidad a todos los que
ocupaban una función en asociaciones legalmente reco-
nocidas. Obsérvese que esta definición tiene mayor exten-
sión que la que habla sólo de la personería gremial.

La limitación de la estabilidad sólo a los miembros
de la asociación con personería gremial es más critica-
ble aún en estas dos situaciones previstas por la ley:

1. Cuando la asociación simplemente inscripta re-
presenta los intereses colectivos cuando no hu-
biera en la misma actividad o categoría asocia-
ción con personería gremial (artículo 23, in-
ciso bl).

2. Cuando no exista una asociación sindical con

personería gremial y la función de representante
sindical en la empresa es cumplida por afiliados
a una organización simplemente inscripta (ar-

tículo 41, inciso al, segundo párrafo).

La ley 20.615 con todas sus restricciones y críticas
que siempre me ha merecido otorgó la estabilidad a
los delegados de una asociación sin personería gremial,
en tanto la misma formara parte de una de segundo
grado con personería gremial (artículo 49, segundo pá-
rrafo). La estabilidad en este caso alcanzaba a quienes:

1. Ocuparan cargos electivos o representativos.

2. Los delegados o subdelegados de personal.

3. Los delegados de sección.

4. Los miembros de comisiones internas.
5. Los representantes en organismos legales o con-

vencionales.

6. Los representantes en las comisiones paritarias.

La excepción era bastante amplia. En cambio la ley
en examen ha eliminado toda excepción y reserva el
derecho a la estabilidad al representante sindical en la
empresa de la asociación con personería gremial.

El artículo 48 in fine establece la excepción de "justa

causa" para derogar la estabilidad del delegado. Esta
expresión de "justa causa" figuraba también en la ley

de facto 22.105 (artículo 54) pero no fue reglamentada.
Pero la dictadura sancionó la ley de facto 21.400 que
establecía que la estabilidad cesaba cuando el trabajador
participaba en una medida de acción directa que per-
judicara la producción o instigaba a otros a participar.
Típica medida autoritaria.

La justa causa de la que habla la ley en examen debe
interpretarse con criterio restrictivo y conforme a los
principios generales del Derecho de Trabajo y de su
jurisprudencia. Cuando se invoque taxativamente la ra-
zón de la suspensión o despido y probarla debidamente.

Art. 49. - Enumera los requisitos que deben obser-
varse para que rija la garantía de estabilidad prevista
en el artículo anterior, a saber:

a) Que la designación se haya efectuado cumplien-
do con los recaudos legales (concuerda con los
artículos 17, 18 y 41 de la ley);

b) Que haya sido comunicada al empleador por
telegrama, carta documento u otra forma escrita.

Este artículo es similar, aunque menos reglamentaris-
ta que el 52 de la ley 20.815.

La reglamentación que se haga de este artículo deberá
precisar quién debe efectuar la comunicación del inci-
so b). De no especificarlo la ley la podrá hacer tanto el
sindicato como los beneficiarios y eventualmente hasta
el Ministerio de Trabajo. También deberían ponerse
los nombres completos de los electos y sus números de
identidad así como la fecha precisa de iniciación y ter-
minación de los mandatos.

¿Quién debe probar, en caso de litigio, el incumpli-
miento de los recaudos legales? Lo debe hacer la parte
que alegue el vicio en la designación. La impugnación
no puede introducirse en cualquier momento; debe ser
inmediata a la comunicación para permitir subsanar el
vicio que contenga. Si el empleador permitió el ejercicio
pacífico del cargo por parte del representante sindical
no puede posteriormente, al cese del ejercicio, alegar
algún vicio de origen. Estas conclusiones se desprenden
del fallo en autos "Iribarren c/Aragón y Maurente S.A."
del 25 de julio de 1973, es decir durante la vigencia
de la ley 14.455, que tenía una norma similar a la que
comento (artículo 41).

Art. 50. - El presente artículo resguarda la estabili-
dad de los candidatos a cargos de representación sindi-
cal. La garantía impide:

1. El despido.

2. La suspensión sin justa causa.

3. La modificación de las condiciones de trabajo.

El plazo de esta garantía es:

1. De seis meses a contar desde la postulación para
el cargo.

2. Menos de seis meses si no se oficializa la can-
didatura.

Para que rija esta garantía debe haber una comunica-
ción fehaciente (como las que señala el artículo 49, in-
ciso b]) al empleador, del nombre de los postulantes.
Dicha comunicación la deben efectuar:

1. La asociación sindical, o

2. Los propios candidatos.

Este artículo, con una redacción más clara, reemplaza
al 54 de la ley 20.615.

Se entiende que cuando el candidato es electo cesa
esta garantía y comienza la del artículo 48. Pero en
ambos casos -artículos 48 y 50- la ley amplía la ga-
rantía de estabilidad con la norma del artículo 52.

Cuando se debatió el artículo 54 de la ley 20.615,
antecedente de la norma que estoy analizando, critiqué
que no se fijara un plazo para la estabilidad de los can-
didatos. ¿Cuánto tiempo dura esta estabilidad?, -me
preguntaba-, y señalaba que la garantía podía quedar
en el aire por no tener plazo fijo.

Me alegro que ahora la norma en examen recoja la
observación que formulé hace 14 años fijando el término
de 6 meses. El proyecto con media sanción del Senado
ya había recogido esta inquietud fijando un plazo de
un año que me parece excesivo. La postulación de una
candidatura no requiere de tanta anticipación.
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La ley francesa mediante una ordenanza del 7 de
enero de 1959 también protege a los candidatos sindi-
cales.

Art. 51.-Esta norma marca una restricción a la ga-
rantía de estabilidad como lo hacía el artículo 56 de la
ley 20.615; la causal para el decaimiento de la garantía
está dada:

1. Por la cesación de actividades del estableci-

miento.

2. Por la suspensión de tareas.

Cuando el cese no sea total y sólo se produzcan sus-
pensiones o despidos para reducir al personal por orden
de antigüedad se excluirá de este orden a quienes estén
amparados por la estabilidad legal.

Los despidos o suspensiones por orden de antigüedad
se refieren a los motivados en falta de trabajo.

Art. 52 .-Este artículo tiene un amplio contenido y
ha provocado grandes polémicas. Para poder despedir,
suspender o modificar las condiciones de trabajo de
quienes gozan de la garantía de estabilidad, hay que
solicitar ante la justicia la suspensión de la garantía
conforme al procedimiento del artículo 47.

El antecedente de esta norma es el artículo 57 de la
ley 2.061 pero en ésta la medida debía pedirse al Tri-
bunal Nacional de Relaciones Profesionales que la ley
en examen ha eliminado. El proyecto con media san-
ción del Senado en su artículo 56 también exigía una
resolución de la justicia.

Pero este artículo tiene un agregado importante con
respecto a sus antecedentes, a saber:

El empleador puede solicitar a la justicia la suspen-
sión de la prestación laboral como medida cautelar cuan-
do la permanencia del cuestionado o el mantenimiento
de sus condiciones de trabajo pueda ocasionar peligro:

a) Para la seguridad de las personas;

b) Para la seguridad de los bienes de la empresa.

El sector empresarial ha formulado severas objeciones
a este artículo. El recurso judicial para pedir como me-
dida cautelar la exclusión por motivos fundados no ha
sido considerado suficiente garantía para la crítica que
ha hecho la UTA de que la norma afecta seriamente las
facultades de dirección.

El sector empresarial anhelaba que se hiciera una
excepción en la resolución judicial previa para suspen-
der o despedir a los trabajadores amparados por esta
norma en los casos en que se pudiera ocasionar peligro
para la seguridad de las personas o bien de la empresa.
Continuar en el puesto de trabajo. En el proyecto pre-
sentado por el señor senador Brasesco se establece esta
excepción pero con la obligación de que el empleador
asuma estas obligaciones:

a) Notificar al afectado;
b) Notificar a la asociación sindical respectiva;
e) Expresar claramente los motivos de la medida;
d) Pago íntegro de sus remuneraciones al afectado

como si estuviese en actividad;
e) Por su parte, el afectado podrá promover me-

dida cautelar ante juez competente para solicitar
su reinstalación en el empleo,

Los esfuerzos hechos en esta Cámara para lograr una
redacción de consenso que contribuyeran a afianzar la
armonía de los factores de la producción no llegaron a
feliz término. Para unos, resultaba fundamental que fuera
el patrón quien solicitara la medida cautelar para sus
pender la prestación laboral, mientras que para otros
era el trabajador el que debía pedir la medida cautelar
para solicitar su reinstalación en el empleo.

La ley en examen no ha creado el procedimiento de
desafuero. El ya existía en la ley 20.615 y es mejorado
ahora con cláusulas que permiten al empleador ir a la
justicia y promover medidas cautelares.

Cualquiera sea la redacción que se dé a esta norma
la estabilidad de los dirigentes sindicales no puede ser
una ficción. La suspensión lisa y llana de este artículo
como lo ha pedido la Cámara Argentina de Comercio
dejaría al arbitrio patronal la garantía que consagra la
ley, reglamentando lo normado por la Constitución Na-
cional.

La ley contempla las acciones que tiene el dirigente
obrero ante la violación patronal de la garantía de esta-
bilidad. Puede recurrir a la justicia, y por vía sumarí-
sima demandar:

1. La reinstalación en su puesto con los salarios
caídos durante el trámite judicial.

2. El restablecimiento de las condiciones de tra-
bajo.

3. El trabajador puede optar por colocarse en si-
tuación de despido indirecto con derecho a per-
cibir las sumas que detalla el artículo, el que
además contempla en forma independiente las
sumas a percibir por el candidato no electo
afectado por la medida del empleador.

Si el juez hiciera lugar a la reinstalación y el em-
pleador no cumple la decisión firme, podría aplicar las
disposiciones del artículo 661 bis del Código Civil,
durante el período de vigencia de su estabilidad. Esta
norma del Código Civil permite a los jueces imponer
a beneficio del titular del derecho, condenaciones con-
minatorias de carácter pecuniario a quienes no cumplie-
ren deberes jurídicos impuostois por una resolución
judicial. Las condenas se graduarán en proporción al
caudal económico de quien deba pagarlas, y podrán
ser dejadas sin efecto o reajustadas si éste desiste de
su resistencia y justifica total o parcialmente sus fondos.

La promoción de las acciones del dirigente por reins-
talación o por restablecimiento de las condiciones de
trabajo que contempla este artículo interrumpe la pres-
cripción de las acciones por cobro de indemnizaciones
y salarios caídos, por la situación de despido indirecto
que también contempla el artículo.

En el derecho francés también hace falta una auto-
rización previa para actuar contra la garantía de esta-
bilidad. El patrón la debe demandar al comité de
empresa, o eventualmente ante el inspector del trabajo.
El despido no autorizado se considera nulo y da lugar
al reintegro y a la indemnización.

La ley en examen ha suprimido con acierto el ca-
pítulo dedicado al fuero sindical especial que prohibía
el proceso penal de los dirigentes sin que el Tribunal
de Relaciones Profesionales hubiera suspendido a aqué-



2752 CAMARA DE SENADORES DE LA NACION Reunión 28'

Dos las garantías de estabilidad. Cuando se debatió

este capítulo en 1973 señalé que estas disposiciones
tenían que tener respaldo coas:itucional y no podían
emanar sólo de una ley.

Este artículo se complementa con el artículo 63, in-
ciso b), que pone en manos de la justicia laboral el
ejercicio de las acciones previstas.

XIII . De las prácticas desleales

Este capítulo reemplaza al XII de la ley 20.615
con igual título. Pero el texto actual tiene un contenido
más profundo desarrollado en tres artículos, mientras
que el capítulo de la vieja ley tenía un solo artículo
en el que se enumeraban solamente las variedades de
prácticas desleales.

La ley, con buen criterio, no define las prácticas des-
leales y se limita a enumerarlas taxativamente. Estas
prácticas tienden a trabar la acción gremial y, como
afirma Vázquez Vialard, lesionan el interés colectivo.

Las prácticas desleales pueden ser:

1) De los empleados y de sus asociaciones.
2) De las asociaciones sindicales (éstas figuraban

en la ley de facto 22.105 y han sido suspen.
didas).

La ley enumera también las sanciones que correspon-
den a estas prácticas.

En el derecho francés no se ha desarrollado la legis-
lación en conjunto de las prácticas desleales, pero, en
cambio, la ley penal ha creado un delito de una gran
importancia : el delito de atentar a la libre designa-
ción y al ejercicio regular de las funciones ( especial-
mente por el desconocimiento del procedimiento espe-

cial de despido) de los delegados de personal y de los
miembros del comité de empresa. Este delito se castiga
tanto con prisión como con multa. La prisión es inevi-
table en caso de reincidencia. Nuestro Código Penal
carece de normas semejantes.

La ley orgánica de libertad sindical de España de-
dica el título V a lo que llama: "De la tutela de la
libertad sindical y represión de las conductas antisin-
dicales".

Art. 53.-Enumera esta norma en 11 incisos las
distintas variedades de prácticas desleales a las que se
juzga contrarias a la ética de las relaciones profesiona-
les. Las prácticas que juzga cl artículo son las que
comete el sector patronal, ya sea:

1. Por el empleador directamente,

2. Por la asociación de empleadores.

Sobre los casos enumerados cabe formular estas ob-
servaciones:

a) Subvenciones a una asociación sindical de tra-
bajadores.

Esta calificación es redundante. Correspondía
cuando se hablaba de asociación profesional
pues ésta puede ser tanto de trabajadores como
de empleadores ( está tomada del inciso a) del
artículo 60 de la ley 20 .615. El proyecto con

media sanción del Senado no cometía este
error (artículo 57, inciso a). Se refiere tanto
a asociaciones con personería gremial o sólo
jurídica de simple inscripción. Con buen crite-
rio se ha eliminado de la ley de facto 22.105
un agregado que decía «o entidades adminis.
tradas por ellas';

Este inciso concuerda con lo dicho en el ar-
tículo 9v de la ley en examen, y no debe con-
fundirse con las contribuciones que menciona
la ley de convenciones colectivas en su artícu-
lo Sv pues éstas son contribuciones de los tra-
bajadores;

e) Donde se habla de medidas de acción directa
me remito a la interpretación que he hecho
en el artículo 59, inciso d), equiparando aqué-
llas al ejercicio del derecho de huelga;

f) Rehusarse a negociar colectivamente con los
trabajadores o producir una ostensible e injus-
tif'cada dilación que deliberadamente tienda
a obstruir la normalidad del proceso de nego-
ciación;

Esta cláusula concuerda con el artículo 3 de
le ley sobre negociación colectiva que obliga a
las partes a negociar de buena fe.

Art. 54. - Este artículo abre la vía judicial por prác-
tica desleal:

a) A la asociación sindical de trabajadores;

b) Al damnificado;

e) A ambos conjuntamente.

Estamos frente a una cláusula inédita que posibilita
promover querella. Pienso que también se deberá ac-
ceder a la acción por la simple denuncia.

La estructura de esta cláusula podría hacer presu-
mir que el juez o tribunal competente es el penal pero
no es así, pues el artículo 63 aclara que las cuestiones
referentes a prácticas desleales son competencia de los

jueces laborales y se tramitan por procedimiento su-
mario.

Art. 55.-Esta cláusula legal establece las multas
que sancionan a las prácticas desleales y sus agravan.
tes y atenuantes.

La norma se remite a la ley 18.694 y al artículo 666
del Código Civil. La ley 18,694 impone multa o arresto
a quienes de cualquier modo obstruyan la acción del
Ministerio de Trabajo. Esta ley ha sido luego modifi-
cada por las leyes 20.555, 20.556 y por la de facto
22.052. Los importes de las multas serán actualizados
con el índice de actualización de créditos laborales a la
fecha de pago.

Del alcance del artículo 666 bis ya he hablado al
comentar el artículo 52.

La ley 20.615 trataba este tema en el capítulo XIII
dedicado al ahora suprimido Tribunal Nacional de
Relaciones Profesionales y de las Acciones. Es rm
acierto de la ley en examen encuadrar en el ámbito
judicial el tratamiento y las sanciones derivadas de las
prácticas desleales.



10 de marzo de 1988 CAMARA DE SENADORES DE LA NACION 2753

XIV. De la autoridad de aplicación

Todas las leyes sindicales han dedicado un capitulo
a la autoridad de aplicación, es decir al Ministerio de
Trabajo. La ley 20.615 le dedicó el artículo VIII y el
p oyeeto con media sanción del Senado, el XIII, con el
título "La autoridad administrativa del trabajo".

Es natural que la administración, a través del Mi-
nisterio del Trabajo y Seguridad Social ejerza una fun-
ción de control y superintendencia de las organizacio-
nes sindicales pero la moderna tendencia reduce el
ámbito de actuación al mínimo posible de la autoridad
de aplicación. La limitación obedece a la necesidad
de salvaguardar el principio de la libertad sindical
y la autonomía de las asociaciones, pero como ya lo
he señalado la autonomía no sólo está amenazada por
el Estado sino también por las facultades de interven-
ción de las organizaciones de grado superior sobre las
de grado inferior, como ocurre en la presente ley (ar-
tículo 36 y 42 especialmente).

El Ministerio de Trabajo es la autoridad de aplica-
ción tanto en los sindicatos con personería gremial co-
mo los que tienen sólo personería jurídica, como lo
ratifica el artículo 58. Se excluye entonces en estos úl-
timos la competencia de la inspección de personas jurí-
dicas, de la Secretaría de justicia.

Según Antonio Vázquez Vialard, el contralor admi-

nistrativo comprende tres aspectos:

1. Reconocimiento de las asociaciones sindicales;

2. Fiscalización de la vida institucional;

3. Fiscalización del régimen patrimonial (excep-
cionalmente).

Este capítulo de la ley que es el último no sólo se
refiere al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social,
sino que también reglamenta el ámbito de la actuación
de la justicia. El mensaje del Poder Ejecutico nacional
destaca que se ha ampliado la competencia del Poder
Judicial, así como se ha reducido sensiblemente el cam-
po de intervención de la autoridad de aplicación.

Debo celebrar la eliminación de las facultades de
intervención que otorgaba al ministerio el artículo 47
de la ley 20.615, que lo autorizaba hasta a anular las
elecciones y hacer uso de la fuerza pública. En el
debate de 1973 critiqué ese exceso de poderes del mi-
nisterio que ahora, felizmente se ha eliminado.

Art. 56.-Este amplio artículo declara al Ministerio
de Trabajo y Seguridad Social como autoridad de apli-
cación, y fija sus facultades en cuatro incisos.

Sus normas marcan un significativo avance sobre la

ley 20.615 que permitía la suspensión y hasta cance-
lación de la personería gremial. Esta norma que criti-
qué al debatirse la ley 20.615 se prestó a numerosos

abusos durante la vigencia de aquella ley desde fines
de 1973 hasta el 15 de noviembre de 1979 en que se

sancionó la ley de facto 22.105.
En el texto que analizamos la autoridad tiene que

peticionar ante la justicia la suspensión o cancelación
de una personería gremial y aun la intervención en los
casos que contempla la ley. Además en el proceso la
asociación sindical afectada sería parte. El ministe-
rio también podrá solicitar a la justicia medidas caute-

haes para que se disponga la suspensión en el ejercicio
de sus funciones de quienes integren el organismo de

conducción y pedir que se designe un funcionario con
facnlades para actos limitados. Este artículo se rela-

ciona íntimamente con los dos siguientes.
El inciso 4v autoriza la implementación de ciertas

medidas en casos de anomalías, incluida la situación
de aeefalía.

La plataforma electoral de la Unión Cívica Radical
sancionada el 30 de julio de 1983 decía expresamente
que "para suspender o cancelar la personería gremial

el Ministerio de Trabajo debía recurrir a la vía judi-

cial". (Capítulo II, punto 8, in fine).

Art. 57. - Esta cláusula restringe al máximo la in-
tervención del ministerio al fijar que las cláusulas enu-
meradas en el artículo anterior son taxativas y al ne-
garle la posibilidad de restringir el manejo de los fondos
sindicales.

Esta norma se inspira en el artículo 18 de la ley
20.615.

Me parece bien que el ministerio no controle los fon-
dos de los sindicatos. Pero entonces, ¿quién los controla?
A mi juicio, deben ser los afiliados a través de las
asambleas o congresos, como lo dice el artículo 20 in-
ciso e).

De todas formas, no se puede decir que haya desa-
parecido totalmente el control de la autoridad de apli-
cación sobre el manejo de los fondos, pues las asocia-
ciones están obligadas a remitirles copia autenticada de
la memoria y balance dentro de los 120 días de cenado
el ejercicio, así como también el ministerio es quien
debe rubricar los libros de contabilidad (artículo 24,
inciso c) y e). También es el ministerio el que debe au-
torizar las retenciones de las cuotas y aportes de los afi-
liados.

Art. 58. -Ratifica el control exclusivo del Mi-
nisterio de Trabajo y Seguridad Social sobre todas las
asociaciones sindicales, cualquiera sea su personería
(gremial o jurídica).

El antecedente es el artículo 44 de la ley 20,615. El
presente artículo salva la confusa redacción del men-
cionado antecedente.

Art. 59.-Este artículo legisla las cuestiones que se
pueden suscitar por motivos de encuadramiento sindical.

Se establece un procedimiento previo denominado
"vía asociacional" que exige el pronunciamiento de la
organización gremial a las que las litigantes estuvieran
adheridas, o a las que estén adheridas las federaciones
que integren. El plazo de resolución es de 60 días há-
biles.

Si no hay solución, queda expedito el camino para
que cualquiera de las asociaciones en conflicto recurra
ante el Ministerio de Trabajo. El que tendrá también
60 días hábiles. En caso de silencio, rige el articulo 10
de la ley 19.549 que iguala este silencio a una nega-
tiva, salvo una disposición expresa que acordara al si-
lencio un sentido positivo.

Vencido el plazo de 80 días corresponde pedir pron-
to despacho y si transcurrieran otros 30 días sin produ-
cirse resolución, se considerará que hay silencio, con lo
que concluye el procedimiento administrativo.
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Agotado el procedimiento administrativo, se abre la
acción judicial ante la Cámara Nacional de Apelacio-
nes del Trabajo (artículo 62 inciso a).

La resolución de encuadramiento dictada por vía
asociacional o administrativa es recurrible ante la Cá-
ntara Nacional de Apelaciones del Trabajo.

La resolución que ponga fin al conflicto determinará
la aptitud representativa de la asociación gremial con
respecto al ámbito en conflicto.

Esta norma se inspira en el artículo 42 inciso 3) de
la ley 20.615, pero ésta obligaba a tener en cuenta para
resolver el litigio el número de afiliados cotizantes, la
convención colectiva y, además, una cláusula muy im-
precisa que hablaba "de la contribución que presten
en la defensa y protección de lbs intereses profesiona-
les". Estas orientaciones han desaparecido en la ley en
examen.

Cuando se debatió en 1973 esta cláusula propuse sin
éxito que las resoluciones serían siempre apelables ante
la justicia. Veo con agrado que ahora se reconoce ex-
presamente ese recurso.

Con todo entiendo que para resolver los litigios de
encuadramiento se debe consultar a los trabajadores
interesados para valorar su opinión. Considero útil in-
corporar esta orientación en el texto de este artículo 59.

Art. 60. - Este artículo establece el mismo pro-
cedimiento del artículo anterior para los siguientes con-
flictos:

1. Entre los afiliados y la asociación sindical.

2. Entre una asociación de grado inferior y la su-
perior.

La redacción es confusa, porque comienza diciendo
"sin perjuicio de lo que dispongan los estatutos". Si los
estatutos proponen un procedimiento distinto, ¿quién
tiene primacía? A mi juicio, la tiene el procedimiento
reglado por el artículo 59, salvo que hubiera acuerdo
de partes para seguir el procedimiento estatutario.

La norma antecedente es la del artículo 44 de la ley
20.615.

La prejudicialidad que fija el artículo 60 no me sa-
tisface; a mi juicio, el camino de la justicia debería
quedar abierto desde el nacimiento del litigio.

Art. 61. - Esta norma es una apreciable conquista
de esta ley con respecto a la 20.615. Se reconoce un
recurso de apelación ante la justicia contra las resolu-
ciones del Ministerio de Trabajo, una vez agotadas las
instancias administrativas.

Al debatirse la ley 20.615 bregué reiteradamente por
la incorporación expresa del recurso judicial amplio,
señalando que a ello nos obligaba el respeto al artículo
100 de la Constitución Nacional.

La plataforma de la UCR de 1983 propició "estable-
cer recursos judiciales sumarios para la defensa de los
derechos de los afiliados, control de los procesos elec-
torales, manejo de fondos sindicales, prohibición de ac-
tuación política-partidaria, descuentos compulsivos y
todo otro derecho sindical lesionado" (capítulo II artícu-
lo 8 inciso f).

Art. 62.-El presente artículo enumera en forma
taxativa a través de 6 incisos los casos de competencia
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exclusiva de la Cámara Nacional de Apelaciones del
Trabajo.

Fija también el procedimiento sumario del Código

Procesal Civil y Comercial de la Nación para todos los

casos menos para las desgraciadas intervenciones que
autoriza el artículo 36. Autoriza medidas para mejor
proveer y forma y plazos para la interposición de los
recursos.

El plazo de 120 días hábiles otorgado ante la denega.
toria tácita de una personería gremial o de una inscrip-
ción, lo juzgo excesivo,

Art. 63. -Este artículo también con evidente acier-

to ha puesto en manos de la justicia laboral materias
que antes, según la ley 20.615, eran propias del ente
administrativo titulado Tribunal Nacional de Relaciones
Profesionales y de las Acciones.

Los jueces laborales deberán sustanciar por procedi-
miento sumario:

a) Las cuestiones sobre prácticas desleales;
b) Las acciones derivadas del artículo 52 (garan-

tía de estabilidad de los representantes sindi-
cales);

c) Las acciones previstas en el articulo 47 (ampa-
ro por el ejercicio de la libertad sindical).

Art. 64.-Las asociaciones sindicales tendrán 180
días corridos desde que se publique la reglamentación
para adecuar los estatutos a la ley en examen.

El Poder Ejecutivo tiene 90 días para dictar la re-
glamentación.

Se establece una primacía de la ley en examen sobre
disposiciones estatutarias contrarias mientras que co-
rren los plazos previstos en esta norma.

Art. 65. - La ley entrará en vigencia desde el día
siguiente a su publicación. Esta cláusula es innecesaria,
frente a lo establecido por el artículo 2 del Código Ci-
vil. También es necesario que la ley sea reglamentada
a la brevedad posible.

Sr. Presidente. - Tiene la palabra el señor se-
nador por Corrientes.

Sr. Aguirre Lanar¡. - Señor presidente: es mi
propósito ser breve, porque creo que el debate
ha sido exhaustivo y solamente nos resta exponer
algunas posiciones que parecen necesarias.

Creo que dentro de las naturales disidencias
que en el curso del debate se han manifestado
con pasión queda un saldo positivo que, a ma-
nera de reflexión preliminar, conviene que exal-
temos.

Este saldo positivo lo constituye el hecho de
que no obstante que a nadie podía interesar que
el Senado estuviera atado a determinados inte-
reses no explícitos y mucho menos a una posición
evasiva del deber elemental de legislar que a
codos nos corresponde, este tiempo transcurrido
ha servido para sedimentar y certificar una bús-
queda fructífera del acuerdo que desde hace al-
gún tiempo a todos nos toca transitar.
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Los partidos minoritarios también hemos reali-
zado nuestro aporte; señalo que de acuerdo con
la distribución de tareas que para este y otros
asuntos hemos realizado y seguramente seguire-
mos haciendo con el señor senador Romero Fe-
ris, también hablo en su representación.

Este aporte significó concurrir a cuantas reu-
niones se nos invitó o nos enteramos, para tratar
de armonizar los intereses y para intentar una
solución con sentido de justicia, sin atarnos a
ningún interés no confesable. Actuamos con la
vista puesta en lo que entendíamos y entendemos
es el interés superior del país para hallar los
puntos que correspondía discutir o incorporar a
las disposiciones proyectadas.

En este sentido rescato que este proyecto es
una obra que con algunas disidencias, que de
manera sucinta me veo obligado a exponer, trató
de plasmar lo más conveniente para los intereses
del país. Y así se hizo en una actitud que espero
se reedite; en una actitud que excluya la intem-
perancia; en una actitud que busque un nece-
sario consenso, sin ataduras a posiciones conce-
bidas a prior¡ sino en la búsqueda de lo mejor,
escuchando sin resquemores las críticas y aco-
giéndolas cuando ellas lleguen al nivel de la
persuasión.

Destaco la actitud de quienes hubieran po-
dido forzar una votación para imponer un cri-
terio previo y no lo hicieron. Destaco el interés
de todos los señores senadores y espero que
esto pueda prolongarse en el tiempo buscando la
mejor solución para el país.

También destaco otra circunstancia que vale
la pena poner de manifiesto. En algunos sec-
tores se han planteado cuestionamientos encon-
trados respecto de la constitucionalidad del
procedimiento arbitrado. Es bueno que así ocu-
rra y digo esto porque es bueno que todos los
sectorés confluyan, a veces por encima de sus
lineamientos partidarios o sectoriales en la bús-
queda de la verdad y, en primer lugar, en de-
fensa de nuestra Ley Suprema que todos debemos
resguardar desde nuestra función senatorial y
en base a nuestras propias convicciones. Este
es un buen indicio que aleja en este caso, y
espero que en muchos más, las posiciones indi-
viduales que unos y otros podamos sostener,
todo ello en beneficio del interés general.

Vamos a decir también nuestra verdad, la que
entendemos limpiamente, la que nace de nues-
tro propio convencimiento. Y en este ambiente
de armonía, sin embargo, no puedo callar una
imputación que se ha realizado aunque no la
recogemos como que pueda alcanzarnos a los
hombres que representamos al Pacto Autonomista

Liberal de Corrientes. Se ha hablado del egoís-
mo, y creo que se ha dicho "el vil egoísmo neo-
liberal". No sé exactamente cuáles fueron las
palabras utilizadas; creo y quiero creer...

Sr. Solar¡ Yrigoyen. - ¿Me permite una inte-
rrupción, señor senador?

Sr. Aguirre Lanar¡. - Con todo gusto.
Sr. Solar¡ Yrigoyen. - Cuando hice esa men-

ción ni se me pasó por la mente el nombre de
su histórico partido. Me refería a doctrinas eco-
nómicas, a un liberalismo manchesteriano ac-
tualizado, con el que nosotros evidentemente no
coincidimos, y que ha sido reflejado en la ela-
boración de la escuela de Chicago, orientada por
Milton Fridman.

De manera que me place decirle que cuando
yo hablé no me refería para nada a la posición
de su partido.

Sr. Aguirre Lanar¡. - Agradezco la aclaración
y omito entonces otras expresiones posteriores
que quería realizar y que, desde luego, resultan
ya innecesarias.

En todo tiempo y lugar, y también en nuestro
país, se habla de la necesidad de reformas e
incluso de la necesidad de cambiar estructuras
anquilosadas que atentan contra el bienestar y
el progreso. Pero creo -y con el mismo respeto
con que he escuchado opiniones ajenas espero
ser escuchado en esta ocasión porque todo cuan-
to acá digamos nace de sinceras convicciones y
en modo alguno de un afán de agravio, que no
está en nuestra manera de ser- que, no obs-
tante los buenos propósitos perseguidos de dic-
tar una legislación que resguarde el legitimo
interés de los trabajadores, estamos perpetuando
algunas estructuras que son inexistentes, o están
perimidas, en otros paises democráticos y desa-
rrollados, como ha resultado claro de algunas
exposiciones realizadas precedentemente.

En modo alguno podemos intentar desvalori-
zar el rol importante de los trabajadores, y mu-
cho menos de los trabajadores argentinos. Ellos
han realizado y siguen realizando un aporte que
merece toda nuestra consideración. Simplemente
queremos decir que creemos que algunas dispo-
siciones no contribuyen a un desarrollo nacional,
que en forma alguna puede estar desvinculado
del papel que a los trabajadores les corresponde
en todo diálogo que se precie de democrático,
tic constructivo y de justo.

Consideramos que precisamente mantenemos
estructuras que no responden a lo que un con-
cepto moderno de las relaciones sociales está
mostrando en otros países. Entramos aquí nue-
vamente en el análisis de normas que rigen los
derechos y las obligaciones en las relaciones
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sociales. Y justamente entendemos que este pro-
yecto no introduce ciertas innovaciones que hu-
bieran sido convenientes sino que perpetúa en
la organización sindical un espíritu y un nor-
mativismo verticalista, que no condice con la
organización federal que felizmente en estos
días se ha exaltado, federalismo que no debe
existir solamente en el orden político, según lo
consagra formalmente nuestra Constitución ni
en el orden de las distintas relaciones que se
están debatiendo, a mi juicio , con justas postu-
laciones por parte de las provincias en su rela-
ción con el gobierno central, sino que tanibiéu
se debe intentar que exista en todos los órdenes
del ámbito sindical.

En efecto, entre otras cosas, se ha hablado
aquí -y es conveniente referirse a ello- de la
libertad sindical, libertad de organización sin-
dical que no solamente está receptada en el
artículo 14 bis de la Constitución Nacional -hoy
largamente recordada-, sino también en el Con-
venio Internacional 187, del que la Argentina
es parte por haberlo así dispuesto constitucio-
nalmente.

Podría decirse, señor presidente, que dicha
libertad está consagrada en el proyecto. Podría
recordarse -y es exacto- que el artículo 49
del proyecto de ley en examen, en su inciso a),
habla de que los trabajadores, entre sus derechos
sindicales, tienen el de constituir libremente y
sin necesidad de autorización previa, asociacio-
nes sindicales.

Incluso, señor presidente, los artículos 19 a 9"
otorgan una serie de garantías formales que pa-
recerían condecir con este principio previo. Pero,
en realidad, todos sabemos que estos sindicatos
que existirían como asociación por el simple
hecho de su inscripción, están desprovistos de
aquello que constituye la médula del poder sin-
dical.

No son ellos quienes pueden negociar colec-
tivamente, ni muchos menos quienes pueden
adoptar medidas de acción directa, como las lla-
maba el proyecto anterior, o medidas legítimas,
como lo expresa el proyecto que se va a san-
cionar.

Por lo tanto, esos sindicatos así constituidos
pueden realizar tareas asoeiacionales o de ca-
rácter general, pero son más bien una parodia
formal de lo que, todos sabemos, constituye el
verdadero poder sindical, aquel que realmente
configura un sindicato de nuestro tiempo.

De esta manera vemos que, mientras el con-
cepto moderno en las relaciones laborales privi-
legia los sindicatos de base, otra cosa ocurre con-
forme a la filosofía del proyecto que se va a
sancionar,

Reuni5n 28?

Principios de libertad y flexibilidad que están
buscando que el poder vaya de abajo hacia arri-
ba conforman el espíritu de las legislaciones más
avanzadas de países democráticos y adelanta-
dos; hoy se citaron los casos concretos de Espa-
ña e Italia, por hacer referencia a aquellos paí-
ses más acordes con nuestra tendencia y que tie-
nen una incuestionable y real democracia.

En el proyecto que consideramos, en cambio,
se privilegia un verticalismo que, evidentemen-
te, es contrario a esta dirección en otros países.

Por ejemplo, dentro de este orden de ideas
generales, se habla de sindicatos de empresa. El
artículo 10 del proyecto que estamos tratando
dice que se considerarán asociaciones sindicales
de trabajadores las constituidas por -y me re-
mito al inciso e) -"Trabajadores que presten
servicios en una misma empresa".

Esto significa lo que vulgarmente en doctrina
se conoce como sindicatos de empresas, pero he
aquí que esta definición, que es permisiva, está
contradicha en la práctica por el artículo 29,
cuando establece que: "Sólo podrá otorgarse per-
sonería a un sindicato de empresa, cuando no
obrare en la zona de actuación y en la actividad
o en la categoría una asociación sindical de pri-
mer grado o unión". De ahí que lo que se per-
mite por un lado, desde el punto de vista prác-
tico no será posible. Es decir que nos estamos
alejando de estas experiencias que un sentido
moderno y progresista aconsejan para adaptar-
nos a una organización como la que recordamos.

Cuando hablo de la conveniencia de los sindi-
catos de empresa, señor presidente, lo hago por-
que creo que ellos no servirán solamente en al-
gunos casos al normal y más exitoso desarrollo
de las empresas sino porque colaborarán al rés-
guardo legítimo de los intereses de los trabaja-
dores.

Este tipo de sindicato le da, como ocurre con
la legislación europea que estoy citando, una
mayor prevalencia a aquellos trabajadores que
están directamente implicados en los problemas
y a aquellos a quienes mejor se puede consultar
sobre su verdadera decisión en problemas que
directamente los afectan en su ámbito específico
y en su quehacer personalizado.

El sindicato de empresa puede agrupar a tra-
bajadores que están en mejores condiciones para
exigir incluso una mayor retribución o mejores
condiciones en su relación laboral porque cono-
cen fehacientemente la capacidad y las posibi-
lidades de la empresa que los nuclea, permitién-
doles asimismo afrontar de consuno, conocien-
do la realidad económica de la empresa en la
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que trabajan, las dificultades que pueda ocasio-
nar una situación momentánea de crisis.

No es, pues, en modo alguno una situación
teórica; es una realidad práctica que, creo, vale
la pena tener en cuenta.

Como comentario general, recogiendo algunas
críticas por todos conocidas sobre el proyecto
de ley en examen, debo destacar que se omite
legislar sobre prácticas desleales de los trabaja-
dores, siendo la que vamos a sancionar una ley
que regirá la relación de ambas partes, de obre-
ros y empleadores y, por ende, no parece justo
hablar solamente de prácticas desleales de unos
sin contemplar la posibilidad -que puede exis-
tir- de prácticas desleales de los otros.

Y bien, señor presidente, aunque se han for-
mulado muchas críticas yo no voy a recoger
todas ellas porque incluso no las comparto a
todas. Me voy a referir de manera muy sucinta a
algunos artículos en particular del proyecto en
consideración.

Se ha hablado del artículo 59, inciso d), alre-
dedor del cual se ha suscitado una gran discu-
sión, ya que se trata de uno de los tres artícu-
los principalmente cuestionados.

Creo que la redacción que se da, que por otra
parte no es una redacción original ni inédita
sino que tiene antecedentes que han sido re-
cordados en el curso de la discusión, encuentra
una fórmula feliz que en nada disminuye los de-
rechos y los intereses de los reclamos de los
trabajadores. Por eso, creo que de ninguna ma-
nera la redacción proyectada va a disminuir su
"status" o condición.

El artículo 16, en su inciso g), dice: "Régimen
electoral que asegure la democracia interna de
acuerdo con los principios de la presente ley,
no pudiendo contener como exigencia para pre-
sentar listas de candidatos a órganos asociacio-
nales, avales que superen el tres por ciento
(3 %) de sus afiliados". Creo que este número
es excesivamente mínimo, atento lo que pres-
cribe el artículo 50, que reza: "A partir de su
postulación para un cargo de representación sin-
dical, cualquiera sea dicha representación, el tra-
bajador no podrá ser despedido, suspendido sin
justa causa, ni modificadas sus condiciones de
trabajo, por el término de seis (6) meses". Creo
que si ocurriera una multiplicación inusitada de
listas -aspecto posible- esto sería sumamente
gravoso y un fin no querido por la ley.

En el artículo 38 se destaca que "Los emplea-
dores estarán obligados a actuar como agentes
de retención de los importes que, en concepto
de cuotas de afiliación u otros aportes deban

tributar los trabajadores a las asociaciones sin-
dicales de trabajadores con personería gremial".
Este asunto no es algo cuestionable pero el pro-
blema es que se introducen dos temas. En el
tercer párrafo del artículo se transforma al em-
pleador en deudor directo y además se destaca
que la mora se producirá de pleno derecho.

No es mi intención ni en modo alguno pre-
tendo eximir de culpa ni mucho menos de san-
ción a aquellos empleadores que no cumplan
con esta obligación, pero destaco algunas cir-
cunstancias que hipotéticamente pueden ocurrir.
Supongamos el caso de un empleador que no
haya realizado la retención por un defecto de
comunicación respecto al carácter del afilia-
do o a la afiliación de determinados trabajadores
o, algo más importante aún, la mora. Aquí la
mora se produce de pleno derecho y creo que
debería producirse luego de una intimación pre-
via. Esto es elemental, teniendo en cuenta el de-
recho de defensa establecido por la Constitu-
ción Nacional.

En el inciso c) del artículo 44 se establece que
los empleadores estarán obligados a "...conce-
der a cada uno de los delegados del personal,
para el ejercicio de sus funciones, un crédito de
horas mensuales retribuidas de conformidad con
lo que se disponga en la convención colectiva
aplicable". En realidad, estaríamos aquí frente
a un subsidio encubierto de los empleadores al
sindicato, lo que está en contra de normas que
dentro de esta misma ley enfatizan la necesidad
de preservar al sindicato de la influencia de los
empleadores.

En los artículos 45 y 46, que han sido objeto
de largo debate y no menos largas negociacio-
nes entre todos los bloques, encontramos un pro-
blema que a todos nos ha preocupado. Creo que
se ha llegado a una solución justa. Precisamen-
te, en alguna de las reuniones que mantuvimos
en la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
en el despacho del senador Britos, los represen-
tantes de los distintos partidos provinciales,
juntamente con integrantes de las dos bancadas
mayoritarias, manifestamos nuestra preocupación
por el número de delegados, que no es irrele-
vante para ciertos y determinados casos, y así lo
dejamos explicitado en ese momento.

Para quienes representamos a provincias don-
de lamentablemente no es común la existencia
de grandes industrias , pues contamos en nues-
tros territorios con pequeñas y medianas empre-
sas, el número de delegados no es un punto de
poca importancia, atento a que esas empresas
no son las que cuentan con mayores recursos y
reservas y, sin duda alguna, tiene relevancia este
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derecho que se ha otorgado. Por eso creo que
se ha llegado a una buena solución.

Pero aquí debo formular un reclamo para
quienes han establecido este consenso, porque
no se ha respetado el que nosotros habíamos lo-
grado, ya que según el texto que tengo a mi vis-
ta solamente se llegó a una solución en lo que
se refiere al artículo 45.

Recuerdo -y aquí se encuentran presentes
señores senadores que intervinieron en esa reu-
nión, que fue larga y en la que llegamos a un
acuerdo en cuanto al número de delegados-
que también fue materia de análisis el artículo
46, porque no se puede desligar un artículo del
otro. El primero habla del número de los dele-
gados, mientras que el segundo, al referirse a
la reglamentación de lo relativo a los delegados
de personal, establece que se obrará de modo tal
que se asegure y posibilite una adecuada tutéla
de los intereses y derchos de los trabajadores.
A tal efecto, según dispone el artículo, se debe-
rá tener en consideración la diversidad de sec-
tores, turnos y demás circunstancias de hecho
que hagan a la organización de la explotación
o del servicio. Precisamente, cuando se expusie-
ron algunas dudas respecto de la interpretación
de este artículo, resultó claro que de no estable-
cerse una mayor precisión en él, podría darse
el caso de que, por vía de turnos rotativos o por
otra circunstancia de hecho, se superara el nú.
mero de delegados que había sido establecido
previamente por el artículo anterior.

Lamento no haber guardado por escrito el
acuerdo al que habíamos llegado en ese momen-
to, entendiendo que lo habría hecho algún
integrante de la comisión. Pero invoco esta cir-
cunstancia para quienes están aquí presentes y
participaron de esa reunión, a fin de que reivin-
diquemos ese acuerdo.

Insisto en que habíamos llegado a una solu-
ción en estos dos artículos. Creo que podríamos
sintetizarla: no lo puedo decir de manera tex-
tual porque -repito- no he guardado copia de
la fórmula a que habíamos llegado. Pero como
párrafo final se debería decir que el número de
delegados a que se llegara por aplicación de
este artículo no podrá superar lo establecido por
los márgenes indicados en el artículo anterior.

Llegamos así al artículo 52, referido a la pre-
judicialidad. En aquella situación a que hice
referencia se continuó analizando y originó en
ese instante y por el curso de dos meses más
una disidencia recién salvada en el día de la
fecha por los bloques mayoritarios en el acuerdo
que han formalizado antes.

Reunión 281

Debo reconocer, señor presidente, que el de-
bate al que hoy he asistido, donde se expusie-
ron argumentos muy serios, me ha impresionado.
Las soluciones no me parecen adecuadas, pero
atento a ciertos argumentos, muy particularmen-
te de índole constitucional, que han sido for-
mulados en el día de la fecha, creo que el
acuerdo que se ha alcanzado está dentro de esos
límites constitucionales a que hice referencia.

Finalmente, para terminar con este análisis
particular que venimos realizando, reitero lo que
en la exposición en general expresé respecto al
desigual tratamiento que realizan los artículos 53
y siguientes, que hablan de las prácticas deslea-
les, al no incluir como posibles agentes de dichas
prácticas desleales a las asociaciones profesiona-
les.

Tales son, señor presidente, las críticas de
índole general, y en cierta manera filosóficas,
que dejamos planteadas. Estas son algunas de las
críticas que nos merecen los artículos que en
particular hemos definido.

Para tranquilidad de la Cámara, haciendo
economía procesal, no vamos a pedir modifica-
ciones en todos los artículos cuya crítica hemos
realizado, pero sí solicitamos la lealtad de los
colegas que han participado en la discusión,
para que tengan en consideración lo referente
al artículo 46, al que hice referencia hace un
momento.

Sr. Presidente . - Tiene la palabra el señor
senador por Formosa.

Sr. Vidal. - Señor presidente: como el tema
ha sido más que suficientemente analizado, sólo
quiero formular muy pocas apreciaciones acerca
del proyecto de ley sometido a nuestra consi-
deración.

(Lee) "Conocida es la adhesión del desarro-
llismo a los principios básicos de la presente
iniciativa. La dejamos expresada cuando, en
medio de circunstancias traumáticas de la vida
nacional, le dimos al país la histórica ley 14.455,
y la reafirmamos toda vez que el tema estuvo
en discusión. Hoy ratificamos explícita y taxa-
tivamente ese apoyo.

Vamos a votar favorablemente el nuevo pro-
yecto en consideración y estimamos positivo que
se hayan podido producir algunas reformas en
los artículos controvertidos, reformas que con-
tribuyen a atenuar lo que aparecía como un en-
frentamiento entre obreros y empresarios, un
enfrentamiento que debilita la coincidencia que
ambos sectores de la producción debieran lo.
grar en tomo a la necesidad común de modificar
las políticas económicas monetaristas y recesivas
todavía en aplicación, en favor de un programa
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de recuperación económica con un desarrollo
integral de las posibilidades ínsitas en el rico
catálogo de las riquezas naturales que posee
nuestro país.

Queda en claro, pues, que sostenemos los
principios generales de la ley, y que somos, al
mismo tiempo, partidarios de atenuar todos
aquellos aspectos que pueden conspirar contra
el proceso de formación del núcleo de la inver-
sión, aun cuando más no fuera por el efecto
indirecto de las aprehensiones que pudieran
suscitarse.

Todo aquello que implique mejorar en ese
sentido el texto cuenta desde ya con mi caluroso
apoyo.

Por último, quiero expresar que así como
apoyamos este proyecto vale la pena dejar muy
bien en claro que los trabajadores no recupera-
rán con su sola vigencia sus fuentes de trabajo
y sus salarios. De la misma forma, los empresa-
rios no lograrán la recuperación del proceso de
acumulación e inversión por el solo hecho
de que se hayan mejorado los anteriores pro-
yectos.

Para que unos y otros puedan alcanzar sus
reivindicaciones hace falta cambiar la política
de fondo.

De ahí, por encima de las diferencias que
puedan haber surgido frente a este problema,
urge avanzar hacia la consolidación de una am-
plia alianza de clases y sectores, capaz de ¡lo-
pulsar los cambios reclamados por la virtual
totalidad de la sociedad y por la inmensa ma-
yoría del pueblo".

Sr. Presidente. - Tiene la palabra el señor
senador por la Capital.

Sr. de la Rúa. - Señor presidente: voy a ser
muy breve.

El Senado de la Nación se dispone a sancio-
nar para luego enviar a la Cámara de Diputa-
dos este proyecto de ley referido a la organi-
zación de los trabajadores. Consideramos que la
organización de los trabajadores constituye una
institución fundamental en la sociedad y en la
vida del país.

Por eso nosotros acompañamos el esfuerzo de
dar el régimen legal con origen en un gobierno
democrático para el funcionamiento de las aso-
ciaciones que debe tener a su cargo la defensa
de los intereses de los trabajadores.

Es cierto que en esta ocasión estamos consi-
derando un nuevo proyecto, no obstante el trá-
mite que se inició hace casi dos años en este
Senado y la sanción que vino de la Cámara de
Diputados , lo que ha sido calificado como un

antecedente nuevo y excepcional en el trámite
de las leyes en el Parlamento.

Sobre esta cuestión haré sólo una reflexión.
La validez de este procedimiento depende de
que la Cámara de Diputados lo acepte como tal
al considerarlo y no insista en la tramitación del
proyecto que nos envió. Eso serviría para con-
validar el trámite que acá imprimimos a esta
cuestión, que quedaría así dentro del ámbito de
funcionamiento interno del Congreso. Es decir
que, entonces, éste es un trámite que depende
de que la otra Cámara también acepte la vía
que se ha emprendido.

Hecha esta aclaración de carácter formal,
quiero decir que sobre la materia de fondo he-
mos escuchado ya las opiniones de los senadores
Brasesco y Solari Yrigoyen, quienes han expues-
to con amplitud los puntos de vista de nuestra
bancada.

El senador Solar¡ Yrigoyen, con un perfil más
crítico, ha exhibido muchas de las discrepancias
que sostiene nuestro sector de acuerdo con la
doctrina y pensamiento de nuestro partido en la
materia.

Importa resaltar que la Unión Cívica Radical
ha asumido siempre como trascendente una or-
ganización fuerte, vigorosa e independiente de
los trabajadores , para la defensa de sus intere-
ses.

Este es un factor importante para el diálogo
social, el debate civilizado y el progreso en la
vida de los pueblos.

Nuestro sistema de organización sindical se
caracteriza por ser de tipo centralizado en una
organización única y obligatoria donde la liber-
tad sindical se manifiesta en la posibilidad del
trabajador de afiliarse o no, pero es un sistema
único y de carácter centralizado. Por esto quie-
ro llamar la atención respecto del proyecto de
ley que estamos considerando en aspectos que
a mi juicio no han sido suficientemente resal-
tados. ,, !Y I

Coincido desde luego, en general, con casi to-
das las manifestaciones anticipadas por los se-
ñores senadores Brasesco y Solari Yrigoyen. La
cuestión respecto de la que quiero exponer mi
preocupación se refiere a la acentuación del cen-
tralismo en el texto del proyecto. De acuerdo
con nuestra tradición y prácticas el sistema se
concentra o culmina en la organización única
-Confederación General del Trabajo-, y en la
existencia de las federaciones y los sindicatos,
que son excluyentes por cuanto hay uno solo
válidamente reconocido y que ejerce la repre-
sentación de los trabajadores y este proyecto de
ley acentúa aún más esa centralización.
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Esto resulta así de las normas que limitan
la posibilidad de crear nuevas organizaciones
sindicales. El artículo 28 establece que podrá
crearse un nuevo sindicato, aunque el número
de afiliados sea mayor que el existente, única-
mente cuando dicho número sea considerable-
mente mayor que el del sindicato anterior. Con
este se limita la posibilidad de aparición o
surgimiento de una nueva organización sindical
y, de hecho, se restringe incluso hasta el mis-
mo principio de libertad de afiliación.

Además, los artículos 29 y 30 limitan la posi-
bilidad de crear sindicatos de empresa o sindi-
catos por oficio. Estas disposiciones prohiben
la organización de estos sindicatos cuando ya
exista otro que ejerza la representación gené-
rica de los trabajadores del sector. Pero aun
cuando fuera posible la constitución de un sin-
dicato de empresas u oficio, éstos tendrían que
afiliarse obligatoriamente a la federación res-
pectiva, aceptando las facultades que ésta tiene
de intervención o sujeción al sindicato de base.

Además el proyecto de ley establece una serie
de poderes, privilegios y facultades que consi-
dero excesivos para la asociación de grado su-
perior. Esta no sólo representa a las asociacio-
nes de grado inferior -artículo 34- y asumo
la representación de todos los trabajadores del
sector por encima de los sindicatos de base
-artículo 35-, sino que tiene la facultad de
intervenir a las asociaciones de grado inferior
según el artículo 36. Este es un elemento que
denota el centralismo evidente del proyecto de
ley que está en consideración; es decir, que la
organización superior interviene y sujeta a sus
propias disposiciones a las asociaciones de gra-
do inferior que, de acuerdo con lo dispuesto por
el artículo 36, pueden ser intervenidas en los
casos y por las causales que regulen o establez
can sus propios estatutos. Se trata de una re-
solución que será recurrible ante la Cámara
de Apelaciones del Trabajo, recurso que no al-
canza a mitigar el excesivo centralismo que
señalo.

Además, ese recurso judicial tiene sus limita-
ciones establecidas en los artículos 59 y 60. Así,
el afiliado y la asociación de base no pueden ir
directamente a la justicia, no pueden ir directa-
mente al Ministerio de Trabajo como autoridad
administrativa para reclamar sus derechos, sino
que tienen que cumplir una instancia prejudi-
cial obligatoria ante la propia asociación gre-
mial de trabajadores que, de esta manera, se
constituye en una instancia previa como una
forma de agotar la vía gremial antes de concu-
rrir ante la autoridad o al poder público repre-
sentado por el ministro de Trabajo o los tri-

Reunión 2S

bunales de justicia. Este es el espíritu que, por
otra parte, sobre esta misma cuestión resulta del
texto del artículo 64. Confío en que este ar-
tículo se interprete estableciendo en la aplica-
ción práctica un adecuado equilibrio entre la
autonomía sindical y el contralor necesario que
deben ejercer los poderes públicos.

Este artículo 69 establece que "los poderes
públicos y en especial la autoridad administra-
tiva del trabajo, los empleadores y sus asocia-
ciones y toda persona física o jurídica deberán
abstenerse de limitar la autonomía de las aso-
ciaciones sindicales, más allá de lo establecido
en la legislación vigente".

Yo coincido en que esto debe ser así respecto
de los empleadores u otras personas físicas o ju-
rídicas, pero cuando se trata de los poderes pú-
blicos, entre los cuales está el propio Congreso
de la Nación y el Poder judicial, una limitación
de este tipo puede resultar excesiva, cuando la
organización sindical debe ser susceptible del
contralor judicial, del cual ningún ente público
o privado está exento.

De modo que no se pueden crear islas que
sean ajenas al contralor de los poderes públicos
y en especial del Poder judicial.

Aquí se dice "más allá de lo establecido en
la legislación vigente". Y los casos que la mis-
ma ley establece para la posibilidad de actua-
ción de la justicia son realmente limitados. Lo
mismo en lo que se refiere a la actuación del
Ministerio de Trabajo, que en este proyecto se
encuentra privado de la natural facultad de ins-
pección. Al mismo tiempo desaparece la obliga-
ción del sindicato de llevar una contabilidad
para el contralor de la autoridad de aplicación,
al igual que una contabilidad separada para las
obras de carácter social o semejantes. El Minis-
terio de Trabajo, que es la autoridad de aplica-
ción, debe pedir las medidas al juez o al tribu-
nal, segur el caso, y carece de las facultades
naturales de inspección o contralor que deberían
ser propias de un régimen como éste.

Es decir, señor presidente, que se acentúa el
centralismo. Y más que la autonomía, se afirma
el aislamiento, un aislamiento que pone al sindi-
cato fuera de las posibilidades del necesario con-
tralor. Necesario, por cuanto se trata de sindica-
tos únicos que son los que ejercen con exclusi-
vidad la representación de los trabajadores. ¿Có-
mo quedan ellos frente una organización de
este tipo? Por ello, mi preocupación se refiere
al derecho de los afiliados y de los trabajadores.

Digo que esta ley no es para los trabajadores
ni para los afiliados sino para los dirigentes, que
tienen un poder omnímodo, absoluto; los de arri-
ba sobre las organizaciones de base y las organi-
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zaciones en general, sobre los afiliados o los
trabajadores. Cuando éstos tienen que reclamar
por algún derecho deben acudir primero a la vía
gremial y al cabo de un tiempo, cuando se re-
suelva la cuestión, recién al Ministerio de Tra-
bajo y sólo más tarde, a la justicia. ¿Por qué se
los priva de la garantía de justicia pronta e in-
mediata, como debe ser en un régimen jurídico?

Yo comprendo las desconfianzas que han de-
jado las heridas pasadas, las dificultades creadas
y los padecimientos sufridos por la intromisión
de regímenes de facto en la vida de los sindi-
catos, y que por eso quieran poner como una
coraza legal para evitar cualquier forma de in-
tromisión. Pero no es intromisión lo que puede
ocurrir en un régimen democrático, en el marco
de la República y con la vigencia de la Consti-
tución; es el control natural para el equilibrio
en la sociedad y la vigencia efectiva de los de-
rechos de todos.

Por eso, en este marco es que me he preocu-
pado y manifiesto mi opinión discordante con la
mayoría de nuestro bloque sobre la forma de re-
gular la estabilidad o la prejudicialidad respecto
a la estabilidad sindical, una estabilidad que
sólo puede hacer cesar la federación o el sindi-
cato superior según la norma que le permite, por
resolución de su congreso, dar por terminadas
las funciones del delegado. Cesa, así, como dele-
gado y entonces sí puede ser excluido.

Señor presidente; estas reflexiones me pare-
cen necesarias porque debíamos haber avanzado
en una ley que estableciera un mayor equilibrio
democrático en la estructura de las organizacio-
nes sindicales. Habrá que avanzar en eso.

Como dijo el señor senador Brasesco, este
proyecto tiene defectos y es perfectible. Lo im-
portante es que se está avanzando en el sentido
de otorgar una ley para la organización de los
trabajadores argentinos. Lo importante, también,
es que el espíritu con que la ley se aplique res-
ponda al espíritu y vocación democráticos de
nuestro pueblo y de los trabajadores argentinos,
y que con el fortalecimiento de las estructuras
sindicales se consolida un ámbito de diálogo y
de debate en la sociedad para la construcción
y la creación que el país necesita en este tiem-
po, y no para el enfrentamiento y la destruc-
ción.

Los argentinos precisamos pensar entre todos
acerca de los factores de nuestra recuperación
y engrandecimiento. Necesitamos a los trabaja-
dores argentinos y su representación, no sólo en
el disenso, en la confrontación o en la reivindi-
cación incluso legítima, sino también en el
aporte constructivo para crear una alianza de
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la producción y del trabajo, que permita al país
superar los factores de la demora y del atraso,
así como de la crisis profunda en que nos en-
contramos.

Por eso, señor presidente, dejo expuesto con
estas breves consideraciones mi punto de vista,
señalada una preocupación y manifestada tam-
bién una esperanza.

Ojalá que éste sea un hito en la consolidación
de la vida democrática argentina, que se hará
más fuerte cuando haya organizaciones sindica-
les vigorosas y democráticas. Y más todavía:
cuando la vida democrática, el respeto a las mi-
norías, la vocación de diálogo sean la expresión
de responsabilidad de los dirigentes que repre-
sentan al conjunto de los trabajadores; cuando
no haya avasallamiento de las organizaciones
centrales hacia las de base; cuando no exista
negación de los derechos de los afiliados o de
los trabajadores, y cuando la ley sirva para cons-
truir un elemento que fortalezca la democracia
y no para debilitar los derechos que correspon-
den a los afiliados y a los trabajadores.

Soy consciente de que formulo estas observa-
ciones sobre textos que envió al Congreso de la
Nación el propio gobierno al que pertenezco y al
que acompaño. Pero, en el marco de la liber-
tad de opinión y de pensamiento, consideré que
era mi deber señalar esta preocupación, aludir
a estas circunstancias con el propósito de que
en la aplicación práctica de la ley, puedan evi-
tarse las deformaciones que causan el centralis-
mo y el aislamiento. Y que, en cambio, sean
reemplazadas por las ideas constructivas de la
autonomía, del diálogo, del respeto a los dere-
chos de todos. Así, señor presidente, dejo ex-
puesta, brevemente, mi opinión.

Sr. Presidente. - Tiene la palabra el señor
senador por Córdoba.

Sr. Grosso. - (Lee): "Señor presidente: el exa-
men del proyecto de ley sindical es, desde todo
punto de vista, una cuestión fundamentalmente
política, puesto que está vinculado a la visión
que se tenga de la estructura de la sociedad y
del papel que, dentro de ella, se quiera otorgar
al Estado".

-Ocupa la Presidencia el señor vicepresidente
2° del Honorable Senado, senador Jorge D.
Solana.

Sr. Grosso.-No es una afirmación baladí,
entonces, pues el sindicato es expresión de la
fuerza social, de poderío político y de induda-
ble e innegable influencia económica.

De allí que ciertos regímenes, desde que los
trabajadores comenzaron a organizarse con vis-
tas a la mejor defensa de sus intereses, han pre-
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tendido por todos los medios contar no ya con
la adhesión sindical sino con el control de sus
actividades.

Por el contrario, los regímenes opuestos busca-
ron limitar o eliminar la gestión sindical a efec-
tos de evitar consecuencias que de ella deriven
ante la posibilidad de maniobras de los propieta-
rios de los bienes de capital.

Las concepciones democráticas de base social,
por su parte, han reconocido el papel fundamen-
tal que tiene el sindicato en la sociedad moder-
na como entidad intermedia representativa de
los intereses de un sector ponderable de la po-
blación activa sin otorgarle preeminencia sus-
tancial en desmedro de otros grupos, y dejando
a unos y a otros librados al juego voluntario de
sus integrantes.

La Argentina, como no podía ser de otro mo-
do, no ha escapado a estos moldes, y como la vi.
vencia de los sindicatos nacionales adquiere im-
portancia, cuando aparece el fenómeno indus-
trial al promediar el siglo, su historia se rela-
ciona y entronca con el signo vigente en la épo-
ca.

Tanto es así que en nuestro país, cuando los
sindicatos comienzan a tener vida e influencia
propia en las relaciones socioeconómicas argen-
tinas, en síntesis relaciones de poder, son in-
fluenciados por el Estado y pasan a ser pater-
nalmente organizados a partir de una decisión
gubernamental que se traduce en el decreto ley
23.852 de 1943.

Se genera entonces un sindicalismo de Estado
en tanto su nacimiento, desarrollo y gestión es-
tán determinados desde el poder, y a él deben
someterse los trabajadores que deseen formar
parte y actuar en un sindicato,

Varias son las pautas que fundamentan esta
afirmación. En primer lugar, no existen sino los
sindicatos que se organizan conforme lo deter-
mina la ley, lo cual excluye la expresión libre y
voluntaria de los propios trabajadores.

En segundo término, no existe sindicato legal
si no ha sido reconocido por el Estado, de donde
la admisibilidad de la gestión gremial depende
de una decisión política del gobierno y no de la
expresión auténtica de la voluntad de los traba-
jadores.

En tercer lugar, sólo existe un solo sindicato
por actividad con personería, lo cual excluye la
posibilidad de los trabajadores de promover otra
forma de asociación distinta a la existente si
aquélla ofreciera mejor posibilidad de defensa
de sus intereses concretos.

En cuarto término, como consecuencia de la
existencia de un solo sindicato, se impide la par.
ticipación de los sectores minoritarios en el único
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sindicato y se admite su asociación política con
un partido, de forma tal que las minorías están
obligadas a cotizar y a sostener a un gremio que
no los representa política ni ideológicamente y,
con ello, se ven violentadas sus posibilidades de
hallar respeto a su libertad de pensamiento y
expresión.

Se ha sostenido por quienes defienden esta
concepción sindical que esta forma asociacional
tiende a asegurar la unidad de la representación
de los trabajadores y con ello se pone freno a la
atomización sindical, de modo tal que fortale-
ciendo la unidad de los trabajadores se asigna
a éstos un mayor poder frente a los empleadores
y a la necesidad de defensa de los intereses
obreros. También se ha sostenido que el Estado
debe asegurar estos objetivos atento a su finali-
dad de protección de los trabajadores.

Por el lado contrario se afirma que tal modo
organizativo conspira contra la libertad de aso-
ciación de los trabajadores, somete al sindicato
a los dictados políticos del poder, que no nece-
sariamente coinciden con los intereses concretos
de los trabajadores, reprime y elimina las mino-
rías sindicales torturando las expresiones políti-
cas diferentes, burocratiza a la dirigencia, que
no encuentra exigencias de promoción ante sus
representados y genera, finalmente, un polo de
poder corporativo que resulta desplazando del
ejercicio de la política a los partidos y, con ello,
desmintiendo la esencia constitucional republi-
cana.

Afirma el senador Gino Giugni, presidente de
la Comisión de Trabajo del Senado italiano,
quien también es catedrático de Derecho del
Trabajo en Roma, y que hace poco nos visitara,
que es preferible correr el riesgo de la atomiza-
ción a poner en peligro el valor de la libertad,
y es una buena opinión. Históricamente el sin-
dicato organizado desde el Estado y único por
rama de actividad, ha sido el que creó la Carta
del Lavoro en Italia y el gobierno franquista de
España, como los que subsisten en algunos paí-
ses de la órbita socialista. Es por ello que, su-
perada esta etapa, la constitución italiana de
1948, en su artículo 39, prescribe que está ve-
dado al Estado intervenir ni con la legislación
ni con la actividad administrativa en el ejercicio
de la autonomía colectiva de los trabajadores.
Bastará para la actuación sindical que, consti-
tuido un sindicato por los trabajadores, éstos lo
inscriban en un registro oficial para que de ese
acto se derive la atribución de la personería jurí-
dica suficiente.

Pero incluso, el sindicalismo italiano ha re-
huido tal inscripción y normalmente ha funcio-
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nado como asociación civil no registrada, y no
por ello no sólo no ha dejado de actuar - y ac-
túa en la vida social de Italia-, sino que ha
suscrito todos los convenios colectivos que regu-
lan la vida laboral de aquel país desde 1948 a
la fecha.

Y por si fuera poco, las tres centrales sindicales
de Italia, la Confederación General Italiana del
Trabajo, la Confederación Italiana de Sindicatos
de Trabajadores y la Unión Italiana del Trabajo,
que representan las corrientes de opinión comu-
nista, socialcristiana y socialistas y otros, respec-
tivamente, han convenido en los últimos tres
años la formación de representaciones locales y
regionales unitarias, formadas por representan-
tes de cada uno de los nucleamientos y por dele-
gados elegidos por los propios trabajadores de-
mocráticamente, para ejercer acciones conjuntas
de defensa de los intereses laborales, sin que
en ello haya intervenido el Estado en forma al-
guna.

Esto no ha impedido que a los fines de la re-
presentación sindical en la empresa, la ley 300
de 1970, denominada Statuto del Lavoratori, ha-
ya previsto otorgar reconocimiento al sindicato
más representativo, a los fines no de reglamen-
tar la actividad sindical sino de garantizar a
los sindicatos un sostenimiento que les confiera
una mayor eficacia en sus acciones dentro de
la empresa y en el campo de interferencia en
los derechos del empleador, a efectos de perse-
guir la satisfacción jurídica de los propios inte-
reses laborales.

En España ha ocurrido, luego de su inserción
en el campo de la democracia europea, un pro-
ceso similar. La Constitución de 1978, que rige
a los españoles, en el artículo 28 ha reconocido
a los trabajadores la plena libertad de sindica-
tos sin límite ni cortapisa alguna. Los sindica-
tos serán reconocidos por el mero hecho de
acreditar su existencia con sus estatutos, autori-
dades y padrón de afiliados. El Estatuto de los
Trabajadores, que es ley desde 1980, y el
Acuerdo Marco Interconfederal del mismo año,
suscrito entre el gobierno, la central empresa-
ria y la central obrera, establecen el reconoci-
miento de los comités de empresas y de los de-
legados de empresas y el derecho además de
los sindicatos de designar sus delegados en las
empresas por el solo acto de demostrar feha-
cientemente su existencia.

Francia, para completar un rápido pantallazo
de las naciones desarrolladas y democráticas,
sólo pide para el reconocimiento del sindicato
que éste deposite ante el procurador de la Re-
pública una copia de su estatuto y la nómina
de sus autoridades según la ley 411.

En nuestro país, obviamente, se ha seguido la
corriente contraria.

Esta afirmación indica, entonces, que la Ar-
gentina está en este aspecto en discrepancia con
los países más avanzados del mundo en materia
de legislación sindical y se opone a la doctrina
sentada desde la Organización Internacional del
Trabajo (OIT), cuya Convención 87, dictada en
San Francisco en 1948 y que es ley para nues-
tro país, puesto que adhirió a ella por la ley
14.932, expresa contenidos fundamentalmente
opuestoc_

Efectivamente, la Convención 87 sobre liber-
tad sindical sostiene que los trabajadores sin
ninguna distinción y sin autorización previa tie-
nen el derecho de constituir las organizaciones
que estimen convenientes, así como el de afi-
liarse a estas organizaciones, con la sola condi-
ción de observar los estatutos de las mismas.
Atribuye también a los trabajadores el derecho
de redactar sus estatutos y reglamentos admi-
nistrativos. el de elegir libremente sus repre-
sentantes, el de organizar su administración y
sus actividades y el de formular su programa de
acción. Las autoridades públicas -añade- de-
berán abstenerse de toda intervención que tien-
da a limitar este derecho o a entorpecer su
ejercicio legal.

Así las cosas, el proyecto en tratamiento por
el Congreso Nacional, en este aspecto, no se
compadece con la más moderna doctrina inter-
nacional. No resulta coincidente con los prin-
cipios que se restrinja la ejecutoria de la vo-
luntad colectiva autónoma de los trabajadores,
limitando sus posibilidades de sindicalizarse
conforme con sus auténticos y libres deseos de
darse la organización que más convenga a sus
intereses profesionales y aun políticos, y me-
nos todavía sometiendo sus estatutos y sus for-
mas de funcionamiento a un control estatal.

Tampoco se compadece este proyecto con la
tradición partidaria, al menos de los años cua-
renta, cincuenta y sesenta. Baste a esos efec-
tos recordar el informar de Moisés Lebensohn
al I Congreso Gremial de la U.C.R. en 1949,
cuando consideraba al entonces vigente de-
creto ley 23.852 como una expresión limitativa
de la libertad sindical por su condición de nor-
ma estatizante y su criterio privilegiante de un
solo sindicato por actividad.

No es menos importante recordar a esos efec-
tos las intervenciones de los diputados Juan
Manuel Casella Piñero, Antulio Pozzio, Carlos
Becerra, Carlos Perette, Mario Bernasconi, Ar-
noldo Kronhaus y Palmiro Bogliano, en el de-
bate del 24 de julio de 1958 en la Cámara jo-
ven del Parlamento argentino, en oportunidad
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de debatirse el proyecto que luego fuera la ley
14.455.

Aquellos viejos luchadores del radicalismo se
opusieron en forma brillante al proyecto que
consagraba los mismos principios que se han
repetido después y aun hoy. En el mismo senti-
do, podemos mencionar que en el debate del
proyecto que luego fuera la ley 20.615, en la
sesión del 15 de noviembre de 1973 en el Sena-
do Nacional, los legisladores del radicalismo Hi-
pólito Solar¡ Yrigoyen, Carlos Perette y Luis
León, reiteraron los argumentos dados en 1958.

Esta tradición se quebró en la Cámara de Di-
putados pues la representación radical presente
en el tratamiento del proyecto venido en revi-
sión del Senado, para ser luego la ley 20.615, se
limitó a cuestionar la inexistencia de la repre-
sentación de las minorías en la palabra de los
diputados Bravo y Costarelli y a exaltar las vir-
tudes de la iniciativa en la voz del diputado
cordobés Jorge Arraya.

Finalmente, en la plataforma electoral nacio-
nal aprobada por la Convención Nacional de la
Unión Cívica Radical en julio de 1983, en rela-
ción con el tema sindical, se propuso la deroga-
ción de la actual ley 22.105, dictada durante
el proceso , y su reemplazo por otra que contem-
plara los siguientes aspectos: a) organización au-
ténticamente democrática; b) participación prin-
cipal y creciente de los trabajadores en las deci-
ciones del sindicato; e) defensa de los intere-
ses profesionales con prescindencia de toda
cuestión política partidista; d) representación
de las minorías; e) reconocimiento de persone-
ría gremial al sindicato más representativo; f)
garantías efectivas respecto de la afiliación y
desafiliación; g) régimen electoral que garan-
tice la democracia interna; h) efectiva estabili-
dad de los representantes gremiales, antes, du-
rante y después de su mandato; i) recursos ju-
diciales sumarios contra lesiones a los derechos
sindicales de los afiliados; j) derecho de afilia-
ción de un sindicato de primer grado a uno de
segundo y prohibición de intervención de éste
sobre aquél; k) facultad del Ministerio de Tra-
bajo de controlar económica y financieramente
al sindicato y de suspender y cancelar la per-
sonería previo recurso judicial.

Esta plataforma acepta por primera vez de
modo explícito la potestad estatal de regular la
vida sindical. También acepta por primera vez
la existencia del sindicato único; se mantiene,
claro está, el precepto democrático en la orga-
nización, elección de autoridades y representa-
ción de las minorías . Pero se sigue depositando
la facultad controladora en el Ministerio de Tra-

Reunión 28°

bajo y, obviamente, se mantiene la negativa de
permitir la adhesión partidaria del sindicato.

El actual proyecto de ley no se compadece
totalmente con la plataforma radical . Haremos
un análisis breve del tema: a) la disposición
del artículo 16 inciso g), que indica que los
avales para presentar lista nunca deben superar
el tres por ciento de los afiliados, está demos-
trando que la organización nunca será democrá-
tica ya que el tres por ciento admitivo es prohi-
bitivo de la participación. Tomemos, por ejem-
plo, un sindicato organizado como unión, es de-
cir, con personería de primer grado para todo
el país, con cien mil afiliados. ¿Cómo hace un
grupo de trabajadores del interior para promo-
ver una lista de candidatos que aspire, al menos
a ser minoría si se requieren tres mil avales,
cuando en ninguna ciudad del interior ese gre-
mio supera los mil o dos mil afiliados? ¿Cómo
se mueve para recorrer distancias buscando ava-
les? ¿Quién financia esa demanda?

Los artículos 40 y 41 le otorgan al delegado
en la empresa, el carácter de representante del
sindicato -al que debe estar afiliado- y no
de los trabajadores.

Se admite, sí, la participación de las minorías
en el inciso d) del artículo 89, pero no en los
órganos ejecutivos, y no se trata la posibilidad
de la participación partidaria del sindicato.

Ciertamente, no se cumple aquello de las ga-
rantías respecto de la afiliación y desafiliación,
pues todo se difiere a los estatutos del sindicato,
lo que no está de acuerdo con la plataforma,
pero lo considero beneficioso.

Se ratifica el criterio de otorgar personería al
sindicato más representativo, con lo que se cum-
ple la plataforma partidaria en los artículos ..
a 36, consagrando el unicato sindical.

Considero que se desnaturaliza el precepto
de nuestra plataforma de otorgar efectiva esta-
bilidad a los representantes gremiales con la
instauración del principio de la prejudicialidad
que establece el artículo 52 del proyecto, crean-
do un verdadero fuero sindical.

Al respecto, resulta bastante protección del re-
presentante legal la imposibilidad de despedir
sin justa causa bajo pena de abonar las remune-
raciones del período que falte para completar
el mandato y un año más, como fue legislado
en las leyes precedentes. Si se hubiera deseado
ampliar la cobertura, podría haberse elevado a
dos años el período posterior al mandato, pero
no crear un fuero sindical que estimamos que,
como todos los fueros, queda suprimido por el
artículo 16 de la Constitución Nacional.
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No existen recursos contra lesiones a los de-
rechos sindicales de los trabajadores, lo que se
establece en el inciso i) de la plataforma.

Se vuelve a admitir la intervención de un sin-
dicato de primer grado por uno de segundo
grado, contra el inciso j) de la plataforma.

Finalmente, se admite en exceso todo tipo de
injerencia estatal, lo que vuelve a otorgar ca-
rácter de sindicato de Estado a las organizacio-
nes gremiales, conforme a los proyectados artícu-
los 16 a 20 inclusive, y todo lo referente al con-
tralor por la autoridad administrativa del traba-
jo, en esta última parte, de acuerdo con el in-
ciso k) de la plataforma partidaria.

Señor presidente: éstas son consideraciones ge-
nerales que muestran a las claras cómo la Unión
Cívica Radical, que no es un partido sectario ni
dogmático ideológicamente, como si estuviera
presagiando a partir de 1973 las horas aciagas
que vivieron los argentinos, hace efectivo aque-
llo de que el que gana gobierna y el que pierde
ayuda. En un esfuerzo constante, la Unión Cí-
vica Radical busca coincidencias fundamentales
que propendan al reencuentro y a la unidad na-
cional, dejando de lado aspectos doctrinarios que
nos son muy caros, pero que deben ceder ante
el interés del conjunto.

Y eso es lo que hacemos hoy: un esfuerzo por
las coincidencias, con la mira puesta en los inte-
reses superiores, como muestra de la madurez
política que hemos alcanzado y que pretende-
mos que perdure. Además, nuestra flexibilidad
ante un proyecto que ofrece los reparos que
apuntábamos, y también la flexibilidad de los
señores senadores de las distintas bancadas, nos
permiten hoy darles a los trabajadores esta ley
que la democracia les estaba debiendo, una ley
que es perfectible, y, por lo tanto, objetivo de
nuestra tarea para adecuarla a nuestras tradicio-
nes sobre el tema.

Sr. Presidente (Solana). - Tiene la palabra el
señor senador por San Juan.

Sr. Bravo. - (Lee) "Señor presidente: con res-
pecto al proyecto sobre asociaciones sindicales
de trabajadores, que estamos tratando, anticipo
el voto favorable de nuestro bloque. Deseo ma-
nifestar que los términos 'medidas de acción di-
recta', artículo 59, inciso d), deben interpretarse
en el contexto general del derecho positivo."

-Ocupa la Presidencia el señor presidente
provisional del Honorable Senado, senador Edi-
son Otero.

Sr. Bravo. - "Esto es, que ninguna medida de
acción directa podrá ser justificada si, por ejem-
plo, ella lleva implícita la comisión de un deli-
to. Por ello entendemos que cuando la lev dice

medidas de acción directa lo hace en la inteli-
gencia de que esas medidas deben ser legítimas,
es decir medidas legales, conformes a la ley y
al derecho.

No cabe ninguna otra interpretación. Lo con-
trario sería violar a través de esta ley el resto
de la legislación que conforma nuestro derecho
positivo.

Asimismo entendemos que esta aclaración no
es superflua o que está sobreentendida y la
consideramos necesaria a los fines de la inter-
pretación acabada de la letra y el espíritu de
esta norma.

Con referencia al artículo 45, que establece
el número mínimo de trabajadores que repre-
sentarán a los sindicatos en las empresas, nues-
tra opinión es que en su redacción se observe
el siguiente número por cada establecimiento:
de 10 a 50 trabajadores, un representante; de
51 a 100 trabajadores, dos representantes y
de 101 trabajadores en adelante, un represen-
tante más cada cien trabajadores.

En todo lo demás el artículo 45 queda redac-
tado tal como lo expresa el proyecto de ley en
examen.

El número de trabajadores de una empresa se
eleva en mi propuesta, de 10 a 50, en vez de
5 a 15, como lo hace la sanción de diputados.
Este criterio propuesto que modifica el número
de representantes, está fundamentado en el he-
cho de considerar a una empresa de hasta 50
obreros y empleados como chica a mediana, si
tomamos como parámetro el número de su per-
sonal dependiente. Por supuesto hay otros dos
criterios para clasificar el tamaño de una em-
presa en chica, mediana y grande, que son el
capital y el volumen de sus ventas.

Pero en el proyecto que consideramos el
parámetro que se toma es el número de traba-
jadores. Por lo tanto, la empresa que tiene en-
tre 10 y 50 trabajadores es una empresa chica.
De allí, entonces, que agregar dos representan-
tes más no resulta adecuado para obtener una
relación coherente, relación que también debe
ser armónica, y para el caso de disensos el re-
presentante tendrá por supuesto el respaldo de
su sindicato.

En consecuencia, considero que el número
propuesto es el que se ajusta a la realidad de
lo que sucede hoy en las empresas, que cuen-
tan ya con un delegado y un subdelegado, y
cuyo tamaño promedio no excede el número
de 50 trabajadores.

Con respecto al artículo 52 del proyecto en
tratamiento, debemos poner de manifiesto la
necesidad de una ajustada interpretación de la
letra de este artículo. Sobre todo en su primer
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párrafo, donde se determina con precisión que
el juez o tribunal competente podrá disponer
la suspensión de la prestación laboral como me-
dida cautelar cuando la permanencia del cues-
tionado en su puesto, o el mantenimiento de sus
condiciones de trabajo, pudiera ocasionar peli-
gros para la seguridad de las personas o bienes
de la empresa.

Aquí, si bien por la redacción aludida, la me-
dida cautelar será dispuesta si la permanencia
en su cargo pudiere ocasionar peligros para las
demás personas o bienes de la empresa, se pone
de relieve primero la facultad judicial, al decir
"podrá disponer la suspensión", que deberá ser
interpretada no como una concesión o excep-
ción a los principios generales que rigen en
nuestro derecho, debiendo primar entonces el
interés general sobre el interés particular del
empleado cuestionado. Es decir, que quien está
facultado por la ley deberá interpretar que pri-
mero se deberá atender la salvaguarda del in-
terés general, que en este caso será el del resto
dedos obreros y empleados y los bienes de la
empresa, fuente de trabajo de todos y no úni-
camente del empleado cuestionado.

Más aún, deberá atenderse este principio de-
bido a que se trata de dirigentes cuya respon-
sabilidad es mayor.

Señor presidente: las consideraciones expues-
tas -deseo ser muy concreto y breve- son
coincidentes con las opiniones vertidas por los
señores senadores que han hecho uso de la pa-
labra.

Este es el resultado positivo que se ha lo-
grado al ponernos de acuerdo los distintos blo-
ques y posibilitar así la sanción de este pro-
yecto de ley. Debo destacar la real buena vo-
luntad puesta de manifiesto por mis colegas
que han dado pruebas acabadas de querer lle-
gar a este consenso de opiniones que permitió
la redacción de estos artículos, atendiendo a las
realidades de los sectores interesados, tanto
obreros como empresarios. De la común unión,
seria y responsable en el trabajo y la adecua-
ción de la política económica a las realidades
que vivimos, surgirá el crecimiento y bienestar
que tanto anhelamos para todos los argentinos".

Sr. Presidente (Otero). - Tiene la palabra el
señor senador por Jujuy.

Sr. Martiarena . - Señor presidente: debo co-
menzar mi exposición haciendo una pequeña
digresión. Una publicación del diario "La Na-
ción" de hoy afecta en cierto sentido la opinión
que he vertido en la reunión de ayer.

Dicho periódico realizó la crónica de mi par-
ticipación de la siguiente forma: "... Por su par-
te, el justicialista Humberto Martiarena (PJ - Ju-

juy) tampoco aprobaba completamente el envío
de Diputados...". Y agrega: "... El cuerpo apro-
bó luego el tratamiento sobre tablas del proyecto
de ley de asociaciones sindicales, a pesar del re-
chazo de los senadores justicialistas Humberto
Martiarena (Jujuy) y Horacio Bravo Herrera
(Salta) ...".

Me veo obligado a llamar la atención de los
integrantes de la Cámara para dejar perfecta-
mente establecido en el Diario de Sesiones que
esta interpretación resulta totalmente equivo-
cada.

Yo mencioné el artículo 71 de la Constitución
Nacional. Seguramente el periodista leyó sólo la
parte primera de esta disposición sin advertir
que la referencia era respecto del resto del tex-
to del citado artículo. Si bien es cierto que en su
parte primera expresa: "Ningún proyecto de ley
desechado totalmente por una de las Cámaras,
podrá repetirse en las sesiones de aquel año .. ",
ésta es sólo una de las hipótesis que contempla
el artículo. La otro está contenida en el párrafo
siguiente que dice: "Pero si sólo fuese adiciona-
do o corregido por la Cámara revisora, volverá
a la de su origen; y si en ésta se aprobasen lrs
adiciones o correcciones por mayoría absoluta,
pasará al Poder Ejecutivo de la Nación. Si las
adiciones o correcciones fuesen desechadas, vol-
verá por segunda vez el proyecto a la Cámara
revisora, y si aquí fueren nuevamente sanciona-
das por una mayoría de las dos terceras par-
tes...".

Mi interpretación constitucional de este ar-
tículo no es la de que si un proyecto es recha-
zado, no pueda ser nuevamente considerado, sino
de que habiendo sido modificado por la Cámara
revisora y vuelto a la de origen, ésta solamente
podrá pronunciarse aprobando o desechando las
modificaciones introducidas.

Dejo hecha esta apreciación, que es una espe-
cie de adición a lo manifestado ayer, porque
me interesa aclarar la errónea o equivocada in-
terpretación que de mis palabras difundió el
diario "La Nación», colocándome en una posi-
ción que no es la que he sostenido.

Este punto tiene importancia porque me he
pasado la vida dentro de este Partido justicia
lista donde defendemos las posiciones del sec-
tor de los trabajadores, al que consideramos
-según las enseñanzas del general Perón- co-
mo la columna vertebral de nuestro movimiento
y lo más ponderable que tiene la República para
asegurar sus posibilidades de progreso.

Y quien lea esta publicación puede pensar que
yo me he opuesto a que se sancione el proyecto
de ley de asociaciones profesionales. Consta a
los señores presidentes de bloque que con una
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actitud ya por demás machacante, en cada opor-
tunidad en que nos hemos reunido he insistido
en que realizáramos sesiones para tratar este
proyecto como primera prioridad. Y consta en el
Diario de Sesiones que la preferencia que el
cuerpo ha otorgado para el tratamiento de este
proyecto de ley fue a raíz de una moción que yo
formulé, de manera que sólo resta pedir perdón
a la Presidencia y a los señores senadores por
este énfasis con que dejo perfectamente estable-
cidas las cosas.

He querido que se tratara el proyecto y que
se sancionara la ley, sobre la base del aprobado
por el Senado, modificado por Diputados, y
vuelto en revisión. La interpretación que el
cuerpo ha dado es distinta, en el sentido de que
se debe tratar un nuevo proyecto, que se ha
presentado como una nueva iniciativa. Dejo en-
tonces aclarado esto no solamente para una sa-
tisfacción personal sino también para dar satis-
facción a lo que yo, modestamente, puedo re-
presentar dentro de mi partido y de mi movi-
miento.

Paso a otra cosa. He escuchado con mucha
atención todas las manifestaciones que se han
vertido en este recinto acerca del tratamiento de
esta ley. Es una norma que se vincula mucho
con nuestro sentimiento y nuestro propósito le-
gislativo. De antiguo nosotros hemos querido
que hubiera una ley de asociaciones profesiona-
les de trabajadores, y hemos insistido muchas
veces para que esto se pudiera concretar. Esta-
mos contentos de que así ocurra. Paso por alto
mi objeción, que tendrá o no una derivación en
el futuro, y es solamente significativa para una
interpretación constitucional.

Se ha dicho que esta ley es el resumen de
una concertación política. Yo lo he entendido
perfectamente desde el primer momento. La omi-
sión, la larga omisión en que incurrió la Cáma-
ra de Diputados para el tratamiento del pro-
yecto que había aprobado el Senado estaba de-
mostrando que existían desencuentros para la in-
terpretación de algunas cláusulas fundamentales
del proyecto que habíamos sancionado, y que
se estaba en la búsqueda de una concertación.
Personalmente he creído que sí era conveniente
concertar los puntos de vista para llegar a un
texto que fuera satisfactorio, no solamente para
los partidos políticos que aquí estamos represen-
tando, sino también para las fuerzas del tra-
bajo, que necesitan indiscutiblemente este ins-
trumento para su organización y el manteni-
miento de sus relaciones en la sociedad argen-
tina.

No voy a historiar las largas vicisitudes que
ha tenido el movimiento de los trabajadores ar-

gentinos hasta llegar a que nosotros hoy concre-
temos esta aspiración de dotarlo de una ley es-
pecífica, correspondiente a esta época que vive
la República Argentina. Pero no puedo dejar de
significar, puesto que se ponen bajo el signo de
la concertación, de lo consensuado, los términos
de esta ley, que hay una falla en todo esto que
debe indicarse para que sirva a quienes actua-
mos en la política argentina, a fin de que cuan-
do concertamos, las concertaciones o los con-
ciertos no desconcierten, sino que se mantengan.

Se ha concertado el texto en la Cámara de Di-
putados. He leído con mucho cuidado lo dicho
en esa Cámara sobre este proyecto de ley, y me
pareció muy bien que nosotros tuviéramos que
renunciar a algunas de nuestras aspiraciones, co-
mo aquí han indicado los senadores radicales.
Hubo renuncias a posiciones doctrinarias conte-
nidas inclusive -según el senador Grosso- en
la propia carta orgánica de su partido. Nosotros
para no hacer otra historia más larga, hemos re-
nunciado al principio de que los sindicatos pue-
den participar en la política partidista. Esto ha
sido una materia controvertida. Lo reconozco;
sí había figurado inicialmente en el proyecto Bri-
tos, pero el senador Vidal se opuso al manteni-
miento de la cláusula. Sin embargo, se votó fa-
vorablemente y se aprobó, pero fue suprimida en
el consenso que hubo en la Cámara de Dipu-
tados.

He tenido la preocupación de ver cuál ha sido
la historia de esta cláusula a lo largo de la legis-
lación argentina, no de todos los tiempos, sino
desde 1945 en adelante, en que el decreto ley
23.852/45 permite la actuación partidista de los
sindicatos. Sintomáticamente por el decreto ley
9.270/56 se prohibe, porque es el decreto del
gorilaje, de la dictadura, de los que quieren ani-
quilar al movimiento sindical, intervienen la
CGT, prohiben mencionar a Perón. Entonces se
suprime.

Nuevamente en 1958 se dicta una ley que no
dice nada sobre esto; es la ley Frondizi. Sin em-
bargo, en el decreto 969/66 se reitera la prohi-
bición; es la disposición de Onganía.

Se dicta luego la ley 20.615, que permite otra
vez la actuación política partidista de los sindi-
catos. Cuando se publicó el texto de esta últi-
ma ley, un tratadista que no es peronista ni re-
motamente, el doctor justo López, hizo notar
que hay países que la admiten sin que esto sig-
nifique de ninguna manera una violación a los
principiós de la democracia y señaló que el asen-
timiento para este tipo de regulación forma
parte de instituciones tradicionales de Gran
Bretaña, Australia y Estados Unidos, en la publi-
cación hecha en la revista "La Ley".
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Quería decir que nosotros hemos renunciado
a esto , por ejemplo. Hemos renunciado, hemos
aceptado que esto no integre el texto de la Ley
de Asociaciones Profesionales, dando muestras
de que también nosotros nos plegamos al con-
cepto de que hay que concertar y buscar en
el concierto de las opiniones, aun de las más
opuestas, el modo de salir adelante con una le-
gislación que atienda a los demás, que es tal vez
lo trascendente. De todas maneras yo no he
sentido una gran preocupación porque se su-
prima, porque después de todo las asociaciones
sindicales argentinas, las asociaciones sindicales
de trabajadores argentinos siguen siendo leales
y constantes en la prédica del justicialismo, por-
que han aprendido -no estos dirigentes de
ahora, sino los otros, de 1945 en adelante, y és-
tos lo han aprendido de aquéllos- que fue Pe-
rón quien reivindicó fundamentalmente la dig-
nidad de los trabajadores argentinos. Entonces,
si electoralmente debe apreciarse qué sistema
político, qué orientación política es capaz de
asegurar de algún modo la presencia, la per-
manencia de esa dignidad política en el juego
de las tensiones y de los encuentros electorales,
hay que darle el voto a los peronistas. Y así ha
estado ocurriendo.

Hay definiciones que tienen un sentido trasla-
tivo, y lo que Perón ha dicho a los trabajadores
argentinos -lo dijo personalmente y en publi-
caciones y lo ha repetido desde el exilio y cuan-
do volvió para el reencuentro del país con sus
grandes y nobles aspiraciones- ha sido reite-
rado por ellos, que lo han entendido perfecta-
mente bien. No sé hasta cuándo. Se dijo: No
siempre será así. Puede ser que en uno, dos,
cinco o diez años ello cambie. Por supuesto, esta
vida social es cambiante y comprendo que po-
dría ser que en algún momento, tal vez por la
influencia de quienes tergiversan el sentido
fdeológico y doctrinario del peronismo, variara
esta adhesión tradicional de los trabajadores
argentinos. Pero no tendremos que afligirnos
tampoco entonces los peronistas, porque los tra-
bajadores habrán encontrado un camino que se-
rá más seguro que el que nosotros habremos
podido ofrecerles para garantizar el manteni-
miento de su dignidad como trabajadores y ar-
gentinos.

Pero vuelvo a este asunto de la negociación
que se ha hecho en Diputados y a la permanen-
cia que deben tener acuerdos políticos, que
ya merecen una censura por parte de agrupa-
sienes políticas que no son consultadas o no
participan o conciertan con nosotros y a las cua-

Reunión 2S°

les, de alguna manera, nosotros -radicales y
peronistas- en estos temas venimos a enfrentar.
Sin embargo, resulta que no somos coherentes
con nosotros mismos, porque después de que en
Diputados se dijo lo que se dijo y se hizo lo que
se hizo, resulta que hoy se modifica, y no sólo
se lo hace de un día para otro, sino que aquí se
bloquea el tratamiento. Entonces, en definitiva,
quienes sostenemos que el procedimiento cons-
titucional es tal o cual, tenemos que luchar con-
tra las aspiraciones de modificación del consen-
so antes establecido.

Quiero recordar, puesto que se ha hablado de
los artículos 59, 45 y 52, que el diputado Corna-
glia, de la Unión Cívica Radical dijo: "Nosotros
desde la Unión Cívica Radical, a la que repre-
sento en esta oportunidad, comprometemos el
voto favorable en torno a este proyecto que llega
con un mensaje del Poder Ejecutivo, pero que
ha sido elaborado por los dos partidos popula-
res del país, en un trabajo tremendamente con-
tradictorio y creador, con participación activa
de la Confederación General del Trabajo y de
todos los grupos sindicales que la integran...".

Y agregó, con referencia al artículo 59: "En de-
finitiva algunos argumentos no pueden ser usa-
dos para asustarnos a todos. Tomemos en ca-
rácter de ejemplo el tema más duro que se ha
señalado en torno a esta discusión. ¿Cuál ha si-
do la mayor preocupación de quienes se resis-
ten a esta legislación? La mención que figura en
el inciso d) del artículo 59 en respecto a las
medidas de acción directa... ¡Qué poca serie-
dad se tiene cuando con estas consideraciones se
llega a este punto! ¡Qué poca memoria y senti-
do de la realidad tenemos los argentinos! La
ley 14.455 organizó la vida de los sindicatos. Se
dictó en 1958, y estuvo vigente hasta 1974. Su
artículo 99 expresaba: "Los estatutos de las aso•
ciaciones profesionales de trabajadores deberán
contener... autoridades y procedimientos para
la adopción de medidas de acción directa. Es lo
mismo que dice el proyecto que estamos consi-
derando".

Esto se ha dicho aquí con reiteración: No
solamente estaba en el proyecto que aprobó la
Cámara de Diputados. Hago notar que cuando
el senador Britos presentó su proyecto aquí, en
el Senado, esta cláusula no había sido incorpo-
rada. En el debate, el Senador Vidal propuso
el agregado -lo que consta en el Diario de Se-
siones-; la comisión lo aceptó y se votó inme-
diatamente. Como la votación resultó afirmati-
va, la cláusula quedó incorporada. Pero esto co-
rresponde a los antecedentes. En la ley 14.455,
el artículo 99, inciso 10), contenía esta disposi-
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ción referida a las medidas de acción directa.
También figura en la ley 20.615, artículo 99, in-
ciso 10), la cual fue dictada en el mes de diciem-
bre de 1973; la disposición que mencionamos
también está contenida en una ley de la dicta-
dura, la 22.105, en su artículo 13, inciso k).

El empresariado argentino ha vivido bajo to-
das estas leyes sabiendo que existe la cláusula,
sin pedir o reclamar su anulación o sustitución.
Me refiero, sobre todo, a esta última ley -la
de la dictadura-, que todavía hoy está vigente
hasta que nosotros la deroguemos definitivamen-
te. Sin embargo, el sector empresario se ha es-
forzado, en las publicaciones de toda clase en
que pueden influir, en los memoriales presenta-
dos, en las audiencias con nosotros, por conse-
guir que esto se borre pues es un atentado con-
tra la estabilidad y la conveniencia de las em-
presas. ¿Pero es que esto atentaba contra la es-
tabilidad y la conveniencia de las empresas du-
rante el gobierno de facto y estos cuatro años
que han transcurrido? ¿Cuál es la experiencia
que el país tiene recogida sobre esto? No hay
ninguna que pueda afectar en tal sentido. Por-
que ha dicho bien el senador Bravo: esto se ha
establecido con la condición de las medidas lí-
citas; y más aún, se ha establecido como un pa-
rágrafo de las disposiciones que debe contener
el estatuto que apruebe cada asociación gre-
mial. Entonces, no es cierto que afecte la esta-
bilidad.

Sr. Brasesco . - ¿Me permite, señor senador?
Sr. Martiarena . - Sí, como no.
Sr. Brasesco . - Deseo simplemente hacer una

reflexión acerca de lo que usted está diciendo,
como senador que ha firmado junto con otros
representantes de distintas bancadas el proyecto
que estamos considerando, en el que reempla-
zamos la frase medidas de acción directa por
medidas de acción legítimas.

Coincidimos totalmente -y lo hemos expre-
sado en forma clara- en que las medidas de
acción directa se refieren, de acuerdo con la ju-
risprudencia de nuestros tribunales y el conte-
nido doctrinario que le ha dado el derecho sin-
dical y laboral, a toda acción legítima encua-
drada dentro del marco de la ley, y que desde
ningún punto de vista puede caber una actitud
ilícita.

Pero quisimos encontrar una frase que alejara
planteos de tipo protestativo, que en un proceso
de normalización democrática del país tendían
a desarmonizar la ecuación de nuestra sociedad.
Por eso, fuimos a buscar una frase que aparecía
en la Constitución de 1949. Es decir, señor se-
nador Martiarena, que en el fondo coincidimos

tanto el señor senador Bravo como quienes han
firmado ese proyecto.

Por otra parte, con respecto a los consensos,
quiero decirle que indudablemente falta perfec-
cionarlos porque todos los proyectos consensua-
dos en la Cámara de Diputados sufrieron modi-
ficaciones en el Senado. Tal es el caso de los
procedimientos de negociación colectiva, la ley
14.250 y ahora los proyectos sobre obras socia-
les y seguro de salud, que estamos estudiando
en la Comisión de Asistencia Social y Salud Pú-
blica, incluso con la participación de sectores
políticos, de autoridades de los partidos, a nivel
del Ministerio de Acción Social, y creo que tam-
bién en el futuro con los presidentes de bloque.

Quiere decir que el señor senador tiene ra-
zón; que transitado el consenso, todavía que-
dan muchos defectos y dificultades. Por eso
nos vimos trabados durante unos cuantos meses
para buscar estos mínimos comunes denomina-
dores que hoy felizmente hemos encontrado.

Gracias, señor senador, y disculpe por la in-
terrupción.

Sr. Martiarena. - La interrupción del señor
senador Brasesco me da pie para insistir en mi
pregunta sobre cuál es la motivación para que
abandonemos ese texto, que figura incluso en el
proyecto del Poder Ejecutivo, firmado por el
presidente Alfonsín, expresamente y con las mis-
mas palabras.

¿Cuál es el motivo para el cambio? Hago esta
pregunta aunque hayamos recurrido a una frase
de la Constitución de 1949. Y es esto que dice
el diputado Cornaglia: "...algunos argumentos
no pueden ser usados para asustarnos a todos".
Es decir, que hemos cedido al susto que han
creado artificialmente sectores empresarios. O
sea, que esto estaba mal cuando nosotros sa-
bíamos que estaba bien y han confirmado aquí
que estaba bien, todos los señores senadores
que participaron en la interpretación de la cláu-
sula.

Dicha cláusula, como lo dijo el señor senador
Menem, tiene jurisprudencia sentada acerca de
cuál es la interpretación. Pero hemos roto el con-
senso de Diputados, y en lugar de aprobar lo
que fue enviado para que aquí se convirtiera
en ley hemos introducido modificaciones y, por
lo tanto, el proyecto debe volver a esa cámara
a través de uno nuevo.

Pero no sólo se trata de este asunto. También
debemos considerar el artículo 45, en donde se
discute el tema de los representantes en los es-
tablecimientos. Hay una gran gama de posibili-
dades: de 15 a 50, de 5 a 50, de 10 a 50, de 71
a 100, de 101 en adelante, etcétera.
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Pero lo notable es que también en este asun-
to se había llegado a una concertación. En la
Cámara de Diputados se planteó la objeción al
número de representantes, y el diputado Paren-
te puso las cosas en sus verdaderos términos di-
ciendo: "Pareciera que no se ha leído con aten-
ción y detenimiento el primer párrafo del artícu-
lo 45, donde se establece con meridiana claridad
que el número de delegados se fijara de confor-
midad con los incisos que luego se enuncian
ante la falta de normas en las convenciones co-
lectivas o en otros acuerdos. Vale decir que
cuando en las convenciones colectivas... no
se establezca número o no lo determine ningún
acuerdo, en ese caso recién entra a jugar la nor-
ma del artículo 45 en sus diversos incisos".

Nuevamente nos encontramos con que la gra-
ve objeción formulada a la sanción de la Cá-
mara de Diputados había sido desestimada, no
solamente por la explicación del diputado in-
formante sino por el texto preciso, claro y con-
creto del proyecto, que establece que cuando
la convención colectiva no fija nada entonces se
recurre a la escala establecida en la ley.

A mi modo de ver, y perdonen la repetición,
con riesgos de una interpretación equivocada
de la Constitución, hemos consentido en admi-
tir aquí que debe cambiarse el sistema, que se
aplica no inicialmente sino en razón de la falta
de acuerdo en una convención colectiva.

El tercer caso es el llamado "de la prejudicia-
lidad". Sobre este tema, fue el diputado Garay,
del Pacto Autonomista Liberal, quien formuló
la objeción al artículo 52, Dijo que era el em-
pleado quien debía recurrir al juez, dado el
zrave peligro que podría ocasionar tina situa-
ción extrema. Esa era su tesis: que fuera el
empleado quien pudiera recurrir al juez en cl
caso de que hubiera que reclamar por la deci-
ci<m del patrón.

Y dijo lo siguiente el diputado Terrile de la
Unión Cívica Radical: "...establecer lo que el
diputado preopinante propone resquebraja todo
"l andamiaje previsto en la prejudicialidad.

"La comisión ha debatido intensamente este
irtículo 52. En consecuencia, seguirá sostenien-
do la estabilidad del dirigente sindical, porque
creemos que esa garantía hace al marco demo-
crático y a la participación de los trabajadores".

La norma se aprobó sin que nadie usara de
la palabra y sin que hubiera otro atisbo de
oposición. Es decir que es en cuanto a ese ter-
cer caso que el Senado de la Nación está advir-
tiendo acerca de no aprobar la sanción de la
Cámara de Diputados, que ha sido perfecta-
mente establecida y explicada, para sustituirla,

por un texto que dice que el juez decidirá en
cinco días. Es toda una diferencia.

Estoy un poco machacante, pero tengo que
volver a plantear cuál es la naturaleza de los
consensos y de los acuerdos. Me gratifica lo que
ha expresado el señor senador Juárez, quien ha
dicho que esto que hacemos nosotros hoy aquí
es en función de la máxima latina que es máxi-
ma de todos los tiempos y de los pueblos civi-
lizados, sales populi lex suprema est. O sea,
que en el caso de la Salud del pueblo, tenemos
que apartarnos del estatuto fundamental.

¿Y quién determina cuál es y cuándo se da
la grave coyuntura de la salud del pueblo, que
nos obliga a apartarnos del estatuto fundamen-
tal? Cuando se presentan estas tres situaciones
de modificación de una ley que no tiene un ver-
dadero sentido fundamental sino un sentido
eventual, accidental y que nos conduce sin em-
bargo a cambiar el sistema y a decir que, en
lugar de aprobar -como yo propuse ayer- lisa
y llanamente el texto completo venido en revi-
sión de Diputados para que hoy mismo tuvié-
ramos la ley ya sancionada, la ley inobjetable
o inobjetada, en lugar de eso -repito- reem-
plazamos tres cosas de ninguna trascendencia y
dejamos sentado lo que se ha dado en llamar
una nueva jurisprudencia parlamentaria, de
modo que ninguno de nosotros podrá decir qué
alternativas podrán presentarse en el futuro de-
senvolvimiento de las instituciones argentinas.

Es cierto que todo reside en buscar la armo-
nía social. Y yo digo que en Diputados se buscó
^sns armonía social para el texto porque el que
sancionó el Senado era admisible para el par-
tido radical. A raíz de ello iniciamos conversa-
ciones pasándose por alto estas circunstancias
que el señor senador Solar¡ Yrigoyen ha indica-
do -algunas de carácter doctrinario y otras de
índole semántica o gramatical- que podrían ha-
ber mejorado la redacción. Pero se pasaron por
alto porque cada uno renunció un poco a lo
suyo, no en la Mesa del Consenso sino en la
discusión interna de las comisiones.

Se llegó a un acuerdo, el que era válido para
todos. Dicho acuerdo nos llenaba de satisfac-
ción a radicales y peronistas aun con la reserva
de nuestras posiciones doctrinarias -lo reconoz-
co y así debe ser-; pero admitíamos que la ver-
sión "consensuada" -entre comillas, porque es
cierto que no me gusta el término- era la ver-
sión que nos daba satisfacción a los principales
partidos del país y también a la Confederación
General del Trabajo, representativa de los obre-
ros de toda la República.

También me provoca cierto género de grati-
ficación lo que ha dicho el señor senador De la
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Rúa. El ha dicho -lamento que no esté pre-
sente en este momento, pero creo que no voy
a tergiversar el sentido de sus palabras- que el
sistema que hemos adoptado hoy está un tanto
supeditado a que la Cámara de Diputados acep-
te el procedimiento. Ello es así porque -no lo
ha dicho él sino que lo digo yo- hemos trans-
formado cl espíritu de un proyecto, en cuyo tra-
tamiento fuimos cámara iniciadora en uno nuevo,
distinto, que de acuerdo con la técnica del trá-
mite parlamentario previsto en la Constitución
Nacional debe pasar a la Cámara de Diputados.

Descuento -quiero creer así- que esto que
se ha hecho hoy ha sido previamente acordado
también con la Cámara de Diputados, y que
las observaciones y reservas que han expresado
los señores senadores Aguirre Lanari y Solar¡
Yrigoyen no tendrán repercusión en la Cámara
de Diputados. De lo contrario, este nuevo pro-
yecto que vamos a sancionar esta tarde y que
pasará en revisión a la Cámara de Diputados,
tal vez vuelva al Senado porque Diputados no
acepte algunas modificaciones o incorpore otras.
Si ése fuera el caso, se producirá una dilación
en la sanción de esta ley, que viene siendo pos-
tergada desde 1985, ya que desde entonces anda
dando vueltas porque no habíamos logrado el
acuerdo fundamental de los partidos para su tra-
tamiento en comisión. Y cuando dicho acuerdo
se logró nosotros volvimos en cierto sentido para
atrás e hicimos una nueva versión que otra vez
entra en el sistema de la Constitución para su
tratamiento. Inclusive, a mí me queda una duda
que se refiere al decreto por el cual el Poder
Ejecutivo incluyó el tema para su tratamiento en
sesiones extraordinarias.

En ese decreto 1.694, el Poder Ejecutivo in-
dicó que incluía para el tratamiento en extraor-
dinarias el proyecto del Poder Ejecutivo nacio-
nal acerca de la creación de un régimen sobre
funcionamiento y actividades de asociaciones sin-
dicales de trabajadores, según el mensaje 858/87.
Es decir, el presidente de la República, en ejer-
cicio de la función que le compete, convoca a
extraordinarias y establece el tema. Este no es
un tema abstracto, impreciso o enunciativo; es
un tema concreto: tratamiento del proyecto de
ley de asociaciones profesionales.

¿Podemos decir que ese proyecto queda en
comisión y no se lo considera, ni en su versión
original ni en la modificada, sino que se trata
un nuevo proyecto? Creo que estamos de nue-
vo soslayando la letra de la Constitución Na-
cional para crear esto que se ha denominado
aquí una nueva jurisprudencia.

Admitamos que es saludable para la sociedad
que las agremiaciones sindicales de trabajado-

res tengan de una buena vez su ley. Por eso,
yo hago votos para que estas observaciones mías
no sean recogidas en Diputados y esa Cámara
admita -porque supongo que los partidos y los
legisladores han concertado este tema- y aprue-
be este proyecto de ley sin modificación, sin
cambiar una coma, porque sería lamentable que
otra vez frustremos las legítimas aspiraciones
de los trabajadores argentinos de tener su ley
de asociaciones profesionales.

No voy a hacer comentarios sobre los dis-
cursos de mis colegas, aunque aclaro que no
estoy de acuerdo con algunas expresiones que
se han usado y con determinadas interpretacio-
nes históricas. Solamente diré, con respecto a
las expresiones del señor senador por el Chu-
but, que puso énfasis en decir que vivimos una
época en la que todo está en cambio y que todo
es para mejor, que ojalá su optimismo fuera una
realidad patente; nosotros sentimos que no todo
está mejor, que muchas cosas están igual y al-
gunas están peor. Pero éstas son apreciaciones
personales e individuales y no es el momento de
debatirlas.

Si diré del "racconto" histórico que ha hecho
el señor senador por el Chubut, que las expli-
caciones sobre la doctrina y la realización de la
Unión Cívica Radical en el terreno de las con-
quistas sociales merecen un comentario mío.

En 1946, cuando vino Juan Domingo Perón,
no encontró el país con una clase trabajadora de
signo y sentido argentino, nacional, con caracte-
rísticas francamente beneficiosas para la vida de
cada obrero argentino y su familia. Hubo una
lucha larga y dura contra la Unión Democrática,
representativa de los intereses espurios de la Re-
pública, que no comprendió ni admitió inicial-
mente cómo el justicialismo estaba realizando
la profunda revolución que significaba incorpo-
rar a todo el pueblo argentino, a los trabajado-
res en primer término, a la recuperación de su
condición humana. Entonces , no es que quiera
que cada uno de nosotros haga la apología de lo
suyo, pero en el registro histórico del país queda
señalado que Perón interpretó cabalmente el
profundo desencuentro argentino en lo social y.
se esforzó patrióticamente, él y quienes tuvi-
mos la fortuna de acompañarlo siempre, para
superar esa situación y dar felicidad y bienestar
a este pueblo que todavía está esperando que
todos nosotros podamos concretar ese sentir
ideal de la República.

Sr. Presidente (Otero). - Si ningún otro señor
senador hace uso de la palabra, se llamará para
votar.

Sr. Brasesco . - Pido la palabra.
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Sr. Presidente (Otero). - Tiene la palabra el
señor senador por Entre Ríos.

Sr. Brasesco. - Quiero hacer una moción de
urden: concluida la lista de oradores, que se
pase a votación.

Sr. Presidente (Otero).-Así haremos. El se-
flor senador Britos había pedido la palabra para
hacer algunas aclaraciones.

-Se llama para votar.
-Luego de unos instantes:

Sr. Presidente (Otero). - Tiene la palabra el
señor senador por San Luis.

Sr. Britos. - Señor presidente, señores sena-
dores, compañeros: después de este largo deba-
te quiero simplemente puntualizar algunas co-
sas que me parece vale la pena aclarar.

Nosotros dijimos algo muy importante en la
consideración del proyecto inicial. Eso quedó en
la Cámara de Diputados y ya lo señaló así nues-
tro compañero Martiarena; me refiero a la cues-
tión de la participación en política.

A medida que hemos ido analizando en pro-
fundidad este proyecto de ley, entendimos que
la participación política era más que una nece-
sidad. No lo hemos logrado, pero yo quisiera
que este punto quedara perfectamente claro.
En lo sucesivo, nosotros vamos a tratar de in-
troducir esa modificación.

Este proyecto de ley ha salido en forma con-
sensuada. Les diría a mis compañeros y a los
integrantes de los otros bloques que tomaremos
como base las palabras que aquí tengo sobre
un estudio de la participación política en los
sindicatos y solicito su inserción 1. Allí se dice
agudamente que impedir la actividad política
de los sindicatos es también un acto político,
aunque de signo opuesto a aquellos a los cua-
les se crea el impedimento.

Quiero también hacer una aclaración ante una
inquietud del bloque autonomista liberal en lo
que se refieré a la cantidad de delegados (artícu-
lo 45). Lo acordado era de un delegado hasta
cincuenta, y de cincuenta y uno a cien compa-
ñeros, dos delegados. Pero en el caso de que
una empresa tuviera tres turnos, colocábamos
uno por turno. Esto es lo que acordamos, y lo
que dice el artículo 45.

Finalmente, señor presidente, quiero agrade-
cer a todos los bloques, más allá de las discre-
pancias, la colaboración que han puesto de ma-
nifiesto para que el movimiento obrero pudie-
ra tener esta ley, ley que sirve como homenaje
a todos los compañeros que anónimamente han

1 Ver el Apéndice.
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trabajado dentro de este movimiento obrero.
Tengo que nombrar en especial en este home-
naje a José Rucci, a Valiese, a Tosco, a Alonso
a Vandor, a Atilio López, a Salamanca. Tal vez
omita a alguno, pero éste es el reconocimiento
de esta Cámara a esos hombres que de alguna
manera defendieron los derechos de la clase tra-
bajadora.

Por último, mi gratitud al señor senador por
Entre Ríos doctor Luis Brasesco, a mi compa-
ñero senador doctor Eduardo Menem, el agra-
decimiento permanente de los trabajadores por
haber aportado su experiencia y capacidad al
doctor Enrique Rodríguez, por su colaboración
a los doctores Jorge Urriza, María Elena Juárez,
Etelvina Milia, y asimismo a todos los compa-
ñeros de la Comisión de Trabajo y Previsión
Social de este Senado. Gracias.

Sr. Presidente (Otero). - Tiene la palabra el
señor senador por el Chubut.

Sr. Solar¡ Yrigoyen. - Deseo formular una
breve observación en nombre del bloque de la
Unión Cívica Radical, para adherir al justo ho-
menaje que ha hecho el señor senador Britos,
quien mencionó a una cantidad de líderes obre-
ros desaparecidos. Podríamos agregar a Oscar
Smith -de quien se olvidó-, y a muchos otros,
porque nos parece que la vida que ellos ofren-
daron, desde posiciones distintas en muchos ca-
sos, ha permitido trazar el camino que final-
mente nos conducirá a una ley de asociaciones
sindicales votada en este período de demo-
cracia.

Sr. Presidente (Otero). - Si no se hace uso de
la palabra, se va a votar en general.

-La votación resulta afirmativa.
-En particular es igualmente afirmativa.

Sr. Presidente (Otero). - Queda sancionado el
proyecto de ley. Se comunicará a la Honorable
Cámara de Diputados. (Aplausos.)

2

REPUDIO POR LAS MANIOBRAS MILITARES
INGLESAS EN EL ATLANTICO SUR

(Continuación)

Sr. Berhongaray. - Pido la palabra.

Sr. Presidente (Otero). -Tiene la palabra el
señor senador por La Pampa.

Sr. Berhongaray. - Señor presidente: he soli-
citado el uso de la palabra para proceder a dar
lectura al texto que unifica los distintos pro-
yectos de declaración sobre el tema de las ma-
niobras militares británicas, que nos había en-

mmontale.dip
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Sr. Nápoli. - Señor presidente: para esta se-
sión estaba aprobada la preferencia para el tra-
tamiento de los proyectos de ley sobre seguro
nacional de salud y obras sociales.

Solicito que dichas preferencias sean manteni-
das y trasladadas para la primera sesión que este
cuerpo realice después del 20 del corriente mes.

Sr. Presidente (Otero). - En consideración la
moción formulada por el señor senador por Río
Negro.

Tiene la palabra el señor senador por Santa
Cruz.

Sr. Molina. - Señor presidente: apoyo la mo-
ción formulada por el señor senador por Río
Negro. Hemos coincidido en el deseo de mante-
nes estas preferencias para la próxima sesión;
además han sido votadas por el cuerpo.

Sr. Presidente (Otero). - Tiene la palabra el
señor senador por Jujuy.

Sr. Martiarena. - Señor presidente: la moción
planteada por el señor senador Nápoli fue pre-
viamente conversada en la reunión de presiden-
tes de bloque. En principio estamos de acuerdo
con ella. Solamente solicito que la preferencia
sea trasladada específicamente al 23 del corrien-
te mes, que es día de tablas, y de no concretarse
la sesión en dicha fecha, para la siguiente.

También quiero dejar constancia de que entre
los motivos del diferimiento solicitado para el

Reunión 281

tratamiento de estos temas se encuentra la pre-
sentación de un proyecto de ley que hiciera el
bloque de senadores por Corrientes. Al mismo
tiempo, adelanto que quien les habla, junto con
el señor senador Benítez, ha presentado una
iniciativa que intenta compatibilizar la situación
de estos proyectos. Por eso deseo solicitar a las
comisiones a las que fueron girados los respec-
tivos proyectos que tengan en cuenta estas ini-
ciativas al momento de emitir su dictamen.

Desde luego que las preferencias para el día
23 o siguiente serán con despacho de comisión
o sin él.

Sr. Nápoli. - Señor presidente: deseo aclarar
que en mis palabras manifesté que se tratarían
en la primera sesión después del 20. Vale decir,
el 23, y en caso de que no fuera en esta fecha,
el 24 o al día siguiente.

Sr. Presidente (Otero). - Si no se hace uso de
la palabra, se va a votar la moción formulada
por el señor senador por Río Negro.

-La votación resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Otero). - Queda aprobada la
nueva preferencia.

Como no hay más asuntos que tratar, queda
levantada la sesión.

-Son las 17 y 23.
MARIO A. BALLESTEA.

Director del Cuerpo de Taquígrafos.
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Asociaciones sindicales

-El texto del proyecto de ley aprobado fi-
gura en el Diario de Sesiones de la reunión
anterior, en la pág. 2621.

Repudio por las maniobras militares inglesas en el
Atlántico Sur

-El texto de la declaración aprobada es el
que figura en la pág. 2773.

u
INSERCION SOLICITADA POR EL SEÑOR SENADOR BRITOS

SINDICALISMO Y POLITICA COMPARADOS pueden o no tener actividad política, constituía un ¡n-
i terrogante insusceptible de ser planteado en los albores

Sindicalismo y política 1 del sindicalismo. Hacer sindicalismo y hacer política
En sus orígenes, el sindicalismo era básicamente una ( era tan natural como respirar para vivir. Más b'en el

forma de acción social que intentaba la transformación
de la sociedad demoliberal burguesa.sr De tal manera,
el sindicalismo se nutría de una ideología específica y
se exteriorizaba en un programa de acción, que no
se agotaba en lo meramente gremial sino que, natural
e inevitablemente se traducía también como actividad
política. De tal manera, el tema de si los sindicatos

91 DE LA CUEVA, M. "Derecho mexicano del traba-
jo", t. 2, p. 293,

sindicalismo, la lucha gremial, no era sino una de las
facetas de la acción política de la clase obrera. Más
aún, incluso los anarquistas llegaron a estimar que la
acción sindical podía sustituir a la acción política 92

92 Conf. JOLL, JAMES, "Los anarquistas", ps. 259 y
sigts., citado por ICreimer , C. A. en "Asociaciones pro-
fesionales y libertad sindical", R. D. T. 1974, p. 117 y
nota 21; O.I.T. "Libertad sindical", Ginebra, 1959, ps.
95 y sigts.
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pero ello debido a que, dentro de ese enfoque, en re-
alidad la acción sindical era entendida como acción po-
lítica, mientras que la acción política era identificada
con la política tradicional, dentro de los moldes o re-
glas de juego del estado burgués,

Resultaba así que como bien ha sido señalado 93 am-

bos movimientos -el sindical y el político- estruc-

turaban un mismo programa de reivindicaciones: limi-

taciones a la jornada de trabajo y a las tareas de mu-

jeres y menores, descanso semanal, salarios mínimos,

etc. Pero lentamente en la medida en que se afianzan

las conquistas económicas en el plano gremial, la acción
en este campo va adquiriendo autonomía propia; se

separa paulatina pero marcadamente de la actividad po-

lítica. Y al mismo tiempo, el movimiento obrero sin-

dicalizado, va abandonando su condición contestataria
global y violenta del sistema; se inserta en el mismo

y termina por constituir una de las posibles respuestas

.de la sociedad industrial, dentro de una perspectiva

evolucionista pacífica . En tal estadio de la evolución

del sindicalismo, operada lo que podríamos llamar la

"profesionalización" de los sindicatos, la sociedad, que
ya no los margina sino que los reconoce y protege le-

galmente, intenta amputar, en nombre del "principio

de especialidad", las actividades políticas de las asocia-

ciones profesionales, limitando su accionar legal exclu-

sivamente a la defensa de los intereses gremiales.
Sin embargo puede decirse, sin temor a pecar en exa-

geración, que en la actualidad, esta problemática se
encuentra virtualmente reducida al ámbito de los países

latinoamericanos . 94 Pero esta cuestión, o sea la exis-

tencia de disposiciones legales que prohiban o restrin-

jan a los sindicatos recurrir a la actividad polítca para

la consecución de sus fines, no debe confundirse con

el problema del debate teórico sobre la conveniencia de
que el sindicalismo intervenga activamente en la acción

política o se autolimite dicha actividad; tema que ha

tenido especiales vaivenes dentro del movimiento obre-

ro, sobre todo en Francia 95 En el primer caso se trata

de una prohibición impuesta por el Estado; en el se-
gundo de una autolimitación, decidida por quien es

titular de un derecho que no se cuestiona.
a) Análisis de la situación en algunos países en par-

ticular. A los efectos de tener un panorama más o me-
nos genérico de la situación existente en el mundo,
nos detendremos en la consideración de la situación exis-
tente en algunos países en particular, sobre la base de
publicaciones de objetividad incuestionable, principal-
mente los estudios realizados al respecto por expertos
de la Organización Internacional del Trabajo.

1. La situación en Gran Bretaña. Hasta 1913, las
actividades políticas de los sindicatos estuvieron pros-
critas legalmente. En 1910, en el llamado "caso Osbor-
ne", una sentencia de la Cámara de los Lores declaró

93 KREIMER, C. A., ob. cit., p. 116.
94 Conf. COHEN, M., Le droit syndical et l'ezpression

d'opinion publique en Recueil Dalloz Sirey 1973, 89
cahier p, 87.

95 La tesis de la autolimitación tuvo su más clara
expresión en la llamada Carta de Amiens, de 1906 (Conf.
"Libertad Sindical" O.I.T., p. 97).
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que las actividades políticas de los sindicatos no eran

posibles, pues no se encontraban autorizadas en la de-

finición legal de un sindicato.96 Como consecuencia de
ello, se promulgó la ley de sindicatos de 1913, que per-

mitía las actividades políticas, a condición de que fue-
sen pagadas de un fondo especial, administrado en con-
diciones que se establecían en la misma ley. Como con-
secuencia de ello un sindicato puede gas'ar dichos
fondos para el pago de gastos relativos a candidaturas
o a cualquier cargo público, celebración de reuniones

electorales y distribución de propaganda, así como para

el mantenimiento de les diputados y de otras personas
que ocupen cargos públicos La contribución al fondo

político es, en principio, automática por parte de todos
los afiliados; pero éstos pueden rehusarse a contribuir

(contract out), llenando un formulario en tal sentido y

pidiendo ser eximidos de dicha obligación.
Según un censo realizado en 1959, sobre un total de

110 sindicatos y de 7.688.000 afiliados, solamente se
negó a contribuir el 11,9 por ciento. 87

Coma es sabido, el Partido Laborista en Gran Bretaña,
se formó sobre la base de los sindicatos y de organiza-
ciones socialistas. En la actualidad, la afiliación al Par-
t:do Laborista es accesible tanto a los individuos como
a las organizaciones, cooperativas y los sindicatos afi-
liados al Congreso de Sindicatos (T.U.C.), como sindi-
catos "bona fide". En 1959, el número de sindicatos
afiliados al Partido Laborista era de 87. Como entidades
afiliadas, los sindicatos tienen derecho a estar represen-
tados en la conferencia anual del Partido Laborista, en
proporción al número de afiliados con que cuenten. De
tal manera, pueden participar en los debates de la
conferencia sobre la elaboración de la política a seguir
y en el control general de las actividades del Partido.

2 La situación en Francia. La Confederación Gene-
ral del Trabajo francesa, creada en 1895, establece sus
estatutos sociales en 1902 en el Congreso de Montpellier.
En los mismos se aclara que la entidad agrupa "fuera
de toda escuela político, a los trabajadores conscientes
de la lucha a llevar a cabo para la desaparición del sa-
lario y del patrón".

Dcha línea es retomada por la resolución de 1906,
conocida como Carta de Amiens. Pero al respecto se
ha señalado el error de hablar de apoliticismo del mo-
v`miento sindical francés, a propósito de la Carta de
Amiens 98 pues en la misma se fijaba un objetivo polí-
tico fundamental: la expropiación capitalista o sea el
socalismo. De tal manera, el aparente apoliticismo de
la Carta de Amiens no era sino el rechazo del movi-
miento obrero francés a los partidos políticos tradicio-
nales de la burguesía.

La interacción entre las actividades sindical y políti-
ca se acentúa en Francia, a partir de la Primera y de la
Segunda Guerra Mundial. Así, los acuerdos de Maignon
convierten a la CGT en 1930, por primera vez, en in-
terlocutora en la cúspide del gobierno. Durante lague-
rra los sindicatos toman parte activa en la organización

96 O.I .T., "La situación sindical en el Reino Unidti',
Ginebra, 1961.

97 O.I.T., ob. cit., p. 121 y nota 3.
98 COHEN, M., ob. cit., p. 88.
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de la resistencia y en la elaboración del Programa del
Consejo Nacional de la Resistencia, que fuera adoptado
por el general De Gaulle, como programa del gobierno
provisional.

La participación en la conducción de los asuntos polí-
ticos se prolonga luego en el campo de las instituciones
de la República. En la Asamblea Consultiva Provisoria
de la Francia Libreada, doce bancas son reservadas a
la CGT (de inspiración comunista) y cuatro a la CFTC
(de orientación cristiana).

En la actualidad, los sindicatos más representativos
poseen miembros en los consejos de administración de
diversas empresas públicas y nacionalizadas y de los
organismos de seguridad social. Además, son miembros
de centenares de comisiones y organismos, tales como
el Consejo Económico y Social, Comisión del Control
de los Bancos, Consejo Nacional de Crédito y similares.

La influencia de los sindicatos en la vida pública es
tal, que algunos autores no vacilan en afirmar que "ellos
participan en la elaboración de la política del Estado
y en la acción administrativa, en materia económica, fi-
nanciera y social"99 .

3. La situación en Suecia . El movimiento sindical en
Suecia, estimó desde el primer momento que le era
necesario actuar en el campo político 100. Esto se com-
prende si se tiene en cuenta que en aquellos tiempos
aún no se había reconocido el derecho de voto a los tra-

bajadores, en las elecciones parlamentarias. De tal ma-
nera, los sindicatos suecos ya luchaban por alcanzar
ciertos objetivos políticos, antes que existiera un parti-
do político de los trabajadores y de que se estableciera
incluso, una organización sindical central. El Partido So-
cial Demócrata sueco, se fundó en 1889 y la Confedera-

ción de Sindicatos Suecos, en 1898. El congreso inaugural
de ésta, declaró que los sindicatos que desearon pertene-
cer a la confederación debían afiliarse al Partido Social
Demócrata, en el término de tres años de su ingreso a
la central sindical.

Sin embargo, en un nuevo Congreso, realizado en
1960, se eliminó la obligatoriedad de dicha afiliación,
reemplazándosela por otra, en virtud de la cual la con-
federación debía hacer lo posible para obtener, volunta-
riamente , dicha afiliación.

En 1909, se eliminó también esa cláusula y se la sus-
tituyó por otra, en la que se afirmaba "la solidaridad
moral" entre la Confederación y el Partido Social De-
mócrata sueco, al que se consideraba "como el órgano
natural y más calificado para apoyar las aspiraciones po-
líticas de la clase trabajadora sueca".

Desde entonces la actitud de la Confederación se ha
caracterizado por reconocer amplia libertad a los sin-
dicatos adheridos, para resolver si han de afiliarse o
no al Partido Social Demócrata, pero el apoyo de la
Confederación al partido ha sido constante. La legisla-
ción sueca no impone ninguna limitación al uso de los
fondos sindicales con fines políticos y a la actividad

99 JUVIGNY, P., Syndicats professionnels en Judisci.
Travail, fase. 12, 2da. ed., 1971, nv 100;COHEN, M,,
ob. cit., p. 88.

100 O.I.T., "La situación sindical en Suecia", Gine-
bra, 1961, p. 107.

política de los sindicatos. El gobierno reconoce el inte-
rés de los sindicatos en las cuestiones económicas, polí-
t'cas y sociales y da contenido práctico a este reconoci-
miento, a través de grandes cantidades de comités sobre
asuntos sociales, trabajo, viviendas, comercio y finanzas,
en los que existen representantes de los sindicatos y do
los empleadores. Según la OIT, ambas partes se respe-
tan mutuamente y han llegado a un alto grado de madu-
rez, que les permite "considerarse mutuamente como
consocios industriales" 101.

4. La situación en EE.UU. Como es sabido, en los
Estados Unidos de América el movimiento sindical tuvo
que luchar con una enconada resistencia gubernamen-
tal, tanto a nivel legislativo como jurisprudencial par-
ticularmente . Al extremo que la OIT ha expresado que
"rara vez se ha rodeado al sindicalismo en una socie-
dad democrática, de un ambiente más fovorable que
en Estados Unidos" 102. Se aplicaban a los sindicatos
las leyes contra los monopolios y contra las conspira-
dones. El movimiento obrero consolida su posición en
la sociedad yanqui, recién después de la Segunda Gue-
rra Mundial, adquiriendo representación en el Con-
sejo Nacional del Trabajo de Guerra y en otros orga-
nismos.

En la actualidad la ley Tuft-Hartley, en su artículo

304, sanciona como delito, tanto para una corporación
comercial como para un sindicato, efectuar contribu-
ciones o sufragar gastos en relación con una elección

general presidencial o parlamentaria o con las eleccio-
nes primarias o convenciones pertinentes 103. Pero las

organizaciones sindicales obvian dicho inconveniente,
conforme con la interpretación de la Corte Suprema, so-
licitando contribuciones voluntarias a sus afiliados, que
mantienen separadas de las cuotas sindicales propiamen-
te dichas. Además, la Corte Suprema ha declarado que
el referido artículo no se aplica a los gastos políticos
que se realicen con los fondos generales de un sindi-
cato, para publicar y distribuir entre sus afiliados, un
período en el que se abogue en favor de un determi.
nado candidato.

En los hechos, la participación de los sindicatos pro-
piciando determinadas candidaturas políticas y apoyan-
do financieramente las mismas, es intensa y generali-
zada,

b) Distintas formas de restricciones a la actividad po-
lítica de los sindicatos. En líneas generales puede afir-
marse que en la mayoría de los países, las legislaciones
no prevén limitaciones a la actividad política de los
sindicatos. En cambio, en otros países se establecen dis-

101 Ob. cit., p. 117.
102 "La situación sindical en EE.UU.", Ginebra, 1960,

p. 16. La ley nacional de Recuperación Industrial (NI
RA) promovida por F. D. Roosevelt, que reconocía a
los trabajadores el derecho de negociación colectiva y
sindicación fue declarada inconstitucional por la Corte
Suprema. Y la misma suerte corrió la ley Wagner, que
imponía a los empleadores la obligación de negociar
colectivamente con los sindicatos e introducía el con-
cepto de prácticas desleales de trabajo.

103 O.I.T., ob. cit., p. 82, PHELPS, O., "Introducción
a la Economía Laboral", ps. 697/S.
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tintos tipos de restricciones, que pueden sistematizarse

de la siguiente manera: 104

1. Restricciones para el uso de los fondos sindicales
con fines políticos. La forma común de dicha restricción,
consiste en imponer que todos los fondos destinados a
actividades políticas deberán ser financiados en forma
independiente y separada de las cotizaciones sindicales,
y que los afiliados de las entidades sindicales no de-
berán sufrir sanción alguna, si no aceptasen efectuar esa
contribución.

2. Prohibición absoluta de actividades políticas. En
algunos pocos países, generalmente latinoamericanos,
existe legislativamente la prohibición a toda forma de
actividad política de los sindicatos.

3. Control del movimiento sindical por un partido
político determinado. Finalmente se ha señalado que,
si bien en cierto número de países no existen, en tér-
minos estrictos, disposiciones que prohíban a las aso-
ciaciones sindicales actuar en actividades políticas, tal
situación viene a resultar indirectamente de disposicio-
nes legales o constitucionales, que asocian estrechamen-
te las actividades de las entidades sindicales con las
del partido político en el poder (U.R.S.S., España en
la época franquista)105.

c) La posición de la Organización Internacional del

Trabajo. Los órganos de la O.I.T. han considerado, uni-
formemente, que una prohibición general de activida-

des políticas resulta contraria a la convención interna-
cional sobre libertad sindical de 1948 roo. Al respecto
se estima que los Estados, sin llegar al extremo de
prohibir a priori y en forma general toda actividad po-

lítica de las asociaciones profesionales, deberían dejar
a las autoridades judiciales, el cuidado de reprimir los

abusos que las mismas puedan cometer. Así por ejem-

plo, a raíz de una observación del Comité de Libertad
Sindical de la OIT, con respecto a la prohibición total
de actividades políticas en la República Dominicana, la
misma fue suprimida 107. Similar situación se planteó

en 1957 con respecto a Cuba, dando origen a una de-
claración del Gobierno, expresando que la modificación

de dichas prohibiciones sería objeto de un mensaje pre-
sidencial al Congreso de ese país ros.

El tema fue considerado a fondo en la 351 reunión
de la Conferencia Internacional del Trabajo, en 1952,
adoptándose una resolución por 112 votos a favor, nin-
guno en contra y 37 abstenciones, en la que se estable-
ce, que "toda acción política de los sindicatos depende
de las condiciones particulares prevalecientes en cada
país" 109. La misma resolución admite claramente que
lo: sindicatos pueden emprender una acción política,

104 O.I.T., "Libertad sindical", p. 99.
105 O .I.T., ob. cit., p. 101.
106 O .I.T., ob. cit., p. 99; Conf. COHEN, M., ob.

cit., p. 86.
107 O.I.T., ob. cit., p. 100.
loa Ob. cit., ps. 99/100.
109 Compte rendu des travaux du B.I .T., 351 sesión,

Genéve, 1962 , p. 607, Résolution nv 15.

conforme a la Constitución, para favorecer la realiza-
ción de sus objetivos económicos y sociales; pero acla-
ra que, en este caso, la continuidad del movimiento sin-
dical no debe verse comprometida cualesquiera que fue-
ren los cambios políticos que puedan sobrevenir en el
país, así como que esa actividad política de los sindi-
catos, no debiera ser para los gobiernos, un pretexto
para romper esa continuidad r1o

d) La posición de la Iglesia Católica. En diversas
oportunidades la Iglesia Católica ha tomado posición so-

bre el tema. Ha declarado así que: "Como en muchos
caso?, no es a nivel de empresa sino en niveles institu-
cionales superiores, donde se toman las decisiones eco-

nómicas y sociales de las que dependen el porvenir de
los trabajadores y sus hijos, deben los trabajadores par-

ticipar también en semejantes decisiones, por sí mismos
o por medio de representantes libremente elegidos...
Por medio de esta participación organizada, que está

vinculada al progreso en la formación económica y so-
cial, crecerá más y más entre los trabajadores el sen-
tido de responsabilidad, que los llevará a sentirse su-

jetos activos, según sus medios y aptitudes propias, en
la tarea total del desarrollo económico y social y del
logro del bien común general""'.

También ha expresado que a los sindicatos "les co-
rresponde un papel activo en la contribución al bien
común general" mediante: "Participación con los em-
presarios y las asociaciones de los mismos en la con-
certación de convenios colectivos de trabajo razonables,
la vigilancia de su cumplimiento, la prevención y solu-
ción pacífica de los conflictos laborales.

"Estudio de los problemas técnicos y económicos de
los sectores de la economía y de las empresas, para
ayudar a solucionarlos o superarlos juntamente con las
citadas asociaciones de empresarios,

"Participación con los poderes públicos, en la elabo-
ración de políticas sociales y económicas.

"No corresponde, en cambio, a las asociaciones sin-
dicales actuar en política partidista ni tratar de obtener
reivindicaciones de orden directamente político. Pero
ello no significa que no puedan pronunciarse y actuar
en relación con la política social y económica" 112.

Asimismo ha declarado que "en la época moderna se
ha verificado un amplio desarrollo del movimiento aso-
ciativo de los trabajadores y su reconocimineto general
en las disposiciones jurídicas de los diversos países y en
el plano internacional, para los fines específicos de
colaboración, sobre todo mediante el contrato colectivo.
No podemos dejar de hacer notar, sin embargo, cuán
necesario y oportuno sea que la voz de los trabajadores
tenga la posibilidad de hacerse oír y escuchar más allá
del ámbito de cada organismo productivo (empresa)
y en todos los niveles . La razón consiste en que cada
uno de los organismos productivos, por muy amplias

110 Conf . "La Libertad sindical", p. 98.
111 Concilio Ecuménico Vaticano II, "Constitución

Pastoral Gaudium et Spcs", 7-12-65, n9 68.
112 Declaración del Episcopado Argentino , Bs. As.,

3-8-79.
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que puedan ser sus dimensiones y elevada e influyente
su eficiencia, está vitalmente insertado en el contexto
económico-social de las respectivas comunidades polí-
ticas y condicionado por él. Pero las resoluciones que
más influyen sobre aquel contexto no son tomadas en
el interior de cada uno de los organismos prod&tctivos;
son, por el contrario, decididas por poderes públicos o
por instituciones que operan en el plano mundial o re-
gional o nacional o de sector económico o de categoría
productiva. De ahí la oportunidad o la necesidad de
que en tales poderes o instituciones, además de los que
aportan capitales o de quienes representan sus intereses,
también se hallen presentes los trabajadores o quienes
representan sus derechos, exigencias y aspiraciones" 113.

e) El problema en la doctrina . La doctrina labora-
lista es, en general, uniforme en el sentido de reconocer
el derecho de las asociaciones gremiales de actuar en el
campo político. Las discrepancias o dificultades, nacen
en lo que respecta a la política partidista, particular-
mente en la vida interna de los sindicatos. Así Paul
Durand expresaba ya en 1956 que "no se podría im-
pedir a las agrupaciones profesionales inspirarse en cier-
tas concepciones políticas"; interrogándose "cómo un
sindicato patronal u obrero podría mantenerse indife-
rente ante un programa económico y social de los par-
tidos políticos , del cual dependen la carga de los im-
puestos y el nivel de los precios, la situación de las
industrias en el comercio internacional, el empleo de la
mano de obra, la remuneración del trabajo, las garan-
tías de la existencia. Los sindicatos están, por otra
parte, en la época contemporánea, tan estrechamente
asociados a la. organización del Estado, sus consejos son
tan frecuentemente solicitados respecto de los diferentes
aspectos de la política económica y social, que es im-
posible aislar enteramente su acción del campo polí-
tico".114 Solamente entendía Durand que debía estar
interdicta a los sindicatos la presentación de candidatos

en las elecciones políticas.

Aso vez Verdier estimaba en 1966 que "una inter-
vención sindical en el campo político es frecuentemente
el medio inmediato de la búsqueda de un objetivo pro-
fesional a más largo plazo. Así, una toma de posición
electoral, incluida la incitación a los miembros a votar

113 Juan XXIII, "Encíclica Meter et Magistra", 15-
5-61.

114 Traité, t. III , p. 174.

a favor o en contra de un determinado candidato...
no tienen nada de ilícitas en sí mismas". 115

Por su parte el profesor Krotoschin expresa que los
fines políticos que pueda tener una asociación profe-
sional sirven, desde luego, en un sentido amplia a la
defensa de los intereses profesionales, por lo que sería
vano e ilógico querer prohibir a las asociaciones profe-
sionales tener y perseguir tales fines esenciales. Pero
considera que este tema, es diferente de la cuestión de
saber de qué modo la asociación profesional puede ac-
tuar en política; cuestión que se refiere ya no a los
fines sino a los medios con que las asociaciones profe-
sionales pueden perseguir aquéllos.116

Como podrá apreciarse se trata de una posición si-
milar a la expuesta por el profesor francés Verdier, y la

generalidad de la doctrina francesa.

Entre nosotros es conocida la polémica entablada en-
tre los profesores Katz y Nápoli, a favor y en contra
de la posible participación de los sindicatos en políti-
ca, 117 que concluyera, en nuestra opinión, con la evi-
dencia de la superioridad argumenta] desarrollada por
Katz.

Por nuestra parte, entendemos que los móviles polí-
ticos no pueden amputarse dentro del espectro de obje-
tivos del movimiento obrero sindicalizado. ¿De qué ser-
viría, por ejemplo, obtener un aumento de salarios sus-
tancial, en una convención colectiva de trahrjo, si al
día siguiente una simple circular del Banco Central
desvaloriza la moneda nacional y convierte en letra
muerta el aumento nominal logrado?

Lo único que entendemos debe prohibirse, tal cual
lo ha establecido siempre nuestra legislación, es que
se establezcan diferencias en el seno de la organización
sindical, por razones políticas.

115 Traité de Droit du Tracail de Camerlynck, t. V.
Dalloz, 1966, p. 353. En sentido similar BRUN et GA-
LLAND: Droit du Trawil, París, 1956, p. 656; RIVERO
et SABATIER: Droit du Travail, 51 ed., 1970, p. 81;
LYON-CAEN en Syndicats et politiques, Droit Social,
1970, p. 78.

ti¿ Ob. cit., t. II, p. 638.
117 Rey. La Ley t. 80, p. 853; t. 82, ps. 911 y 990;

t. 83, p. 1000. Ver asimismo MONZON, M. D., ob cit.,
en R.D.T., 1974, p. 359 y nota nv 43, quien agudamente
señala que impedir la actividad política de los sindi-
catos es también un acto político, aunque de signo
opuesto a aquellos a los cuales se crea el impedimento.
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